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LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES 
 

Al margen un sello que dice: Poder Ejecutivo Federal.- Estados Unidos Mexicanos.- México.- 

Secretaría de Gobernación. 

El C. Presidente Constitucional Substituto de los Estados Unidos Mexicanos, se ha servido 

dirigirme la siguiente Ley: 

 

"ABELARDO L. RODRÍGUEZ, Presidente Constitucional Substituto de los Estados Unidos 

Mexicanos, a sus habitantes, sabed:" 

 

Que en uso de las facultades extraordinarias que me confiere el Decreto expedido por el Congreso 

de la Unión, con fecha 28 de diciembre de 1933, para expedir un nuevo Código de Comercio y las leyes 

especiales en materia de comercio y de derecho procesal mercantil, he tenido a bien expedir la siguiente 

 

LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES 
 

CAPÍTULO I 

DE LA CONSTITUCIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LAS SOCIEDADES EN GENERAL 

 

Artículo 1°.- Esta Ley reconoce las siguientes especies de sociedades mercantiles: 

I.- Sociedad en nombre colectivo; 

II.- Sociedad en comandita simple; 

III.- Sociedad de responsabilidad limitada; 

IV.- Sociedad anónima; 

V.- Sociedad en comandita por acciones; 

VI.- Sociedad cooperativa, y 

VII.- Sociedad por acciones simplificada. 

Cualquiera de las sociedades a que se refieren las fracciones I a V, y VII de este artículo podrá 

constituirse como sociedad de capital variable, observándose entonces las disposiciones del Capítulo VIII 

de esta Ley. 

 

Artículo 2°.- Las sociedades mercantiles inscritas en el Registro Público de Comercio, tienen 

personalidad jurídica distinta de la de los socios. 

Salvo el caso previsto en el artículo siguiente, no podrán ser declaradas nulas las sociedades 

inscritas en el Registro Público de Comercio. 

Las sociedades no inscritas en el Registro Público de Comercio que se hayan exteriorizado como 

tales, frente a terceros consten o no en escritura pública, tendrán personalidad jurídica. 

Las relaciones internas de las sociedades irregulares se regirán por el contrato social respectivo, y, 

en su defecto, por las disposiciones generales y por las especiales de esta ley, según la clase de sociedad 

de que se trate. 

Tratándose de la sociedad por acciones simplificada, para que surta efectos ante terceros deberá 

inscribirse en el registro mencionado. 

Los que realicen actos jurídicos como representantes o mandatarios de una sociedad irregular, 

responderán del cumplimiento de los mismos frente a terceros, subsidiaria, solitaria (sic) e ilimitadamente, 

sin perjuicio de la responsabilidad penal, en que hubiere incurrido, cuando los terceros resultaren 

perjudicados. 

Los socios no culpables de la irregularidad, podrán exigir daños y perjuicios a los culpables y a 

los que actuaren como representantes o mandatarios de la sociedad irregular. 

 

Artículo 3°.- Las sociedades que tengan un objeto ilícito o ejecuten habitualmente actos ilícitos, 

serán nulas y se procederá a su inmediata liquidación, a petición que en todo tiempo podrá hacer 
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cualquiera persona, incluso el Ministerio Público, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que hubiere 

lugar. 

La liquidación se limitará a la realización del activo social, para pagar las deudas de la sociedad, y 

el remanente se aplicará al pago de la responsabilidad civil, y en defecto de ésta, a la Beneficencia Pública 

de la localidad en que la sociedad haya tenido su domicilio. 

 

Artículo 4°.- Se reputarán mercantiles todas las sociedades que se constituyan en alguna de las 

formas reconocidas en el artículo 1°. de esta Ley. 

Las sociedades mercantiles podrán realizar todos los actos de comercio necesarios para el 

cumplimiento de su objeto social, salvo lo expresamente prohibido por las leyes y los estatutos sociales. 

 

Artículo 5°.- Las sociedades se constituirán ante fedatario público y en la misma forma se harán 

constar con sus modificaciones. El fedatario público no autorizará la escritura o póliza cuando los estatutos o 

sus modificaciones contravengan lo dispuesto por esta Ley. 

La sociedad por acciones simplificada se constituirá a través del procedimiento establecido en el 

Capítulo XIV de esta Ley. 

 

Artículo 6°.- La escritura o póliza constitutiva de una sociedad deberá contener: 

I.- Los nombres, nacionalidad y domicilio de las personas físicas o morales que constituyan la 

sociedad; 

II.- El objeto de la sociedad; 

III.- Su razón social o denominación; 

IV.- Su duración, misma que podrá ser indefinida; 

V.- El importe del capital social; 

VI.- La expresión de lo que cada socio aporte en dinero o en otros bienes; el valor atribuído a 

éstos y el criterio seguido para su valorización. 

Cuando el capital sea variable, así se expresará indicándose el mínimo que se fije; 

VII.- El domicilio de la sociedad; 

VIII.- La manera conforme a la cual haya de administrarse la sociedad y las facultades de los 

administradores; 

IX.- El nombramiento de los administradores y la designación de los que han de llevar la firma 

social; 

X.- La manera de hacer la distribución de las utilidades y pérdidas entre los miembros de la 

sociedad; 

XI.- El importe del fondo de reserva; 

XII.- Los casos en que la sociedad haya de disolverse anticipadamente, y 

XIII.- Las bases para practicar la liquidación de la sociedad y el modo de proceder a la elección de 

los liquidadores, cuando no hayan sido designados anticipadamente. 

Todos los requisitos a que se refiere este artículo y las demás reglas que se establezcan en la 

escritura sobre organización y funcionamiento de la sociedad constituirán los estatutos de la misma. 

XIV.- Las reglas para la celebración de las Asambleas de Socios y de los órganos de administración, 

siendo que los estatutos podrán contemplar que unas y otras podrán celebrarse de forma presencial o mediante 

el uso de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología, que permitan la participación de la 

totalidad o una parte de los asistentes por dichos medios en la asamblea o junta de que se trate, siempre y 

cuando la participación sea simultánea y se permita la interacción en las deliberaciones de una forma 

funcionalmente equivalente a la reunión presencial. En todo caso, sean presenciales o mediante el uso de 

medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología, en todas las Asambleas de Socios y de los órganos 

de administración se deberá contar con mecanismos o medidas que permitan el acceso, la acreditación de la 

identidad de los asistentes, así como, en su caso, del sentido de su voto, y se genere la evidencia 

correspondiente. 
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Artículo 7°.- Si el contrato social no se hubiere otorgado en escritura o póliza ante fedatario 

público, pero contuviere los requisitos que señalan las fracciones I a VII del artículo 6o., cualquiera 

persona que figure como socio podrá demandar en la vía sumaria el otorgamiento de la escritura o póliza 

correspondiente. 

En caso de que la escritura social no se presentare dentro del término de quince días a partir de su 

fecha, para su inscripción en el Registro Público de Comercio, cualquier socio podrá demandar en la vía 

sumaria dicho registro. 

Las personas que celebren operaciones a nombre de la sociedad, antes del registro de la escritura 

constitutiva, contraerán frente a terceros, responsabilidad ilimitada y solidaria por dichas operaciones. 

 

Artículo 8°.- En caso de que se omitan los requisitos que señalan las fracciones VIII a XIII, inclusives 

(sic), del artículo 6°., se aplicarán las disposiciones relativas de esta Ley. 

Asimismo, las reglas permisivas contenidas en esta Ley no constituirán excepciones a la libertad 

contractual que prevalece en esta materia. 

 

Artículo 8-A.- El ejercicio social de las sociedades mercantiles coincidirá con el año de 

calendario, salvo que las mismas queden legalmente constituidas con posterioridad al 1o. de enero del año 

que corresponda, en cuyo caso el primer ejercicio se iniciará en la fecha de su constitución y concluirá el 

31 de diciembre del mismo año. 

En los casos en que una sociedad entre en liquidación o sea fusionada, su ejercicio social 

terminará anticipadamente en la fecha en que entre en liquidación o se fusione y se considerará que habrá 

un ejercicio durante todo el tiempo en que la sociedad esté en liquidación debiendo coincidir este último 

con lo que al efecto establece el artículo 11 del Código Fiscal de la Federación. 

 

Artículo 9°.- Toda sociedad podrá aumentar o disminuir su capital, observando, según su 

naturaleza, los requisitos que exige esta Ley. 

La reducción del capital social, efectuada mediante reembolso a los socios o liberación concedida 

a éstos de exhibiciones no realizadas, se publicará en el sistema electrónico establecido por la Secretaría 

de Economía. 

Los acreedores de la sociedad, separada o conjuntamente, podrán oponerse ante la autoridad 

judicial a dicha reducción, desde el día en que se haya tomado la decisión por la sociedad, hasta cinco 

después de la última publicación. 

La oposición se tramitará en la vía sumaria, suspendiéndose la reducción entre tanto la sociedad 

no pague los créditos de los opositores, o no los garantice a satisfacción del Juez que conozca del asunto, o 

hasta que cause ejecutoria la sentencia que declare que la oposición es infundada. 

 

Artículo 10.- La representación de toda sociedad mercantil corresponderá a su administrador o 

administradores, quienes podrán realizar todas las operaciones inherentes al objeto de la sociedad, salvo lo 

que expresamente establezcan la Ley y el contrato social. 

Para que surtan efecto los poderes que otorgue la sociedad mediante acuerdo de la asamblea o del 

órgano colegiado de administración, en su caso, bastará con la protocolización ante notario de la parte del 

acta en que conste el acuerdo relativo a su otorgamiento, debidamente firmada por quienes actuaron como 

presidente o secretario de la asamblea o del órgano de administración según corresponda, quienes deberán 

firmar el instrumento notarial, o en su defecto lo podrá firmar el delegado especialmente designado para 

ello en sustitución de los anteriores. 

El notario hará constar en el instrumento correspondiente, mediante la relación, inserción o el agregado 

al apéndice de las certificaciones, en lo conducente, de los documentos que al efecto se le exhiban, la 

denominación o razón social de la sociedad, su domicilio, duración, importe del capital social y objeto de la 

misma, así como las facultades que conforme a sus estatutos le correspondan al órgano que acordó el 

otorgamiento del poder y, en su caso, la designación de los miembros del órgano de administración. 
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Si la sociedad otorgare el poder por conducto de una persona distinta a los órganos mencionados, 

en adición a la relación o inserción indicadas en el párrafo anterior, se deberá dejar acreditado que dicha 

persona tiene las facultades para ello. 

 

Artículo 11.- Salvo pacto en contrario, las aportaciones de bienes se entenderán traslativas de 

dominio. El riesgo de la cosa no será a cargo de la sociedad, sino hasta que se le haga la entrega 

respectiva. 

 

Artículo 12.- A pesar de cualquier pacto en contrario, el socio que aportare a la sociedad uno o más 

créditos, responderá de la existencia y legitimidad de ellos, así como de la solvencia del deudor, en la época de 

la aportación, y de que, si se tratare de títulos de crédito, éstos no han sido objeto de la publicación que 

previene la Ley para los casos de pérdida de valores de tal especie. 

 

Artículo 13.- El nuevo socio de una sociedad ya constituida responde de todas las obligaciones 

sociales contraídas antes de su admisión, aun cuando se modifique la razón social o la denominación. El pacto 

en contrario no producirá efecto en perjuicio de terceros. 

 

Artículo 14.- El socio que se separe o fuere excluído de una sociedad, quedará responsable para 

con los terceros, de todas las operaciones pendientes en el momento de la separación o exclusión. 

El pacto en contrario no producirá efecto en perjuicio de terceros. 

 

Artículo 15.- En los casos de exclusión o separación de un socio, excepto en las sociedades de 

capital variable, la sociedad podrá retener la parte de capital y utilidades de aquél hasta concluir las 

operaciones pendientes al tiempo de la exclusión o separación, debiendo hacerse hasta entonces la 

liquidación del haber social que le corresponda. 

 

Artículo 16.- En el reparto de las ganancias o pérdidas se observarán, salvo pacto en contrario, las 

reglas siguientes: 

I.- La distribución de las ganancias o pérdidas entre los socios capitalistas se hará 

proporcionalmente a sus aportaciones. 

II.- Al socio industrial corresponderá la mitad de las ganancias, y si fueren varios, esa mitad se 

dividirá entre ellos por igual, y 

III.- El socio o socios industriales no reportarán las pérdidas. 

 

Artículo 17.- No producirán ningún efecto legal las estipulaciones que excluyan a uno o más 

socios de la participación en las ganancias. 

 

Artículo 18.- Si hubiere pérdida del capital social, éste deberá ser reintegrado o reducido antes de 

hacerse repartición o asignación de utilidades. 

 

Artículo 19.- La distribución de utilidades sólo podrá hacerse después de que hayan sido 

debidamente aprobados por la asamblea de socios o accionistas los estados financieros que las arrojen. 

Tampoco podrá hacerse distribución de utilidades mientras no hayan sido restituidas o absorbidas 

mediante aplicación de otras partidas del patrimonio, las pérdidas sufridas en uno o varios ejercicios 

anteriores, o haya sido reducido el capital social. Cualquiera estipulación en contrario no producirá efecto 

legal, y tanto la sociedad como sus acreedores podrán repetir por los anticipos o reparticiones de utilidades 

hechas en contravención de este artículo, contra las personas que las hayan recibido, o exigir su reembolso 

a los administradores que las hayan pagado, siendo unas y otros mancomunada y solidariamente 

responsables de dichos anticipos y reparticiones. 
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Artículo 20.- Salvo por la sociedad por acciones simplificada, de las utilidades netas de toda 

sociedad, deberá separarse anualmente el cinco por ciento, como mínimo, para formar el fondo de reserva, 

hasta que importe la quinta parte del capital social. 

El fondo de reserva deberá ser reconstituído de la misma manera cuando disminuya por cualquier 

motivo. 

 

Artículo 21.- Son nulos de pleno derecho los acuerdos de los administradores o de las juntas de 

socios y asambleas, que sean contrarios a lo que dispone el artículo anterior. En cualquier tiempo en que, 

no obstante esta prohibición, apareciere que no se han hecho las separaciones de las utilidades para formar 

o reconstituir el fondo de reserva, los administradores responsables quedarán ilimitada y solidariamente 

obligados a entregar a la sociedad, una cantidad igual a la que hubiere debido separarse. 

Quedan a salvo los derechos de los administradores para repetir contra los socios por el valor de lo 

que entreguen cuando el fondo de reserva se haya repartido. 

No se entenderá como reparto la capitalización de la reserva legal, cuando esto se haga, pero en 

este caso deberá volverse a constituir a partir del ejercicio siguiente a aquel en que se capitalice, en los 

términos del artículo 20. 

 

Artículo 22.- Para hacer efectiva la obligación que impone a los administradores el artículo 

anterior, cualquier socio o acreedor de la sociedad podrá demandar su cumplimiento en la vía sumaria. 

 

Artículo 23.- Los acreedores particulares de un socio no podrán, mientras dure la sociedad, hacer 

efectivos sus derechos sino sobre las utilidades que correspondan al socio según los correspondientes 

estados financieros, y, cuando se disuelva la sociedad, sobre la porción que le corresponda en la 

liquidación. Igualmente, podrán hacer efectivos sus derechos sobre cualquier otro reembolso que se haga a 

favor de los socios, tales como devolución de primas sobre acciones, devoluciones de aportaciones 

adicionales y cualquier otro semejante. 

Podrán, sin embargo, embargar la porción que le corresponda al socio en la liquidación y, en las 

sociedades por acciones, podrán embargar y hacer vender las acciones del deudor. 

Cuando las acciones estuvieren caucionando las gestiones de los administradores o comisarios, el 

embargo producirá el efecto de que, llegado el momento en que deban devolverse las acciones, se pongan 

éstas a disposición de la autoridad que practicó el embargo, así como los dividendos causados desde la 

fecha de la diligencia. 

 

Artículo 24.- La sentencia que se pronuncie contra la sociedad condenándola al cumplimiento de 

obligaciones respecto de tercero, tendrá fuerza de cosa juzgada contra los socios, cuando éstos hayan sido 

demandados conjuntamente con la sociedad. En este caso, la sentencia se ejecutará primero en los bienes 

de la sociedad y sólo a falta o insuficiencia de éstos, en los bienes de los socios demandados. 

Cuando la obligación de los socios se limite al pago de sus aportaciones, la ejecución de la 

sentencia se reducirá al monto insoluto exigible. 

 

CAPÍTULO II 

DE LA SOCIEDAD EN NOMBRE COLECTIVO 

 

Artículo 25.- Sociedad en nombre colectivo es aquella que existe bajo una razón social y en la 

que todos los socios responden, de modo subsidiario, ilimitada y solidariamente, de las obligaciones 

sociales. 

 

Artículo 26.- Las cláusulas del contrato de sociedad que supriman la responsabilidad ilimitada y 

solidaria de los socios, no producirán efecto alguno legal con relación a terceros; pero los socios pueden 

estipular que la responsabilidad de alguno o algunos de ellos se limite a una porción o cuota determinada. 
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Artículo 27.- La razón social se formará con el nombre de uno o más socios, y cuando en ella no 

figuren los de todos, se le añadirán las palabras "y compañía" u otras equivalentes. 

 

Artículo 28.- Cualquiera persona extraña a la sociedad que haga figurar o permita que figure su 

nombre en la razón social, quedará sujeta a la responsabilidad ilimitada y solidaria que establece el 

artículo 25. 

 

Artículo 29.- El ingreso o separación de un socio no impedirá que continúe la misma razón social 

hasta entonces empleada; pero si el nombre del socio que se separe apareciere en la razón social, deberá 

agregarse a ésta la palabra "sucesores." 

 

Artículo 30.- Cuando la razón social de una compañía sea la que hubiere servido a otra cuyos 

derechos y obligaciones han sido transferidos a la nueva, se agregará a la razón social la palabra 

"sucesores." 

 

Artículo 31.- Los socios no pueden ceder sus derechos en la compañía sin el consentimiento de 

todos los demás, y sin él, tampoco pueden admitirse otros nuevos, salvo que en uno u otro caso el contrato 

social disponga que será bastante el consentimiento de la mayoría. 

 

Artículo 32.- En el contrato social podrá pactarse que a la muerte de cualquiera de los socios 

continúe la sociedad con sus herederos. 

 

Artículo 33.- En caso de que se autorice la cesión de que trata el artículo 31, en favor de persona 

extraña a la sociedad, los socios tendrán el derecho del tanto, y gozarán de un plazo de quince días para 

ejercitarlo, contando desde la fecha de la junta en que se hubiere otorgado la autorización. Si fuesen varios 

los socios que quieran usar de este derecho, les competerá a todos ellos en proporción a sus aportaciones. 

 

Artículo 34.- El contrato social no podrá modificarse sino por el consentimiento unánime de los 

socios, a menos que en el mismo se pacte que pueda acordarse la modificación por la mayoría de ellos. En 

este caso la minoría tendrá el derecho de separarse de la sociedad. 

 

Artículo 35.- Los socios, ni por cuenta propia, ni por ajena podrán dedicarse a negocios del 

mismo género de los que constituyen el objeto de la sociedad, ni formar parte de sociedades que los 

realicen, salvo con el consentimiento de los demás socios. 

En caso de contravención, la sociedad podrá excluir al infractor, privándolo de los beneficios que 

le correspondan en ella y exigirle el importe de los daños y perjuicios. 

Estos derechos se extinguirán en el plazo de tres meses contados desde el día en que la sociedad 

tenga conocimiento de la infracción. 

 

Artículo 36.- La administración de la sociedad estará a cargo de uno o varios administradores, 

quienes podrán ser socios o personas extrañas a ella. 

 

Artículo 37.- Salvo pacto en contrario, los nombramientos y remociones de los administradores se 

harán libremente por la mayoría de votos de los socios. 

 

Artículo 38.- Todo socio tendrá derecho a separarse, cuando en contra de su voto, el 

nombramiento de algún administrador recayere en persona extraña a la sociedad. 

 

Artículo 39.- Cuando el administrador sea socio y en el contrato social se pactare su 

inamovilidad, sólo podrá ser removido judicialmente por dolo, culpa o inhabilidad. 
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Artículo 40.- Siempre que no se haga designación de administradores, todos los socios 

concurrirán en la administración. 

 

Artículo 41.- El administrador sólo podrá enajenar y gravar los bienes inmuebles de la compañía, 

con el consentimiento de la mayoría de los socios, o en el caso de que dicha enajenación constituya el 

objeto social o sea una consecuencia natural de éste. 

 

Artículo 42.- El administrador podrá, bajo su responsabilidad, dar poderes para la gestión de 

ciertos y determinados negocios sociales, pero para delegar su encargo necesitará el acuerdo de la mayoría 

de los socios, teniendo los de la minoría el derecho de retirarse cuando la delegación recayere en persona 

extraña a la sociedad. 

 

Artículo 43.- La cuenta de administración se rendirá semestralmente, si no hubiere pacto sobre el 

particular, y en cualquier tiempo en que lo acuerden los socios. 

 

Artículo 44.- El uso de la razón social corresponde a todos los administradores, salvo que en la 

escritura constitutiva se limite a uno o a varios de ellos. 

 

Artículo 45.- Las decisiones de los administradores se tomarán por voto de la mayoría de ellos, y 

en caso de empate, decidirán los socios. 

Cuando se trate de actos urgentes cuya omisión traiga como consecuencia un daño grave para la 

sociedad, podrá decidir un solo administrador en ausencia de los otros que estén en la imposibilidad, aun 

momentánea, de resolver sobre los actos de la administración. 

 

Artículo 46.- Los socios resolverán también por el voto de la mayoría de ellos. Sin embargo, en el 

contrato social podrá pactarse que la mayoría se compute por cantidades; pero si un solo socio representare 

el mayor interés, se necesitará además el voto de otro. 

Para los efectos de este precepto, el socio industrial disfrutará de una sola representación que, 

salvo disposición en contrario del contrato social, será igual a la del mayor interés de los socios 

capitalistas. Cuando fueren varios los socios industriales, la representación única que les concede este 

artículo se ejercitará emitiendo como voto el que haya sido adoptado por mayoría de personas entre los 

propios industriales. 

 

Artículo 47.- Los socios no administradores podrán nombrar un interventor que vigile los actos de 

los administradores, y tendrán el derecho de examinar el estado de la administración y la contabilidad y 

papeles de la compañía, haciendo las reclamaciones que estimen convenientes. 

 

Artículo 48.- El capital social no podrá repartirse sino después de la disolución de la compañía y 

previa la liquidación respectiva, salvo pacto en contrario que no perjudique el interés de terceros. 

 

Artículo 49.- Los socios industriales deberán percibir, salvo pacto en contrario, las cantidades que 

periódicamente necesiten para alimentos; en el concepto de que dichas cantidades y épocas de percepción serán 

fijadas por acuerdo de la mayoría de los socios o, en su defecto, por la autoridad judicial. Lo que perciban los 

socios industriales por alimentos se computará en los balances anuales a cuenta de utilidades, sin que tengan 

obligación de reintegrarlo en los casos en que el balance no arroje utilidades o las arroje en cantidad menor. 

Los socios capitalistas que administren podrán percibir periódicamente, por acuerdo de la mayoría 

de los socios, una remuneración con cargo a gastos generales. 

 

Artículo 50.- El contrato de sociedad podrá rescindirse respecto de un socio: 

I.- Por uso de la firma o del capital social para negocios propios; 

II.- Por infracción al pacto social; 
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III.- Por infracción a las disposiciones legales que rijan el contrato social; 

IV.- Por comisión de actos fraudulentos o dolosos contra la compañía; 

V.- Por quiebra, interdicción o inhabilitación para ejercer el comercio. 

  

CAPÍTULO III 

DE LA SOCIEDAD EN COMANDITA SIMPLE 

 

Artículo 51.- Sociedad en comandita simple es la que existe bajo una razón social y se compone 

de uno o varios socios comanditados que responden, de manera subsidiaria, ilimitada y solidariamente, de 

las obligaciones sociales, y de uno o varios comanditarios que únicamente están obligados al pago de sus 

aportaciones. 

 

Artículo 52.- La razón social se formará con los nombres de uno o más comanditados, seguidos 

de las palabras "y compañía" u otras equivalentes, cuando en ella no figuren los de todos. A la razón social 

se agregarán siempre las palabras "Sociedad en Comandita" o su abreviatura "S. en C." 

 

Artículo 53.- Cualquiera persona, ya sea socio comanditario o extraño a la sociedad, que haga 

figurar o permita que figure su nombre en la razón social, quedará sujeto a la responsabilidad de los 

comanditados. En esta misma responsabilidad incurrirán los comanditarios cuando se omita la expresión 

"Sociedad en Comandita" o su abreviatura. 

 

Artículo 54.- El socio o socios comanditarios no pueden ejercer acto alguno de administración, ni 

aun con el carácter de apoderados de los administradores; pero las autorizaciones y la vigilancia dadas o 

ejercida por los comanditarios, en los términos del contrato social, no se reputarán actos de 

administración. 

 

Artículo 55.- El socio comanditario quedará obligado solidariamente para con los terceros por 

todas las obligaciones de la sociedad en que haya tomado parte en contravención a lo dispuesto en el 

artículo anterior. También será responsable solidariamente para con los terceros, aun en las operaciones en 

que no haya tomado parte, si habitualmente ha administrado los negocios de la sociedad. 

 

Artículo 56.- Si para los casos de muerte o incapacidad del socio administrador, no se hubiere 

determinado en la escritura social, la manera de substituirlo y la sociedad hubiere de continuar, podrá 

interinamente un socio comanditario, a falta de comanditados, desempeñar los actos urgentes o de mera 

administración durante el término de un mes, contado desde el día en que la muerte o incapacidad se 

hubiere efectuado. 

En estos casos el socio comanditario no es responsable más que de la ejecución de su mandato. 

 

Artículo 57.- Son aplicables a la sociedad en comandita los artículos del 30 al 39, del 41 al 44 y 

del 46 al 50. 

Los artículos 26, 29, 40 y 45 sólo se aplicarán con referencia a los socios comanditados. 

 

CAPÍTULO IV 

DE LA SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD LIMITADA 

 

Artículo 58.- Sociedad de responsabilidad limitada es la que se constituye entre socios que 

solamente están obligados al pago de sus aportaciones, sin que las partes sociales puedan estar 

representadas por títulos negociables, a la orden o al portador, pues sólo serán cedibles en los casos y con 

los requisitos que establece la presente Ley. 
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Artículo 59.- La sociedad de responsabilidad limitada existirá bajo una denominación o bajo una 

razón social que se formará con el nombre de uno o más socios. La denominación o la razón social irá 

inmediatamente seguida de las palabras "Sociedad de Responsabilidad Limitada" o de su abreviatura "S. 

de R. L." La omisión de este requisito sujetará a los socios a la responsabilidad que establece el artículo 

25. 

 

Artículo 60.- Cualquiera persona extraña a la sociedad que haga figurar o permita que figure su 

nombre en la razón social, responderá de las operaciones sociales hasta por el monto de la mayor de las 

aportaciones. 

 

Artículo 61.- Ninguna sociedad de responsabilidad limitada tendrá más de cincuenta socios. 

 

Artículo 62.- El capital social será el que se establezca en el contrato social; se dividirá en partes 

sociales que podrán ser de valor y categoría desiguales, pero que en todo caso serán de un múltiplo de un 

peso. 

 

Artículo 63.- La constitución de las sociedades de responsabilidad limitada o el aumento de su 

capital social, no podrá llevarse a cabo mediante suscripción pública. 

 

Artículo 64.- Al constituirse la sociedad el capital deberá estar íntegramente suscrito y exhibido, 

por lo menos, el cincuenta por ciento del valor de cada parte social. 

 

Artículo 65.- Para la cesión de partes sociales, así como para la admisión de nuevos socios, 

bastará el consentimiento de los socios que representen la mayoría del capital social, excepto cuando los 

estatutos dispongan una proporción mayor. 

 

Artículo 66.- Cuando la cesión de que trata el artículo anterior se autorice en favor de una persona 

extraña a la sociedad, los socios tendrán el derecho del tanto y gozarán de un plazo de quince días para 

ejercitarlo, contado desde la fecha de la junta en que se hubiere otorgado la autorización. Si fuesen varios 

los socios que quieran usar de este derecho, les competerá a todos ellos en proporción a sus aportaciones. 

 

Artículo 67.- La transmisión por herencia de la (sic) partes sociales, no requerirá el 

consentimiento de los socios, salvo pacto que prevea la disolución de la sociedad por la muerte de uno de 

ellos, o que disponga la liquidación de la parte social que corresponda al socio difunto, en el caso de que 

la sociedad no continúe con los herederos de éste. 

 

Artículo 68.- Cada socio no tendrá más de una parte social. Cuando un socio haga una nueva 

aportación o adquiera la totalidad o una fracción de la parte de un coasociado, se aumentará en la cantidad 

respectiva el valor de su parte social, a no ser que se trate de partes que tengan derechos diversos, pues 

entonces se conservará la individualidad de las partes sociales. 

 

Artículo 69.- Las partes sociales son indivisibles. No obstante, podrá establecerse en el contrato 

de sociedad, el derecho de división y el de cesión parcial, respetándose las reglas contenidas en los 

artículos 61, 62, 65 y 66 de esta Ley. 

 

Artículo 70.- Cuando así lo establezca el contrato social, los socios, además de sus obligaciones 

generales, tendrán la de hacer aportaciones suplementarias en proporción a sus primitivas aportaciones. 

Queda prohibido pactar en el contrato social prestaciones accesorias consistentes en trabajo o 

servicio personal de los socios. 
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Artículo 71.- La amortización de las partes sociales no estará permitida sino en la medida y forma 

que establezca el contrato social vigente en el momento en que las partes afectadas hayan sido adquiridas 

por los socios. La amortización se llevará a efecto con las utilidades líquidas de las que conforme a la Ley 

pueda disponerse para el pago de dividendos. En el caso de que el contrato social lo prevenga 

expresamente, podrán expedirse a favor de los socios cuyas partes sociales se hubieren amortizado, 

certificados de goce con los derechos que establece el artículo 137 para las acciones de goce. 

 

Artículo 72.- En los aumentos del capital social se observarán las mismas reglas de la 

constitución de la sociedad. 

Los socios tendrán, en proporción a sus partes sociales, preferencia para subscribir las nuevamente 

emitidas, a no ser que este privilegio lo supriman el contrato social o el acuerdo de la asamblea que decida 

el aumento del capital social. 

 

Artículo 73.- La sociedad llevará un libro especial de los socios, en el cual se inscribirá el nombre 

y el domicilio de cada uno, con indicación de sus aportaciones, y la transmisión de las partes sociales. Esta 

no surtirá efectos respecto de terceros sino después de la inscripción. 

De la inscripción a que se refiere el párrafo anterior deberá publicarse un aviso en el sistema 

electrónico establecido por la Secretaría de Economía conforme a lo dispuesto en el artículo 50 Bis del 

Código de Comercio y las disposiciones para su operación. 

Cualquiera persona que compruebe un interés legítimo tendrá la facultad de consultar este libro, 

que estará al cuidado de los administradores, quienes responderán personal y solidariamente de su 

existencia regular y de la exactitud de sus datos. 

 

Artículo 74.- La administración de las sociedades de responsabilidad limitada estará a cargo de uno 

o más gerentes, que podrán ser socios o personas extrañas a la sociedad, designados temporalmente o por 

tiempo indeterminado. Salvo pacto en contrario, la sociedad tendrá el derecho para revocar en cualquier 

tiempo a sus administradores. 

Cuando no aparezca hecha la designación de los gerentes, se observará lo dispuesto en el artículo 40. 

 

Artículo 75.- Las resoluciones de los gerentes se tomarán por mayoría de votos, pero si el 

contrato social exige que obren conjuntamente, se necesitará la unanimidad, a no ser que la mayoría 

estime que la sociedad corre grave peligro con el retardo, pues entonces podrá dictar la resolución 

correspondiente. 

Las resoluciones de los gerentes podrán tomarse mediante el uso de medios electrónicos, ópticos o 

de cualquier otra tecnología si así lo establecen los estatutos sociales.  

 

Artículo 76.- Los administradores que no hayan tenido conocimiento del acto o que hayan votado 

en contra, quedarán libres de responsabilidad. 

La acción de responsabilidad en interés de la sociedad contra los gerentes, para el reintegro del 

patrimonio social, pertenece a la asamblea y a los socios individualmente considerados; pero éstos no 

podrán ejercitarla cuando la asamblea, con un voto favorable de las tres cuartas partes del capital social, 

haya absuelto a los gerentes de su responsabilidad. 

La acción de responsabilidad contra los administradores pertenece también a los acreedores 

sociales; pero sólo podrá ejercitarse por el síndico, después de la declaración de quiebra de la sociedad. 

 

Artículo 77.- La asamblea de los socios es el órgano supremo de la sociedad. Sus resoluciones se 

tomarán por mayoría de votos de los socios que representen, por lo menos, la mitad del capital social, a no 

ser que el contrato social exija una mayoría más elevada. Salvo estipulación en contrario, si esta cifra no 

se obtiene en la primera reunión, los socios serán convocados por segunda vez, tomándose las decisiones 

por mayoría de votos, cualquiera que sea la porción del capital representada. 
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Artículo 78.- Las asambleas tendrán las facultades siguientes: 

I.- Discutir, aprobar, modificar o reprobar el balance general correspondiente al ejercicio social 

clausurado y de tomar con estos motivos, las medidas que juzguen oportunas. 

II.- Proceder al reparto de utilidades. 

III.- Nombrar y remover a los gerentes. 

IV.- Designar, en su caso, el Consejo de Vigilancia. 

V.- Resolver sobre la división y amortización de las partes sociales. 

VI.- Exigir, en su caso, las aportaciones suplementarias y las prestaciones accesorias. 

VII.- Intentar contra los órganos sociales o contra los socios, las acciones que correspondan para 

exigirles daños y perjuicios. 

VIII.- Modificar el contrato social. 

IX.- Consentir en las cesiones de partes sociales y en la admisión de nuevos socios. 

X.- Decidir sobre los aumentos y reducciones del capital social. 

XI.- Decidir sobre la disolución de la sociedad, y 

XII.- Las demás que les correspondan conforme a la Ley o al contrato social. 

 

Artículo 79.- Todo socio tendrá derecho a participar en las decisiones de las asambleas, gozando 

de un voto por cada mil pesos de su aportación o el múltiplo de esta cantidad que se hubiere determinado, 

salvo lo que el contrato social establezca sobre partes sociales privilegiadas. 

 

Artículo 80.- Las asambleas se reunirán en el domicilio social, por lo menos una vez al año, en la 

época fijada en el contrato. 

No se entenderá que una asamblea se realiza fuera del domicilio social por el sólo hecho de 

utilizarse medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología. 

Adicionalmente, los socios podrán celebrar asambleas fuera del domicilio social, siempre y 

cuando la totalidad de los socios lo aprueben y adicionalmente exista la posibilidad de utilizar medios 

electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología. Para dichas asambleas, en este caso, se deberá señalar 

en el acta de asamblea, el domicilio en el cual se llevó a cabo la asamblea respectiva. 

 

Artículo 81.- Las asambleas serán convocadas por los gerentes; si no lo hicieren, por el Consejo 

de Vigilancia, y a falta u omisión de éste, por los socios que representen más de la tercera parte del capital 

social. 

Las convocatorias se harán por medio de la publicación de un aviso en el sistema electrónico 

establecido por la Secretaría de Economía conforme a lo dispuesto en el artículo 50 Bis del Código de 

Comercio, deberán contener la orden del día y estar firmadas por quien las realiza y se publicarán con la 

anticipación que fijen los estatutos o en su defecto, con ocho días de anticipación a la celebración de la 

asamblea. 

 

Artículo 82.- El contrato social podrá consignar los casos en que la reunión de la asamblea no sea 

necesaria, y en ellos se remitirá a los socios, por carta certificada con acuse de recibo, el texto de las resoluciones o 

decisiones, emitiéndose el voto correspondiente por escrito. 

Si así lo solicitan los socios que representen más de la tercera parte del capital social, deberá 

convocarse a la asamblea, aun cuando el contrato social sólo exija el voto por correspondencia. 

Si así lo establecen los estatutos, las asambleas se podrán llevar a cabo mediante el uso de medios 

electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología a fin de que la totalidad de los participantes en la 

asamblea o una parte de ellos pueda asistir. 

 

Artículo 83.- Salvo pacto en contrario, la modificación del contrato social se decidirá por la mayoría 

de los socios que representen, por lo menos, las tres cuartas partes del capital social; con excepción de los casos 

de cambio de objeto o de las reglas que determinen un aumento en las obligaciones de los socios, en los cuales 

se requerirá la unanimidad de votos. 
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Artículo 84.- Si el contrato social así lo establece, se procederá a la constitución de un Consejo de 

Vigilancia, formado de socios o de personas extrañas a la sociedad. 

 

Artículo 85.- En el contrato social podrá estipularse que los socios tengan derecho a percibir 

intereses no mayores del nueve por ciento anual sobre sus aportaciones, aun cuando no hubiere beneficios; 

pero solamente por el período de tiempo necesario para la ejecución de los trabajos que según el objeto de 

la sociedad deban preceder al comienzo de sus operaciones, sin que en ningún caso dicho período exceda 

de tres años. Estos intereses deberán cargarse a gastos generales. 

 

Artículo 86.- Son aplicables a las sociedades de responsabilidad limitada las disposiciones de los 

artículos 27, 29, 30, 38, 42, 43, 44, 48 y 50, fracciones I, II, III y IV. 
 

CAPÍTULO V 

DE LA SOCIEDAD ANÓNIMA 
 

Artículo 87.- Sociedad anónima es la que existe bajo una denominación y se compone 

exclusivamente de socios cuya obligación se limita al pago de sus acciones. 

 

Artículo 88.- La denominación se formará libremente, pero será distinta de la de cualquiera otra 

sociedad y al emplearse irá siempre seguida de las palabras "Sociedad Anónima" o de su abreviatura "S.A." 
 

SECCION PRIMERA 

DE LA CONSTITUCIÓN DE LA SOCIEDAD 
 

Artículo 89.- Para proceder a la constitución de una sociedad anónima, se requiere: 

I.- Que haya dos socios como mínimo, y que cada uno de ellos suscriba una acción por lo menos; 

II.- Que el contrato social establezca el monto mínimo del capital social y que esté íntegramente 

suscrito; 

III.- Que se exhiba en dinero efectivo, cuando menos, el veinte por ciento del valor de cada acción 

pagadera en numerario, y 

IV.- Que se exhiba íntegramente el valor de cada acción que haya de pagarse, en todo o en parte, 

con bienes distintos del numerario. 

 

Artículo 90.- La sociedad anónima puede constituirse por la comparecencia ante fedatario 

público, de las personas que otorguen la escritura o póliza correspondiente, o por suscripción pública, en 

cuyo caso se estará a lo establecido en el artículo 11 de la Ley del Mercado de Valores. 

 

Artículo 91.- La escritura constitutiva o póliza de la sociedad anónima deberá contener, además 

de los datos requeridos por el artículo 6o., los siguientes: 

I.- La parte exhibida del capital social; 

II.- El número, valor nominal y naturaleza de las acciones en que se divide el capital social, salvo 

lo dispuesto en el segundo párrafo de la fracción IV del artículo 125; 

III.- La forma y términos en que deba pagarse la parte insoluta de las acciones; 

IV.- La participación en las utilidades concedida a los fundadores; 

V.- El nombramiento de uno o varios comisarios; 

VI.- Las facultades de la Asamblea General y las condiciones para la validez de sus 

deliberaciones, así como para el ejercicio del derecho de voto, en cuanto las disposiciones legales puedan 

ser modificadas por la voluntad de los socios. 

VII.- En su caso, las estipulaciones que: 

a) Impongan restricciones, de cualquier naturaleza, a la transmisión de propiedad o derechos, 

respecto de las acciones de una misma serie o clase representativas del capital social, distintas a lo que se 

prevé en el artículo 130 de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 
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b) Establezcan causales de exclusión de socios o para ejercer derechos de separación, de retiro, o 

bien, para amortizar acciones, así como el precio o las bases para su determinación. 

c) Permitan emitir acciones que: 

1. No confieran derecho de voto o que el voto se restrinja a algunos asuntos. 

2. Otorguen derechos sociales no económicos distintos al derecho de voto o exclusivamente el 

derecho de voto. 

3. Confieran el derecho de veto o requieran del voto favorable de uno o más accionistas, respecto 

de las resoluciones de la asamblea general de accionistas. 

Las acciones a que se refiere este inciso, computarán para la determinación del quórum requerido 

para la instalación y votación en las asambleas de accionistas, exclusivamente en los asuntos respecto de 

los cuales confieran el derecho de voto a sus titulares. 

d) Implementen mecanismos a seguir en caso de que los accionistas no lleguen a acuerdos 

respecto de asuntos específicos. 

e) Amplíen, limiten o nieguen el derecho de suscripción preferente a que se refiere el artículo 132 

de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 

f) Permitan limitar la responsabilidad en los daños y perjuicios ocasionados por sus consejeros y 

funcionarios, derivados de los actos que ejecuten o por las decisiones que adopten, siempre que no se trate 

de actos dolosos o de mala fe, o bien, ilícitos conforme a ésta u otras leyes. 

 

Artículo 92.- Cuando la sociedad anónima haya de constituirse por suscripción pública, los 

fundadores redactarán y depositarán en el Registro Público de Comercio un programa que deberá contener 

el proyecto de los estatutos, con los requisitos del artículo 6°., excepción hecha de los establecidos por las 

fracciones I y VI, primer párrafo, y con los del artículo 91, exceptuando el prevenido por la fracción V. 

 

Artículo 93.- Cada suscripción se recogerá por duplicado en ejemplares del programa, y contendrá: 

I.- El nombre, nacionalidad y domicilio del suscriptor; 

II.- El número, expresado con letras, de las acciones suscritas; su naturaleza y valor; 

III.- La forma y términos en que el suscriptor se obligue a pagar la primera exhibición; 

IV.- Cuando las acciones hayan de pagarse con bienes distintos del numerario, la determinación 

de éstos; 

V.- La forma de hacer la convocatoria para la Asamblea General Constitutiva y las reglas 

conforme a las cuales deba celebrarse; 

VI.- La fecha de la suscripción, y 

VII.- La declaración de que el suscriptor conoce y acepta el proyecto de los estatutos. 

Los fundadores conservarán en su poder un ejemplar de la suscripción y entregarán el duplicado al 

suscriptor. 

 

Artículo 94.- Los suscriptores depositarán en la institución de crédito designada al efecto por los 

fundadores, las cantidades que se hubieren obligado a exhibir en numerario, de acuerdo con la fracción III 

del artículo anterior, para que sean recogidas por los representantes de la sociedad una vez constituída. 

 

Artículo 95.- Las aportaciones distintas del numerario se formalizarán al protocolizarse el acta de 

la asamblea constitutiva de la sociedad. 

 

Artículo 96.- Si un suscriptor faltare a las obligaciones que establecen los artículos 94 y 95, los 

fundadores podrán exigirle judicialmente el cumplimiento o tener por no suscritas las acciones. 

 

Artículo 97.- Todas las acciones deberán quedar suscritas dentro del término de un año, contado 

desde la fecha del programa, a no ser que en éste se fije un plazo menor. 
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Artículo 98.- Si vencido el plazo convencional o el legal que menciona el artículo anterior, el 

capital social no fuere íntegramente suscrito, o por cualquier otro motivo no se llegare a constituir la 

sociedad, los suscriptores quedarán desligados y podrán retirar las cantidades que hubieren depositado. 

 

Artículo 99.- Suscrito el capital social y hechas las exhibiciones legales, los fundadores, dentro de 

un plazo de quince días, publicarán la convocatoria para la reunión de la Asamblea General Constitutiva, 

en la forma prevista en el programa, en el sistema electrónico establecido por la Secretaría de Economía. 

 

Artículo 100.- La Asamblea General Constitutiva se ocupará: 

I.- De comprobar la existencia de la primera exhibición prevenida en el proyecto de estatutos; 

II.- De examinar y en su caso aprobar el avalúo de los bienes distintos del numerario que uno o 

más socios se hubiesen obligado a aportar. Los suscriptores no tendrán derecho a voto con relación a sus 

respectivas aportaciones en especie; 

III.- De deliberar acerca de la participación que los fundadores se hubiesen reservado en las 

utilidades; 

IV.- De hacer el nombramiento de los administradores y comisarios que hayan de funcionar 

durante el plazo señalado por los estatutos, con la designación de quiénes de los primeros han de usar la 

firma social. 

 

Artículo 101.- Aprobada por la Asamblea General la constitución de la sociedad, se procederá a 

la protocolización y registro del acta de la junta y de los estatutos. 

 

Artículo 102.- Toda operación hecha por los fundadores de una sociedad anónima, con excepción 

de las necesarias para constituirla, será nula con respecto a la misma, si no fuere aprobada por la Asamblea 

General. 

 

Artículo 103.- Son fundadores de una sociedad anónima: 

I.- Los mencionados en el artículo 92, y 

II.- Los otorgantes del contrato constitutivo social. 

 

Artículo 104.- Los fundadores no pueden estipular a su favor ningún beneficio que menoscabe el 

capital social, ni en el acto de la constitución ni para lo porvenir. Todo pacto en contrario es nulo. 

 

Artículo 105.- La participación concedida a los fundadores en las utilidades anuales no excederá 

del diez por ciento, ni podrá abarcar un período de más de diez años a partir de la constitución de la 

sociedad. Esta participación no podrá cubrirse sino después de haber pagado a los accionistas un 

dividendo del cinco por ciento sobre el valor exhibido de sus acciones. 

 

Artículo 106.- Para acreditar la participación a que se refiere el artículo anterior, se expedirán 

títulos especiales denominados "Bonos de Fundador" sujetos a las disposiciones de los artículos 

siguientes. 

 

Artículo 107.- Los bonos de fundador no se computarán en el capital social, ni autorizarán a sus 

tenedores para participar en él a la disolución de la sociedad, ni para intervenir en su administración. Sólo 

confieren el derecho de percibir la participación en las utilidades que el bono exprese y por el tiempo que 

en el mismo se indique. 

 

Artículo 108.- Los bonos de fundador deberán contener: 

I.- Nombre, nacionalidad y domicilio del fundador; 

II.- La expresión "bono de fundador" con caracteres visibles; 

III.- La denominación, domicilio, duración, capital de la sociedad y fecha de constitución; 
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IV.- El número ordinal del bono y la indicación del número total de los bonos emitidos; 

V.- La participación que corresponda al bono en las utilidades y el tiempo durante el cual deba ser 

pagada; 

VI.- Las indicaciones que conforme a las leyes deben contener las acciones por lo que hace a la 

nacionalidad de cualquier adquirente del bono; 

VII.- La firma autógrafa de los administradores que deben suscribir el documento conforme a los 

estatutos. 

 

Artículo 109.- Los tenedores de bonos de fundador tendrán derecho al canje de sus títulos por 

otros que representen distintas participaciones, siempre que la participación total de los nuevos bonos sea 

idéntica a la de los canjeados. 

 

Artículo 110.- Son aplicables a los bonos de fundador, en cuanto sea compatible con su 

naturaleza, las disposiciones de los artículos 111, 124, 126 y 127. 

 

SECCIÓN SEGUNDA 

DE LAS ACCIONES 

 

Artículo 111.- Las acciones en que se divide el capital social de una sociedad anónima estarán 

representadas por títulos nominativos que servirán para acreditar y transmitir la calidad y los derechos de 

socio, y se regirán por las disposiciones relativas a valores literales, en lo que sea compatible con su 

naturaleza y no sea modificado por la presente Ley. 

 

Artículo 112.- Las acciones serán de igual valor y conferirán iguales derechos. 

Sin embargo, en el contrato social podrá estipularse que el capital se divida en varias clases de 

acciones con derechos especiales para cada clase, observándose siempre lo que dispone el artículo 17. 

 

Artículo 113.- Salvo lo previsto por el artículo 91, cada acción sólo tendrá derecho a un voto; 

pero en el contrato social podrá pactarse que una parte de las acciones tenga derecho de voto solamente en 

las Asambleas Extraordinarias que se reúnan para tratar los asuntos comprendidos en las fracciones I, II, 

IV, V, VI y VII del artículo 182. 

No podrán asignarse dividendos a las acciones ordinarias sin que antes se pague a las de voto 

limitado un dividendo de cinco por ciento. Cuando en algún ejercicio social no haya dividendos o sean 

inferiores a dicho cinco por ciento, se cubrirá éste en los años siguientes con la prelación indicada. 

Al hacerse la liquidación de la sociedad, las acciones de voto limitado se reembolsarán antes que 

las ordinarias. 

En el contrato social podrá pactarse que a las acciones de voto limitado se les fije un dividendo 

superior al de las acciones ordinarias. 

Los tenedores de las acciones de voto limitado tendrán los derechos que esta ley confiere a las 

minorías para oponerse a las decisiones de las asambleas y para revisar el balance y los libros de la 

sociedad. 

 

Artículo 114.- Cuando así lo prevenga el contrato social, podrán emitirse en favor de las personas 

que presten sus servicios a la sociedad, acciones especiales en las que figurarán las normas respecto a la 

forma, valor, inalienabilidad y demás condiciones particulares que les corresponda. 

 

Artículo 115.- Se prohibe a las sociedades anónimas emitir acciones por una suma menor de su 

valor nominal. 

 

Artículo 116.- Solamente serán liberadas las acciones cuyo valor esté totalmente cubierto y 

aquellas que se entreguen a los accionistas según acuerdo de la asamblea general extraordinaria, como 
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resultado de la capitalización de primas sobre acciones o de otras aportaciones previas de los accionistas, 

así como de capitalización de utilidades retenidas o de reservas de valuación o revaluación. Cuando se 

trate de capitalización de utilidades retenidas o de reservas de valuación o de revaluación, éstas deberán 

haber sido previamente reconocidas en estados financieros debidamente aprobados por la asamblea de 

accionistas. 

Tratándose de reservas de valuación o de revaluación, éstas deberán estar apoyadas en avalúos 

efectuados por valuadores independientes autorizados por la Comisión Nacional de Valores, instituciones 

de crédito o corredores públicos titulados. 

 
Artículo 117.- Derogado Primer Párrafo. 

La distribución de las utilidades y del capital social se hará en proporción al importe exhibido de 

las acciones. 

Los suscriptores y adquirentes de acciones pagadoras (sic) serán responsables por el importe 

insoluto de la acción durante cinco años, contados desde la fecha del registro de traspaso; pero no podrá 

reclamarse el pago al enajenante sin que antes se haga excusión en los bienes del adquirente. 

 
Artículo 118.- Cuando constare en las acciones el plazo en que deban pagarse las exhibiciones y 

el monto de éstas, transcurrido dicho plazo, la sociedad procederá a exigir judicialmente, en la vía 

sumaria, el pago de la exhibición, o bien a la venta de las acciones. 

 
Artículo 119.- Cuando se decrete una exhibición cuyo plazo o monto no conste en las acciones, 

deberá hacerse una publicación, por lo menos 30 días antes de la fecha señalada para el pago, en el sistema 

electrónico establecido por la Secretaría de Economía. Transcurrido dicho plazo sin que se haya verificado 

la exhibición, la sociedad procederá en los términos del artículo anterior. 

 
Artículo 120.- La venta de las acciones a que se refieren los artículos que preceden, se hará por 

medio de corredor titulado y se extenderán nuevos títulos o nuevos certificados provisionales para 

substituir a los anteriores. 

El producto de la venta se aplicará al pago de la exhibición decretada, y si excediere del importe 

de ésta, se cubrirán también los gastos de la venta y los intereses legales sobre el monto de la exhibición. 

El remanente se entregará al antiguo accionista, si lo reclamare dentro del plazo de un año, contado a 

partir de la fecha de la venta. 

 
Artículo 121.- Si en el plazo de un mes, a partir de la fecha en que debiera de hacerse el pago de 

la exhibición, no se hubiere iniciado la reclamación judicial o no hubiere sido posible vender las acciones 

en un precio que cubra el valor de la exhibición, se declararán extinguidas aquéllas y se procederá a la 

consiguiente reducción del capital social. 

 
Artículo 122.- Cada acción es indivisible, y en consecuencia, cuando haya varios copropietarios 

de una misma acción, nombrarán un representante común, y si no se pusieren de acuerdo, el 

nombramiento será hecho por la autoridad judicial. 

El representante común no podrá enajenar o gravar la acción, sino de acuerdo con las 

disposiciones del derecho común en materia de copropiedad. 

 
Artículo 123.- En los estatutos se podrá establecer que las acciones, durante un período que no 

exceda de tres años, contados desde la fecha de la respectiva emisión, tengan derecho a intereses no 

mayores del nueve por ciento anual. En tal caso, el monto de estos intereses debe cargarse a gastos 

generales. 
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Artículo 124.- Los títulos representativos de las acciones deberán estar expedidos dentro de un 

plazo que no exceda de un año, contado a partir de la fecha del contrato social o de la modificación de 

éste, en que se formalice el aumento de capital. 

Mientras se entregan los títulos, podrán expedirse certificados provisionales, que serán siempre 

nominativos y que deberán canjearse por los títulos, en su oportunidad. 

Los duplicados del programa en que se hayan verificado las suscripciones, se canjearán por títulos 

definitivos o certificados provisionales, dentro de un plazo que no excederá de dos meses, contado a partir 

de la fecha del contrato social. Los duplicados servirán como certificados provisionales o títulos 

definitivos, en los casos que esta Ley señala. 

 

Artículo 125.- Los títulos de las acciones y los certificados provisionales deberán expresar: 

I.- El nombre, nacionalidad y domicilio del accionista; 

II.- La denominación, domicilio y duración de la sociedad; 

III.- La fecha de la constitución de la sociedad y los datos de su inscripción en el Registro Público 

de Comercio; 

IV.- El importe del capital social, el número total y el valor nominal de las acciones. 

Si el capital se integra mediante diversas o sucesivas series de acciones, las mencionas (sic) del 

importe del capital social y del número de acciones se concretarán en cada emisión, a los totales que se 

alcancen con cada una de dichas series. 

Cuando así lo prevenga el contrato social, podrá omitirse el valor nominal de las acciones, en 

cuyo caso se omitirá también el importe del capital social. 

V.- Las exhibiciones que sobre el valor de la acción haya pagado el accionista, o la indicación de 

ser liberada; 

VI.- La serie y número de la acción o del certificado provisional, con indicación del número total 

de acciones que corresponda a la serie; 

VII.- Los derechos concedidos y las obligaciones impuestas al tenedor de la acción, y en su caso, 

a las limitaciones al derecho de voto y en específico las estipulaciones previstas en la fracción VII del 

artículo 91 de esta Ley. 

VIII.- La firma autógrafa de los administradores que conforme al contrato social deban suscribir el 

documento, o bien la firma impresa en facsímil de dichos administradores a condición, en este último 

caso, de que se deposite el original de las firmas respectivas en el Registro Público de Comercio en que se 

haya registrado la Sociedad. 

 

Artículo 126.- Los títulos de las acciones y los certificados provisionales podrán amparar una o 

varias acciones. 

 

Artículo 127.- Los títulos de las acciones llevarán adheridos cupones, que se desprenderán del 

título y que se entregarán a la sociedad contra el pago de dividendos o intereses. Los certificados 

provisionales podrán tener también cupones. 

 

Artículo 128.- Las sociedades anónimas tendrán un registro de acciones que contendrá: 

I.- El nombre, la nacionalidad y el domicilio del accionista, y la indicación de las acciones que le 

pertenezcan, expresándose los números, series, clases y demás particularidades; 

II.- La indicación de las exhibiciones que se efectúen; 

III.- Las transmisiones que se realicen en los términos que prescribe el artículo 129; 

IV.- Derogada. 

 

Artículo 129.- La sociedad considerará como dueño de las acciones a quien aparezca inscrito 

como tal en el registro a que se refiere el artículo anterior. A este efecto, la sociedad deberá inscribir en 

dicho registro, a petición de cualquier titular, las transmisiones que se efectúen. 
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De la inscripción a que se refiere el párrafo anterior deberá publicarse un aviso en el sistema 

electrónico establecido por la Secretaría de Economía conforme a lo dispuesto en el artículo 50 Bis del 

Código de Comercio y las disposiciones para su operación. 

La Secretaría se asegurará que el nombre, nacionalidad y el domicilio del accionista contenido en el 

aviso se mantenga confidencial, excepto en los casos en que la información sea solicitada por autoridades 

judiciales o administrativas cuando ésta sea necesaria para el ejercicio de sus atribuciones en términos de la 

legislación correspondiente. 

 
Artículo 130.- En el contrato social podrá pactarse que la transmisión de las acciones sólo se haga 

con la autorización del consejo de administración. El consejo podrá negar la autorización designando un 

comprador de las acciones al precio corriente en el mercado. 

 
Artículo 131.- La transmisión de una acción que se efectúe por medio diverso del endoso deberá 

anotarse en el título de la acción. 

 
Artículo 132.- Los accionistas tendrán derecho preferente, en proporción al número de sus 

acciones, para suscribir las que emitan en caso de aumento del capital social. Este derecho deberá 

ejercitarse dentro de los quince días siguientes a la publicación en el sistema electrónico establecido por la 

Secretaría de Economía, del acuerdo de la Asamblea sobre el aumento del capital social. 

 

Artículo 133.- No podrán emitirse nuevas acciones, sino hasta que las precedentes hayan sido 

íntegramente pagadas. 

 
Artículo 134.- Se prohibe a las sociedades anónimas adquirir sus propias acciones, salvo por 

adjudicación judicial, en pago de créditos de la sociedad. 

En tal caso, la sociedad venderá las acciones dentro de tres meses, a partir de la fecha en que 

legalmente pueda disponer de ellas; y si no lo hiciere en ese plazo, las acciones quedarán extinguidas y se 

procederá a la consiguiente reducción del capital. En tanto pertenezcan las acciones a la sociedad, no 

podrán ser representadas en las asambleas de accionistas. 

 
Artículo 135.- En el caso de reducción del capital social mediante reembolso a los accionistas, la 

designación de las acciones que hayan de nulificarse se hará por sorteo ante Notario o Corredor titulado. 

 
Artículo 136.- Para la amortización de acciones con utilidades repartibles, cuando el contrato 

social la autorice, se observarán las siguientes reglas: 

I.- La amortización deberá ser decretada por la Asamblea General de Accionistas; 

II.- Sólo podrán amortizarse acciones íntegramente pagadas; 

III.- La adquisición de acciones para amortizarlas se hará en bolsa; pero si el contrato social o el 

acuerdo de la Asamblea General fijaren un precio determinado, las acciones amortizadas se designarán por 

sorteo ante Notario o Corredor titulado. El resultado del sorteo deberá publicarse por una sola vez en el 

sistema electrónico establecido por la Secretaría de Economía; 

IV.- Los títulos de las acciones amortizadas quedarán anulados y en su lugar podrán emitirse 

acciones de goce, cuando así lo prevenga expresamente el contrato social; 

V.- La sociedad conservará a disposición de los tenedores de las acciones amortizadas, por el 

término de un año, contado a partir de la fecha de la publicación a que se refiere la fracción III, el precio 

de las acciones sorteadas y, en su caso, las acciones de goce. Si vencido este plazo no se hubieren 

presentado los tenedores de las acciones amortizadas a recoger su precio y las acciones de goce, aquél se 

aplicará a la sociedad y éstas quedarán anuladas. 
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Artículo 137.- Las acciones de goce tendrán derecho a las utilidades líquidas, después de que se 

haya pagado a las acciones no reembolsables el dividendo señalado en el contrato social. El mismo 

contrato podrá también conceder el derecho de voto a las acciones de goce. 

En caso de liquidación, las acciones de goce concurrirán con las no reembolsadas, en el reparto 

del haber social, después de que éstas hayan sido íntegramente cubiertas, salvo que en el contrato social se 

establezca un criterio diverso para el reparto del excedente. 

 

Artículo 138.- Los Consejeros y Directores que hayan autorizado la adquisición de acciones en 

contravención a lo dispuesto en el artículo 134, serán personal y solidariamente responsables de los daños 

y perjuicios que se causen a la sociedad o a los acreedores de ésta. 

 

Artículo 139.- En ningún caso podrán las sociedades anónimas hacer préstamos o anticipos sobre 

sus propias acciones. 

 

Artículo 140.- Salvo el caso previsto por el párrafo 2o. de la fracción IV del artículo 125, cuando 

por cualquier causa se modifiquen las indicaciones contenidas en los títulos de las acciones, éstas deberán 

canjearse y anularse los títulos primitivos, o bien; bastará que se haga constar en estos últimos, previa 

certificación notarial, o de Corredor Público Titulado, dicha modificación. 

 

Artículo 141.- Las acciones pagadas en todo o en parte mediante aportaciones en especie, deben 

quedar depositadas en la sociedad durante dos años. Si en este plazo aparece que el valor de los bienes es 

menor en un veinticinco por ciento del valor por el cual fueron aportados, el accionista está obligado a 

cubrir la diferencia a la sociedad, la que tendrá derecho preferente respecto de cualquier acreedor sobre el 

valor de las acciones depositadas. 

 

SECCIÓN TERCERA 

DE LA ADMINISTRACIÓN DE LA SOCIEDAD 

 

Artículo 142.- La administración de la sociedad anónima estará a cargo de uno o varios 

mandatarios temporales y revocables, quienes pueden ser socios o personas extrañas a la sociedad. 

 

Artículo 143.- Cuando los administradores sean dos o más, constituirán el Consejo de 

Administración. 

Salvo pacto en contrario, será Presidente del Consejo el Consejero primeramente nombrado, y a 

falta de éste el que le siga en el orden de la designación. 

Para que el Consejo de Administración funcione legalmente deberá asistir, por lo menos, la mitad de sus 

miembros y sus resoluciones serán válidas cuando sean tomadas por la mayoría de los presentes. En caso de empate, 

el Presidente del Consejo decidirá con voto de calidad. 

En los estatutos se podrá prever que las resoluciones tomadas fuera de sesión de consejo, por unanimidad de 

sus miembros tendrán, para todos los efectos legales, la misma validez que si hubieren sido adoptadas en sesión de 

consejo, siempre que se confirmen por escrito. 

Asimismo, en los estatutos se podrá prever que las sesiones del consejo de administración se puedan 

llevar a cabo mediante el uso de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología, tal y como si se 

tratara de sesiones del Consejo presenciales, pudiendo darse la participación de parte o todos los asistentes 

presencialmente o por medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología teniendo la misma validez 

unas y otras. 

 

Artículo 144.- Cuando los administradores sean tres o más, el contrato social determinará los 

derechos que correspondan a la minoría en la designación, pero en todo caso la minoría que represente un 

veinticinco por ciento del capital social nombrará cuando menos un consejero. Este porcentaje será del 
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diez por ciento, cuando se trate de aquellas sociedades que tengan inscritas sus acciones en la Bolsa de 

Valores. 

 

Artículo 145.- La Asamblea General de Accionistas, el Consejo de Administración o el 

Administrador, podrá nombrar uno o varios Gerentes Generales o Especiales, sean o no accionistas. Los 

nombramientos de los Gerentes serán revocables en cualquier tiempo por el Administrador o Consejo de 

Administración o por la Asamblea General de Accionistas. 

 

Artículo 146.- Los Gerentes tendrán las facultades que expresamente se les confieran; no 

necesitarán de autorización especial del Administrador o Consejo de Administración para los actos que 

ejecuten y gozarán, dentro de la órbita de las atribuciones que se les hayan asignado, de las más amplias 

facultades de representación y ejecución. 

 

Artículo 147.- Los cargos de Administrador o Consejero y de Gerente, son personales y no 

podrán desempeñarse por medio de representante. 

 

Artículo 148.- El Consejo de Administración podrá nombrar de entre sus miembros un delegado 

para la ejecución de actos concretos. A falta de designación especial, la representación corresponderá al 

Presidente del Consejo. 

 

Artículo 149.- El Administrador o el Consejo de Administración y los Gerentes podrán, dentro de 

sus respectivas facultades, conferir poderes en nombre de la sociedad, los cuales serán revocables en 

cualquier tiempo. 

 

Artículo 150.- Las delegaciones y los poderes otorgados por el Administrador o Consejo de 

Administración y por los Gerentes no restringen sus facultades. 

La terminación de las funciones del Administrador o Consejo de Administración o de los 

Gerentes, no extingue las delegaciones ni los poderes otorgados durante su ejercicio. 

 

Artículo 151.- No pueden ser Administradores ni Gerentes, los que conforme a la ley estén 

inhabilitados para ejercer el comercio. 

 

Artículo 152.- Los estatutos o la asamblea general de accionistas, podrán establecer la obligación 

para los administradores y gerentes de prestar garantía para asegurar las responsabilidades que pudieran 

contraer en el desempeño de sus encargos. 

 

Artículo 153.- No podrán inscribirse en el Registro Público de Comercio los nombramientos de 

los administradores y gerentes sin que se compruebe que han prestado la garantía a que se refiere el 

artículo anterior, en caso de que los estatutos o la asamblea establezcan dicha obligación. 

 

Artículo 154.- Los Administradores continuarán en el desempeño de sus funciones aun cuando 

hubiere concluído el plazo para el que hayan sido designados, mientras no se hagan nuevos 

nombramientos y los nombrados no tomen posesión de sus cargos. 

 

Artículo 155.- En los casos de revocación del nombramiento de los Administradores, se 

observarán las siguientes reglas: 

I.- Si fueren varios los Administradores y sólo se revocaren los nombramientos de algunos de 

ellos, los restantes desempeñarán la administración, si reúnen el quórum estatutario, y 

II.- Cuando se revoque el nombramiento del Administrador único, o cuando habiendo varios 

Administradores se revoque el nombramiento de todos o de un número tal que los restantes no reúnan el 

quórum estatutario, los Comisarios designarán con carácter provisional a los Administradores faltantes. 
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Iguales reglas se observarán en los casos de que la falta de los Administradores sea ocasionada 

por muerte, impedimento u otra causa. 

 

Artículo 156.- El Administrador que en cualquiera operación tenga un interés opuesto al de la 

sociedad, deberá manifestarlo a los demás Administradores y abstenerse de toda deliberación y resolución. 

El Administrador que contravenga esta disposición, será responsable de los daños y perjuicios que se 

causen a la sociedad. 

 

Artículo 157.- Los Administradores tendrán la responsabilidad inherente a su mandato y la 

derivada de las obligaciones que la ley y los estatutos les imponen. Dichos Administradores deberán 

guardar confidencialidad respecto de la información y los asuntos que tengan conocimiento con motivo de 

su cargo en la sociedad, cuando dicha información o asuntos no sean de carácter público, excepto en los 

casos en que la información sea solicitada por autoridades judiciales o administrativas. Dicha obligación 

de confidencialidad estará vigente durante el tiempo de su encargo y hasta un año posterior a la 

terminación del mismo. 

 

Artículo 158.- Los administradores son solidariamente responsables para con la sociedad: 

I.- De la realidad de las aportaciones hechas por los socios; 

II.- Del cumplimiento de los requisitos legales y estatutarios establecidos con respecto a los 

dividendos que se paguen a los accionistas. 

III.- De la existencia y mantenimiento de los sistemas de contabilidad, control, registro, archivo o 

información que previene la ley. 

IV.- Del exacto cumplimiento de los acuerdos de las Asambleas de Accionistas. 

 

Artículo 159.- No será responsable el Administrador que, estando exento de culpa, haya manifestado 

su inconformidad en el momento de la deliberación y resolución del acto de que se trate. 

 

Artículo 160.- Los Administradores serán solidariamente responsables con los que les hayan 

precedido, por las irregularidades en que éstos hubieren incurrido, si, conociéndolas, no las denunciaren 

por escrito a los Comisarios. 

 

Artículo 161.- La responsabilidad de los Administradores sólo podrá ser exigida por acuerdo de la 

Asamblea General de Accionistas, la que designará la persona que haya de ejercitar la acción 

correspondiente, salvo lo dispuesto en el artículo 163. 

 

Artículo 162.- Los Administradores removidos por causa de responsabilidad, sólo podrán ser 

nombrados nuevamente en el caso de que la autoridad judicial declare infundada la acción ejercitada en su 

contra. 

Los Administradores cesarán en el desempeño de su encargo inmediatamente que la Asamblea 

General de Accionistas pronuncie resolución en el sentido de que se les exija la responsabilidad en que 

hayan incurrido. 

 

Artículo 163.- Los accionistas que representen el veinticinco por ciento del capital social, por lo 

menos, podrán ejercitar directamente la acción de responsabilidad civil contra los Administradores, 

siempre que se satisfagan los requisitos siguientes: 

I.- Que la demanda comprenda el monto total de las responsabilidades en favor de la sociedad y 

no únicamente el interés personal de los promoventes, y 

II.- Que, en su caso, los actores no hayan aprobado la resolución tomada por la Asamblea General 

de Accionistas sobre no haber lugar a proceder contra los Administradores demandados. 

Los bienes que se obtengan como resultado de la reclamación serán percibidos por la sociedad. 
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SECCIÓN CUARTA 

DE LA VIGILANCIA DE LA SOCIEDAD 

 

Artículo 164.- La vigilancia de la sociedad anónima estará a cargo de uno o varios Comisarios, 

temporales y revocables, quienes pueden ser socios o personas extrañas a la sociedad. 

 

Artículo 165.- No podrán ser comisarios. 

I.- Los que conforme a la Ley estén inhabilitados para ejercer el comercio; 

II.- Los empleados de la sociedad, los empleados de aquellas sociedades que sean accionistas de la 

sociedad en cuestión por más de un veinticinco por ciento del capital social, ni los empleados de aquellas 

sociedades de las que la sociedad en cuestión sea accionista en más de un cincuenta por ciento. 

III.- Los parientes consanguíneos de los Administradores, en línea recta sin limitación de grado, 

los colaterales dentro del cuarto y los afines dentro del segundo. 

 

Artículo 166.- Son facultades y obligaciones de los comisarios: 

I.- Cerciorarse de la constitución y subsistencia de la garantía que exige el artículo 152, dando 

cuenta sin demora de cualquiera irregularidad a la Asamblea General de Accionistas; 

II.- Exigir a los administradores una información mensual que incluya por lo menos un estado de 

situación financiera y un estado de resultados; 

III.- Realizar un examen de las operaciones, documentación, registros y demás evidencias 

comprobatorias, en el grado y extensión que sean necesarios para efectuar la vigilancia de las operaciones 

que la ley les impone y para poder rendir fundadamente el dictamen que se menciona en el siguiente 

inciso; 

IV.- Rendir anualmente a la Asamblea General Ordinaria de Accionistas un informe respecto a la 

veracidad, suficiencia y razonabilidad de la información presentada por el Consejo de Administración a la 

propia Asamblea de Accionistas. Este informe deberá incluir, por lo menos: 

A) La opinión del comisario sobre si las políticas y criterios contables y de información seguidos 

por la sociedad son adecuados y suficientes tomando en consideración las circunstancias particulares de la 

sociedad. 

B) La opinión del Comisario sobre si esas políticas y criterios han sido aplicados consistentemente 

en la información presentada por los administradores. 

C) La opinión del comisario sobre si, como consecuencia de lo anterior, la información presentada 

por los administradores refleja en forma veraz y suficiente la situación financiera y los resultados de la 

sociedad. 

V.- Hacer que se inserten en la Orden del Día de las sesiones del Consejo de Administración y de 

las Asambleas de Accionistas, los puntos que crean pertinentes; 

VI.- Convocar a Asambleas ordinarias y extraordinarias de accionistas, en caso de omisión de los 

Administradores y en cualquier otro caso en que lo juzguen conveniente; 

VII.- Asistir, con voz pero sin voto, a todas la sesiones del Consejo de Administración, a las 

cuales deberán ser citados; 

VIII.- Asistir, con voz pero sin voto, a las Asambleas de Accionistas, y 

IX.- En general, vigilar la gestión, conducción y ejecución de los negocios de la sociedad. 

 

Artículo 167.- Cualquier accionista podrá denunciar por escrito a los Comisarios los hechos que 

estime irregulares en la administración, y éstos deberán mencionar las denuncias en sus informes a la 

Asamblea General de Accionistas y formular acerca de ellas las consideraciones y proposiciones que 

estimen pertinentes. 

 

Artículo 168.- Cuando por cualquier causa faltare la totalidad de los Comisarios, el Consejo de 

Administración deberá convocar, en el término de tres días, a Asamblea General de Accionistas, para que 

ésta haga la designación correspondiente. 
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Si el Consejo de Administración no hiciere la convocatoria dentro del plazo señalado, cualquier 

accionista podrá ocurrir a la autoridad judicial del domicilio de la sociedad, para que ésta haga la 

convocatoria. 

En el caso de que no se reuniere la Asamblea o de que reunida no se hiciere la designación, la 

autoridad judicial del domicilio de la sociedad, a solicitud de cualquier accionista, nombrará los 

Comisarios, quienes funcionarán hasta que la Asamblea General de Accionistas haga el nombramiento 

definitivo. 

 

Artículo 169.- Los comisarios serán individualmente responsables para con la sociedad por el 

cumplimiento de las obligaciones que la ley y los estatutos les imponen. Podrán, sin embargo, auxiliarse y 

apoyarse en el trabajo de personal que actúe bajo su dirección y dependencia o en los servicios de técnicos 

o profesionistas independientes cuya contratación y designación dependa de los propios comisarios. 

 

Artículo 170.- Los Comisarios que en cualquiera operación tuvieren un interés opuesto al de la 

sociedad, deberán abstenerse de toda intervención, bajo la sanción establecida en el artículo 156. 

Al efecto, los comisarios deberán notificar por escrito al Consejo de Administración o al 

administrador único, según sea el caso, dentro de un plazo que no deberá exceder de quince días naturales 

contados a partir de que tomen conocimiento de la operación correspondiente, los términos y condiciones 

de la operación de que se trate, así como cualquier información relacionada con la naturaleza y el 

beneficio que obtendrían las partes involucradas en la misma. 

 

Artículo 171.- Son aplicables a los Comisarios las disposiciones contenidas en los artículos 144, 

152, 154, 160, 161, 162 y 163. 

 

SECCIÓN QUINTA 

DE LA INFORMACIÓN FINANCIERA 

 

Artículo 172.- Las sociedades anónimas, bajo la responsabilidad de sus administradores, 

presentarán a la Asamblea de Accionistas, anualmente, un informe que incluya por lo menos: 

A) Un informe de los administradores sobre la marcha de la sociedad en el ejercicio, así como 

sobre las políticas seguidas por los administradores y, en su caso, sobre los principales proyectos 

existentes. 

B) Un informe en que se declaren y expliquen las principales políticas y criterios contables y de 

información seguidos en la preparación de la información financiera. 

C) Un estado que muestre la situación financiera de la sociedad a la fecha de cierre del ejercicio. 

D) Un estado que muestre, debidamente explicados y clasificados, los resultados de la sociedad 

durante el ejercicio. 

E) Un estado que muestre los cambios en la situación financiera durante el ejercicio. 

F) Un estado que muestre los cambios en las partidas que integran el patrimonio social, acaecidos 

durante el ejercicio. 

G) Las notas que sean necesarias para completar o aclarar la información que suministren los 

estados anteriores. 

A la información anterior se agregará el informe de los comisarios a que se refiere la fracción IV 

del artículo 166. 

 

Artículo 173.- El informe del que habla el enunciado general del artículo anterior, incluido el 

informe de los comisarios, deberá quedar terminado y ponerse a disposición de los accionistas por lo 

menos quince días antes de la fecha de la asamblea que haya de discutirlo. Los accionistas tendrán 

derecho a que se les entregue una copia del informe correspondiente. 

 

Artículo 174.- Derogado. 
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Artículo 175.- Derogado. 

 

Artículo 176.- La falta de presentación oportuna del informe a que se refiere el enunciado general 

del artículo 172, será motivo para que la Asamblea General de Accionistas acuerde la remoción del 

Administrador o Consejo de Administración, o de los Comisarios, sin perjuicio de que se les exijan las 

responsabilidades en que respectivamente hubieren incurrido. 

 

Artículo 177.- Quince días después de la fecha en que la asamblea general de accionistas haya 

aprobado el informe a que se refiere el enunciado general del artículo 172, los accionistas podrán solicitar 

que se publiquen en el sistema electrónico establecido por la Secretaría de Economía los estados 

financieros, junto con sus notas y el dictamen de los comisarios. 

 

SECCION SEXTA 

DE LAS ASAMBLEAS DE ACCIONISTAS 

 

Artículo 178.- La Asamblea General de Accionistas es el Órgano Supremo de la Sociedad; podrá 

acordar y ratificar todos los actos y operaciones de ésta y sus resoluciones serán cumplidas por la persona 

que ella misma designe, o a falta de designación, por el Administrador o por el Consejo de 

Administración. 

En los estatutos se podrá prever que las resoluciones tomadas fuera de asamblea, por unanimidad de 

los accionistas que representen la totalidad de las acciones con derecho a voto o de la categoría especial de 

acciones de que se trate, en su caso, tendrán, para todos los efectos legales, la misma validez que si hubieren 

sido adoptadas reunidos en asamblea general o especial, respectivamente, siempre que se confirmen por 

escrito. En lo no previsto en los estatutos serán aplicables en lo conducente, las disposiciones de esta ley. 

Asimismo, en los estatutos se podrá prever asimismo que las asambleas de accionistas se puedan 

llevar a cabo mediante el uso de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología, tal y como si se 

tratara de asambleas de accionistas presenciales, pudiendo darse la participación de parte o todos los 

asistentes presencialmente o por medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología teniendo la 

misma validez unas y otras. 

 

Artículo 179.- Las Asambleas Generales de Accionistas son ordinarias y extraordinarias. Unas y 

otras se reunirán en el domicilio social, y sin este requisito serán nulas, salvo caso fortuito o de fuerza 

mayor. 

No se entenderá que una Asamblea de Accionistas se realiza fuera del domicilio social por el sólo 

hecho de utilizarse medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología. 

Asimismo, sin necesidad de existir caso fortuito o fuerza mayor, los accionistas podrán celebrar 

asambleas fuera del domicilio social, siempre y cuando la totalidad de los accionistas lo aprueben y 

adicionalmente exista la posibilidad de utilizar medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología 

para dichas asambleas, en este caso, se deberá señalar en el acta de asamblea, el domicilio en el cual se llevó 

a cabo la asamblea respectiva. 

 

Artículo 180.- Son asambleas ordinarias, las que se reúnen para tratar de cualquier asunto que no 

sea de los enumerados en el artículo 182. 

 

Artículo 181.- La Asamblea Ordinaria se reunirá por lo menos una vez al año dentro de los cuatro 

meses que sigan a la clausura del ejercicio social y se ocupará, además de los asuntos incluidos en la orden 

del día, de los siguientes: 

I.- Discutir, aprobar o modificar el informe de los administradores a que se refiere el enunciado 

general del artículo 172, tomando en cuenta el informe de los comisarios, y tomar las medidas que juzgue 

oportunas. 

II.- En su caso, nombrar al Administrador o Consejo de Administración y a los Comisarios; 
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III.- Determinar los emolumentos correspondientes a los Administradores y Comisarios, cuando 

no hayan sido fijados en los estatutos. 

 

Artículo 182.- Son asambleas extraordinarias, las que se reúnan para tratar cualquiera de los 

siguientes asuntos: 

I.- Prórroga de la duración de la sociedad; 

II.- Disolución anticipada de la sociedad; 

III.- Aumento o reducción del capital social; 

IV.- Cambio de objeto de la sociedad; 

V.- Cambio de nacionalidad de la sociedad; 

VI.- Transformación de la sociedad; 

VII.- Fusión con otra sociedad; 

VIII.- Emisión de acciones privilegiadas; 

IX.- Amortización por la sociedad de sus propias acciones y emisión de acciones de goce; 

X.- Emisión de bonos; 

XI.- Cualquiera otra modificación del contrato social, y 

XII.- Los demás asuntos para los que la Ley o el contrato social exija un quórum especial. 

Estas asambleas podrán reunirse en cualquier tiempo. 

 

Artículo 183.- La convocatoria para las asambleas deberá hacerse por el Administrador o el 

Consejo de Administración, o por los Comisarios, salvo lo dispuesto en los artículos 168, 184 y 185. 

 

Artículo 184.- Los accionistas que representen por lo menos el treinta y tres por ciento del capital 

social, podrán pedir por escrito, en cualquier tiempo al Administrador o Consejo de Administración, o a 

los Comisarios, la convocatoria de una Asamblea General de Accionistas, para tratar de los asuntos que 

indiquen en su petición. 

Si el Administrador o Consejo de Administración, o los Comisarios se rehusaren a hacer la 

convocatoria, o no la hicieren dentro del término de quince días desde que hayan recibido la solicitud, la 

convocatoria podrá ser hecha por la autoridad judicial del domicilio de la sociedad, a solicitud de quienes 

representen el treinta y tres por ciento del capital social, exhibiendo al efecto los títulos de las acciones. 

 

Artículo 185.- La petición a que se refiere el artículo anterior, podrá ser hecha por el titular de 

una sola acción, en cualquiera de los casos siguientes: 

I.- Cuando no se haya celebrado ninguna asamblea durante dos ejercicios consecutivos; 

II.- Cuando las asambleas celebradas durante ese tiempo no se hayan ocupado de los asuntos que 

indica el artículo 181. 

Si el Administrador o Consejo de Administración, o los Comisarios se rehusaren a hacer la 

convocatoria, o no la hicieren dentro del término de quince días desde que hayan recibido la solicitud, ésta 

se formulará ante el Juez competente para que haga la convocatoria, previo traslado de la petición al 

Administrador o Consejo de Administración y a los Comisarios. El punto se decidirá siguiéndose la 

tramitación establecida para los incidentes de los juicios mercantiles. 

 

Artículo 186.- La convocatoria para las asambleas generales deberá hacerse por medio de la 

publicación de un aviso en el sistema electrónico establecido por la Secretaría de Economía con la 

anticipación que fijen los estatutos, o en su defecto, quince días antes de la fecha señalada para la reunión. 

Durante todo este tiempo estará a disposición de los accionistas, en las oficinas de la sociedad, o en su 

defecto, en el medio electrónico, óptico o de cualquier otra tecnología que se determine para tal efecto en 

los estatutos de la sociedad, el informe a que se refiere el enunciado general del artículo 172. 

 

Artículo 187.- La convocatoria para las Asambleas deberá contener la Orden del Día y será 

firmada por quien la haga. 
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Artículo 188.- Toda resolución de la Asamblea tomada con infracción de lo que disponen los dos 

artículos anteriores, será nula, salvo que en el momento de la votación haya estado representada la 

totalidad de las acciones. 

 

Artículo 189.- Para que una Asamblea Ordinaria se considere legalmente reunida, deberá estar 

representada, por lo menos, la mitad del capital social, y las resoluciones sólo serán válidas cuando se 

tomen por mayoría de los votos presentes. 

 

Artículo 190.- Salvo que en el contrato social se fije una mayoría más elevada, en las Asambleas 

Extraordinarias, deberán estar representadas, por lo menos, las tres cuartas partes del capital y las 

resoluciones se tomarán por el voto de las acciones que representen la mitad del capital social. 

 

Artículo 191.- Si la Asamblea no pudiere celebrarse el día señalado para su reunión, se hará una 

segunda convocatoria con expresión de esta circunstancia y en la junta se resolverá sobre los asuntos 

indicados en la Orden del Día, cualquiera que sea el número de acciones representadas. 

Tratándose de Asambleas Extraordinarias, las decisiones se tomarán siempre por el voto favorable 

del número de acciones que representen, por lo menos, la mitad del capital social. 

 

Artículo 192.- Los accionistas podrán hacerse representar en las Asambleas por mandatarios, ya 

sea que pertenezcan o no a la sociedad. La representación deberá conferirse en la forma que prescriban los 

estatutos y a falta de estipulación, por escrito. 

No podrán ser mandatarios los Administradores ni los Comisarios de la sociedad. 

 

Artículo 193.- Salvo estipulación contraria de los estatutos, las Asambleas Generales de 

Accionistas serán presididas por el Administrador o por el Consejo de Administración, y a falta de ellos, 

por quien fuere designado por los accionistas presentes. 

 

Artículo 194.- Las actas de las Asambleas Generales de Accionistas se asentarán en el libro 

respectivo y deberán ser firmadas ya sea con firma autógrafa o electrónica, por el Presidente y por el 

Secretario de la Asamblea, así como por los Comisarios que concurran. Se agregarán a las actas los 

documentos que justifiquen que las convocatorias se hicieron en los términos que esta Ley establece. 

Cuando por cualquiera circunstancia no pudiere asentarse el acta de una asamblea en el libro 

respectivo, se protocolizará ante fedatario público. 

Las actas de las Asambleas Extraordinarias serán protocolizadas ante fedatario público e inscritas 

en el Registro Público de Comercio. 

 

Artículo 195.- En caso de que existan diversas categorías de accionistas, toda proposición que 

pueda perjudicar los derechos de una de ellas, deberá ser aceptada previamente por la categoría afectada, 

reunida en asamblea especial, en la que se requerirá la mayoría exigida para las modificaciones al contrato 

constitutivo, la cual se computará con relación al número total de acciones de la categoría de que se trate. 

Las asambleas especiales se sujetarán a lo que disponen los artículos 179, 183 y del 190 al 194, y 

serán presididas por el accionista que designen los socios presentes. 

 

Artículo 196.- El accionista que en una operación determinada tenga por cuenta propia o ajena un 

interés contrario al de la sociedad, deberá abstenerse de toda deliberación relativa a dicha operación. 

El accionista que contravenga esta disposición, será responsable de los daños y perjuicios, cuando 

sin su voto no se hubiere logrado la mayoría necesaria para la validez de la determinación. 

 

Artículo 197.- Los administradores y los comisarios no podrán votar en las deliberaciones 

relativas a la aprobación de los informes a que se refieren los artículos 166 en su fracción IV y 172 en su 

enunciado general o a su responsabilidad. 
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En caso de contravención esta disposición, la resolución será nula cuando sin el voto del 

Administrador o Comisario no se habría logrado la mayoría requerida. 

 

Artículo 198.- Sin perjuicio de lo que dispongan las leyes especiales, los accionistas de las 

sociedades anónimas podrán convenir entre ellos: 

I.- Derechos y obligaciones que establezcan opciones de compra o venta de las acciones 

representativas del capital social de la sociedad, tales como: 

a) Que uno o varios accionistas solamente puedan enajenar la totalidad o parte de su tenencia 

accionaria, cuando el adquirente se obligue también a adquirir una proporción o la totalidad de las 

acciones de otro u otros accionistas, en iguales condiciones; 

b) Que uno o varios accionistas puedan exigir a otro socio la enajenación de la totalidad o parte de su 

tenencia accionaria, cuando aquéllos acepten una oferta de adquisición, en iguales condiciones; 

c) Que uno o varios accionistas tengan derecho a enajenar o adquirir de otro accionista, quien deberá 

estar obligado a enajenar o adquirir, según corresponda, la totalidad o parte de la tenencia accionaria objeto de 

la operación, a un precio determinado o determinable; 

d) Que uno o varios accionistas queden obligados a suscribir y pagar cierto número de acciones 

representativas del capital social de la sociedad, a un precio determinado o determinable, y 

e) Otros derechos y obligaciones de naturaleza análoga; 

II.- Enajenaciones y demás actos jurídicos relativos al dominio, disposición o ejercicio del 

derecho de preferencia a que se refiere el artículo 132 de esta Ley, con independencia de que tales actos 

jurídicos se lleven a cabo con otros accionistas o con personas distintas de éstos; 

III.- Acuerdos para el ejercicio del derecho de voto en asambleas de accionistas; 

IV.- Acuerdos para la enajenación de sus acciones en oferta pública; y 

V.- Otros de naturaleza análoga. 

Los convenios a que se refiere este artículo no serán oponibles a la sociedad, excepto tratándose 

de resolución judicial. 

 

Artículo 199.- A solicitud de los accionistas que reúnan el veinticinco por ciento de las acciones 

representadas en una Asamblea, se aplazará, para dentro de tres días y sin necesidad de nueva 

convocatoria, la votación de cualquier asunto respecto del cual no se consideren suficientemente 

informados. Este derecho no podrá ejercitarse sino una sola vez para el mismo asunto. 

 

Artículo 200.- Las resoluciones legalmente adoptadas por las Asambleas de Accionistas son 

obligatorias aun para los ausentes o disidentes, salvo el derecho de oposición en los términos de esta Ley. 

 

Artículo 201.- Los accionistas que representen el veinticinco por ciento del capital social podrán 

oponerse judicialmente a las resoluciones de las Asambleas Generales, siempre que se satisfagan los 

siguientes requisitos: 

I.- Que la demanda se presente dentro de los quince días siguientes a la fecha de la clausura de la 

Asamblea; 

II.- Que los reclamantes no hayan concurrido a la Asamblea o hayan dado su voto en contra de la 

resolución, y 

III.- Que la demanda señale la cláusula del contrato social o el precepto legal infringido y el 

concepto de la violación. 

No podrá formularse oposición judicial contra las resoluciones relativas a la responsabilidad de 

los Administradores o de los Comisarios. 

 

Artículo 202.- La ejecución de las resoluciones impugnadas podrá suspenderse por el Juez, 

siempre que los actores dieren fianza bastante para responder de los daños y perjuicios que pudieren 

causarse a la sociedad, por la inejecución de dichas resoluciones, en caso de que la sentencia declare 

infundada la oposición. 
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Artículo 203.- La sentencia que se dicte con motivo de la oposición surtirá efectos respecto de 

todos los socios. 

 

Artículo 204.- Todas las oposiciones contra una misma resolución, deberán decidirse en una sola 

sentencia. 

 

Artículo 205.- Para el ejercicio de las acciones judiciales a que se refieren los artículos 185 y 201, 

los accionistas depositarán los títulos de sus acciones ante fedatario público o en una Institución de 

Crédito, quienes expedirán el certificado correspondiente para acompañarse a la demanda y los demás que 

sean necesarios para hacer efectivos los derechos sociales. 

Las acciones depositadas no se devolverán sino hasta la conclusión del juicio. 

 

Artículo 206.- Cuando la Asamblea General de Accionistas adopte resoluciones sobre los asuntos 

comprendidos en las fracciones IV, V y VI del artículo 182, cualquier accionista que haya votado en contra, 

tendrá derecho a separarse de la sociedad y obtener el reembolso de sus acciones, en proporción al activo 

social, según el último balance aprobado, siempre que lo solicite dentro de los quince días siguientes a la 

clausura de la asamblea. 

 

CAPÍTULO VI 

DE LA SOCIEDAD EN COMANDITA POR ACCIONES 

 

Artículo 207.- Sociedad en comandita por acciones, es la que se compone de uno o varios socios 

comanditados que responden de manera subsidiaria, ilimitada y solidariamente, de las obligaciones 

sociales, y de uno o varios comanditarios que únicamente están obligados al pago de sus acciones. 

 

Artículo 208.- La sociedad en comandita por acciones se regirá por las reglas relativas a la 

sociedad anónima, salvo lo dispuesto en los artículos siguientes. 

 

Artículo 209.- El capital social estará dividido en acciones y no podrán cederse sin el consentimiento 

de la totalidad de los comanditados y el de las dos terceras partes de los comanditarios. 

 

Artículo 210.- La sociedad en comandita por acciones podrá existir bajo una razón social, que se 

formará con los nombres de uno o más socios comanditados seguidos de las palabras "y compañía" u otras 

equivalentes, cuando en ella no figuren los de todos. A la razón social o a la denominación, en su caso, se 

agregarán las palabras "Sociedad en Comandita por Acciones," o su abreviatura "S. en C. por A." 

 

Artículo 211.- Es aplicable a la sociedad en comandita por acciones lo dispuesto en los artículos 

28, 29, 30, 53, 54 y 55; y en lo que se refiere solamente a los socios comanditados, lo prevenido en los 

artículo (sic) 26, 32, 35, 39 y 50. 

 

CAPÍTULO VII 

DE LA SOCIEDAD COOPERATIVA 

 

Artículo 212.- Las sociedades cooperativas se regirán por su legislación especial. 

 

CAPÍTULO VIII 

DE LAS SOCIEDADES DE CAPITAL VARIABLE 

 

Artículo 213.- En las sociedades de capital variable el capital social será susceptible de aumento 

por aportaciones posteriores de los socios o por la admisión de nuevos socios, y de disminución de dicho 
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capital por retiro parcial o total de las aportaciones, sin más formalidades que las establecidas por este 

capítulo. 

 

Artículo 214.- Las sociedades de capital variable se regirán por las disposiciones que 

correspondan a la especie de sociedad de que se trate, y por las de la sociedad anónima relativas a 

balances y responsabilidades de los administradores, salvo las modificaciones que se establecen en el 

presente capítulo. 

 

Artículo 215.- A la razón social o denominación propia del tipo de sociedad, se añadirán siempre 

las palabras "de capital variable." 

 

Artículo 216.- El contrato constitutivo de toda sociedad de capital variable, deberá contener, 

además de las estipulaciones que correspondan a la naturaleza de la sociedad, las condiciones que se fijen 

para el aumento y la disminución del capital social. 

En las sociedades por acciones el contrato social o la Asamblea General Extraordinaria fijarán los 

aumentos del capital y la forma y términos en que deban hacerse las correspondientes emisiones de acciones. Las 

acciones emitidas y no suscritas o los certificados provisionales, en su caso, se conservarán en poder de la 

sociedad para entregarse a medida que vaya realizándose la suscripción. 

 

Artículo 217.- En la sociedad anónima, en la de responsabilidad limitada y en la comandita por 

acciones, se indicará un capital mínimo que no podrá ser inferior al que fijen los artículos 62 y 89. En las 

sociedades en nombre colectivo y en comandita simple, el capital mínimo no podrá ser inferior a la quinta 

parte del capital inicial. 

Queda prohibido a las sociedades por acciones, anunciar el capital cuyo aumento esté autorizado 

sin anunciar al mismo tiempo el capital mínimo. Los administradores o cualquier otro funcionario de la 

sociedad que infrinjan este precepto, serán responsables por los daños y perjuicios que se causen. 

 

Artículo 218.- Derogado. 

  

Artículo 219.- Todo aumento o disminución del capital social deberá inscribirse en un libro de 

registro que al efecto llevará la sociedad. 

 

Artículo 220.- El retiro parcial o total de aportaciones de un socio deberá notificarse a la sociedad 

de manera fehaciente y no surtirá efectos sino hasta el fin del ejercicio anual en curso, si la notificación se 

hace antes del último trimestre de dicho ejercicio, y hasta el fin del ejercicio siguiente, si se hiciere 

después. 

 

Artículo 221.- No podrá ejercitarse el derecho de separación cuando tenga como consecuencia 

reducir a menos del mínimo el capital social. 

 

CAPÍTULO IX 

DE LA FUSIÓN, TRANSFORMACIÓN, Y ESCISIÓN DE LAS SOCIEDADES 

 

Artículo 222.- La fusión de varias sociedades deberá ser decidida por cada una de ellas, en la 

forma y términos que corresponda según su naturaleza. 

 

Artículo 223.- Los acuerdos sobre fusión se inscribirán en el Registro Público de Comercio y se 

publicarán en el sistema electrónico establecido por la Secretaría de Economía, de la misma manera, cada 

sociedad deberá publicar su último balance, y aquélla o aquéllas que dejen de existir, deberán publicar, 

además, el sistema establecido para la extinción de su pasivo. 
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Artículo 224.- La fusión no podrá tener efecto sino tres meses después de haberse efectuado la 

inscripción prevenida en el artículo anterior. 

Durante dicho plazo, cualquier acreedor de las sociedades que se fusionan, podrá oponerse 

judicialmente en la vía sumaria, a la fusión, la que se suspenderá hasta que cause ejecutoria la sentencia 

que declare que la oposición es infundada. 

Transcurrido el plazo señalado sin que se haya formulado oposición, podrá llevarse a cabo la 

fusión, y la sociedad que subsista o la que resulte de la fusión, tomará a su cargo los derechos y las 

obligaciones de las sociedades extinguidas. 

 

Artículo 225.- La fusión tendrá efecto en el momento de la inscripción, si se pactare el pago de 

todas las deudas de las sociedades que hayan de fusionarse, o se constituyere el depósito de su importe en 

una institución de crédito, o constare el consentimiento de todos los acreedores. A este efecto, las deudas a 

plazo se darán por vencidas. 

El certificado en que se haga constar el depósito, deberá publicarse conforme al artículo 223. 

 

Artículo 226.- Cuando de la fusión de varias sociedades haya de resultar una distinta, su 

constitución se sujetará a los principios que rijan la constitución de la sociedad a cuyo género haya de 

pertenecer. 

 

Artículo 227.- Las sociedades constituidas en alguna de las formas que establecen las fracciones I 

a V del artículo 1°., podrán adoptar cualquier otro tipo legal. Asimismo podrán transformarse en sociedad 

de capital variable. 

 

Artículo 228.- En la transformación de las sociedades se aplicarán los preceptos contenidos en los 

artículos anteriores de este capítulo. 

 

Artículo 228 Bis.- Se da la escisión cuando una sociedad denominada escindente decide 

extinguirse y divide la totalidad o parte de su activo, pasivo y capital social en dos o más partes, que son 

aportadas en bloque a otras sociedades de nueva creación denominadas escindidas; o cuando la escindente, 

sin extinguirse, aporta en bloque parte de su activo, pasivo y capital social a otra u otras sociedades de 

nueva creación. 

La escisión se regirá por lo siguiente: 

I.- Sólo podrá acordarse por resolución de la asamblea de accionistas o socios u órgano 

equivalente, por la mayoría exigida para la modificación del contrato social; 

II.- Las acciones o partes sociales de la sociedad que se escinda deberán estar totalmente pagadas; 

III.- Cada uno de los socios de la sociedad escindente tendrá inicialmente una proporción del 

capital social de las escindidas, igual a la de que sea titular en la escindente; 

IV.- La resolución que apruebe la escisión deberá contener: 

a) La descripción de la forma, plazos y mecanismos en que los diversos conceptos de activo, 

pasivo y capital social serán transferidos; 

b) La descripción de las partes del activo, del pasivo y del capital social que correspondan a cada 

sociedad escindida, y en su caso a la escindente, con detalle suficiente para permitir la identificación de 

éstas; 

c) Los estados financieros de la sociedad escindente, que abarquen por lo menos las operaciones 

realizadas durante el último ejercicio social, debidamente dictaminados por auditor externo. 

Corresponderá a los administradores de la escindente, informar a la asamblea sobre las operaciones que se 

realicen hasta que la escisión surta plenos efectos legales; 

d) La determinación de las obligaciones que por virtud de la escisión asuma cada sociedad 

escindida. Si una sociedad escindida incumpliera alguna de las obligaciones asumidas por ella en virtud de 

la escisión, responderán solidariamente ante los acreedores que no hayan dado su consentimiento expreso, 

la o las demás sociedades escindidas, durante un plazo de tres años contado a partir de la última de las 
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publicaciones a que se refiere la fracción V, hasta por el importe del activo neto que les haya sido 

atribuido en la escisión a cada una de ellas; si la escindente no hubiere dejado de existir, ésta responderá 

por la totalidad de la obligación; y 

e) Los proyectos de estatutos de las sociedades escindidas; 

V.- La resolución de escisión deberá protocolizarse ante fedatario público e inscribirse en el 

Registro Público de Comercio. Asimismo, deberá publicarse en el sistema electrónico establecido por la 

Secretaría de Economía, un extracto de dicha resolución que contenga, por lo menos, la síntesis de la 

información a que se refieren los incisos a) y d) de la fracción IV de este artículo, indicando claramente 

que el texto completo se encuentra a disposición de socios y acreedores en el domicilio social de la 

sociedad durante un plazo de cuarenta y cinco días naturales contados a partir de que se hubieren 

efectuado la inscripción y la publicación; 

VI.- Durante el plazo señalado, cualquier socio o grupo de socios que representen por lo menos el 

veinte por ciento del capital social o acreedor que tenga interés jurídico, podrá oponerse judicialmente a la 

escisión, la que se suspenderá hasta que cause ejecutoria la sentencia que declara que la oposición es 

infundada, se dicte resolución que tenga por terminado el procedimiento sin que hubiere procedido la 

oposición o se llegue a convenio, siempre y cuando quien se oponga diere fianza bastante para responder 

de los daños y perjuicios que pudieren causarse a la sociedad con la suspensión; 

VII.- Cumplidos los requisitos y transcurrido el plazo a que se refiere la fracción V, sin que se 

haya presentado oposición, la escisión surtirá plenos efectos; para la constitución de las nuevas 

sociedades, bastará la protocolización de sus estatutos y su inscripción en el Registro Público de 

Comercio; 

VIII.- Los accionistas o socios que voten en contra de la resolución de escisión gozarán del 

derecho a separarse de la sociedad, aplicándose en lo conducente lo previsto en el artículo 206 de esta ley; 

IX.- Cuando la escisión traiga aparejada la extinción de la escindente, una vez que surta efectos la 

escisión se deberá solicitar del Registro Público de Comercio la cancelación de la inscripción del contrato 

social; 

X.- No se aplicará a las sociedades escindidas lo previsto en el artículo 141 de esta ley. 

 

CAPÍTULO X 

DE LA DISOLUCIÓN DE LAS SOCIEDADES 

 

Artículo 229.- Las sociedades se disuelven: 

I.- Por expiración del término fijado en el contrato social; 

II.- Por imposibilidad de seguir realizando el objeto principal de la sociedad o por quedar éste 

consumado; 

III.- Por acuerdo de los socios tomado de conformidad con el contrato social y con la Ley; 

IV.- Porque el número de accionistas llegue a ser inferior al mínimo que esta Ley establece, o 

porque las partes de interés se reúnan en una sola persona; 

V.- Por la pérdida de las dos terceras partes del capital social. 

VI.- Por resolución judicial o administrativa dictada por los tribunales competentes, conforme a 

las causales previstas en las leyes aplicables. 

 

Artículo 230.- La sociedad en nombre colectivo se disolverá, salvo pacto en contrario, por la 

muerte, incapacidad, exclusión o retiro de uno de los socios, o porque el contrato social se rescinda 

respecto a uno de ellos. 

En caso de muerte de un socio, la sociedad solamente podrá continuar con los herederos, cuando 

éstos manifiesten su consentimiento; de lo contrario, la sociedad, dentro del plazo de dos meses, deberá 

entregar a los herederos la cuota correspondiente al socio difunto, de acuerdo con el último balance 

aprobado. 
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Artículo 231.- Las disposiciones establecidas en el artículo anterior son aplicables a la sociedad 

en comandita simple y a la sociedad en comandita por acciones, en lo que concierne a los comanditados. 

 

Artículo 232.- En el caso de la fracción I del artículo 229, la disolución de la sociedad se realizará 

por el solo transcurso del término establecido para su duración. 

En los demás casos, comprobada por la sociedad la existencia de causas de disolución, la causa de 

disolución se inscribirá de manera inmediata en el Registro Público de Comercio. 

Si la inscripción no se hiciere a pesar de existir la causa de disolución, cualquier interesado podrá 

ocurrir ante la autoridad judicial, en la vía sumaria o, en los casos que la disolución sea por resolución 

judicial, en la vía incidental, a fin de que ordene el registro de la disolución. 

Cuando se haya inscrito la disolución de una sociedad, sin que a juicio de algún interesado hubiere 

existido alguna causa de las enumeradas por la Ley, podrá ocurrir ante la autoridad judicial, dentro del 

término de treinta días contados a partir de la fecha de la inscripción, y demandar, en la vía sumaria, la 

cancelación de la inscripción, salvo los casos en que la disolución sea por resolución judicial, en los cuales 

aplicará los medios de impugnación correspondientes a la materia que emitió la resolución judicial 

correspondiente. 

 

Artículo 233.- Los Administradores no podrán iniciar nuevas operaciones con posterioridad al 

vencimiento del plazo de duración de la sociedad, al acuerdo sobre disolución o a la comprobación de una 

causa de disolución. Si contravinieren esta prohibición, los Administradores serán solidariamente 

responsables por las operaciones efectuadas. 

 

CAPÍTULO XI 

DE LA LIQUIDACIÓN DE LAS SOCIEDADES 

 

Artículo 234.- Disuelta la sociedad, se pondrá en liquidación. 

 

Artículo 235.- La liquidación estará a cargo de uno o más liquidadores, quienes serán 

representantes legales de la sociedad y responderán por los actos que ejecuten excediéndose de los límites 

de su encargo. 

 

Artículo 236.- A falta de disposición del contrato social, el nombramiento de los liquidadores se hará 

por acuerdo de los socios, tomado en la proporción y forma que esta Ley señala, según la naturaleza de la 

sociedad, para el acuerdo sobre disolución. La designación de liquidadores deberá hacerse en el mismo acto en 

que se acuerde o se reconozca la disolución. En los casos de que la sociedad se disuelva por la expiración del 

plazo o en virtud de sentencia ejecutoriada, la designación de los liquidadores deberá hacerse inmediatamente 

que concluya el plazo o que se dicte la sentencia. 

Si por cualquier motivo el nombramiento de los liquidadores no se hiciere en los términos que fija este 

artículo, lo hará la autoridad judicial en la vía sumaria o, en los casos en que la disolución sea por resolución 

judicial, en la vía incidental, ambos supuestos a petición de cualquier socio. 

 

Artículo 237.- Mientras no haya sido inscrito en el Registro Público de Comercio el 

nombramiento de los liquidadores y éstos no hayan entrado en funciones, los administradores continuarán 

en el desempeño de su encargo. 

Lo anterior no será aplicable cuando el nombramiento del liquidador se realice conforme al 

procedimiento del artículo 249 Bis 1 de esta Ley. 

 

Artículo 238.- El nombramiento de los liquidadores podrá ser revocado por acuerdo de los socios, 

tomado en los términos del artículo 236 o por resolución judicial, si cualquier socio justificare, en la vía 

sumaria o, en los casos en que la disolución sea por resolución judicial, en la vía incidental, la existencia 

de una causa grave para la revocación. 
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Los liquidadores cuyos nombramientos fueren revocados, continuarán en su encargo hasta que 

entren en funciones los nuevamente nombrados. 

Lo anterior no será aplicable cuando el nombramiento del liquidador se realice conforme al 

procedimiento del artículo 249 Bis 1 de esta Ley. 

 

Artículo 239.- Cuando sean varios los liquidadores, éstos deberán obrar conjuntamente. 

 

Artículo 240.- La liquidación se practicará con arreglo a las estipulaciones relativas del contrato social o 

a la resolución que tomen los socios al acordarse o reconocerse la disolución de la sociedad. A falta de dichas 

estipulaciones, la liquidación se practicará de conformidad con las disposiciones de este capítulo. 

Lo anterior no será aplicable cuando el nombramiento del liquidador se realice conforme al 

procedimiento del artículo 249 Bis 1 de esta Ley. 

 

Artículo 241.- Hecho el nombramiento de los liquidadores, los Administradores les entregarán 

todos los bienes, libros y documentos de la sociedad, levantándose en todo caso un inventario del activo y 

pasivo sociales. 

Lo anterior no será aplicable cuando el nombramiento del liquidador se realice conforme al 

procedimiento del artículo 249 Bis 1 de esta Ley. 

 

Artículo 242.- Salvo el acuerdo de los socios o las disposiciones del contrato social, los 

liquidadores tendrán las siguientes facultades: 

I.- Concluir las operaciones sociales que hubieren quedado pendientes al tiempo de la disolución; 

II.- Cobrar lo que se deba a la sociedad y pagar lo que ella deba; 

III.- Vender los bienes de la sociedad; 

IV.- Liquidar a cada socio su haber social; 

V.- Practicar el balance final de la liquidación, que deberá someterse a la discusión y aprobación 

de los socios, en la forma que corresponda, según la naturaleza de la sociedad. 

El balance final, una vez aprobado, se depositará en el Registro Público de Comercio; deberá 

publicarse en el sistema electrónico establecido por la Secretaría de Economía previsto en el artículo 50 

Bis del Código de Comercio; 

VI.- Obtener de (sic) Registro Público de Comercio la cancelación de la inscripción del contrato 

social, una vez concluída la liquidación. 

Lo dispuesto en las fracciones anteriores no será aplicable cuando el nombramiento del liquidador 

se realice conforme al procedimiento del artículo 249 Bis 1 de esta Ley. 

 

Artículo 243.- Ningún socio podrá exigir de los liquidadores la entrega total del haber que le 

corresponda; pero sí la parcial que sea compatible con los intereses de los acreedores de la sociedad, 

mientras no estén extinguidos sus créditos pasivos, o se haya depositado su importe si se presentare 

inconveniente para hacer su pago. 

El acuerdo sobre distribución parcial deberá publicarse en el sistema electrónico establecido por la 

Secretaría de Economía, y los acreedores tendrán el derecho de oposición en la forma y términos del 

artículo 9o. 

 

Artículo 244.- Las sociedades, aún después de disueltas, conservarán su personalidad jurídica 

para los efectos de la liquidación. 

 

Artículo 245.- Los liquidadores mantendrán en depósito, durante diez años después de la fecha en 

que se concluya la liquidación, los libros y papeles de la sociedad. 

Los liquidadores podrán optar por conservar los libros y papeles de la sociedad en formato 

impreso, o en medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología, siempre y cuando, en estos 

últimos medios se observe lo establecido en la norma oficial mexicana sobre digitalización y conservación 
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de mensajes de datos que para tal efecto emita la Secretaría de Economía. En el caso de que la disolución 

o liquidación se realice en los términos de lo establecido en el artículo 249 Bis 1 de esta Ley, el plazo de 

conservación de la documentación será de cinco años. 

 

Artículo 246.- En la liquidación de las sociedades en nombre colectivo, en comandita simple o de 

responsabilidad limitada, una vez pagadas las deudas sociales, la distribución del remanente entre los 

socios, si no hubiere estipulaciones expresas, se sujetará a las siguientes reglas: 

I.- Si los bienes en que consiste el haber social son de fácil división, se repartirán en la proporción 

que corresponda a la representación de cada socio en la masa común; 

II.- Si los bienes fueren de diversa naturaleza, se fraccionarán en las partes proporcionales 

respectivas, compensándose entre los socios las diferencias que hubiere; 

III.- Una vez formados los lotes, el liquidador convocará a los socios a una junta en la que les dará a 

conocer el proyecto respectivo; y aquéllos gozarán de un plazo de ocho días hábiles a partir del siguiente a la 

fecha de la junta, para exigir modificaciones, si creyeren perjudicados sus derechos; 

IV.- Si los socios manifestaren expresamente su conformidad o si, durante el plazo que se acaba 

de indicar, no formularen observaciones, se les tendrá por conformes con el proyecto, y el liquidador hará 

la respectiva adjudicación, otorgándose, en su caso, los documentos que procedan; 

V.- Si, durante el plazo a que se refiere la fracción III, los socios formularen observaciones al 

proyecto de división, el liquidador convocará a una nueva junta, en el plazo de ocho días, para que, de 

mutuo acuerdo, se hagan al proyecto las modificaciones a que haya lugar; y si no fuere posible obtener el 

acuerdo, el liquidador adjudicará el lote o lotes respecto de los cuales hubiere inconformidad, en común a 

los respectivos socios, y la situación jurídica resultante entre los adjudicatarios se regirá por las reglas de 

la copropiedad; 

VI.- Si la liquidación social se hiciere a virtud de la muerte de uno de los socios, la división o 

venta de los inmuebles se hará conforme a las disposiciones de esta Ley, aunque entre los herederos haya 

menores de edad. 

Lo dispuesto en las fracciones anteriores no será aplicable cuando el nombramiento del liquidador 

se realice conforme al procedimiento del artículo 249 Bis 1 de esta Ley. 

 

Artículo 247.- En la liquidación de las sociedades anónimas y en comandita por acciones, los 

liquidadores procederán a la distribución del remanente entre los socios con sujeción a las siguientes 

reglas: 

I.- En el balance final se indicará la parte que a cada socio corresponda en el haber social; 

II.- Dicho balance se publicará en el sistema electrónico establecido por la Secretaría de Economía. 

El mismo balance quedará, por igual término, así como los papeles y libros de la sociedad, a 

disposición de los accionistas, quienes gozarán de un plazo de quince días a partir de la última 

publicación, para presentar sus reclamaciones a los liquidadores. 

III.- Transcurrido dicho plazo, los liquidadores convocarán a una Asamblea General de Accionistas para 

que apruebe en definitiva el balance. Esta Asamblea será presidida por uno de los liquidadores. 

Lo dispuesto en las fracciones anteriores no será aplicable cuando el nombramiento del liquidador 

se realice conforme al procedimiento del artículo 249 Bis 1 de esta Ley. 

 

Artículo 248.- Aprobado el balance general, los liquidadores procederán a hacer a los accionistas 

los pagos que correspondan, contra la entrega de los títulos de las acciones. 

 

Artículo 249.- Las sumas que pertenezcan a los accionistas y que no fueran cobradas en el 

transcurso de dos meses, contados desde la aprobación del balance final, se depositarán en una institución 

de crédito con la indicación del accionista. Dichas sumas se pagarán por la institución de crédito en que se 

hubiese constituido el depósito. 
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Artículo 249 Bis.- Las sociedades podrán llevar a cabo su disolución y liquidación conforme al 

procedimiento contemplado en el artículo 249 Bis 1, siempre y cuando la sociedad: 

I.- Esté conformada exclusivamente por socios o accionistas que sean personas físicas; 

II.- No se ubique en el supuesto contemplado en el artículo 3 de esta Ley; 

III.- Hubiere publicado en el sistema electrónico establecido por la Secretaría de Economía 

conforme a lo dispuesto en el artículo 50 Bis del Código de Comercio y las disposiciones para su 

operación, el aviso de inscripción en el libro especial de los socios o registro de acciones de registro con la 

estructura accionaria vigente por lo menos 15 días hábiles previos a la fecha de la asamblea mediante la 

cual se acuerde la disolución. Para tales efectos la información contenida en el aviso de la inscripción 

tendrá carácter confidencial; 

IV.- No se encuentre realizando operaciones, ni haya emitido facturas electrónicas durante los 

últimos dos años; 

V.- Esté al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, laborales y de seguridad 

social; 

VI.- No posea obligaciones pecuniarias con terceros; 

VII.- Sus representantes legales no se encuentren sujetos a un procedimiento penal por la posible 

comisión de delitos fiscales o patrimoniales; 

VIII.- No se encuentre en concurso mercantil, y 

IX.- No sea una entidad integrante del sistema financiero, en términos de la legislación especial 

aplicable. 

 

Artículo 249 Bis 1.- El procedimiento de disolución y liquidación a que se refiere el artículo 249 

Bis de esta Ley, se realizará conforme a lo siguiente: 

I.- La totalidad de los socios o accionistas acordarán mediante asamblea la disolución y 

liquidación de la sociedad, declarando bajo protesta de decir verdad, que se ubican y cumplen con las 

condiciones a que se refiere el artículo 249 Bis de esta Ley, y nombrarán al liquidador de entre los socios 

o accionistas. 

Este acuerdo deberá suscribirse por todos los socios o accionistas, constar en acta de disolución y 

liquidación y publicarse en el sistema electrónico establecido por la Secretaría de Economía previsto en el 

artículo 50 Bis del Código de Comercio, a más tardar dentro de los 5 días hábiles siguientes a la fecha de la 

asamblea de la disolución y liquidación, en ningún caso se exigirá el requisito de escritura pública, póliza, o 

cualquier otra formalidad adicional a la contemplada en este párrafo; 

II.- Una vez publicado el acuerdo, la Secretaría de Economía verificará que el acta de disolución y 

liquidación de la sociedad cumpla con lo establecido en la fracción anterior y, de ser procedente, lo enviará 

electrónicamente para su inscripción en el Registro Público de Comercio de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 10 Bis 1 del Reglamento del Registro Público de Comercio; 

III.- Los socios o accionistas entregarán al liquidador todos los bienes, libros y documentos de la 

sociedad a más tardar dentro de los 15 días hábiles siguientes a la fecha de la asamblea de la disolución y 

liquidación; 

IV.- El liquidador llevará a cabo la distribución del remanente del haber social entre los socios o 

accionistas de forma proporcional a sus aportaciones, si es que lo hubiere en un plazo que no excederá los 

45 días hábiles siguientes a la fecha de la asamblea de la disolución y liquidación; 

V.- Los socios o accionistas entregarán al liquidador los títulos de las acciones a más tardar dentro 

de los 15 días hábiles siguientes a la fecha de la asamblea de la disolución y liquidación; 

VI.- Una vez liquidada la sociedad, el liquidador publicará el balance final de la sociedad en el 

sistema electrónico establecido por la Secretaría de Economía previsto en el artículo 50 Bis del Código de 

Comercio, que en ningún caso podrá exceder a los 60 días hábiles siguientes a la fecha de la asamblea de 

la disolución y liquidación, y 

VII.- La Secretaría de Economía realizará la inscripción de la cancelación del folio de la sociedad en 

el Registro Público de Comercio de conformidad con lo dispuesto en el artículo 10 Bis 1 del Reglamento del 

Registro Público de Comercio y notificará a la autoridad fiscal correspondiente. 
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En caso que los socios o accionistas faltaren a la verdad afirmando un hecho falso o alterando o 

negando uno verdadero conforme a lo establecido en el presente artículo, los socios o accionistas 

responderán frente a terceros, solidaria e ilimitadamente, sin perjuicio de cualquier otra responsabilidad en 

que hubieren incurrido en materia penal. 

 
CAPÍTULO XII 

DE LAS SOCIEDADES EXTRANJERAS 

 

Artículo 250.- Las sociedades extranjeras legalmente constituídas tienen personalidad jurídica en 

la República. 

 

Artículo 251.- Las sociedades extranjeras sólo podrán ejercer el comercio desde su inscripción en 

el Registro. 

La inscripción sólo se efectuará previa autorización de la Secretaría de Economía, en los términos 

de los artículos 17 y 17 A de la Ley de Inversión Extranjera. 

Las sociedades extranjeras deberán publicar anualmente, en el sistema electrónico establecido por 

la Secretaría de Economía, un balance general de la negociación visado por un contador público titulado. 

 

CAPÍTULO XIII 

DE LA ASOCIACIÓN EN PARTICIPACIÓN 

 

Artículo 252.- La asociación en participación es un contrato por el cual una persona concede a 

otras que le aportan bienes o servicios, una participación en las utilidades y en las pérdidas de una 

negociación mercantil o de una o varias operaciones de comercio. 

 

Artículo 253.- La asociación en participación no tiene personalidad jurídica ni razón social o 

denominación. 

 

Artículo 254.- El contrato de asociación en participación debe constar por escrito y no estará 

sujeto a registro. 

 

Artículo 255.- En los contratos de asociación en participación se fijarán los términos, 

proporciones de interés y demás condiciones en que deban realizarse. 

 

Artículo 256.- El asociante obra en nombre propio y no habrá relación jurídica entre los terceros y 

los asociados. 

 

Artículo 257.- Respecto a terceros, los bienes aportados pertenecen en propiedad al asociante, a 

no ser que por la naturaleza de la aportación fuere necesaria alguna otra formalidad, o que se estipule lo 

contrario y se inscriba la cláusula relativa en el Registro Público de Comercio del lugar donde el asociante 

ejerce el comercio. Aun cuando la estipulación no haya sido registrada, surtirá sus efectos si se prueba que 

el tercero tenía o debía tener conocimiento de ella. 

 

Artículo 258.- Salvo pacto en contrario, para la distribución de las utilidades y de las pérdidas, se 

observará lo dispuesto en el artículo 16. Las pérdidas que correspondan a los asociados no podrán ser 

superiores al valor de su aportación. 

 

Artículo 259.- Las asociaciones en participación funcionan, se disuelven y liquidan, a falta de 

estipulaciones especiales, por las reglas establecidas para las sociedades en nombre colectivo, en cuanto no 

pugnen con las disposiciones de este capítulo. 
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CAPÍTULO XIV 

DE LA SOCIEDAD POR ACCIONES SIMPLIFICADA 

 
Artículo 260.- La sociedad por acciones simplificada es aquella que se constituye con una o más 

personas físicas que solamente están obligadas al pago de sus aportaciones representadas en acciones. En 

ningún caso las personas físicas podrán ser simultáneamente accionistas de otro tipo de sociedad mercantil 

a que se refieren las fracciones I a VII, del artículo 1o. de esta Ley, si su participación en dichas 

sociedades mercantiles les permite tener el control de la sociedad o de su administración, en términos del 

artículo 2, fracción III de la Ley del Mercado de Valores. 

Los ingresos totales anuales de una sociedad por acciones simplificada no podrán rebasar de 

$7,398,448.74 (siete millones trescientos noventa y ocho mil cuatrocientos cuarenta y ocho pesos 74/100 

M.N.). En caso de rebasar el monto respectivo, la sociedad por acciones simplificada deberá transformarse 

en otro régimen societario contemplado en esta Ley, en los términos en que se establezca en las reglas 

señaladas en el artículo 263 de la misma. El monto establecido en este párrafo se actualizará anualmente el 

primero de enero de cada año, considerando el factor de actualización correspondiente al periodo 

comprendido desde el mes de diciembre del penúltimo año hasta el mes de diciembre inmediato anterior a 

aquel por el que se efectúa la actualización, misma que se obtendrá de conformidad con el artículo 17-A 

del Código Fiscal de la Federación. La Secretaría de Economía publicará el factor de actualización en el 

Diario Oficial de la Federación durante el mes de diciembre de cada año. 

En caso que los accionistas no lleven a cabo la transformación de la sociedad a que se refiere el 

párrafo anterior responderán frente a terceros, subsidiaria, solidaria e ilimitadamente, sin perjuicio de 

cualquier otra responsabilidad en que hubieren incurrido. 

 
Artículo 261.- La denominación se formará libremente, pero distinta de la de cualquier otra 

sociedad y siempre seguida de las palabras “Sociedad por Acciones Simplificada” o de su abreviatura 

“S.A.S.”. 

 
Artículo 262.- Para proceder a la constitución de una sociedad por acciones simplificada 

únicamente se requerirá: 

I.- Que haya uno o más accionistas; 

II.- Que el o los accionistas externen su consentimiento para constituir una sociedad por acciones 

simplificada bajo los estatutos sociales que la Secretaría de Economía ponga a disposición mediante el 

sistema electrónico de constitución; 

III.- Que alguno de los accionistas cuente con la autorización para el uso de denominación emitida 

por la Secretaría de Economía, y 

IV.- Que todos los accionistas cuenten con certificado de firma electrónica avanzada vigente 

reconocido en las reglas generales que emita la Secretaría de Economía conforme a lo dispuesto en el 

artículo 263 de esta Ley.  

En ningún caso se exigirá el requisito de escritura pública, póliza o cualquier otra formalidad 

adicional, para la constitución de la sociedad por acciones simplificada. 

 
Artículo 263.- Para efectos de lo dispuesto en el artículo 262 de esta Ley, el sistema electrónico 

de constitución estará a cargo de la Secretaría de Economía y se llevará por medios digitales mediante el 

programa informático establecido para tal efecto, cuyo funcionamiento y operación se regirá por las reglas 

generales que para tal efecto emita la propia Secretaría. 

El procedimiento de constitución se llevará a cabo de acuerdo con las siguientes bases: 

I.- Se abrirá un folio por cada constitución; 

II.- El o los accionistas seleccionarán las cláusulas de los estatutos sociales que ponga a 

disposición la Secretaría de Economía a través del sistema; 
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III.- Se generará un contrato social de la constitución de la sociedad por acciones simplificada 

firmado electrónicamente por todos los accionistas, usando el certificado de firma electrónica vigente a 

que se refiere la fracción IV del artículo 262 de esta Ley, que se entregará de manera digital; 

IV.- La Secretaría de Economía verificará que el contrato social de la constitución de la sociedad 

cumpla con lo dispuesto en el artículo 264 de esta Ley, y de ser procedente lo enviará electrónicamente 

para su inscripción en el Registro Público de Comercio; 

V.- El sistema generará de manera digital la boleta de inscripción de la sociedad por acciones 

simplificada en el Registro Público de Comercio; 

VI.- La utilización de fedatarios públicos es optativa; 

VII.- La existencia de la sociedad por acciones simplificada se probará con el contrato social de la 

constitución de la sociedad y la boleta de inscripción en el Registro Público de Comercio; 

VIII.- Los accionistas que soliciten la constitución de una sociedad por acciones simplificada serán 

responsables de la existencia y veracidad de la información proporcionada en el sistema. De lo contrario 

responden por los daños y perjuicios que se pudieran originar, sin perjuicio de las sanciones administrativas o 

penales a que hubiere lugar, y 

IX.- Las demás que se establezcan en las reglas del sistema electrónico de constitución. 

 
Artículo 264.- Los estatutos sociales a que se refiere el artículo anterior únicamente deberán 

contener los siguientes requisitos:  

I.- Denominación;  

II.- Nombre de los accionistas; 

III.- Domicilio de los accionistas; 

IV.- Registro Federal de Contribuyentes de los accionistas; 

V.- Correo electrónico de cada uno de los accionistas; 

VI.- Domicilio de la sociedad; 

VII.- Duración de la sociedad; 

VIII.- La forma y términos en que los accionistas se obliguen a suscribir y pagar sus acciones; 

IX.- El número, valor nominal y naturaleza de las acciones en que se divide el capital social; 

X.- El número de votos que tendrá cada uno de los accionistas en virtud de sus acciones; 

XI.- El objeto de la sociedad, y 

XII.- La forma de administración de la sociedad. 

El o los accionistas serán subsidiariamente o solidariamente responsables, según corresponda, con 

la sociedad, por la comisión de conductas sancionadas como delitos. 

Los contratos celebrados entre el accionista único y la sociedad deberán inscribirse por la 

sociedad en el sistema electrónico establecido por la Secretaría de Economía conforme a lo dispuesto en el 

artículo 50 Bis del Código de Comercio. 

 
Artículo 265.- Todas las acciones señaladas en la fracción IX del artículo 264 deberán pagarse 

dentro del término de un año contado desde la fecha en que la sociedad quede inscrita en el Registro 

Público de Comercio. 

Cuando se haya suscrito y pagado la totalidad del capital social, la sociedad deberá publicar un 

aviso en el sistema electrónico establecido por la Secretaría de Economía en términos de lo dispuesto en el 

artículo 50 Bis del Código de Comercio. 

 
Artículo 266.- La Asamblea de Accionistas es el órgano supremo de la sociedad por acciones 

simplificada y está integrada por todos los accionistas. 

Las resoluciones de la Asamblea de Accionistas se tomarán por mayoría de votos y podrá 

acordarse que las reuniones se celebren de manera presencial o por medios electrónicos si se establece un 

sistema de información en términos de lo dispuesto en el artículo 89 del Código de Comercio. En todo 

caso deberá llevarse un libro de registro de resoluciones. 
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Cuando la sociedad por acciones simplificada esté integrada por un solo accionista, éste será el 

órgano supremo de la sociedad. 

 
Artículo 267.- La representación de la sociedad por acciones simplificada estará a cargo de un 

administrador, función que desempeñará un accionista. 

Cuando la sociedad por acciones simplificada esté integrada por un solo accionista, éste ejercerá las 

atribuciones de representación y tendrá el cargo de administrador. 

Se entiende que el administrador, por su sola designación, podrá celebrar o ejecutar todos los 

actos y contratos comprendidos en el objeto social o que se relacionen directamente con la existencia y el 

funcionamiento de la sociedad. 

 
Artículo 268.- La toma de decisiones de la Asamblea de Accionistas se regirá únicamente 

conforme a las siguientes reglas: 

I.- Todo accionista tendrá derecho a participar en las decisiones de la sociedad; 

II.- Los accionistas tendrán voz y voto, las acciones serán de igual valor y conferirán los mismos 

derechos; 

III.- Cualquier accionista podrá someter asuntos a consideración de la Asamblea, para que sean 

incluidos en el orden del día, siempre y cuando lo solicite al administrador por escrito o por medios 

electrónicos, si se acuerda un sistema de información de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 89 del 

Código de Comercio; 

IV.- El administrador enviará a todos los accionistas el asunto sujeto a votación por escrito o por 

cualquier medio electrónico si se acuerda un sistema de información de acuerdo con lo dispuesto en el 

artículo 89 del Código de Comercio, señalando la fecha para emitir el voto respectivo; 

V.- Los accionistas manifestarán su voto sobre los asuntos por escrito o por medios electrónicos si 

se acuerda un sistema de información de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 89 del Código de 

Comercio, ya sea de manera presencial o fuera de asamblea. 

La Asamblea de Accionistas será convocada por el administrador de la sociedad, mediante la 

publicación de un aviso en el sistema electrónico establecido por la Secretaría de Economía con una 

antelación mínima de cinco días hábiles. En la convocatoria se insertará el orden del día con los asuntos 

que se someterán a consideración de la Asamblea, así como los documentos que correspondan. 

Si el administrador se rehúsa a hacer la convocatoria, o no lo hiciere dentro del término de quince 

días siguientes a la recepción de la solicitud de algún accionista, la convocatoria podrá ser hecha por la 

autoridad judicial del domicilio de la sociedad, a solicitud de cualquier accionista. 

Agotado el procedimiento establecido en el presente artículo las resoluciones de la Asamblea de 

Accionistas se consideran válidas y serán obligatorias para todos los accionistas si la votación se emitió 

por la mayoría de los mismos, salvo que se ejercite el derecho de oposición previsto en esta Ley. 

 
Artículo 269.- Las modificaciones a los estatutos sociales se decidirán por mayoría de votos. 

En cualquier momento los accionistas podrán acordar formas de organización y administración 

distintas a la contemplada en este Capítulo; siempre y cuando los accionistas celebren ante fedatario 

público la transformación de la sociedad por acciones simplificada a cualquier otro tipo de sociedad 

mercantil, conforme a las disposiciones de esta Ley. 

 
Artículo 270.- Salvo pacto en contrario, deberán privilegiarse los mecanismos alternativos de 

solución de controversias previstos en el Código de Comercio para sustanciar controversias que surjan 

entre los accionistas, así como de éstos con terceros. 

 
Artículo 271.- Salvo pacto en contrario, las utilidades se distribuirán en proporción a las acciones 

de cada accionista. 
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Artículo 272.- El administrador publicará en el sistema electrónico de la Secretaría de Economía, 

el informe anual sobre la situación financiera de la sociedad conforme a las reglas que emita la Secretaría 

de Economía de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 263 de esta Ley. 

La falta de presentación de la situación financiera durante dos ejercicios consecutivos dará lugar a 

la disolución de la sociedad, sin perjuicio de las responsabilidades en que incurran los accionistas de 

manera individual. Para efectos de lo dispuesto en este párrafo, la Secretaría de Economía emitirá la 

declaratoria de incumplimiento correspondiente conforme al procedimiento establecido en las reglas 

mencionadas en el párrafo anterior. 

 
Artículo 273.- En lo que no contradiga el presente Capítulo son aplicables a la sociedad por 

acciones simplificada las disposiciones que en esta Ley regulan a la sociedad anónima así como lo relativo 

a la fusión, la transformación, escisión, disolución y liquidación de sociedades. 

Para los casos de la sociedad por acciones simplificada que se integre por un solo accionista, todas 

las disposiciones que hacen referencia a “accionistas”, se entenderán aplicables respecto del accionista 

único. Asimismo, aquellas disposiciones que hagan referencia a “contrato social”, se entenderán referidas 

al “acto constitutivo”. 

 

 

 
TRANSITORIOS 

 
Artículo 1°.- Esta Ley entrará en vigor en la fecha de su publicación. 

Artículo 2°.- Sus disposiciones regirán los efectos jurídicos de los actos anteriores a su vigencia, 

siempre que su aplicación no resulte retroactiva. 

Artículo 3°.- Las sociedades anónimas que al entrar en vigor la presente Ley estén constituyéndose 

por el procedimiento de suscripción pública, podrán ajustar sus estatutos a las prevenciones de esta Ley 

sobre sociedades de capital variable, siempre que así lo acuerde la asamblea constitutiva que al efecto se 

celebre, con el quórum y la mayoría requeridos por el artículo 190, computados en relación con las acciones 

que hayan sido suscritas. 

Artículo 4°.- Se derogan el Título Segundo del Libro Segundo del Código de Comercio de 15 de 

septiembre de 1889 y todas las disposiciones legales que se opongan a la presente Ley. 

 

 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del artículo 89 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, promulgo la presente Ley, en la 

residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la ciudad de México, a los veintiocho días del mes de julio de mil 

novecientos treinta y cuatro.- A. L. Rodríguez.- Rúbrica.- El Secretario de Estado y del Despacho de la 

Economía Nacional, Primo Villa Michel.- Rúbrica.- Al C. Subsecretario de Gobernación.- Presente." 

 

 

Lo que comunico a usted para su publicación y demás fines. 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 

México, D. F., a 1o. de agosto de 1934.- El Subsecretario de Gobernación, Encargado del 

Despacho, Juan G. Cabral.- Rúbrica. 

Al C..... 
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ARTÍCULOS TRANSITORIOS DE DECRETOS DE REFORMAS 
 

 

D.O.F. 2 de Febrero de 1943 

ARTÍCULO ÚNICO.- La presente ley entrará en vigor a los noventa días de su publicación en el 

"Diario Oficial" de la Federación. 

 

 

D.O.F. 12 de Febrero de 1949 

Este Decreto entrará en vigor a los tres días de su publicación en el "Diario Oficial" de la 

Federación. 

 

 

D.O.F. 31 de Diciembre de 1956 

ÚNICO.- Este Decreto entrará en vigor el día de su publicación en el "Diario Oficial" de la 

Federación. 

 

 

D.O.F. 23 de Enero de 1981 

ARTÍCULO TRANSITORIO.- El presente decreto entrará en vigor el día primero de enero de 

1981. 

 

 

D.O.F. 30 de Diciembre de 1982 

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor en toda la República el día 1o. de 

enero de 1983. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan a lo dispuesto por 

el presente Decreto. 

En todos aquellos ordenamientos legales distintos a éste, en donde se mencionan las acciones, los 

bonos de fundador, las obligaciones y los certificados de depósito, como títulos valor al portador, deberá 

entenderse como referidos a nominativos. 

ARTÍCULO TERCERO.- Las sociedades podrán emitir acciones y obligaciones al portador 

hasta el 31 de marzo de 1983, siempre que dichas acciones y obligaciones se hubieran emitido en virtud de 

acuerdo de asamblea general de accionistas de la emisora, tomado antes del 10 de diciembre de 1982. Lo 

dispuesto en este artículo no es aplicable tratándose de sociedades mercantiles de capital variable. 

ARTÍCULO CUARTO.- Las acciones, los bonos de fundador, las obligaciones, los certificados 

de depósito y los certificados de participación, emitidos al portador con anterioridad a la fecha de entrada 

en vigor del presente Decreto, deberán ser convertidos en nominativos por las emisoras cuando los 

titulares de los mismos así se lo soliciten, sin necesidad de acuerdo de asamblea. 

A partir del 1o. de enero de 1984 los títulos de crédito al portador a que se refiere este artículo, no 

podrán seguir circulando o ejercerse los derechos que los mismos lleven incorporados sino se convierten 

en nominativos. Cuando las emisoras de dichos títulos se nieguen a convertirlos en nominativos, para 

ejercer los derechos que llevan incorporados deberán depositarse en el Instituto Nacional para el Depósito 

de Valores, quedando autorizado dicho instituto para expedir certificados de depósito nominativos que 

amparen los títulos de crédito al portador depositados, dichos certificados tendrán el carácter de títulos de 

crédito no negociable y se regirán por las disposiciones del Capítulo VI del Título I de la Ley General de 

Títulos y Operaciones de Crédito. Los títulos de crédito al portador depositados en los términos de este 

párrafo se canjearán por títulos nominativos emitidos por la sociedad emisora. Asimismo los titulares de 

los títulos que se depositen en los términos de este párrafo, deberán presentar aviso ante la Dirección 

General de Fiscalización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, manifestando la negativa de la 

emisora de convertir a nominativos los títulos expedidos al portador. 
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A partir del 1o. de enero de 1984 las emisoras de títulos de crédito al portador a que se refiere este 

artículo, no podrán pagar los intereses o dividendos o permitir el ejercicio de los demás derechos derivados de 

dichos títulos, mientras no se cumpla respecto de los mismos con lo dispuesto en el párrafo anterior. 

 

 

D.O.F. 8 de Febrero de 1985 

SE TRANSCRIBEN ÚNICAMENTE LOS TRANSITORIOS DEL DECRETO QUE SE 

RELACIONAN CON LA LEY. 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor 90 días naturales después de su publicación en 

el Diario Oficial de la Federación. 

SEGUNDO.- Las disposiciones de carácter general vigentes, dictadas con anterioridad a la fecha 

en que entre en vigor este Decreto, seguirán observándose en lo que no se opongan al mismo. 

….. 

….. 

….. 

….. 

 

 

D.O.F. 28 de Diciembre de 1989 

Disposición Transitoria 

ARTÍCULO TRIGESIMO SÉPTIMO. - Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 8o.-A de 

la Ley General de Sociedades Mercantiles, aquellas sociedades mercantiles que inicien su ejercicio social 

con posterioridad al 1o. de enero de 1990, lo concluirán el 31 de diciembre de dicho año. 

SE TRANSCRIBEN UNICAMENTE LOS TRANSITORIOS DEL DECRETO QUE SE 

RELACIONAN CON LA LEY. 

ARTÍCULO PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor el día 1o. de enero de 1990. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Quedan sin efectos las disposiciones administrativas, resoluciones, 

consultas, interpretaciones, autorizaciones o permisos de carácter general o que se hubieran otorgado a 

título particular, que contravengan o se opongan a lo preceptuado en esta Ley. 

….. 

….. 

….. 

 

 

D.O.F. 11 de Junio de 1992 

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

SEGUNDO.- En el caso de las sociedades de responsabilidad limitada constituidas antes de la 

entrada en vigor de este decreto, cuyos estatutos no prevean la proporción de votos requerida para la 

cesión de partes sociales, dichas sociedades gozarán de un plazo de 12 meses para hacer las 

modificaciones estatutarias pertinentes, en cuyo defecto y al vencimiento de dicho plazo se aplicará lo 

dispuesto en el artículo 65 que se reforma. 

TERCERO.- A las sociedades de responsabilidad limitada y sociedades anónimas existentes a la 

fecha de entrada en vigor de estas reformas, no les será aplicable lo relativo al capital social mínimo que 

se establece en los artículos 62 y 89, fracción II de este decreto, respectivamente. 

CUARTO.- No se requerirá autorización judicial para la inscripción de escrituras de constitución 

o modificación de sociedades, aún cuando hayan sido otorgadas con anterioridad a la entrada en vigor del 

presente decreto. 

QUINTO.- Los poderes ya otorgados y los que se encuentren en trámite ante notario a la entrada 

en vigor de este decreto, que reúnan los requisitos que establece el artículo 10°. de la ley, serán 

plenamente válidos. 
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D.O.F. 24 de Diciembre de 1996 

SE TRANSCRIBEN UNICAMENTE LOS TRANSITORIOS DEL DECRETO QUE SE 

RELACIONAN CON LA LEY. 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación... 

….. 

 

 
D.O.F. 28 de Julio de 2006 

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

 

 
D.O.F. 2 de Junio de 2009 

ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

 

 
D.O.F. 15 de Diciembre de 2011 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el primer día del mes de enero de 2012 por lo 

que se refiere a la Ley General de Sociedades Mercantiles, la Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal, la Ley Federal de Derechos y la Ley Federal para el Fomento de la Microindustria y la Actividad 

Artesanal. 

SEGUNDO.- Las reformas a la Ley de Inversión Extranjera y a la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, entrarán en vigor en un plazo de seis meses contados a partir de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. 

 

 
D.O.F. 13 de Junio de 2014 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. 

SEGUNDO.- La Secretaría de Economía contará con el plazo de un año contado a partir del día 

siguiente de la publicación del presente Decreto en el Diario Oficial de la Federación, para establecer 

mediante publicación en este medio de difusión, el sistema electrónico señalado en los artículos 50 Bis y 

600 del Código de Comercio; los artículos 9, 99, 119, 132, 136, 186, 223, 228 Bis, 243, 247 y 251 de la 

Ley General de Sociedades Mercantiles; el artículo 212 de la Ley General de Títulos y Operaciones de 

Crédito, así como en la fracción XXXI del artículo 34 de la Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal. 

TERCERO.- Las disposiciones previstas en los artículos 163, 199 y 201 de la Ley General de 

Sociedades Mercantiles, entrarán en vigor, en lo relativo a los derechos de minorías, a partir del décimo 

día hábil posterior a la fecha de publicación del presente decreto. Por lo anterior, todas las sociedades que 

se constituyan a partir del día antes referido tendrán que respetar los nuevos derechos de minorías en sus 

estatutos. 

 

 
D.O.F. 14 de Marzo de 2016 

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor a los seis meses contados a partir del día siguiente 

de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
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D.O.F. 24 de Enero de 2018 

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor a los seis meses contados a partir del día siguiente 

de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

 
 

D.O.F. 14 de Junio de 2018 

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor a los seis meses contados a partir del día siguiente 

de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

 
 

D.O.F. 24 de Diciembre de 2020 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor el 1 de enero de 2021. 

 
 

D.O.F. 30 de Diciembre de 2021 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor el 1 de enero de 2022. 

 
 

D.O.F. 27 de Diciembre de 2022 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor el 1 de enero de 2023. 

 
 

D.O.F. 20 de Octubre de 2023 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. 

SEGUNDO.- Las personas morales constituidas con anterioridad a la entrada en vigor de este 

Decreto podrán incorporar a sus estatutos las disposiciones reformadas mediante el presente Decreto. 

TERCERO.- Las reformas al segundo párrafo del artículo 81 entrarán en vigor en un plazo de 

seis meses contados a partir de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

CUARTO.- Las sociedades constituidas antes de la reforma referida en el artículo tercero 

transitorio, deberán sujetarse a dicha disposición publicando las convocatorias en el sistema electrónico 

establecido por la Secretaría de Economía conforme a lo dispuesto en el artículo 50 Bis del Código de 

Comercio con los requisitos establecidos en dicha reforma, independientemente de que sus estatutos 

contemplen que se realizarán por otro medio. 

 
 

D.O.F. 28 de Diciembre de 2023 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor el 1 de enero de 2024. 

 
 

D.O.F. 30 de Diciembre de 2024 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entra en vigor el 1 de enero de 2025. 
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APÉNDICE 
 

04-08-1934 Se expide la Ley General de Sociedades Mercantiles. 

28-08-1934 FE DE ERRATAS de la Ley General de Sociedades Mercantiles publicada en el 

número correspondiente al día 4 de agosto de 1934. 

02-02-1943 DECRETO que reforma el artículo 2° de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 

12-02-1949 DECRETO que reforma el artículo 70 de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 

31-12-1956 DECRETO que adiciona las fracciones IV y VIII del artículo 125 y se adiciona (sic) 

el artículo 140 de la Ley General de Sociedades Mercantiles.  

23-01-1981 DECRETO que modifica la Ley General de Sociedades Mercantiles en cuanto a sus 

artículos 19, 21, 23, 116, 144, 158, 165, 166, 169, 172, 173, 174, 175, 176, 177, 181, 186 y 197. 

30-12-1982 DECRETO que reforma los artículos 108 en su encabezado, 111, 125 fracción I, 127, 

128 en su encabezado, 129, 130, 131, 209 y 249, se adicionan los artículos 108 con una fracción I pasando 

las actuales fracciones de la I a la VI a ser de la II a la VII, respectivamente, y; se derogan el primero y 

cuarto párrafos del artículo 117, la fracción IV del artículo 128 y el 218, de la Ley General de Sociedades 

Mercantiles. 

08-02-1985 DECRETO que reforma los artículos 116 segundo párrafo y 127 de la Ley General 

de Sociedades Mercantiles. 

28-12-1989 DECRETO que adiciona el artículo 8º-A, a la Ley General de Sociedades Mercantiles. 

11-06-1992 DECRETO que reforma los artículos 5o; 61; 62; 65; 79; 89, fracciones I y II; 152 y 

153, así como la denominación del Capítulo IX; se adicionan los artículos 10 con los párrafos segundo, 

tercero y cuarto; 143 con un párrafo cuarto; 178 con un párrafo segundo y 228 Bis este último al Capítulo 

IX; y se deroga el Capítulo XIV denominado "Del registro de las sociedades mercantiles", que comprende 

los artículos 260 a 264, de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 

12-06-1992 FE DE ERRATAS al Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones 

de la Ley de Sociedades Mercantiles. (Publicado el 11 de Junio de 1992) 

 24-12-1996 DECRETO que reforma el párrafo segundo del artículo 251 de la Ley General de 

Sociedades Mercantiles.  

28-07-2006 DECRETO que reforma los artículos 89, fracción II y 251, segundo párrafo de la Ley 

General de Sociedades Mercantiles. 

02-06-2009 DECRETO que reforma los artículos 177 y 194, último párrafo, de la Ley General de 

Sociedades Mercantiles. 

15-12-2011 DECRETO que reforma los artículos 6o, fracción IV; 62, y 89 fracción II de la Ley 

General de Sociedades Mercantiles.  

13-06-2014 DECRETO que reforma los artículos 5°; 6°, párrafo primero; 7°, párrafo primero; 9°, 

párrafo segundo; 90; 91, párrafo primero; 99; 113, párrafo primero; 119; 125, fracción VII; 132; 136, 

fracción III; 157; 163 párrafo primero; 166, fracción IX; 177; 186; 194, párrafos segundo y tercero; 198, 

párrafo primero; 199; 201, párrafo primero; 205, párrafo primero; 223; 228 Bis, fracción V; 243, último 

párrafo; 247, fracción II; 251 último párrafo; se adicionan los artículos 4°, con un último párrafo; 8° con un 

párrafo segundo; 91, con una fracción VII; 170, con un párrafo segundo; 198, con las fracciones I a V del 

párrafo primero y un último párrafo de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 

14-03-2016 DECRETO que reforman el párrafo segundo del artículo 1°.; el párrafo primero del 

artículo 20; la denominación del capítulo XIV para quedar como "De la sociedad por acciones 

simplificada", los artículos 260, 261, 262, 263 y 264; se adicionan una fracción VII al artículo 1°.; un 

párrafo quinto al artículo 2°., y se recorren los subsecuentes; un segundo párrafo al artículo 5°.; los 

artículos 265, 266, 267, 268, 269, 270, 271, 272 y 273 de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 

24-01-2018 DECRETO que reforma los artículos 232, párrafos segundo, tercero y cuarto; 236, 

párrafo segundo; 238, párrafo primero; 242, segundo párrafo de la fracción V; se adicionan una fracción 

VI, al artículo 229; un segundo párrafo al artículo 237; un tercer párrafo al artículo 238; un segundo 

párrafo al artículo 240; un segundo párrafo al artículo 241; un segundo párrafo al artículo 242; un segundo 
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párrafo al artículo 245; un segundo párrafo al artículo 246; un segundo párrafo al artículo 247; los 

artículos 249 Bis y 249 Bis 1 de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 

14-06-2018 DECRETO que adiciona un párrafo segundo y el actual párrafo segundo pasa a ser el 

párrafo tercero del artículo 73; un segundo y tercer párrafos al artículo 129, de la Ley General de 

Sociedades Mercantiles. 

24-12-2020 ACUERDO por el que se da a conocer el factor de actualización a los ingresos totales 

anuales de una Sociedad por Acciones Simplificada conforme a lo dispuesto en el artículo 260 de la Ley 

General de Sociedades Mercantiles. 

30-12-2021 ACUERDO por el que se da a conocer el factor de actualización a los ingresos totales 

anuales de una Sociedad por Acciones Simplificada conforme a lo dispuesto en el artículo 260 de la Ley 

General de Sociedades Mercantiles. 

27-12-2022 ACUERDO por el que se da a conocer el factor de actualización a los ingresos totales 

anuales de una Sociedad por Acciones Simplificada conforme a lo dispuesto en el artículo 260 de la Ley 

General de Sociedades Mercantiles. 

20-10-2023 DECRETO que reforma los artículos 81, segundo párrafo; 186 y 194, primer párrafo; 

y adiciona una fracción XIV al artículo 6o.; un párrafo segundo al artículo 75; los párrafos segundo y 

tercero al artículo 80; un párrafo tercero al artículo 82; un párrafo quinto al artículo 143; un tercer párrafo 

al artículo 178; los párrafos segundo, tercero y cuarto (sic) al artículo 179, de Ley General de Sociedades 

Mercantiles. 

28-12-2023 ACUERDO por el que se da a conocer el factor de actualización a los ingresos totales 

anuales de una sociedad por acciones simplificada, conforme a lo dispuesto en el artículo 260 de la Ley 

General de Sociedades Mercantiles. 

30-12-2024 ACUERDO por el que se da a conocer el factor de actualización a los ingresos totales 

anuales de una sociedad por acciones simplificada, conforme a lo dispuesto en el artículo 260 de la Ley 

General de Sociedades Mercantiles. 
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JURISPRUDENCIA PUBLICADA EN SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 

DICIEMBRE - FEBRERO 2025 

 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029642 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: 1a./J. 164/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

AMICUS CURIAE. ES PROCEDENTE SU ADMISIÓN EN JUICIOS DE AMPARO Y SUS 

RESPECTIVOS RECURSOS QUE SEAN DE TRASCENDENCIA SOCIAL O EN LOS QUE SE 

PRETENDA DEFENDER DERECHOS HUMANOS. 
 

Hechos: Dos tribunales colegiados emitieron criterios discordantes al momento de analizar si era posible 

admitir un escrito en vía de amicus curiae en un juicio de amparo o en un recurso derivado de éste. Uno de 

los tribunales determinó que no era posible al considerar que la Ley de Amparo solo autoriza la 

intervención de las partes del juicio y que este tipo de asuntos no revisten la importancia que tienen otro 

tipo de casos como acciones de inconstitucionalidad o controversias constitucionales donde sí son 

admitidos. 

Por su parte, el otro tribunal consideró que se podía admitir derivado de la interpretación de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos y los Acuerdos Generales que ha emitido el Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, así como por la naturaleza trascendental del asunto. 
 

Criterio jurídico: Los tribunales del Poder Judicial de la Federación pueden admitir escritos de amicus 

curiae en aquellos juicios de amparo y respectivos recursos que sean de trascendencia social o en los que 

se pretenda proteger derechos humanos a través de la presentación de información u opiniones técnicas o 

puntos jurídicamente relevantes para la resolución de un caso, pero no están obligados a dar respuesta a 

estos escritos en la sentencia ni a tomarlos en consideración. 
 

Justificación: El artículo 2, párrafo segundo, de la Ley de Amparo prevé la posibilidad de acudir al Código 

Federal de Procedimientos Civiles ante la falta de una disposición expresa. En ese sentido, el artículo 79 

de dicho ordenamiento faculta a los jueces para valerse de cualquier persona, sea parte o tercero, y de 

cualquier cosa o documento, ya sea que pertenezca a las partes o a un tercero a fin de llegar a la verdad. 

Dicho fundamento normativo permite la admisión de los escritos de amicus curiae. 

La presentación de este tipo de escritos se encuentra amparada por un ámbito de interdependencia entre la 

libertad de expresión y el derecho a defender derechos humanos. Su admisión contribuye a la impartición 

de justicia expedita y en una tutela judicial efectiva. 

En ese sentido, partiendo del hecho de que los juicios de amparo y sus respectivos recursos pueden ser de 

la misma trascendencia social que acciones de inconstitucionalidad o controversias constitucionales, la 

admisión de este tipo de escritos será procedente en los casos en los que se presenten en asuntos de 

trascendencia social o con el objeto de defender derechos humanos a través de información u opiniones 

técnicas, así como puntos jurídicamente relevantes para la resolución del caso. Lo anterior en el entendido 

de que el tribunal no está obligado a incorporarlo en su decisión ni a tomarlo en cuenta. 
 

PRIMERA SALA. 
 

Contradicción de criterios 70/2024. Suscitada entre el Décimo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo 

del Décimo Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 
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28 de agosto de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González 

Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 

Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Ricardo Latapie Aldana. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El sostenido por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito (Región 

Centro-Norte), al resolver el amparo en revisión 37/2017, en el que determinó que la figura del amicus 

curiae es una institución jurídica utilizada principalmente en el ámbito del derecho internacional para que 

terceros sin legitimación procesal en un litigio puedan promover de manera voluntaria una opinión técnica 

del caso o aportar elementos jurídicamente trascendentes a la persona juzgadora para que dicte resolución. 

Asimismo, estimó que en México, no obstante que la legislación no reconoce expresamente esa figura 

como un medio efectivo de audiencia para los interesados de la sociedad, su análisis y consideración por 

parte de los órganos jurisdiccionales se justifica en términos de los artículos 1o. y 133 de la Constitución 

Federal, en relación con el numeral 23.1, inciso a) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

además, tiene reconocimiento implícito en los Acuerdos Generales 2/2008 y 10/2007 del Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los que, respectivamente, se establecen lineamientos para la 

celebración de audiencias en asuntos cuyo tema se estime relevante, de interés jurídico o de importancia 

nacional, así como para la comparecencia de especialistas ante el Tribunal Pleno, por lo que es procedente 

tener por legitimadas a organizaciones de la sociedad civil que promueven en carácter de amicus curiae. 
 

El pronunciado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo 

Primer Circuito (Región Centro-Sur), al resolver el recurso de reclamación 26/2021, en el que determinó 

que en el juicio de amparo y, por consiguiente, en el recurso de queja, sólo tienen intervención las 

personas cuya esfera jurídica pueda resentir afectación con motivo o como resultado de ese proceso 

constitucional; de modo que no pueden válidamente concurrir a él terceros, aun cuando su intervención 

sólo tenga como propósito aportar elementos cognitivos o enfoques para resolver el asunto; y si bien el 

Sistema Interamericano de Derechos Humanos prevé la figura de amicus curiae para obtener puntos de 

vista u opiniones que abonen a una mejor decisión jurídica, ello se justifica en esa clase de procesos 

debido a la repercusión internacional y efectos generales que traen consigo las resoluciones dictadas en 

ese ámbito, consideración que subyace en el Acuerdo General 2/2008 del Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación que establece lineamientos para la celebración de audiencias en asuntos cuyo tema se 

estime relevante, de interés jurídico o de importancia nacional; sin embargo, ese Acuerdo se emitió para 

conocer y resolver controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad que son medios de 

control constitucional que pueden tener efectos generales y que en su mayoría resultan de importancia y 

trascendencia, por lo que no se concibió para la solución de casos concretos en un juicio de amparo 

indirecto ni en el recurso de queja que se interponga en ese juicio. 
 

Tesis de jurisprudencia 164/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro. 

 

Nota: De la sentencia que recayó al amparo en revisión 37/2017, resuelto por el Décimo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, derivó la tesis aislada I.10o.A.8 K (10a.), de 

rubro: "AMICUS CURIAE. SUSTENTO NORMATIVO DEL ANÁLISIS Y CONSIDERACIÓN DE 

LAS MANIFESTACIONES RELATIVAS EN EL SISTEMA JURÍDICO MEXICANO.", publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación del viernes 18 de mayo de 2018 a las 10:23 horas y en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 54, Tomo III, mayo de 2018, página 2412, con 

número de registro digital: 2016906. 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029643 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: 1a./J. 160/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

AMPARO ADHESIVO. EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE DESECHARLO 

CUANDO SE DECLARE INCOMPETENTE PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO 

DIRECTO –PRINCIPAL–, POR CONSIDERAR QUE DEBIÓ TRAMITARSE EN LA VÍA 

INDIRECTA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si en un amparo directo en el que el Tribunal Colegiado de Circuito se declaró legalmente 

incompetente para conocerlo porque debió tramitarse por la vía indirecta y ordenó su remisión a un 

Juzgado de Distrito, el propio órgano colegiado debe ocuparse de la procedencia del amparo adhesivo 

promovido en dicha instancia o enviarlo al Juzgado para que se pronuncie al respecto. Mientras que uno 

estimó que el amparo adhesivo debía declararse sin materia; los otros decidieron que a quien correspondía 

pronunciarse –por ser el amparo adhesivo accesorio del principal– era al Juzgado de Distrito que se 

avocara al conocimiento del asunto. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que corresponde 

al Tribunal Colegiado de Circuito pronunciarse y desechar el amparo adhesivo cuando se declare 

incompetente para conocer de un juicio de amparo directo –principal– y ordene su remisión al Juzgado de 

Distrito por considerar que debió tramitarse en la vía indirecta. 

 

Justificación: Cuando un Tribunal Colegiado de Circuito estima que carece de competencia legal para 

conocer de un amparo directo al considerar que debió tramitarse por la vía indirecta y en dicho juicio 

también se le dio trámite a un amparo adhesivo que inicialmente resultaba procedente al subsistir la 

demanda de amparo principal a cuya condición estaba sujeta aquél; lo que procede es que el Tribunal 

Colegiado se declare parcialmente competente para ocuparse del amparo adhesivo, pues su estudio es de 

su exclusiva competencia, en términos del artículo 182 de la Ley de Amparo, en relación con los diversos 

107, fracción V, de la Constitución Federal y 34 de la propia ley y, por otro lado, se declare incompetente 

para conocer del juicio de amparo directo –principal– porque el acto reclamado debe impugnarse en la vía 

indirecta ante un Juzgado de Distrito y ordene la remisión del expediente respectivo conforme al artículo 

45 de la Ley de Amparo. 

Ello, pues el hecho de que se declare incompetente para conocer del amparo implica desaparecer el 

vínculo existente entre ese juicio y el amparo adhesivo, dado que la naturaleza de éste es accesoria y su 

principal elemento de procedencia es que se promueva en relación con un amparo principal, por lo que si 

dicha condición ya no prevalece, se actualiza el supuesto de improcedencia previsto en el artículo 61, 

fracción XXIII, en relación con el 182, ambos de la Ley de Amparo, lo que lleva a desecharlo. 

Decisión que corresponde al Tribunal Colegiado de Circuito por ser el facultado para evaluar cualquier 

aspecto –de procedencia y/o de la pretensión– del amparo adhesivo, ya que tiene la competencia necesaria 

para analizar la relación entre el amparo directo principal y el amparo adhesivo. Considerar que un 

Juzgado de Distrito puede pronunciarse sobre la procedencia del amparo adhesivo, desnaturalizaría dicha 

figura jurídica, generando confusiones y conflictos que podrían afectar la eficacia del sistema de amparo, 

en la medida en que en el amparo bi-instancial o indirecto no existe la figura del amparo adhesivo. 

 

PRIMERA SALA. 
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Contradicción de criterios 135/2024. Suscitada entre el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Tercer Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del 

Vigésimo Segundo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo 

Séptimo Circuito. 16 de octubre de 2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros y las Ministras Loretta 

Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y Alfredo Gutiérrez Ortiz 

Mena. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto 

particular. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El emitido por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito (Región Centro-

Sur), al resolver el amparo directo 385/2021, en el que determinó que al decretar la incompetencia en razón de 

grado, para conocer del amparo directo principal, lo conducente es declarar sin materia el amparo adhesivo. 
 

El pronunciado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo 

Circuito (Región Centro-Norte), al resolver el amparo directo 798/2021, en el que sostuvo que ante la 

incompetencia legal decretada para conocer del amparo directo principal, debe ordenarse también la 

remisión del amparo adhesivo al Juzgado de Distrito que corresponda para que se avoque a su conocimiento. 
 

El que sostuvo el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo 

Circuito (Región Centro-Norte), al resolver el amparo directo 591/2022, en el que consideró que al 

decretar la incompetencia legal para conocer del amparo principal, debe omitirse realizar pronunciamiento 

alguno sobre el adhesivo y enviarse la adhesión al juzgador correspondiente para que sea éste quien se 

pronuncie sobre su procedencia o improcedencia. 
 

Tesis de jurisprudencia 160/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de trece de noviembre de dos mil veinticuatro. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029668 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: PR.P.T.CN. J/4 K (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

IMPROCEDENCIA DEL AMPARO INDIRECTO POR CESACIÓN DE EFECTOS. NO SE 

ACTUALIZA CUANDO SE RECLAMA LA IMPOSICIÓN DE LAS MEDIDAS DE 

PROTECCIÓN QUE ESTABLECE LA LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA 

LIBRE DE VIOLENCIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO, Y SOBREVIENE UNA RESOLUCIÓN 

QUE RATIFICA O REITERA SU SUBSISTENCIA. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios sobre la 

actualización de la causal de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXI, de la Ley de Amparo 

por cesación de efectos, cuando el acto reclamado es la imposición de las medidas de protección que 
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establece la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia de la Ciudad de México y 

sobreviene una resolución que las ratifica o reitera como inicialmente se decretaron. 
 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Norte, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que cuando en amparo indirecto se reclama la imposición 

de las medidas de protección en favor de las víctimas por violencia, dirigidas al presunto agresor, aun 

cuando sobrevenga una resolución que ratifica o reitera su subsistencia, no se actualiza la causal de 

improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXI, de la Ley de Amparo respecto de las medidas 

precautorias reclamadas de origen, porque no han sido revocadas o canceladas, sino que permanecen y 

afectan a quien las sufre. 
 

Justificación: La resolución que en términos de los artículos 65 y 66 de la Ley de Acceso de las Mujeres a 

una Vida Libre de Violencia de la Ciudad de México ratifica o da continuidad a las medidas de protección 

concedidas a la víctima y dirigidas a la parte quejosa, reclamadas en amparo indirecto, no destruye los 

efectos de las impuestas originalmente, pues para ello sería necesario que las cosas volvieran al estado en 

que se encontraban antes. Si las medidas de protección reclamadas subsisten mediante su ratificación o 

reiteración por parte del Juez de Control, como inicialmente las decretó en el proceso penal, es imperativo 

su estudio conforme al parámetro de control de regularidad constitucional, ya que lo importante es que 

finalmente persisten en perjuicio de la parte que las sufre. 
 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-NORTE, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
 

Contradicción de criterios 77/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Cuarto, Séptimo y 

Noveno en Materia Penal del Primer Circuito. 6 de junio de 2024. Tres votos de la Magistrada Emma 

Meza Fonseca y de los Magistrados Miguel Bonilla López (presidente) y Samuel Meraz Lares. Ponente: 

Magistrado Miguel Bonilla López. Secretario: Jaime Gómez Aguilar. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el 

amparo en revisión 327/2023, el sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del 

Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 75/2023, y el diverso sustentado por el Noveno Tribunal 

Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 76/2023. 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029688 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: 1a./J. 163/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

NEGATIVA DE UNA INSTITUCIÓN DE CRÉDITO DE APERTURAR UNA CUENTA 

BANCARIA. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN SU CONTRA 

PORQUE NO ES UN ACTO EQUIVALENTE AL DE UNA AUTORIDAD. 
 

Hechos: Una persona promovió cuatro juicios de amparo indirecto en los que reclamó la negativa de 

instituciones de crédito de aperturar cuentas bancarias a su nombre. Los cuatro Juzgados de Distrito 
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desecharon la demanda al considerar que dichos actos no son de una autoridad para efectos del juicio de 

amparo. La parte quejosa interpuso recursos de queja y los respectivos Tribunales Colegiados que 

conocieron de esos recursos llegaron a conclusiones distintas. 

Dos Tribunales Colegiados declararon fundados los recursos de queja, pues era necesario admitir la 

demanda de amparo y tener a la vista las manifestaciones de las instituciones de crédito para analizar si 

actuaron con las características propias de una autoridad. 

Los otros dos Tribunales Colegiados determinaron que las instituciones de crédito no tienen la calidad de 

autoridad responsable, pues la negativa de aperturar cuentas bancarias sitúa a la parte quejosa en un plano 

de coordinación, y no de subordinación, frente al banco. Por ello, ante la improcedencia del juicio de 

amparo, los juzgados de distrito contaban con los elementos necesarios para desechar la demanda. 

 

Criterio jurídico: La negativa de las instituciones de crédito de abrir una cuenta bancaria a una persona no 

constituye un acto equivalente al de una autoridad porque no existe una relación jerárquica entre las 

partes, ante lo cual se actualiza una causa notoria y manifiesta de improcedencia del juicio de amparo 

indirecto que permite desechar la demanda de amparo relativa. 

 

Justificación: De conformidad con la Ley de Instituciones de Crédito, éstas forman parte del Sistema 

Bancario Mexicano y realizan actividades de interés público relacionadas con el desarrollo económico 

nacional. Sin embargo, esta circunstancia no implica que las instituciones de crédito puedan ser 

consideradas autoridad para efectos de la procedencia del juicio de amparo indirecto cuando se niegan a 

abrir una cuenta bancaria a una persona. 

Esta facultad de rechazo tiene sustento en la autonomía de la voluntad y en el derecho a la libertad de 

contratación, que les permite a dichas instituciones decidir si asumen ciertos riesgos con potenciales 

clientes o no. En estos casos no se configura una relación de jerarquía entre la institución de crédito y las 

personas que aspiran a abrir una cuenta bancaria, al tratarse de un contrato mercantil de apertura de 

crédito. 

La negativa de una institución de crédito a abrir una cuenta bancaria no constituye un acto equiparable a 

uno de autoridad, lo que actualiza una causa notoria y manifiesta de improcedencia del juicio de amparo, 

conforme a lo dispuesto en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con los diversos 1o., fracción I y 5o., 

fracción II, de la Ley de Amparo. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Contradicción de criterios 128/2024. Suscitada entre el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa, el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa, el Décimo Tribunal Colegiado 

en Materia Administrativa, el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa, el Tercer 

Tribunal Colegiado en Materia Civil, el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil y el Décimo Tercer 

Tribunal Colegiado en Materia Civil, todos del Primer Circuito. 25 de septiembre de 2024. Cinco votos de 

los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 

Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana 

Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana 

Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Eduardo Román González y Helena Catalina Rodríguez Ruan. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El emitido por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito (Región 

Centro-Norte), al resolver el recurso de queja 418/2023, en el que determinó que cuando el acto reclamado 

consiste en la negativa de una institución bancaria de aperturar una cuenta, el auto inicial del juicio de 

amparo no es el momento procesal oportuno para desechar la demanda, toda vez que el Juez de Distrito no 

está en posibilidad jurídica ni material de precisar si el acto reclamado proviene de una autoridad para 

efectos del juicio de amparo, dado que en esa etapa del procedimiento únicamente constan en el 
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expediente los argumentos plasmados en el escrito de demanda y las pruebas que se acompañen a ésta, por 

lo que se requiere hacer un análisis profundo para determinar si se concreta o no la improcedencia, estudio 

que es propio de la sentencia definitiva. 

 

El pronunciado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito (Región 

Centro-Norte), al resolver el recurso de queja 427/2023, en el que, con similares consideraciones a las que 

expuso el órgano jurisdiccional antes citado, estableció que el auto inicial del juicio de amparo no es el 

momento oportuno para desechar la demanda que se promueve contra la negativa de una institución 

bancaria de aperturar una cuenta, ya que ello es materia del estudio que se realice en la sentencia 

definitiva. 

 

El sostenido por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito (Región Centro-Sur), 

al resolver el recurso de queja 439/2023, del que derivó la tesis aislada I.8o.C.17 C (11a.), de rubro: 

“ACTO DE AUTORIDAD. NO TIENE ESTE CARÁCTER LA NEGATIVA DE UNA INSTITUCIÓN 

BANCARIA PARA LA APERTURA DE UNA CUENTA.”, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 26 de abril de 2024 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Undécima Época, Libro 36, Tomo V, abril de 2024, página 4425, con número de registro 

digital: 2028654. 

 

Tesis de jurisprudencia 163/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029695 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: I.11o.C. J/16 K (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

PREVENCIÓN PARA ACLARAR LA DEMANDA O ACUERDO DICTADO CON MOTIVO DE 

SU DESAHOGO. DEBE PRESCINDIR DE TECNICISMOS, REQUISITOS INFRUCTUOSOS O 

CONDUCTAS OMISIVAS QUE IMPIDAN U OBSTACULICEN EL DEBIDO ACCESO A LA 

JUSTICIA. 

 

Hechos: En diversos recursos de queja se impugnó la resolución que tuvo por no presentada la demanda 

de amparo indirecto porque el Juzgado de Distrito estimó que no se desahogó cabalmente la prevención 

para aclararla. Los recursos de queja se declararon fundados porque la prevención o el acuerdo emitido 

con motivo de su desahogo impidieron que la quejosa pudiera cumplir el requerimiento. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que los acuerdos que ordenan que se 

aclare la demanda de amparo o los dictados con motivo de su desahogo deben prescindir de tecnicismos, 

requisitos infructuosos o conductas omisivas que impidan u obstaculicen alcanzar el acceso a la Justicia 

Federal. 
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Justificación: Acorde con los derechos fundamentales de audiencia y de acceso a la justicia reconocidos 

por los artículos 14, párrafo segundo, y 17, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, la regla general es la admisión de la demanda, pues sólo cuando se actualicen los 

supuestos del artículo 114 de la Ley de Amparo la autoridad judicial podrá prevenir a la parte quejosa que 

la aclare o complemente, con el apercibimiento que de no hacerlo se tendrá por no presentada. La persona 

juzgadora o tribunal de amparo incurrirá en una violación a las reglas que norman el procedimiento que 

puede dejar en estado de indefensión a la parte quejosa, si la resolución que declara no presentada la 

demanda deriva de una prevención injustificada, o bien, si el acuerdo emitido con motivo de su desahogo 

imposibilita su cumplimiento, ya que ello es contrario al derecho humano de acceso a la justicia previsto 

en el artículo 17 de la Constitución Federal, que pugna por evitar formulismos e interpretaciones 

innecesarias y ociosas. 

 

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Queja 68/2021. 19 de mayo de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. 

Secretaria: Miriam Aidé García González. 

 

Queja 77/2021. René Coraza Pérez y otra. 10 de junio 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Luz 

Silva Santillán. Secretaria: Norma Leonor Morales González. 

 

Queja 106/2021. Luis Alberto Velasco Pérez y otros. 9 de julio de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: 

Fernando Rangel Ramírez. Secretaria: Miriam Aidé García González. 

 

Queja 295/2021. Parcelmobi, S.A. de C.V. 19 de enero de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando 

Rangel Ramírez. Secretaria: Ma. del Carmen Meléndez Valerio. 

 

Queja 162/2024. Sierra Vista Inmobiliaria, S.A. de C.V. 8 de mayo de 2024. Unanimidad de votos. 

Ponente: Raúl Angulo Garfias. Secretario: Manuel Hernández Padrón. 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029641 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 162/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

ALIMENTOS. EL DERECHO A PERCIBIRLOS NO CESA POR EL SOLO HECHO DE QUE LA 

PERSONA ACREEDORA HAYA CONCLUIDO SUS ESTUDIOS EN UNA INSTITUCIÓN DE 

BACHILLERATO TÉCNICO, SI CONTINÚA SU EDUCACIÓN A NIVEL SUPERIOR. 

 

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito sostuvieron criterios distintos sobre la continuidad del 

derecho a percibir alimentos cuando la persona acreedora concluyó sus estudios a nivel medio superior en 

una institución de bachillerato técnico. Mientras que uno estableció que la certificación otorgada por estas 

instituciones resulta suficiente para considerar que la persona egresada se encuentra en posibilidades de 
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incorporarse al mercado laboral y obtener ingresos propios, el otro concluyó que no existía razón para 

darle un trato diferenciado con respecto a las personas egresadas de otras instituciones de educación media 

superior cuando su intención es continuar su preparación a nivel universitario. 

 

Criterio jurídico: Cuando una persona que ha concluido el bachillerato técnico tiene la intención de 

ingresar a una institución de educación superior para continuar su preparación académica, su derecho a 

percibir alimentos no cesa por este solo hecho, pues debe recibir el mismo tratamiento jurídico que una 

persona que, habiendo cursado el bachillerato bajo otra modalidad, decide continuar su preparación a nivel 

universitario. 

 

Justificación: Es criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que la obligación alimentaria no 

cesa necesariamente al cumplir los hijos o las hijas la mayoría de edad, sino que puede extenderse en 

ciertos casos hasta la conclusión de su formación académica. 

El trato diferenciado entre una persona que cursó la educación media superior bajo la modalidad de 

bachillerato técnico y una que lo hizo bajo otra modalidad, para efectos de la continuidad del derecho a 

percibir alimentos durante sus estudios profesionales, carece de una finalidad constitucionalmente válida. 

La certificación expedida por la primera de esas instituciones no puede equipararse a un título de 

licenciatura o su equivalente, sino que se trata sólo de una de las formas de cumplir los requisitos 

necesarios para ingresar a la educación superior. 

En ambos casos, las personas con estudios de bachillerato cuentan con la misma libertad para elegir 

proseguir sus estudios en una institución de educación superior, caso en el cual, tendrán derecho a percibir 

alimentos a cargo de quien ostente esa obligación. 

Además, exentar a los progenitores de su deber alimentario con base en una decisión tomada durante la 

minoría de edad de sus hijas e hijos, en relación con el tipo de bachillerato a estudiar, podría generar un 

conflicto de intereses con repercusión negativa en su derecho a elegir su propio plan de vida en un 

contexto de libertad y autonomía. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Contradicción de criterios 321/2023. Suscitada entre el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 

Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito. 25 de septiembre de 2024. 

Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 

Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 

Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: 

Fernando Sosa Pastrana. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito (Región Centro-Sur), al 

resolver el amparo en revisión 292/2009, el cual dio origen a la tesis aislada I.3o.C.808 C, de rubro: 

"PENSIÓN ALIMENTICIA. NO PROCEDE SU CONDENA CUANDO EL ACREEDOR ES MAYOR 

DE EDAD Y CUENTA CON PREPARACIÓN Y ESTUDIOS TÉCNICOS SUFICIENTES PARA 

OBTENER INGRESOS PROPIOS, AUN CUANDO SU INTENCIÓN SEA LA DE SEGUIR 

ESTUDIOS PROFESIONALES.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Novena Época, Tomo XXXII, julio de 2010, página 2010, con número de registro digital: 164281. 

 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito (Región Centro-Norte), al 

resolver el amparo directo 133/2023, en el que determinó que la pensión alimenticia no debe cesar a pesar 

de que el acreedor alimentario sea mayor de edad y cuente con estudios técnicos suficientes para obtener 

ingresos propios, cuando en ejercicio de su derecho fundamental al libre desarrollo de la personalidad opte 

por continuar con sus estudios profesionales de manera ordinaria y en el nivel superior correspondiente a 
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su edad y etapa educativa, porque esa circunstancia delata el estado de necesidad de que le sean 

suministrados alimentos, ya que no ha ingresado al mercado laboral a través de la carrera técnica cursada 

durante el bachillerato, aunado a que lo contrario podría dar pie a obstaculizar la continuidad en sus 

estudios con impacto directo en su derecho fundamental a la dignidad humana. 

 

Tesis de jurisprudencia 162/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de trece de noviembre de dos mil veinticuatro. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029707 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 167/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

TERCEROS PERJUDICADOS DE LA SIMULACIÓN. LOS SOLICITANTES DE ALIMENTOS 

Y/O COMPENSACIÓN ECONÓMICA PUEDEN TENER ESE CARÁCTER, INCLUSO SI EL 

ACTO SUPUESTAMENTE SIMULADO SE LLEVÓ A CABO ANTES DEL JUICIO FAMILIAR. 

 

Hechos: Una señora demandó de su cónyuge la disolución del vínculo matrimonial, el pago de una 

compensación económica y una pensión alimenticia para ella y sus hijos. Posteriormente, la señora 

demandó la nulidad de la compraventa de un inmueble celebrada entre el cónyuge (como vendedor) y su 

padre (como comprador) antes de que la actora iniciara el juicio familiar. El juzgado civil declaró la 

nulidad de la compraventa, pues estimó que era simulada en perjuicio de los derechos alimentarios y de 

compensación económica. En apelación, la sala revocó la sentencia, al considerar que la señora y sus hijos 

carecían de legitimación para exigir la nulidad del acto jurídico. Inconforme, la actora promovió juicio de 

amparo directo. El tribunal colegiado negó el amparo, al estimar que ni los niños ni la cónyuge tenían la 

calidad de "terceros perjudicados" de la simulación. La quejosa interpuso recurso de revisión en el que 

reclamó que dicha interpretación vulnera el principio de igualdad y no discriminación y la obligación 

estatal de prevenir la violencia de género. 

 

Criterio jurídico: Las personas que soliciten alimentos y/o una compensación económica, que en otro 

juicio reclamen la nulidad por simulación de un acto jurídico, tienen el carácter de terceros perjudicados 

de la simulación. Si el acto supuestamente simulado se realizó antes del juicio familiar, también pueden 

tener ese carácter, siempre que la supuesta simulación hubiere ocurrido en el contexto de un divorcio, 

ruptura o separación familiar. 

 

Justificación: La simulación de un acto jurídico consiste en la declaración de una voluntad no real, emitida 

consciente y consentidamente entre las partes para producir, con fines de engaño, la apariencia de un 

negocio jurídico que no existe o que es distinto del que realmente se ha llevado a cabo. Dicha declaración 

de la voluntad no real puede constituir violencia familiar de tipo patrimonial cuando se realiza con el fin 

de ocultar bienes del patrimonio para evitar la cuantificación o el pago de obligaciones familiares. 
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Por lo tanto, el concepto "terceros perjudicados" previsto en el artículo 1675 del Código Civil para el 

Estado de Guanajuato debe interpretarse a partir del mandato constitucional de prevenir y erradicar la 

violencia de género e intrafamiliar. Así, cuando se inicia un juicio de alimentos o de compensación, los 

hijos o hijas y la ex pareja, respectivamente, tienen un interés en proteger que la contraparte no oculte los 

bienes de su patrimonio y en evidenciar cuando ello ha ocurrido. Ello, pues tales bienes podrían impactar 

en la cuantificación y eventual cumplimiento de esas obligaciones. En ese sentido, los solicitantes de las 

prestaciones familiares tienen el carácter de terceros perjudicados en el juicio de nulidad por simulación. 

Ahora, incluso si se reclama la simulación de un acto celebrado antes del juicio familiar, los actores 

podrán tener el carácter de terceros perjudicados si la supuesta simulación ocurrió en el contexto de un 

divorcio, ruptura o separación familiar. Tal contexto es lo que podría indicar que dicho acto se realizó para 

evitar o reducir obligaciones alimentarias, o para excluir el bien objeto del acto jurídico de la 

compensación económica. 

Esta interpretación busca prevenir que la parte demandada abuse de la legislación civil y simule actos 

jurídicos para evitar o reducir obligaciones previsibles en materia familiar, pues entiende que sus 

familiares no podrán corregir esta simulación más tarde. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 1049/2023. 8 de mayo de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras 

Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez 

Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Sofía del 

Carmen Treviño Fernández. 

 

Tesis de jurisprudencia 167/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029706 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal 

Tesis: 1a./J. 166/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

TEORÍA DEL CASO PROPUESTA EN LA FORMULACIÓN DE LA IMPUTACIÓN Y 

CLASIFICACIÓN JURÍDICA PRELIMINAR DEL HECHO CONSIDERADO COMO DELITO. 

LA VÍCTIMA TIENE DERECHO A IMPUGNARLAS EN EL RECURSO DE APELACIÓN QUE 

INTERPONGA CONTRA EL AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. 

 

Hechos: La víctima indirecta del delito promovió amparo indirecto contra el auto de vinculación a proceso 

dictado al imputado. Reclamó la descripción del hecho considerado como delito y su clasificación jurídica 

preliminar propuesta por la Fiscalía en la formulación de la imputación. El Juzgado de Distrito negó el 

amparo y sostuvo que si bien la víctima tiene derecho a ser tratada con respeto, dignidad y sin 

discriminación, el Ministerio Público también tiene derecho a sostener su posición y el deber de investigar 
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objetivamente para esclarecer los hechos, por lo que no es obligatorio que apoye la hipótesis de la víctima 

si sus hallazgos lo llevan a determinar una teoría del caso diversa. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la víctima 

tiene derecho a impugnar la teoría del caso propuesta en la formulación de la imputación y la clasificación 

jurídica preliminar del hecho considerado como delito, en el recurso de apelación que interponga contra el 

auto de vinculación a proceso, siempre que se haya garantizado su derecho de intervención y se hubiere 

inconformado con dicho planteamiento en la audiencia inicial. 

 

Justificación: Con la reforma constitucional de junio de dos mil ocho relativa a la implementación del 

sistema penal acusatorio y oral, se adoptaron consideraciones jurídicas novedosas en torno al respeto, 

protección y garantía de la esfera fundamental de las víctimas. La dogmática jurídica penal ha identificado 

ciertos derechos humanos cuyas garantías les asisten particularmente a estas personas, los cuales se 

sistematizan a la luz de los principios generales de acceso: 1) a la verdad; 2) a la justicia, y 3) a la 

reparación integral del daño. El artículo 20, apartado C, de la Constitución Federal les reconoce 

expresamente un derecho específico de intervención en el proceso penal que se manifiesta con el derecho 

a: 1) recibir asesoría jurídica en torno al proceso penal; 2) coadyuvar con el Ministerio Público en el 

ejercicio de sus atribuciones constitucionales, de tal forma que se les deben recibir todos los datos o 

elementos de prueba con que cuenten; 3) que se verifiquen las diligencias correspondientes al 

ofrecimiento y desahogo de los datos de prueba referidos previamente; 4) participar en el proceso penal; 

5) interponer los recursos idóneos y efectivos, conforme a los requisitos establecidos previamente por la 

legislación aplicable; 6) solicitar las medidas cautelares y/o las providencias necesarias para su protección, 

así como para la restitución de sus derechos; y 7) impugnar ante una autoridad judicial las omisiones del 

Ministerio Público en la investigación de los delitos, así como las resoluciones de reserva, no ejercicio, 

desistimiento de la acción penal o suspensión del procedimiento cuando no esté satisfecha la reparación 

del daño. Formulada la imputación se presenta el momento procesal oportuno para que la víctima 

manifieste expresamente si está o no de acuerdo con la teoría del caso propuesta por el Ministerio Público 

al formular la imputación y, por vía de consecuencia, pronunciarse abiertamente también en torno a si lo 

está con la clasificación jurídica preliminar sugerida sobre los hechos ilícitos sustentados. El Juez de 

Control, al formularse la imputación con base en una teoría del caso delimitada previamente por el 

Ministerio Público, debe garantizar también la intervención de la víctima con el propósito de que 

manifieste públicamente su postura en torno a ese cuadro fáctico, es decir, debe sustentar y relacionar su 

teoría del caso (con sus precisiones, matices, modificaciones, etcétera) con los datos de prueba que 

consten en la carpeta de investigación. De esto deberá obrar un registro fidedigno en el expediente de la 

causa penal en que se actúe, pues constituye el presupuesto procesal necesario para que pueda ser objeto 

de impugnación con motivo del recurso de apelación que se interponga para recurrir, en su oportunidad, el 

auto de vinculación a proceso. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo en revisión 707/2023. 21 de agosto de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta 

Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 

Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: 

Horacio Vite Torres. 

 

Tesis de jurisprudencia 166/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029645 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: 2a./J. 99/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

ANTIGÜEDAD GENERAL DE EMPRESA. LOS TRABAJADORES DE LA COMISIÓN 

FEDERAL DE ELECTRICIDAD TIENEN DERECHO A SU RECONOCIMIENTO, NO 

OBSTANTE QUE SE LES HAYA PAGADO LA PRIMA DE ANTIGÜEDAD DERIVADA DEL 

PERIODO EN QUE LABORARON COMO TEMPORALES. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si el reconocimiento de la antigüedad general de los trabajadores de la Comisión Federal de 

Electricidad puede incluir el periodo que ya pagó por concepto de la prima de antigüedad generada con 

motivo de la terminación de una contratación temporal. 

 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que las 

personas trabajadoras de la Comisión Federal de Electricidad tienen derecho a que se les reconozca la 

antigüedad general de empresa que hayan generado, no obstante que se les haya pagado la prima de 

antigüedad derivada del periodo en que laboraron como temporales. 

 

Justificación: La antigüedad es el reconocimiento al desgaste natural y esfuerzo generado en los años 

efectivamente laborados, por lo cual puede computarse en favor de los trabajadores, con independencia de 

que sean de planta, temporales o eventuales. El pago de la prima de antigüedad no impide que el periodo 

pagado en el que laboraron como temporales se reconozca para efectos del cálculo de la antigüedad 

general de empresa, porque no se soslaya que con motivo de la prestación de labores, la persona 

trabajadora sufra el desgaste y esfuerzo que son inherentes al cómputo de antigüedad. 

 

SEGUNDA SALA. 

 

Contradicción de criterios 138/2024. Entre los sustentados por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de 

Trabajo del Segundo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo 

Circuito. 2 de octubre de 2024. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, 

Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Luis María Aguilar 

Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo Uruchurtu Soberón. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, al resolver los amparos 

directos 331/2021, 628/2021, 791/2021, 589/2021 y 53/2022, los cuales dieron origen a la tesis de 

jurisprudencia VII.2o.T. J/14 L (11a.), de rubro: "ANTIGÜEDAD GENERAL DE EMPRESA DE LOS 

TRABAJADORES DE LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD (CFE). TIENEN DERECHO 

A SU RECONOCIMIENTO, NO OBSTANTE QUE SE LES HAYA PAGADO EL PERIODO EN QUE 

LABORARON COMO TEMPORALES.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 

viernes 16 de junio de 2023 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

Undécima Época, Libro 26, Tomo VII, junio de 2023, página 6328, con número de registro digital: 

2026685, y 
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El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito, al resolver el 

amparo directo 436/2023. 

 

Tesis de jurisprudencia 99/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintitrés de octubre de dos mil veinticuatro. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029662 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: PR.P.T.CN. J/17 L (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

DIFERENCIAS POR QUINQUENIO Y AGUINALDO DE LOS TRABAJADORES AL 

SERVICIO DE LOS PODERES DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DE BAJA CALIFORNIA SUR. 

ES IMPROCEDENTE LA CONDENA A SU PAGO RESPECTO DE INCUMPLIMIENTOS QUE 

PUDIERAN ACTUALIZARSE DURANTE LA SUSTANCIACIÓN DEL JUICIO Y HASTA QUE 

SE CUMPLA EL LAUDO. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar la condena al pago de diferencias por quinquenio y aguinaldo, por infracción al artículo 41 de la 

Ley de los Trabajadores al Servicio de los Poderes del Estado y Municipios de Baja California Sur. 

Mientras que uno concluyó que la condena debe constreñirse a la anualidad reclamada previa a la 

presentación de la demanda laboral y absolverse por el reclamo de las subsecuentes que pudieran 

generarse durante la sustanciación del juicio laboral y hasta el cumplimiento del laudo; el otro determinó 

que la condena debe extenderse por las sucesivas que se actualicen hasta la ejecución del laudo. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Norte, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que la condena a las diferencias derivadas del pago 

incorrecto por los conceptos de aguinaldo y quinquenio está acotada a la anualidad reclamada previa a la 

presentación de la demanda, sin que proceda respecto de incumplimientos que pudieran actualizarse 

durante la sustanciación del juicio y hasta que se cumpla el laudo. 

 

Justificación: Doctrinalmente, la pretensión de la parte demandante es la petición hecha ante el Juez y 

frente al adversario, para que se reconozca algo respecto a una relación jurídica, la cual tiene dos 

elementos esenciales: objeto y razón. 

El objeto es el fin perseguido y la razón se sustenta en que la afirmación de lo reclamado se deduce de 

ciertos hechos que coinciden con los presupuestos fácticos de la norma jurídica. 

La razón de la pretensión se distingue en razón de hecho y de derecho, esto es, el conjunto de hechos que 

constituyen el relato histórico de las circunstancias de donde se cree deducir lo que se pretende y la 

afirmación de su conformidad con el derecho. El Juez deberá resolver sobre ambos elementos, sea para 

acceder a lo pretendido o para rechazarlo. 
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Por lo anterior, es improcedente el reclamo del pago de diferencias de aguinaldo y quinquenio que 

pudieran actualizarse durante la sustanciación del juicio y hasta que se cumpla el laudo, sustentado en 

posibles violaciones al referido artículo 41, ya que dicha pretensión está cimentada en razones de hecho 

que, a la fecha de la presentación de la demanda, aún no acontecían, pues no existe en ésta un relato 

histórico de las circunstancias de donde deduzca lo pretendido ni la afirmación de su conformidad con el 

precepto citado, ni tampoco prueba que denote la certeza de esos hechos. La autoridad laboral no puede 

imponer condenas por posibles incumplimientos futuros, porque sólo es factible resolver sobre derechos 

generados a la fecha de presentación de la demanda. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-NORTE, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 88/2024. Entre los sustentados por el entonces Tribunal Colegiado del 

Vigésimo Sexto Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito, y el Segundo 

Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito. 13 de junio de 2024. Mayoría de dos votos de los 

Magistrados Samuel Meraz Lares y Miguel Bonilla López (presidente). Disidente: Magistrada Emma 

Meza Fonseca, quien formuló voto particular. Ponente: Magistrado Miguel Bonilla López. Secretario: 

Juan Daniel Torres Arreola. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el entonces Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito, actual Primer Tribunal 

Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito, al resolver los amparos directos 620/2020, 160/2021 y 156/2022, 

y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito, al resolver el 

amparo directo 532/2023. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029667 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: 2a./J. 100/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

GRATIFICACIÓN POR AÑOS DE SERVICIOS. FORMA DE COMPUTAR EL PLAZO PARA 

QUE OPERE LA PRESCRIPCIÓN PARA RECLAMAR SU PAGO, EN TÉRMINOS DE LA 

CLÁUSULA 80 DEL CONTRATO COLECTIVO DE LA COMISIÓN FEDERAL DE 

ELECTRICIDAD, BIENIOS 2018-2020 Y 2020-2022. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si el plazo prescriptivo de un año a que se refiere el artículo 516 de la Ley Federal del Trabajo, 

cuando se reclama el pago de la gratificación por años de servicios, prevista en la cláusula 80 referida, 

comienza a computarse desde que la persona trabajadora cumple los años de servicio exigidos, o bien, a 

partir de que se le reconoce la antigüedad. 
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el cómputo 

del plazo para que opere la prescripción para reclamar el pago de la gratificación por años de servicios 

comienza a correr a partir del día siguiente al en que las personas trabajadoras cumplen con los años de 

servicios que exige la cláusula citada. 

 

Justificación: Conforme a la cláusula 80 del Contrato Colectivo de Trabajo celebrado entre la Comisión 

Federal de Electricidad y el Sindicato Único de Trabajadores Electricistas de la República Mexicana, 

bienios 2018-2020 y 2020-2022, el derecho a la gratificación por años de servicios surge cuando se 

cumplen 15, 20, 25, 30, 35, 40 y 45 años de servicios en la referida Comisión. Por su parte, el artículo 516 

de la Ley Federal del Trabajo prevé que el plazo prescriptivo de un año ahí referido comienza a 

computarse “a partir del día siguiente a la fecha en que la obligación sea exigible”. En ese tenor, el plazo 

para reclamar dicha gratificación corre a partir del día siguiente de que se cumple con los años de 

servicios necesarios para su pago, ya que es en ese momento en que se hace exigible la obligación de la 

patronal de pagar la prestación por actualizarse la condición prevista en dicha cláusula. Sin que pueda 

considerarse que el plazo prescriptivo de referencia corre a partir del día siguiente del reconocimiento de 

la antigüedad, porque el que la patronal se rehúse a reconocer esta última no exime a la parte trabajadora 

de reclamar oportunamente en un juicio laboral el pago de la gratificación extralegal ya que, en todo caso, 

será materia de ese juicio laboral dilucidar si la persona trabajadora laboró el número de años que asegura 

y, con ello, si generó el derecho al pago de la gratificación. 

 

SEGUNDA SALA. 

 

Contradicción de criterios 190/2024. Entre los sustentados por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de 

Trabajo del Segundo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo 

Circuito. 2 de octubre de 2024. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, 

Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Luis María Aguilar 

Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo Uruchurtu Soberón. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 

330/2021, el cual dio origen a la tesis aislada VII.2o.T.11 L (11a.), de rubro: “PRESCRIPCIÓN EN 

MATERIA LABORAL. EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA QUE OPERE TRATÁNDOSE DEL 

PAGO DE LA PRESTACIÓN DE GRATIFICACIÓN POR ANTIGÜEDAD DE LOS TRABAJADORES 

DE LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD (CFE), INICIA A PARTIR DEL 

RECONOCIMIENTO EXPRESO DE ÉSTA.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 

viernes 20 de enero de 2023 a las 10:21 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

Undécima Época, Libro 21, Tomo VI, enero de 2023, página 6630, con número de registro digital: 

2025820, y 

 

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito, al resolver el 

amparo directo 436/2023. 

 

Tesis de jurisprudencia 100/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintitrés de octubre de dos mil veinticuatro. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029694 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: VII.2o.T. J/21 L (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

PRESCRIPCIÓN EN MATERIA LABORAL. EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA QUE OPERE 

TRATÁNDOSE DEL PAGO DE LA PRESTACIÓN DE GRATIFICACIÓN POR ANTIGÜEDAD 

DE LOS TRABAJADORES DE LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD (CFE), INICIA 

A PARTIR DEL RECONOCIMIENTO EXPRESO DE ÉSTA. 
 

Hechos: Personas trabajadoras demandaron de la Comisión Federal de Electricidad (CFE) el 

reconocimiento de su antigüedad genérica de empresa y, en consecuencia, el pago de la prestación de 

gratificación por antigüedad por 15 años de servicios, prevista en la cláusula 80 del contrato colectivo de 

trabajo celebrado entre esa empresa y su sindicato de trabajadores, bienios 2014-2016, 2018-2020 y 2020-

2022. La autoridad responsable estimó procedente la excepción de prescripción opuesta por la demandada, 

en función del momento mismo en que aquéllas cumplieron de facto con los años de prestación de 

servicios que adujeron tener. 
 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que tratándose del pago de la prestación 

de gratificación por antigüedad prevista en la cláusula 80 del Contrato Colectivo de Trabajo celebrado 

entre la Comisión Federal de Electricidad y su sindicato de trabajadores, bienios 2014-2016, 2018-2020 y 

2020-2022, el plazo genérico que prevé el artículo 516 de la Ley Federal del Trabajo para que opere la 

excepción de prescripción, inicia a partir del reconocimiento expreso de la antigüedad generada y no 

desde que se cumpla el periodo para su exigencia. 
 

Justificación: Lo anterior es así, pues es claro que al demandarse el reconocimiento de la antigüedad 

genérica de empresa y, en consecuencia, el pago de la prestación de gratificación por antigüedad, el 

momento en que la obligación se hace exigible es a partir de que las trabajadoras cuentan con dicho 

reconocimiento, lo que supone que ya cumplieron los 15 años de servicios y se han hecho merecedoras de 

ese pago, sin que en tal aspecto opere la excepción de prescripción desde que se cumpla el periodo para 

exigir el pago de esa prestación, por lo que debe estimarse que tal excepción puede actualizarse sólo a 

partir de que la obligación se hace exigible, y eso ocurre, precisamente, cuando se reconoce la antigüedad 

que involucra los 15 años de servicios. 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 

Amparo directo 330/2021. 10 de junio de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Toss Capistrán. 

Secretario: Arturo Navarro Plata.  
 

Amparo directo 1029/2021. 10 de febrero de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos Moreno 

Correa. Secretaria: Silvia Valeska Soberanes Sánchez. 
 

Amparo directo 142/2023. 9 de mayo de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos Moreno 

Correa. Secretario: Marcelo Cabrera Hernández. 
 

Amparo directo 353/2023. 13 de junio de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos Moreno 

Correa. Secretaria: Silvia Valeska Soberanes Sánchez. 

Amparo directo 406/2023. 4 de julio de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos Moreno Correa. 

Secretaria: Anabel Morales Guzmán. 
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Nota: El criterio sustentado en el amparo directo 330/2021 que forma parte de los precedentes de esta 

jurisprudencia fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de criterios 90/2024 del índice del 

Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de 

México, el que mediante acuerdo plenario del 6 de mayo de 2024 declaró su incompetencia legal para 

conocer del asunto y ordenó la remisión de los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para su 

conocimiento y resolución, la que mediante acuerdo de presidencia del 13 de mayo de 2024 la admitió a 

trámite con el número de contradicción de criterios 138/2024, y por ejecutoria del 2 de octubre de 2024 la 

Segunda Sala determinó que sí existe contradicción entre los criterios sustentados por el Tercer Tribunal 

Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito al resolver el juicio de amparo directo 436/2023 y 

el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito al fallar los juicios de amparo 

directo 331/2021, 628/2021, 791/2021, 589/2021 y 53/2022, de la que derivó la tesis de jurisprudencia 

2a./J. 99/2024 (11a.), de rubro: "ANTIGÜEDAD GENERAL DE EMPRESA. LOS TRABAJADORES 

DE LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD TIENEN DERECHO A SU 

RECONOCIMIENTO, NO OBSTANTE QUE SE LES HAYA PAGADO LA PRIMA DE 

ANTIGÜEDAD DERIVADA DEL PERIODO EN QUE LABORARON COMO TEMPORALES." 
 

El criterio sustentado en el amparo directo 330/2021 que forma parte de los precedentes de esta 

jurisprudencia fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de criterios 90/2024 del índice del 

Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Sur, con residencia en la Ciudad de 

México, el que mediante resolución del 5 de junio de 2024 declaró su incompetencia legal para conocer 

del asunto y ordenó la remisión de los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para su 

conocimiento y resolución, la que mediante acuerdo de presidencia del 24 de junio de 2024 la admitió a 

trámite con el número de contradicción de criterios 190/2024, y por ejecutoria del 2 de octubre de 2024 la 

Segunda Sala determinó que sí existe contradicción, de la que derivó la tesis de jurisprudencia 2a./J. 

100/2024 (11a.), de rubro: "GRATIFICACIÓN POR AÑOS DE SERVICIOS. FORMA DE COMPUTAR 

EL PLAZO PARA QUE OPERE LA PRESCRIPCIÓN PARA RECLAMAR SU PAGO, EN TÉRMINOS 

DE LA CLÁUSULA 80 DEL CONTRATO COLECTIVO DE LA COMISIÓN FEDERAL DE 

ELECTRICIDAD, BIENIOS 2018-2020 Y 2020-2022." 
 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029657 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional 

Tesis: 2a./J. 123/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

DATOS OBTENIDOS EN EL PROCEDIMIENTO DE CONCILIACIÓN PREJUDICIAL. EL 

ARTÍCULO 684-C DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, NO ES CONTRARIO AL 

PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. 
 

Hechos: En un juicio laboral, una persona moral fue condenada a pagar una indemnización y salarios 

vencidos, por lo que promovió juicio de amparo directo. El Tribunal Colegiado de Circuito negó el 

amparo, por lo que interpuso recurso de revisión. Argumentó que el Tribunal Colegiado no realizó una 

interpretación acorde a los principios de seguridad y certeza jurídica, del artículo referido, que prevé que 
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los elementos aportados por las partes (en la etapa de conciliación) no podrán constituir prueba o indicio 

en ningún procedimiento administrativo o judicial. 
 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 

684-C de la Ley Federal del Trabajo no es contrario al principio de seguridad jurídica previsto en el 

artículo 14 de la Constitución Federal. 
 

Justificación: El nuevo diseño de justicia laboral prevé un mecanismo de conciliación previo e independiente 

de la instancia judicial, el cual debe cumplir con los parámetros constitucionales y legales establecidos para 

cumplir con la finalidad de la reforma constitucional en esta materia. Entre ellos, el principio de 

confiabilidad previsto en el artículo 123, apartado A, fracción XX, de la Constitución Federal y cuyo 

propósito es que todo lo expresado en la etapa prejudicial no sea utilizado en el juicio laboral, para que las 

partes se encuentren en un plano de libertad para expresar hechos o argumentos que sirvan para llegar a un 

arreglo, sin preocuparse porque, de no llegar a consenso, pueda ser utilizado en la instancia judicial. Por 

tanto, el artículo 684-C citado no sólo no es violatorio del artículo 14 constitucional sino que busca dar 

funcionalidad y eficacia a la conciliación en el nuevo sistema de justicia laboral, para cumplir con el 

mandato establecido en el artículo 17 de la Constitución Federal que prevé el derecho de acceso a la justicia. 
 

SEGUNDA SALA. 
 

Amparo directo en revisión 427/2024. Tobahs, S.A. de C.V. 21 de agosto de 2024. Mayoría de cuatro 

votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Lenia Batres Guadarrama, quien formulará voto 

concurrente, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Luis María Aguilar Morales. 

Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Edith Guadalupe Esquivel Adame. 
 

Tesis de jurisprudencia 123/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029698 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional 

Tesis: 2a./J. 127/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES PREVISTO EN EL CONTRATO COLECTIVO 

DE TRABAJO DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. SU ARTÍCULO 9, AL 

SUBSUMIR EL PAGO DE LA PENSIÓN DE VEJEZ AL DE JUBILACIÓN POR AÑOS DE 

SERVICIO, NO ES CONTRARIO A LOS DERECHOS A LA SEGURIDAD SOCIAL, NI AL DE 

SUBSISTENCIA Y DIGNIDAD HUMANA. 

 

Hechos: Diversas personas físicas demandaron del Instituto Mexicano del Seguro Social el otorgamiento 

de la pensión de vejez a partir de la fecha en que les fue otorgada la diversa pensión de jubilación 

conforme al artículo 9 citado, que establece que el monto mensual de la jubilación se integra con el 

importe que resulte de la pensión de vejez, más ayudas asistenciales y asignaciones familiares. Se dictó 
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laudo que absolvió a la demandada de las prestaciones reclamadas. Los inconformes promovieron amparo 

directo, al estimar que el laudo es inconstitucional e inconvencional, al haberse dictado fuera del contexto 

legal y en contra de la Carta Magna e instrumentos internacionales, violando el derecho de subsistencia y 

dignidad humana, pues al subsumir el pago de la pensión por vejez, al pago de la diversa por jubilación, se 

está renunciando a recibirla. El Tribunal Colegiado de Circuito determinó que dicha disposición no 

contempla renuncia de derechos ni transgrede disposición constitucional o convencional alguna. En contra 

de la anterior resolución se interpuso recurso de revisión. 

 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 

9 del Régimen de Jubilaciones y Pensiones previsto en el Contrato Colectivo de Trabajo para los 

Trabajadores del Instituto Mexicano del Seguro Social, al integrar el pago de la pensión de vejez al 

importe de la pensión de jubilación por años de servicio, no viola los derechos a la seguridad social, a la 

subsistencia y a la dignidad humana. 

 

Justificación: Del precepto citado, así como de su interpretación realizada por esta Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación en diversos precedentes, se advierte que la jubilación otorgada a 

los trabajadores de dicho Instituto –en su carácter de trabajadores y asegurados–, es una prestación 

exclusivamente contractual que no se rige por el artículo 123 de la Constitución Federal, por lo que en los 

contratos colectivos de trabajo puede pactarse válidamente, que la jubilación se integre con el monto de 

otras prestaciones. Además, estableció que la jubilación se integra con el importe de la pensión de vejez 

que se cubre en términos de la Ley del Seguro Social y, por tanto, los recursos relativos al rubro de 

invalidez, cesantía en edad avanzada, vejez y muerte se utilizan para pagar la pensión de jubilación hasta 

por el monto que corresponda a la aludida pensión de vejez, la que debe cubrirse por el Gobierno Federal 

en términos del artículo duodécimo transitorio de la Ley del Seguro Social, quedando a cargo del Instituto 

pagar, en su carácter de patrón, únicamente la diferencia entre dicho monto y el que resulte conforme al 

Régimen de Jubilaciones y Pensiones. En ese tenor, la pensión de jubilación satisface las finalidades 

perseguidas con la pensión de vejez establecida en la Ley citada, ya que ésta queda sustituida por la 

jubilación o pensión prevista por el Régimen de Jubilaciones y Pensiones, que contiene mejores derechos 

y prerrogativas a las instituidas para los trabajadores en general, pues al eliminar el requisito de edad 

permite que los trabajadores puedan obtener un mayor beneficio a los establecidos para la obtención de 

una pensión de vejez en la Ley del Seguro Social; es decir, al incorporar esta última a la jubilación que 

otorga el Instituto a sus trabajadores, se alcanza un beneficio superior para éstos, lo que evidencia que tal 

norma no vulnera el derecho a la seguridad social que prevé la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y el Convenio Número 102 relativo a la Norma Mínima de la Seguridad Social, de la 

Organización Internacional del Trabajo. 

 

SEGUNDA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 5192/2024. José Jesús Arriaga Villanueva y otras. 2 de octubre de 2024. 

Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Lenia Batres Guadarrama, Javier 

Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Yasmín Esquivel 

Mossa. Secretaria: Illiana Camarillo González. 

 

Tesis de jurisprudencia 127/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro.  

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029663 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CS. J/5 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

EXENCIÓN DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. PARA CALCULARLA CUANDO SE 

OBTENGAN INGRESOS POR DIFERENCIAS DE PENSIÓN CORRESPONDIENTES A 

EJERCICIOS ANTERIORES, DEBE APLICARSE LA LEGISLACIÓN VIGENTE EN CADA 

UNO DE ÉSTOS. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, sustentaron criterios contradictorios al 

analizar la forma en la que debe calcularse el Impuesto Sobre la Renta, y la respectiva exención, cuando el 

contribuyente recibe el pago de diferencias de una pensión correspondiente a diversos ejercicios fiscales 

derivado del cumplimiento de un laudo. Mientras uno sostuvo que debería realizarse por un solo ejercicio 

como si se hubiere causado en el momento en que realmente fueron recibidas, el otro estableció que debió 

considerarse el total de días transcurridos durante el lapso de los ejercicios liquidados y dividirlo entre el 

monto total de lo recibido, a efecto de establecer si la cantidad resultante se encontraba exenta –o no– del 

pago del tributo en comento. 

 

Criterio Jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Sur, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que, para calcular la exención del impuesto sobre la renta 

cuando el contribuyente recibe el pago de diferencias de pensión que comprendan varios ejercicios, 

derivado de un laudo condenatorio, para el cálculo de la exención prevista en la ley, no es factible dividir 

dicho monto en los días que comprenda únicamente el ejercicio fiscal en el que se recibieron, sino que 

debe aplicarse la normativa vigente en cada uno de los ejercicios que correspondan a aquellos por los que 

se pagaron tales diferencias. 

 

Justificación: El artículo 6o., primer y segundo párrafos, del Código Fiscal de la Federación, establece que 

las contribuciones se causan conforme se realizan las situaciones jurídicas o de hecho previstas por las 

leyes fiscales vigentes durante el lapso en que ocurren, y se determinarán conforme a las disposiciones 

vigentes al momento de su causación, que es cuando se actualiza o nace el derecho a la exención, como 

excepción a la regla general de pagar los impuestos. 

Cuando en cumplimiento de un laudo se obtengan ingresos por concepto de diferencias de pensión, 

correspondientes a periodos anteriores en que se dejaron de pagar, debe considerarse causado el impuesto 

sobre la renta y la respectiva exención, en el año en el que efectivamente se tuvo que haber obtenido dicho 

ingreso y generado el impuesto y no en el que se pagaron las diferencias. 

Por tanto, no puede considerarse que la exención del impuesto sobre la renta, por la obtención de 

pensiones, jubilaciones o haberes de retiro, deba aplicarse sólo por el monto previsto en un ejercicio, a la 

suma total del monto percibido en una sola exhibición con motivo de lo ordenado en un laudo, sino por 

cada uno de los ejercicios que correspondan a aquellos por los que se pagaron tales diferencias, y 

conforme a la normativa ahí vigente. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 41/2024. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado en Materias 

Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 
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Administrativa del Tercer Circuito. 15 de mayo de 2024. Tres votos de las Magistradas Rosa Elena 

González Tirado y María Amparo Hernández Chong Cuy, y del Magistrado Arturo Iturbe Rivas. Ponente: 

Magistrada Rosa Elena González Tirado. Secretaria: María Isabel Pech Ramírez. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo 

directo 151/2019, el cual dio origen a la tesis aislada III.7o.A.36 A (10a.) de rubro: "IMPUESTO SOBRE 

LA RENTA. FORMA DE CALCULAR EL MONTO DIARIO DE LA CUOTA PENSIONARIA 

CUANDO EL CONTRIBUYENTE RECIBIÓ EL PAGO DE DIFERENCIAS DE SU PENSIÓN QUE 

ABARCAN DISTINTOS EJERCICIOS FISCALES, PARA VERIFICAR SI REBASA O NO EL TOPE 

DE EXENCIÓN DE DICHO TRIBUTO (LEGISLACIONES VIGENTES HASTA EL 31 DE 

DICIEMBRE DE 2013).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de 

noviembre de 2020 a las 10:24 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 

Época, Libro 80, Tomo III, noviembre de 2020, página 1993, con número de registro digital: 2022403, y 
 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo 

Circuito, al resolver el amparo directo 160/2022. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029670 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/45 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. ACREDITAMIENTO DEL PAGADO EN LA 

IMPORTACIÓN POR CONTRIBUYENTES QUE REALIZAN OPERACIONES LINEALES 

(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2018 Y 2020). 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar los requisitos para la procedencia del acreditamiento del impuesto al valor agregado pagado en la 

importación de bienes por un contribuyente que se dedica a realizar operaciones lineales. Mientras que dos 

consideraron que bastaba demostrar la estricta indispensabilidad de los bienes importados para la 

realización del objeto social del contribuyente, el otro estimó que, además, se requería que el impuesto 

acreditable y el trasladado se relacionaran con los mismos bienes tangibles. 
 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que para acreditar el impuesto al valor agregado pagado en 

la importación por los contribuyentes que realizan operaciones lineales consistentes en la importación de 

bienes para su posterior enajenación en territorio nacional, es innecesario que exista identidad entre los 

bienes importados y los que se enajenan en el mes de que se trate. 
 

Justificación: De los artículos 1o., fracción IV, 4o., 5o., fracciones I a V, 24, fracción I, 26, 27 y 28 de la Ley 

del Impuesto al Valor Agregado, 15 y 56 de su Reglamento vigentes en 2018 y 2020, así como de lo 
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sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el amparo directo en revisión 

1079/2018, deriva que para que los contribuyentes que realizan operaciones lineales puedan acreditar el 

impuesto pagado en la importación, deben cumplir con lo siguiente: (I) que el impuesto corresponda a bienes 

estrictamente indispensables para realizar las actividades gravadas; (II) que en la documentación 

correspondiente conste por separado el entero del tributo; y (III) que el impuesto haya sido efectivamente 

pagado en el mes de que se trate. Sin que para ello se imponga como condición, tratándose de operaciones 

lineales, que exista identidad entre los bienes importados y los enajenados en el mes de que se trate. Exigirlo 

no sólo sería incompatible con el sistema de acreditamiento previsto para el impuesto al valor agregado 

pagado en la importación, sino que obligaría al contribuyente a soportar negativamente el impuesto hasta que 

enajenara la totalidad de los bienes importados, lo cual dejaría de atender la capacidad contributiva que debe 

ser determinada conforme a los actos o actividades realizadas en el mes de que se trate. 
 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
 

Contradicción de criterios 277/2023. Entre los sustentados por el Cuarto, el Décimo Segundo y el Décimo 

Octavo Tribunales Colegiados en Materia Administrativa del Primer Circuito. 4 de julio de 2024. Tres 

votos de las Magistradas Adriana Leticia Campuzano Gallegos y Silvia Cerón Fernández, y del 

Magistrado Alejandro Villagómez Gordillo (presidente). Ponente: Magistrada Silvia Cerón Fernández. 

Secretarios: Soledad Tinoco Lara y Martín Daniel Brito Moreno. 
 

Criterios contendientes: 
 

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la 

revisión fiscal 131/2022, el sustentado por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 

del Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 159/2023, y el diverso sustentado por el Décimo Octavo 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 635/2021. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029674 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 110/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

IMPUESTO PREDIAL. LA DISTINCIÓN ENTRE LOS BENEFICIARIOS PREVISTA EN EL 

ARTÍCULO SEGUNDO, INCISOS A) Y B), DEL ACUERDO DE CARÁCTER GENERAL POR 

EL QUE SE OTORGAN SUBSIDIOS FISCALES PARA SU PAGO, PUBLICADO EN LA 

GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL 31 DE DICIEMBRE DE 2019, NO 

IMPLICA UNA DIFERENCIA DE TRATO. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si los beneficiarios de los subsidios fiscales establecidos en el artículo referido son comparables y, 

por ende, si existe diferencia de trato. 
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 

distinción entre los beneficiarios prevista en el artículo segundo, incisos a) y b), del Acuerdo de carácter 

general por el que se otorgan subsidios fiscales para el pago del impuesto predial en la Ciudad de México, 

no implica una diferencia de trato. 

 

Justificación: Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el control de la 

constitucionalidad de normas que se consideren violatorias del derecho a la igualdad no se reduce a un 

juicio abstracto de adecuación entre la norma impugnada y el precepto constitucional que sirve de 

parámetro, sino que incluye otro régimen jurídico que funciona como punto de referencia. Conforme al 

artículo mencionado, la distinción entre las personas propietarias o poseedoras de los inmuebles de uso 

habitacional o mixto cuyo valor catastral está entre los rangos A a D de la tabla prevista en el artículo 130, 

fracción I, del Código Fiscal de la Ciudad de México, y las que están en los rangos E a G, no implica una 

diferencia de trato, porque ambas gozan del beneficio fiscal sustentado en un elemento objetivo como es el 

valor catastral del inmueble. Lo que varía es el medio, forma o institución a través de la cual se decidió 

implementar el beneficio para ciertas personas en comparación con otras, sin que se pueda analizar cuál es 

más benéfico, porque caen en el ámbito de la libertad configurativa. 

 

SEGUNDA SALA. 

 

Contradicción de criterios 388/2023. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero, 

Segundo, Tercero, Cuarto, Sexto, Séptimo, Noveno, Décimo, Vigésimo Segundo y Vigésimo Tercero, 

todos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 23 de octubre de 2024. Cinco votos de los Ministros 

Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y 

Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver 

el amparo en revisión 156/2020, el sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 

del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 141/2020, el sustentado por el Sexto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 159/2020, el 

sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver 

el amparo en revisión 162/2020, el sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 150/2020, el sustentado por el 

Décimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en 

revisión 156/2020, el sustentado por el Vigésimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 

del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 195/2020, y el diverso sustentado por el Vigésimo 

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en 

revisión 247/2020. 

 

Tesis de jurisprudencia 110/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de trece de noviembre de dos mil veinticuatro.  

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029637 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 2a./J. 118/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

ACUERDOS CONCLUSIVOS EN MATERIA TRIBUTARIA. LA FRACCIÓN III DEL 

ARTÍCULO OCTAVO DE LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS DEL CÓDIGO FISCAL DE 

LA FEDERACIÓN, CONTENIDAS EN EL DECRETO QUE LO REFORMA, PUBLICADO EN 

EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 12 DE NOVIEMBRE DE 2021, AL SUJETAR 

LOS PROCEDIMIENTOS RELATIVOS EN TRÁMITE A UN PLAZO DE 12 MESES PARA SU 

CONCLUSIÓN, SUPERA EL TEST DE PROPORCIONALIDAD, POR LO QUE NO VIOLA EL 

DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2022). 

 

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo indirecto en el cual planteó la inconstitucionalidad 

del precepto referido, al considerar que implica un retroceso en el derecho de acceso a la justicia en torno 

a un mecanismo alternativo de solución de controversias. El juez de distrito del conocimiento negó el 

amparo y la parte quejosa interpuso recurso de revisión. 

 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la fracción 

III del Artículo Octavo de las disposiciones transitorias del Código Fiscal de la Federación, contenidas en 

el decreto que lo reforma, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de noviembre de 2021, al 

prever que los acuerdos conclusivos que se hayan solicitado antes del 1 de enero de 2022 y que, a la fecha 

de entrada en vigor del decreto respectivo, se encuentren en trámite ante la Procuraduría de la Defensa del 

Contribuyente, deberán concluirse en un plazo que no excederá de 12 meses a partir de esa entrada en 

vigor, no transgrede el derecho de acceso a la justicia. 

 

Justificación: El límite de 12 meses referido persigue una finalidad objetiva y constitucionalmente válida, 

pues tomando en cuenta que es aplicable a un procedimiento arbitral de carácter optativo, pretende regular 

el tiempo en el que deberán concluirse los procedimientos de acuerdo conclusivo que se encuentren en 

trámite. Además, dicha medida es racional y adecuada porque pretende brindar mayor celeridad en su 

conclusión para evitar que cuando los contribuyentes y la autoridad fiscal suscriban un acuerdo total o 

parcial en el que los primeros corrijan su situación fiscal, o bien, cuando no se llegue a un consenso, el 

impacto por la determinación de recargos y actualizaciones sea menor para los contribuyentes. 

Finalmente, la medida es proporcional en sentido estricto porque si bien fija un lapso máximo para la 

tramitación de los procedimientos, no torna ineficaz la solicitud, pues sólo implica brindar celeridad a su 

conclusión, sin desaparecer el objetivo primordial de los acuerdos conclusivos. En consecuencia, la 

previsión de un determinado lapso de duración del procedimiento no implica una afectación desmedida al 

derecho de acceso a la justicia o que ello implique una regresión sino, más bien, busca atender de mejor 

manera al principio de impartición de justicia pronta previsto en el artículo 17 de la Constitución Federal, 

el cual debe permear también en los procedimientos de justicia alternativa de solución de controversias. 

 

SEGUNDA SALA. 

 

Amparo en revisión 453/2024. Marelli Tepotzotlán México, S.A. de C.V. 21 de agosto de 2024. Cinco 

votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, 

Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique 

García de la Mora. 
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Tesis de jurisprudencia 118/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029640 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 2a./J. 122/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

AGENCIA NACIONAL DE ADUANAS DE MÉXICO. SU REGLAMENTO INTERIOR NO 

VIOLA EL PRINCIPIO DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. 

 

Hechos: Una empresa promovió amparo directo contra la resolución del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa que reconoció la validez de un crédito fiscal determinado por una autoridad aduanera, 

sustentado en el referido reglamento. Se concedió la protección constitucional al considerarse que ese 

ordenamiento otorga facultades a la citada agencia nacional que son de ejercicio exclusivo del Servicio de 

Administración Tributaria, sin tener sustento en la ley que regula a este último, por lo que viola el 

principio de subordinación jerárquica. 

 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 

Reglamento Interior de la Agencia Nacional de Aduanas de México no viola el principio de subordinación 

jerárquica. 

 

Justificación: Los artículos 17 y 18 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal prevén, por 

un lado, que para la eficaz atención y eficiente despacho de los asuntos de su competencia, las secretarías 

de Estado podrán contar con órganos administrativos desconcentrados que les estarán jerárquicamente 

subordinados y tendrán facultades específicas para resolver sobre la materia y dentro del ámbito territorial 

que se determine en cada caso, conforme a las disposiciones legales aplicables. Por otro, que en su 

reglamento interior, que será expedido por el presidente de la República, se determinarán las atribuciones 

de sus unidades administrativas, así como la forma en que los titulares podrán ser suplidos en caso de 

ausencia. Lo anterior constituye un reconocimiento del legislador ordinario de la facultad de 

autoorganización del Poder Ejecutivo en las atribuciones establecidas a su favor para distribuir los asuntos 

al interior de sus dependencias mediante la expedición de reglamentos interiores. La regla general es que 

el Congreso de la Unión expida leyes en las que, respecto de la administración centralizada, distribuya 

competencias generales a cada secretaría, de tal forma que la organización y distribución de esas 

competencias entre los distintos órganos o unidades en cada una de ellas, se deja por delegación legal al 

Ejecutivo Federal y a los titulares de cada dependencia. Así, los órganos desconcentrados funcionan 

conforme a las disposiciones legales aplicables, por lo que tanto el Congreso de la Unión mediante ley, 

como el Poder Ejecutivo mediante un reglamento –en ejercicio de su facultad reglamentaria establecida en 

el artículo 89, fracción I, de la Constitución Federal–, pueden válidamente crearlos. En consecuencia, el 

Reglamento Interior de la Agencia Nacional de Aduanas de México, a través del cual se crea ese órgano 

desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público con atribuciones para emitir resoluciones 
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en el ámbito de su competencia y establece las que tiene a su cargo de manera exclusiva en auxilio del 

Servicio de Administración Tributaria, en términos de su artículo 1, no viola el principio de subordinación 

jerárquica. 

 

SEGUNDA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 4213/2024. Secretaría de Hacienda y Crédito Público y otra. 18 de septiembre 

de 2024. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres 

Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: 

Mauricio Tapia Maltos. 

 

Tesis de jurisprudencia 122/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029647 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 2a./J. 120/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

ASCENSOS Y RECOMPENSAS DEL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA MEXICANOS. LOS 

ARTÍCULOS 8, FRACCIÓN IV, DE LA LEY RELATIVA Y 42, FRACCIÓN VII, DE SU 

REGLAMENTO, NO VIOLAN LOS DERECHOS A LA IGUALDAD Y A LA NO 

DISCRIMINACIÓN. 

 

Hechos: Un miembro de las fuerzas armadas solicitó participar en una promoción general para su ascenso, 

pero se negó su solicitud al no acreditar buena salud en términos de los artículos referidos. En amparo 

indirecto reclamó su inconstitucionalidad; el Juzgado de Distrito sobreseyó en el juicio y contra esa 

resolución interpuso recurso de revisión. 

 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que los 

artículos 8, fracción IV, de la Ley de Ascensos y Recompensas del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos y 

42, fracción VII, de su Reglamento, al establecer como requisito la acreditación de contar con buena salud 

para obtener un ascenso, o como motivo de exclusión para participar en las promociones correspondientes, 

no violan los derechos a la igualdad y a la no discriminación. 

 

Justificación: Si bien los militares se rigen por sus propias leyes, y sus condiciones laborales y de 

disciplina son diversas a las que rigen a los civiles, conforme al artículo 123, apartado B, fracción XIII, de 

la Constitución Federal, ello no implica que dicho régimen especial pueda restringir sin justificación un 

derecho humano reconocido constitucionalmente. En el ámbito castrense se justifica una distinta 

intensidad para el ejercicio de los derechos a la igualdad y a la no discriminación para sus miembros, lo 

que incluso llega a autorizar la exigencia de determinadas condiciones de salud, aptitudes físicas y 
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mentales para su permanencia dentro de la institución. En esta materia el legislador está autorizado para 

establecer diferenciaciones por razón de salud para garantizar la eficacia de las fuerzas armadas y proteger 

la integridad de sus miembros y de terceras personas. En ese ámbito, el derecho a la igualdad debe 

estimarse transgredido cuando se establezcan diferencias en las que no pueda encontrarse una razón 

suficiente que surja de la naturaleza de la materia regulada o que sea concretamente comprensible, es 

decir, cuando la diferenciación sea desproporcional, injustificada o arbitraria, aun considerando el régimen 

especial al que pertenecen. Las disposiciones referidas no transgreden esos derechos, pues regulan de 

manera general el requisito de contar con buena salud para todos los militares que pretenden ascender en 

un puesto. Dicha normativa por sí misma, no se constituye en una causa de discriminación, ya que no hace 

referencia a una enfermedad en concreto, al establecer únicamente el requisito de contar con “buena 

salud” como un factor que debe tomarse en cuenta para la participación y el otorgamiento de un ascenso 

de los militares, por lo que no cualquier afección les imposibilita para obtener otro rango, sino sólo cuando 

sea un obstáculo para cumplir con las misiones respectivas. 

 

SEGUNDA SALA. 

 

Amparo en revisión 651/2024. Daniel Obregón Acosta. 16 de octubre de 2024. Cinco votos de los 

Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez 

Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Illiana Camarillo González. 

 

Tesis de jurisprudencia 120/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro.  
 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029655 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 2a./J. 121/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

CONSTRUCCIONES DEL MUNICIPIO DE MÉRIDA, YUCATÁN. LOS ARTÍCULOS 4 Y 41 

DEL REGLAMENTO RELATIVO NO VIOLAN LOS PRINCIPIOS DE RESERVA DE LEY Y 

DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. 
 

Hechos: Una persona promovió amparo directo contra la resolución dictada en sede contenciosa que confirmó 

la multa impuesta por el director de Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de Mérida, Yucatán. En la demanda 

cuestionó que los artículos referidos (fundamentos de la multa) violan los principios de reserva de ley y de 

subordinación jerárquica. El Tribunal Colegiado de Circuito negó el amparo, porque los preceptos no exceden 

el contenido de los artículos 50, 80 y 81 de la Ley de Gobierno de los Municipios de dicha entidad, de los que 

deriva que el presidente municipal puede delegar esa facultad a dicho funcionario. 
 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que los 

artículos 4 y 41 del Reglamento de Construcciones del Municipio de Mérida, Yucatán, no violan los 

principios de reserva de ley y de subordinación jerárquica. 
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Justificación: Conforme al artículo 115, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos los Ayuntamientos tienen facultades para aprobar, de acuerdo con sus leyes en materia 

municipal, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de 

observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública 

municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia y 

aseguren la participación ciudadana y vecinal. La facultad otorgada al director de Desarrollo Urbano 

municipal para imponer multas no se contrapone con el artículo 55, fracción X, de la referida ley, que 

prevé que es atribución del presidente municipal aplicar por sí o a través del Juez Calificador las sanciones 

a las infracciones administrativas conforme al reglamento respectivo, pues no existe un impedimento 

constitucional para que pueda delegar en otros funcionarios municipales facultades relacionadas de forma 

específica al ramo o materia de que se trate, en este caso, de desarrollo urbano, cuyo titular puede ejercer 

las atribuciones que le son conferidas mediante el reglamento de la materia emitido por el Ayuntamiento 

de Mérida, de acuerdo con sus facultades reglamentarias. 
 

SEGUNDA SALA. 
 

Amparo directo en revisión 4713/2024. Bernardo Viñas Fernández. 25 de septiembre de 2024. 

Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia 

Batres Guadarrama y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Ministro Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín 

Esquivel Mossa. Secretario: Mauricio Tapia Maltos. 
 

Tesis de jurisprudencia 121/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029660 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 1a./J. 168/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

DESPLAZAMIENTO FORZADO INTERNO. EL ACCESO A LOS MECANISMOS 

JURISDICCIONALES Y A LAS MEDIDAS DE REPARACIÓN INTEGRAL NO DEBE 

CONDICIONARSE. 
 

Hechos: Una familia víctima de desplazamiento forzado interno promovió amparo indirecto para reclamar 

de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas la omisión de dictar de oficio las medidas de reparación 

integral, especialmente la relativa a la compensación, así como la inconstitucionalidad del artículo 144, 

párrafo primero, de la Ley General de Víctimas que prevé la presentación de un escrito de solicitud para 

acceder a los recursos relativos, por violar su derecho a la reparación integral. El Juez de Distrito 

sobreseyó en el juicio por inexistencia del acto reclamado, al no haberse presentado el referido escrito. 

Contra esa determinación la parte quejosa interpuso recurso de revisión. 
 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reconoce que es a través 

del derecho de acceso a la justicia que puede lograrse una solución duradera al fenómeno de 
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desplazamiento forzado interno, ya que son los mecanismos jurisdiccionales y de reparación los que 

proporcionan los medios necesarios para que las personas desplazadas puedan recuperar la situación que 

guardaban antes del hecho que las obligó a dejar su lugar de residencia habitual, por lo que el acceso a 

dichos mecanismos no debe condicionarse. 
 

Justificación: El derecho de acceso a la justicia no sólo se manifiesta ante órganos jurisdiccionales, sino 

también ante instancias administrativas encargadas de atender y materializar derechos humanos, como los 

de las víctimas de violaciones a derechos humanos. El reconocimiento de que el Estado falló en su deber 

de promover, respetar, proteger y garantizar tales prerrogativas, obliga a las autoridades a procurar que la 

operatividad de los procedimientos administrativos diseñados con el fin de resarcir los derechos de las 

víctimas sea asequible para evitar una eventual revictimización o la continuidad de la situación que los 

vulnera. Máxime cuando la debida atención de estas instancias administrativas se constituye como el 

único medio a través del cual puede accederse a la reparación integral del daño que corresponde a 

personas víctimas de violación a derechos humanos. 
 

PRIMERA SALA. 
 

Amparo en revisión 795/2023. 8 de mayo de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta 

Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos 

Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo 

Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 

Tesis de jurisprudencia 168/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro.  
 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029661 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 1a./J. 170/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

DESPLAZAMIENTO FORZADO INTERNO. LA REPARACIÓN INTEGRAL DEBE 

ATENDERSE CONFORME A LA ESPECIAL SITUACIÓN DE CADA UNA DE LAS PERSONAS 

AFECTADAS, SOBRE TODO SI SE TRATA DE GRUPOS VULNERABLES. 
 

Hechos: Una familia víctima de desplazamiento forzado interno promovió amparo indirecto para reclamar 

de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas la omisión de dictar de oficio las medidas de reparación 

integral, especialmente la relativa a la compensación, así como la inconstitucionalidad del artículo 144, 

párrafo primero, de la Ley General de Víctimas que prevé la presentación de un escrito de solicitud para 

acceder a los recursos relativos, por violar su derecho a la reparación integral. El Juez de Distrito 

sobreseyó en el juicio por inexistencia del acto reclamado, al no haberse presentado el referido escrito. 

Contra esa determinación la parte quejosa interpuso recurso de revisión. 
 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reconoce que el 

desplazamiento forzado interno es un fenómeno social complejo que impacta de forma multilateral a 
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quienes lo padecen y que las afectaciones que causa ponen a las víctimas en una especial condición de 

vulnerabilidad e indefensión que debe atenderse conforme a la especial situación de cada una de ellas, 

sobre todo si se trata de grupos vulnerables. 
 

Justificación: El artículo 22, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce 

y protege el derecho a no ser desplazado. El fenómeno del desplazamiento forzado interno incide en los 

derechos a la seguridad personal, a la propiedad, a un nivel de vida adecuado, al trabajo, a la vivienda o 

alojamiento, a la salud, a la educación y al acceso a la justicia, entre otros, por lo que constituye una 

violación a derechos humanos. Existen diversos documentos, como los Principios de los Desplazamientos 

Internos y los informes periódicos que presenta la Relatoría Especial sobre los derechos humanos de los 

desplazados de la Organización de las Naciones Unidas, que permiten dirigir el actuar de las autoridades 

en relación con las obligaciones derivadas de la protección de las víctimas de desplazamiento forzado 

interno que se manifiestan en al menos tres etapas distintas: 1) antes del traslado (preventivo); 2) durante 

el traslado; y 3) después del traslado, lo que implica el reasentamiento o retorno al lugar de origen. Los 

derechos de las personas afectadas por esta situación, en especial, mujeres, niñas, niños y adolescentes, 

jóvenes y personas de la tercera edad deben ser atendidos de manera reforzada conforme a sus casos 

particulares, a través de medidas de carácter positivo para revertir los efectos de su condición de debilidad, 

vulnerabilidad e indefensión. 
 

PRIMERA SALA. 
 

Amparo en revisión 795/2023. 8 de mayo de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta 

Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos 

Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo 

Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 

Tesis de jurisprudencia 170/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro.  
 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029665 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 2a./J. 126/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

FACULTADES DE COMPROBACIÓN DE LAS AUTORIDADES FISCALES. EL ARTÍCULO 48 

DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AL ADMITIR LA POSIBILIDAD DE 

SOLICITAR EN MÁS DE UNA OCASIÓN INFORMES, DATOS O DOCUMENTOS, O LA 

PRESENTACIÓN DE LA CONTABILIDAD O PARTE DE ELLA PARA EL EJERCICIO DE 

AQUÉLLAS FUERA DE UNA VISITA DOMICILIARIA, NO TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS 

DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2016). 
 

Hechos: Un contribuyente promovió amparo directo en contra de una sentencia dictada en un juicio 

contencioso administrativo, en la que se reconoció la validez de una resolución mediante la cual una 
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autoridad tributaria le determinó un crédito fiscal. El promovente planteó la inconstitucionalidad del 

precepto señalado y el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el amparo solicitado. 

Inconforme, la parte quejosa interpuso recurso de revisión. 

 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 

48 del Código Fiscal de la Federación, respeta los principios de legalidad y de seguridad jurídica al 

admitir la posibilidad de que en más de una ocasión la autoridad hacendaria solicite informes, datos o 

documentos, o la presentación de la contabilidad o parte de ella para el ejercicio de facultades de 

comprobación fuera de una visita domiciliaria. 

 
Justificación: Dentro de las facultades de gestión tributaria se encuentran las previstas en los numerales 

22, 41, 41-A y 41-B (este último vigente hasta 2019) del Código Fiscal de la Federación; en cambio, las 

facultades de comprobación de la autoridad fiscal se establecen en el artículo 42 del código citado y tienen 

como finalidad inspeccionar, verificar, determinar o liquidar las referidas obligaciones, facultades que 

encuentran en el mismo ordenamiento legal invocado una regulación y procedimiento propios que 

cumplir. Ahora, si bien el diverso artículo 48 de dicho código no establece de manera expresa que la 

autoridad puede realizar solicitudes de informes, datos o documentos, o la presentación de la contabilidad 

o parte de ella para el ejercicio de facultades de comprobación fuera de una visita domiciliaria, posteriores 

a la que inició dichas facultades, lo cierto es que válidamente puede formular ulteriores requerimientos 

para conocer la situación fiscal del contribuyente, en tanto el artículo 16, párrafos primero y décimo sexto, 

de la Constitución Federal establece que el ente fiscalizador posee la encomienda de llevar a cabo la 

práctica de visitas domiciliarias para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios y de 

policía, así como la de exigir la exhibición de los libros y papeles indispensables para comprobar que se 

han acatado las disposiciones fiscales, lo cual se replica en la legislación tributaria para el despliegue de 

sus facultades de comprobación. Máxime que el citado artículo 48 no limita ni restringe a la exactora a 

efectuar un solo requerimiento de información y documentación, pues si estima necesaria más 

información dentro del mismo procedimiento, puede efectuar nuevas solicitudes respetando los términos y 

formalidades previstos para tales efectos, sin que dichos requerimientos adicionales impliquen que la 

autoridad hacendaria esté desplegando nuevas facultades. 

 
SEGUNDA SALA. 

 
Amparo directo en revisión 34/2024. Felipe Gaytán Vázquez. 21 de agosto de 2024. Mayoría de cuatro 

votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y 

Alberto Pérez Dayán. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 

Secretario: Luis Enrique García de la Mora. 

 
Tesis de jurisprudencia 126/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029672 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: 2a./J. 108/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO SEGUNDO, INCISOS A) Y B), DEL ACUERDO DE 

CARÁCTER GENERAL POR EL QUE SE OTORGAN SUBSIDIOS FISCALES PARA SU 

PAGO, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL 31 DE 

DICIEMBRE DE 2019, DEBE ANALIZARSE A LA LUZ DEL DERECHO A LA IGUALDAD. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si los subsidios fiscales establecidos en dicho artículo deben estudiarse a la luz de los principios 

de justicia tributaria o del derecho a la igualdad. 

 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 

segundo, incisos a) y b), del Acuerdo de carácter general por el que se otorgan subsidios fiscales para el 

pago del impuesto predial en la Ciudad de México, debe analizarse a la luz del derecho a la igualdad. 

 

Justificación: Los estímulos fiscales típicos tienen relevancia impositiva cuando inciden en alguno de los 

elementos esenciales del tributo o en la mecánica de causación, y los atípicos no la tienen por no tener esa 

injerencia, de modo que son analizables a la luz de los demás derechos y prerrogativas reconocidos 

constitucionalmente. Los subsidios fiscales establecidos en el artículo referido no tienen relevancia 

impositiva, porque ambos son aplicables una vez calculado el tributo. Tratándose del beneficio de cuota 

con subsidio para 2020, una vez calculado el impuesto a cargo, las personas contribuyentes beneficiadas 

deben pagar la cuota con subsidio, siendo subsidiada la diferencia que resulte del impuesto a cargo menos 

la cuota con subsidio realmente pagada, y para los años subsecuentes, deben calcular el impuesto predial 

conforme a la mecánica establecida en la ley y a la cifra obtenida deben restarle la cuota con subsidio, lo 

que da como resultado el tributo a pagar. El porcentaje de subsidio se aplica también una vez calculada la 

cantidad a pagar, la cual se disminuye con el porcentaje aplicable. Como ambos subsidios no tienen 

relevancia impositiva, son analizables a la luz del derecho a la igualdad y no bajo los principios de justicia 

tributaria. 

 

SEGUNDA SALA. 

 

Contradicción de criterios 388/2023. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero, 

Segundo, Tercero, Cuarto, Sexto, Séptimo, Noveno, Décimo, Vigésimo Segundo y Vigésimo Tercero, 

todos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 23 de octubre de 2024. Cinco votos de los Ministros 

Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y 

Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el 

amparo en revisión 156/2020, el sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 141/2020, el sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado 

en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 159/2020, el sustentado por 

el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en 
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revisión 162/2020, el sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, al resolver el amparo en revisión 150/2020, el sustentado por el Décimo Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 156/2020, el sustentado por el 

Vigésimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo 

en revisión 195/2020, y el diverso sustentado por el Vigésimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 247/2020. 
 

Tesis de jurisprudencia 108/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de trece de noviembre de dos mil veinticuatro.  
 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029673 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 2a./J. 109/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO SEGUNDO, INCISOS A) Y B), DEL ACUERDO DE 

CARÁCTER GENERAL POR EL QUE SE OTORGAN SUBSIDIOS FISCALES PARA SU 

PAGO, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO EL 31 DE 

DICIEMBRE DE 2019, NO VIOLA EL DERECHO A LA IGUALDAD. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si los subsidios fiscales establecidos en dicho artículo violan el derecho a la igualdad. 
 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 

segundo, incisos a) y b), del Acuerdo de carácter general por el que se otorgan subsidios fiscales para el 

pago del impuesto predial en la Ciudad de México, no viola el derecho a la igualdad. 
 

Justificación: El derecho a la igualdad, reconocido en el artículo 1 de la Constitución Federal, prohíbe que 

sujetos comparables sean tratados de manera diferente sin justificación. Los sujetos que se pretende 

comparar son los propietarios o poseedores de los inmuebles de uso habitacional o mixto cuyo valor catastral 

está entre los rangos A a G de la tabla contenida en el artículo 130, fracción I, del Código Fiscal de la Ciudad 

de México y los que están fuera de esos rangos, pues ambos son contribuyentes del impuesto predial 

respecto de inmuebles de uso habitacional o mixto en esa ciudad. Entre ambos grupos existe una diferencia 

de trato, pues los primeros son beneficiarios de subsidios fiscales y los segundos son excluidos. Tal 

diferencia está justificada, porque se busca disminuir las desigualdades sociales a fin de que las personas 

contribuyentes propietarias o poseedoras de inmuebles de los rangos beneficiados y que justamente son los 

de menor valor catastral, cumplan sus obligaciones fiscales y vean satisfecho y garantizado en mayor medida 

su derecho a la vivienda. A través de la medida se puede cumplir la finalidad que se pretende, pues coadyuva 

a que los beneficiarios cumplan sus obligaciones tributarias. No se advierte que esos estímulos afecten los 

derechos del grupo de contribuyentes excluidos, pues la regla es la contribución al gasto público y la 

excepción la aminoración contributiva, de modo que el hecho de que a ciertos contribuyentes se les 

disminuya esa carga no implica que a los otros se les afecte o aumente la que ya tenían. 
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SEGUNDA SALA. 
 

Contradicción de criterios 388/2023. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero, 

Segundo, Tercero, Cuarto, Sexto, Séptimo, Noveno, Décimo, Vigésimo Segundo y Vigésimo Tercero, 

todos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 23 de octubre de 2024. Cinco votos de los Ministros 

Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y 

Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el 

amparo en revisión 156/2020, el sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 141/2020, el sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado 

en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 159/2020, el sustentado por 

el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en 

revisión 162/2020, el sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, al resolver el amparo en revisión 150/2020, el sustentado por el Décimo Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 156/2020, el sustentado por el 

Vigésimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo 

en revisión 195/2020, y el diverso sustentado por el Vigésimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 247/2020. 

 

Tesis de jurisprudencia 109/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de trece de noviembre de dos mil veinticuatro.  

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029677 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 172/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

INTERÉS FISCAL. EL ARTÍCULO 141, FRACCIÓN VI, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 

FEDERACIÓN, AL ESTABLECER QUE LOS CONTRIBUYENTES PODRÁN 

GARANTIZARLO CON TÍTULOS VALOR SÓLO EN CASO DE QUE SE DEMUESTRE 

IMPOSIBILIDAD DE GARANTIZAR LA TOTALIDAD DEL CRÉDITO MEDIANTE LAS 

OTRAS FORMAS PREVISTAS EN EL MISMO NUMERAL, RESPETA EL PRINCIPIO DE 

RAZONABILIDAD LEGISLATIVA. 

 

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto en contra del artículo 141, fracción VI, del 

Código Fiscal de la Federación vigente en dos mil veintidós, el cual establece que los contribuyentes 

podrán garantizar el interés fiscal con títulos valor o cartera de crédito sólo en caso de que se demuestre 

imposibilidad de garantizar la totalidad del crédito mediante las otras formas previstas en el mismo 

precepto. Al respecto, argumentó que el numeral impugnado no satisface las exigencias del principio de 



BOLETÍN DE INFORMACIÓN JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA 

102 

 

razonabilidad porque el legislador, sin expresar alguna justificación en el dispositivo o en la exposición de 

motivos, estableció restricciones para garantizar el interés fiscal a través de títulos valor. El Juez de 

Distrito que conoció del asunto sobreseyó en el juicio. Inconforme, la parte quejosa interpuso recurso de 

revisión y el Tribunal Colegiado del conocimiento revocó el sobreseimiento decretado y reservó 

jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 

141, fracción VI, del Código Fiscal de la Federación es acorde al principio de razonabilidad legislativa 

porque la medida implementada tiene un fin constitucionalmente válido, es idónea para alcanzar la 

finalidad buscada por el legislador y no afecta desproporcionalmente otros bienes constitucionales. 

 

Justificación: De la literalidad de la disposición mencionada, de su proceso legislativo, así como de una 

interpretación en conjunto con las normas que rigen el procedimiento administrativo de ejecución, es 

posible colegir que la intención del legislador fue otorgar a los contribuyentes otra manera de cumplir con 

su obligación de garantizar el interés fiscal a través de títulos valor; pero consideró necesario que fuera 

una medida excepcional por las cargas y complejidades que supondría para el Estado obtener el monto de 

lo adeudado por medio de la garantía referida. En ese sentido, dicho dispositivo tiene una finalidad 

constitucionalmente válida sustentada en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución General, del que se 

desprende que el sistema tributario tiene como objetivo recaudar los ingresos que el Estado requiere para 

satisfacer las necesidades básicas de la comunidad, de manera que éste resulte justo, equitativo y 

proporcional con el propósito de procurar el crecimiento económico y la más adecuada distribución del 

ingreso y la riqueza para el desarrollo óptimo de los derechos tutelados por la Constitución. Asimismo, 

existe una racional correspondencia entre la medida decretada y las finalidades trazadas, pues al establecer 

que para poder garantizar el interés fiscal a través de títulos valor es necesario que los contribuyentes 

demuestren la imposibilidad de garantizar la totalidad del crédito mediante los otros supuestos previstos 

en el numeral, es claro que se tendrá que privilegiar el uso de otras formas o medios de garantía que el 

legislador consideró de mayor asequibilidad para obtener el monto del crédito adeudado, mismo que, en su 

oportunidad, será utilizado por el Estado para satisfacer necesidades de carácter público. Finalmente, la 

medida no es desproporcionada en afectación a otros bienes constitucionales, pues con ésta no se limita 

derecho alguno, por el contrario, se otorga al contribuyente otra forma de cumplir con su obligación de 

garantizar el interés fiscal. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo en revisión 846/2023. 3 de abril de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta 

Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 

Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Brenda 

Montesinos Solano. 

 

Tesis de jurisprudencia 172/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029682 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: PR.A.C.CN. J/47 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

MANUAL DE SEGURIDAD SOCIAL DEL CUERPO DE GUARDIAS DE SEGURIDAD 

INDUSTRIAL, BANCARIA Y COMERCIAL DEL VALLE CUAUTITLÁN-TEXCOCO. SU 

ARTÍCULO 62 NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE CERTEZA Y SEGURIDAD JURÍDICAS. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si el citado artículo 62 es claro respecto del momento en que comienza a correr el plazo de la 

prescripción extintiva para solicitar el finiquito por renuncia voluntaria. Mientras que uno consideró que 

resultaba ambiguo y, por ende, transgredía los principios de certeza y seguridad jurídicas previstos en los 

artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los otros concluyeron lo 

contrario. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que el artículo 62 del Manual de Seguridad Social del 

Cuerpo de Guardias de Seguridad Industrial, Bancaria y Comercial del Valle Cuautitlán-Texcoco, no viola 

los principios de certeza y seguridad jurídicas. 

 

Justificación: De los artículos 56, 57, 58, 60, 63, 64 y 65 del señalado manual deriva que el finiquito por 

renuncia voluntaria está previsto en favor de las personas que hayan prestado sus servicios un mínimo de 

seis meses y que se separen definitivamente de la corporación, por así convenir a sus intereses, mientras 

que el diverso 62 del propio ordenamiento dispone que el importe de los beneficios que no se cobren 

dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que fueran exigibles, exime a aquélla de cualquier pago. 

La interpretación sistemática de esos preceptos brinda certeza al beneficiario de que el plazo de doce 

meses para que prescriba el derecho a solicitar el pago del finiquito por renuncia voluntaria inicia a partir 

de que presenta su escrito de renuncia a la corporación, lo cual le otorga seguridad sobre la existencia del 

derecho para obtener ese beneficio y el plazo para solicitarlo, e impide a la autoridad actuar de manera 

arbitraria. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 219/2023. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero, 

Segundo, Tercero y Cuarto, todos en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 4 de julio de 2024. 

Tres votos de las Magistradas Adriana Leticia Campuzano Gallegos y Silvia Cerón Fernández y del 

Magistrado Alejandro Villagómez Gordillo, con voto concurrente de la Magistrada Silvia Cerón 

Fernández. Ponente: Magistrada Silvia Cerón Fernández. Secretario: Daniel Alan Castro Rocha. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al 

resolver el amparo directo 26/2022, del cual derivó la tesis de jurisprudencia II.1o.A. J/3 A (11a.), de 

rubro: "CUERPO DE GUARDIAS DE SEGURIDAD INDUSTRIAL, BANCARIA Y COMERCIAL 

DEL VALLE CUAUTITLÁN-TEXCOCO. EL ARTÍCULO 62 DE SU MANUAL DE SEGURIDAD 
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SOCIAL, AL NO PRECISAR CON CLARIDAD EL MOMENTO EN QUE COMENZARÁ A CORRER 

EL PLAZO DE LA PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA PARA RECLAMAR EL PAGO DE LOS 

BENEFICIOS NO COBRADOS, VIOLA LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD Y CERTEZA 

JURÍDICAS." publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 2 de junio de 2023 a las 

10:08 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 26, Tomo 

VII, junio de 2023, página 6438, con número de registro digital: 2026554, y 

 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa, al resolver el amparo directo 

112/2022, el sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa, al resolver el amparo 

directo 567/2022, y el diverso sostenido por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa, al 

resolver el amparo directo 271/2022, todos del Segundo Circuito. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029690 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 2a./J. 124/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

PENSIÓN POR VIUDEZ PARA LA CONCUBINA O CONCUBINARIO. EL ARTÍCULO 131, 

FRACCIONES I Y II, DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 

SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, TRANSGREDE LOS DERECHOS DE 

IGUALDAD, NO DISCRIMINACIÓN Y DE PROTECCIÓN A LA FAMILIA (LEGISLACIÓN 

VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ABRIL DE 2007). 

 

Hechos: Una persona solicitó al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 

que se le otorgara la pensión por viudez con motivo del fallecimiento de su concubino. Su solicitud se 

estimó improcedente, pues ya se le había otorgado a la cónyuge supérstite, en términos del precepto 

referido. Por ello, la solicitante cuestionó la constitucionalidad del precepto, mediante el juicio de amparo 

indirecto. 

 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 

131, fracciones I y II, de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Estado transgrede los derechos a la igualdad, a la no discriminación y a la protección de la familia, al 

limitar el derecho de una concubina o concubinario a gozar de una pensión, solo cuando no exista cónyuge 

supérstite. 

 

Justificación: Del artículo citado deriva que el orden para tener derecho a la pensión de la persona 

trabajadora fallecida es el siguiente: 1) la o el cónyuge o quien haya suscrito una unión civil que le 

sobreviva, sólo si no hay hijos o, en concurrencia con éstos, cuando sean menores de 18 años o que no 

sean menores de esa edad que vivan con discapacidad o imposibilidad parcial o total para trabajar, o 

mayores de dicha edad y hasta los 25 años cuando acrediten estar realizando estudios a nivel medio o 

superior y que no tengan trabajo (fracción I); y 2) la concubina o concubinario sólo cuando no exista 
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cónyuge supérstite, siempre y cuando ambos hayan permanecido libres de matrimonio o de unión civil 

durante el concubinato (fracción II). Esta Segunda Sala ha sostenido reiteradamente que la disposición 

relativa a que sólo a falta de la o el cónyuge supérstite, la concubina o concubinario tendrá derecho a 

reclamar los derechos del trabajador fallecido, viola los derechos a la igualdad y a la no discriminación, 

pues realiza una distinción basada en el estado civil de las personas prohibida en el artículo 1o. de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sin que exista una justificación 

constitucionalmente imperiosa. Dicha distinción es contraria también al derecho a la protección de la 

familia reconocido en el diverso 4o. constitucional, el cual no puede considerarse únicamente en relación 

con las familias formadas con motivo de una relación de matrimonio, exceptuando a las que se constituyan 

de modo diferente, sino que debe entenderse respecto de todas las uniones de hecho que pueden 

conformarse, frente a la libre determinación de la personalidad para conformar un vínculo de apoyo y 

solidaridad familiar. La limitante de que sólo a falta de cónyuge las personas que establecieron una unión 

de hecho puedan gozar del derecho a la protección de la familia reconocido constitucional y 

convencionalmente, no es un fin constitucionalmente válido, sino que representa una restricción para 

gozar de ese derecho sin considerar la realidad actual de muchas relaciones familiares. 

 

SEGUNDA SALA. 

 

Amparo en revisión 530/2024. Presidente de los Estados Unidos Mexicanos y otra. 18 de septiembre de 

2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, 

Lenia Batres Guadarrama y Javier Laynez Potisek. Disidente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Yasmín 

Esquivel Mossa. Secretaria: Illiana Camarillo González. 

 

Tesis de jurisprudencia 124/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029699 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 1a./J. 169/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO POR VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS. ES 

CONSTITUCIONAL EL ARTÍCULO 144, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY GENERAL DE 

VÍCTIMAS, QUE ESTABLECE LA CARGA PROCESAL DE PRESENTAR EL ESCRITO DE 

SOLICITUD PARA ACCEDER A LOS RECURSOS DE COMPENSACIÓN. 

 

Hechos: Una familia víctima de desplazamiento forzado interno promovió amparo indirecto para reclamar 

de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas la omisión de dictar de oficio las medidas de reparación 

integral, especialmente la relativa a la compensación, así como la inconstitucionalidad del artículo 144, 

párrafo primero, de la Ley General de Víctimas que prevé la presentación de un escrito de solicitud para 

acceder a los recursos relativos, por violar su derecho a la reparación integral. El Juez de Distrito 
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sobreseyó en el juicio por inexistencia del acto reclamado, al no haberse presentado el referido escrito. 

Contra esa determinación la parte quejosa interpuso recurso de revisión. 
 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que es 

constitucional el artículo 144, párrafo primero, de la Ley General de Víctimas. 
 

Justificación: Exigir la presentación de este tipo de escritos representa un parámetro objetivo que permite 

la transparencia de los procedimientos y evita actividades discrecionales por parte de las autoridades en las 

que se deje a su arbitrio los casos en los que puede cuantificarse la compensación de oficio y los que 

tienen que llevarse a petición de parte. 

Su presentación no constituye una carga desproporcionada porque es criterio de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación que establecer requisitos no pugna con los derechos públicos subjetivos de las 

personas, máxime cuando existe una justificación para su instauración. La Ley General de Víctimas prevé 

la posibilidad de que éstas accedan a la asesoría jurídica federal para coadyuvar en el acceso a los citados 

mecanismos y lograr la reparación integral. 

Sin embargo, las autoridades no deben soslayar su obligación respecto a las víctimas para lograr el acceso 

efectivo a las medidas de reparación. Por ello, ante la existencia de causa de pedir, tal requisito no debe 

interpretarse de manera rígida ni llevarse al extremo de exigir formalismos rigurosos, pues ello tornaría 

nugatorios los derechos de acceso a la justicia y a la reparación integral. 
 

PRIMERA SALA. 
 

Amparo en revisión 795/2023. 8 de mayo de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta 

Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos 

Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo 

Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 

Tesis de jurisprudencia 169/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro.  
 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029696 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 171/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

PRUEBA PERICIAL EN EL JUICIO MERCANTIL. EL ARTÍCULO 1253, FRACCIÓN I, DEL 

CÓDIGO DE COMERCIO VULNERA LOS DERECHOS A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA 

Y AL DEBIDO PROCESO DE LA PARTE OFERENTE, AL REQUERIR EL DOMICILIO DEL 

PERITO EN EL ESCRITO DE OFRECIMIENTO DE LA PRUEBA. 

 
Hechos: Una persona demandó el pago de diversas prestaciones, resultantes de un pagaré. Para 

controvertir la autenticidad de la firma del título, la parte demandada ofreció la prueba pericial en 
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grafoscopía. El juzgado mercantil desechó de plano la prueba por no haberse señalado el domicilio del 

perito, de conformidad con el artículo 1253, fracción I, del Código de Comercio. Posteriormente, el 

juzgado emitió sentencia en la que condenó al demandado al pago de las prestaciones reclamadas. 

Mediante juicio de amparo directo, el demandado reclamó la inconstitucionalidad del artículo 1253, 

fracción I, citado. El tribunal colegiado negó el amparo por estimar inoperantes los conceptos de 

violación. El quejoso interpuso recurso de revisión en el que combatió la inoperancia decretada y reiteró 

su reclamo sobre la inconstitucionalidad de la norma. 

 
Criterio jurídico: El artículo 1253, fracción I, del Código de Comercio vulnera los derechos a la tutela 

judicial efectiva y al debido proceso de la parte oferente, al requerir el domicilio del perito en el escrito de 

ofrecimiento de la prueba pericial en el juicio mercantil. 

 
Justificación: Si bien las legislaturas tienen libertad configurativa para establecer el procedimiento y los 

requisitos para la tramitación y admisión de las pruebas periciales, estos requisitos deben ser de idoneidad, 

utilidad y trascendencia para su finalidad, sobre todo cuando la omisión de cumplir con alguno de los 

requisitos conllevará el desechamiento de plano de la prueba. Esto es necesario para garantizar el derecho 

al debido proceso y a la tutela judicial efectiva de la parte oferente. 

Ahora, del Libro Quinto, Título Primero, Capítulo XV, del Código de Comercio relativo a la prueba 

pericial, no se advierte que el domicilio del perito sea un requisito necesario para tramitar o llevar a cabo 

alguna actuación procesal que verse sobre la admisión, preparación o desahogo de la prueba. Conforme a 

las fracciones III, IV y VII del artículo 1253 del Código de Comercio, son las partes quienes tienen la 

carga de que sus peritos presenten el escrito de aceptación y protesta del cargo y el posterior dictamen 

respectivo, e, incluso, las partes tienen la carga de presentar a los peritos cuantas veces sea necesario al 

juzgado. Asimismo, conforme a los artículos 1254 y 1256, las vistas y notificaciones relacionadas con los 

peritos propuestos se realizarán a las partes. 

En ese sentido, en atención al principio dispositivo que rige en el juicio mercantil, la porción normativa "y 

domicilio" de la fracción I del artículo 1253 se configura como un formalismo procedimental en la etapa 

judicial del proceso que obstaculiza injustificadamente la defensa de las posturas de las partes mediante la 

prueba pericial. Lo anterior, pues no se advierte la necesidad de que la persona juzgadora conozca el 

domicilio del perito desde el escrito de ofrecimiento de la prueba pericial para preparar o desahogar la 

prueba de forma satisfactoria. 

 
PRIMERA SALA. 

 
Amparo directo en revisión 6418/2022. Marco Antonio Dávila Orduña. 30 de agosto de 2023. Cinco votos 

de la Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 

Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez De Sollano. 

 
Tesis de jurisprudencia 171/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029650 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Laboral 

Tesis: 2a./J. 125/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. EL ARTÍCULO 140, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY 

FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, AL PREVER QUE NO 

OPERA AUN CUANDO TRANSCURRA EL TÉRMINO DE 3 MESES, CON MOTIVO DEL 

DESAHOGO DE DILIGENCIAS QUE DEBAN PRACTICARSE FUERA DEL LOCAL DEL 

TRIBUNAL, NO VIOLA LOS DERECHOS A LA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO NI EL DE 

PRONTA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. 

 

Hechos: La Secretaría de Educación Pública solicitó al Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, 

autorización para dar por terminados los efectos del nombramiento de una trabajadora al servicio del 

Estado. Ésta interpuso incidente de declaratoria de caducidad, al considerar que no fue oportunamente 

emplazada, lo que viola los derechos a la estabilidad en el empleo y de pronta impartición de justicia. Su 

argumento se declaró inoperante, por lo que interpuso juicio de amparo directo. El Tribunal Colegiado le 

concedió el amparo para dejar insubsistente el acto reclamado y reponer el procedimiento, a fin de que la 

autoridad responsable recabara las pruebas necesarias para arribar a la verdad de los hechos. La quejosa 

interpuso recurso de revisión. 

 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 

140, segundo párrafo, de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, al disponer que no 

opera la caducidad de la instancia con motivo del desahogo de diligencias que deban practicarse fuera del 

local del tribunal, aun cuando transcurra el término de 3 meses, no viola los derechos a la estabilidad en el 

empleo ni el de pronta impartición de justicia. 

 

Justificación: El artículo citado no impide que la persona trabajadora continúe con sus labores, o que sea 

contrario a las condiciones justas, equitativas y satisfactorias de trabajo. Únicamente determina que no 

operará la caducidad cuando esté pendiente el desahogo de diligencias que deban practicarse fuera del 

local del tribunal; esto es, regula una excepción a la caducidad, a fin de mantener vigente el procedimiento 

hasta que se lleven a cabo dichas actuaciones por parte de la autoridad responsable. Esa condicionante no 

tiene como finalidad coartar el derecho a la estabilidad en el empleo, sino protegerlo, en la medida en que 

garantiza que el procedimiento se lleve a cabo de acuerdo con las formalidades fijadas y se cumplan las 

actuaciones necesarias para dar certeza a las partes. De igual manera, el precepto no transgrede el derecho 

de pronta impartición de justicia, pues la caducidad implica que los procedimientos deben sujetarse a 

plazos razonables para su sustanciación y, por ello, no pueden establecerse requisitos excesivos o carentes 

de razonabilidad frente a la inactividad procesal del actor. Por ello, paralizar el procedimiento por la falta 

de emplazamiento de la parte demandada (trabajadora) no implica una violación a ese derecho. Si bien la 

caducidad tiene como propósito que los juicios no se alarguen indefinidamente en aras de garantizar los 

principios de seguridad jurídica y de pronta impartición de justicia, no es posible establecer esa sanción a 

la parte actora cuando no tiene la carga procesal de llevar a cabo alguna actuación para la continuación del 

procedimiento, como ocurre con el desahogo de diligencias que deban practicarse fuera del local del 

Tribunal (emplazamiento a la demandada), toda vez que dicha actuación está a cargo de la autoridad 

responsable, en términos del artículo 127 Bis, fracción II, de la citada ley.  

 

SEGUNDA SALA. 
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Amparo directo en revisión 557/2024. 5 de junio de 2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 

Yasmín Esquivel Mossa, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. 

Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Illiana Camarillo 

González. 

 

Tesis de jurisprudencia 125/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029701 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Laboral 

Tesis: 2a./J. 119/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

SECRETARIOS JUDICIALES EN CUALQUIER CATEGORÍA DEL PODER JUDICIAL DEL 

ESTADO DE OAXACA. NO GOZAN DE ESTABILIDAD EN EL EMPLEO. 

 

Hechos: Una persona que se desempeñó como secretario judicial demandó del Poder Judicial del Estado 

de Oaxaca la reinstalación, derivado de su despido injustificado. La autoridad laboral absolvió a dicho 

Poder de las prestaciones reclamadas. El actor promovió amparo directo, el cual fue resuelto en el sentido 

de conceder el amparo, al considerar que el trabajador gozaba de estabilidad en el empleo. La demandada 

interpuso recurso de revisión. 

 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que, los 

secretarios judiciales en cualquier categoría del Poder Judicial del Estado de Oaxaca no gozan de 

estabilidad en el empleo, en términos del artículo 123, apartado B, fracción XIV, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Justificación: El precepto constitucional citado establece que la ley determinará los cargos que serán 

considerados de confianza, y dispone que las personas que los desempeñen disfrutarán de las medidas de 

protección al salario y gozarán de los beneficios de la seguridad social. Al respecto, esta Segunda Sala ha 

señalado que en el caso de trabajadores de confianza al servicio del Estado la falta de estabilidad en el 

empleo no contraviene la Constitución Federal, porque ese derecho únicamente se prevé para los 

trabajadores de base, en términos de la fracción IX del citado artículo 123, apartado B. En ese sentido, si 

no fue voluntad del legislador otorgarles inamovilidad en el empleo a los trabajadores de confianza, ello 

constituía una restricción constitucional, por lo que el artículo 7, inciso d), del Protocolo Adicional a la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales "Protocolo de San Salvador", que establece el derecho a la estabilidad de los trabajadores en 

sus empleos, de acuerdo con las características de la profesión y con las causas de justa separación, es 

inaplicable respecto de los secretarios judiciales del Estado de Oaxaca. 
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SEGUNDA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 3610/2024. Juan Mendoza Sánchez. 21 de agosto de 2024. Cinco votos de los 

Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez 

Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Illiana Camarillo González. 

 

Tesis de jurisprudencia 119/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029705 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Común, Penal 

Tesis: 1a./J. 151/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE CONCEDERLA CON EFECTOS RESTITUTORIOS 

PROVISIONALES EN CONTRA DE LA NEGATIVA DEL MINISTERIO PÚBLICO DE 

PERMITIR A LAS PERSONAS PRESUNTAMENTE INDICIADAS EL ACCESO A LOS 

REGISTROS DE UNA CARPETA DE INVESTIGACIÓN, ÚNICAMENTE CUANDO EL 

ÓRGANO JURISDICCIONAL DE AMPARO CUENTE CON ELEMENTOS PARA 

ESTABLECER, AUN INDICIARIAMENTE, QUE LA PERSONA QUEJOSA SE UBICA EN 

ALGUNO DE LOS SUPUESTOS QUE SE DEDUCEN DE LOS ARTÍCULOS 20, APARTADO B, 

FRACCIÓN VI, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, 113, FRACCIÓN VIII, Y 218 DEL 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. 

 

Hechos: Un Pleno de Circuito y un Pleno Regional, al resolver los correspondientes asuntos que se 

sometieron a su respectiva jurisdicción, arribaron a posiciones opuestas con relación a la procedencia de la 

suspensión provisional en amparo indirecto, con efectos restitutorios provisionales, en contra de la 

negativa u omisión ministerial de permitir a las personas presuntamente indiciadas el acceso a los registros 

de la carpeta de investigación. 

 

Criterio jurídico: Por la naturaleza de la negativa u omisión del Ministerio Público de permitir el acceso a 

personas presuntamente indiciadas a los registros de la respectiva carpeta de investigación, es jurídica y 

materialmente posible otorgar la suspensión provisional con efectos restitutorios o de tutela anticipada, 

precisamente, para que esas personas estén en condiciones de imponerse de los correspondientes registros. 

Sin embargo, la persona juzgadora de amparo, en ejercicio pleno de su arbitrio, debe evaluar por sus 

propios méritos cada caso específico a partir del estudio ponderado de la apariencia del buen derecho, la 

no afectación al interés social y no contravención a disposiciones de orden público, para determinar si a 

partir de la información proporcionada en la demanda de amparo y sus anexos o de aquella de la que tenga 

conocimiento por ser un hecho notorio y se ponga de manifiesto, aun indiciariamente, que la persona 

quejosa se ubica en alguno de los supuestos que se deducen de los artículos 20, Apartado B, fracción VI, 
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de la Constitución Federal, 113, fracción VIII, y 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, o 

bien, que se hayan realizado actos de molestia en su contra. 

 

Justificación: La lectura conjunta de los artículos 6, apartado A, fracción I, de la Constitución Federal, 

113, fracción XII, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y 218, párrafo 

primero, del Código Nacional de Procedimientos Penales, así como de la jurisprudencia constitucional en 

la materia, permite establecer que la información generada con motivo de la investigación de los delitos a 

cargo del Ministerio Público, por regla general, detenta el carácter de reservada frente al derecho 

fundamental de acceso a la información pública. 

Sin embargo, del contenido de los artículos 20, Apartado B, fracción VI, de la Constitución Federal, 113, 

fracción VIII, y 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, en congruencia con los derechos 

fundamentales de debido proceso y defensa adecuada, así como del principio de presunción de inocencia, 

se desprende que la persona investigada o probable responsable adquiere la titularidad del derecho 

subjetivo de acceso a los registros de la correspondiente investigación penal, cuando: (i) se encuentra 

detenida; (ii) ha sido citada a comparecer ante la autoridad ministerial para rendir declaración o entrevista; 

(iii) ha sido sujeta a algún acto de molestia, en términos del artículo 266 de la legislación procesal penal; o 

bien, (iv) ha sido citada para comparecer ante la autoridad jurisdiccional. 

Por tanto, la interpretación armónica y sistemática de los artículos 107, fracción X, de la Constitución 

Federal, 128, 138 y 147, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, con relación a la doctrina jurisprudencial 

desarrollada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación al respecto, permite establecer que por la 

naturaleza permanente de la negativa ministerial u omisión de permitir a las personas presuntamente 

indiciadas el acceso a la carpeta de investigación, es jurídica y materialmente posible otorgar su 

suspensión provisional con efectos restitutorios. No obstante, para verificar si la concesión de la medida 

suspensional con efectos de tutela anticipada no afecta al interés social o disposiciones de orden público 

en mayor medida que la apariencia del buen derecho, la persona juzgadora de amparo debe constatar, en 

cada caso concreto, que la información proporcionada en la demanda de amparo, sus anexos o de la que 

tenga conocimiento, permita establecer en grado indiciario o suspensional que la persona quejosa se ubica 

en alguno de los supuestos que se deducen de los artículos 20, Apartado B, fracción VI, de la Constitución 

Federal, 113, fracción VIII, y 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales; o bien, que se ha 

materializado en su contra algún acto de molestia. 

Sin soslayar que la concesión de la suspensión con efectos de tutela anticipada, en algunos casos, 

implicará un eventual riesgo de dejar sin materia el juicio de amparo; sin embargo, para evitar la 

consumación irreparable a derechos fundamentales, la persona juzgadora habrá de privilegiar la lógica 

tutelar del juicio constitucional y sostener la procedencia de la medida suspensional. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Contradicción de criterios 221/2023. Entre los sustentados por el Pleno Regional en Materia Penal de la 

Región Centro-Sur, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, y el Pleno del Vigésimo Quinto 

Circuito. 5 de junio de 2024. Mayoría de tres votos de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien 

reservó su derecho para formular voto aclaratorio, y los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 

Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: Ministra Loretta Ortiz Ahlf y Ministro Juan Luis González Alcántara 

Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 

Secretario: Héctor Vargas Becerra. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El emitido por el Pleno Regional en Materia Penal de la Región Centro-Sur, con residencia en San Andrés 

Cholula, Puebla, al resolver la contradicción de criterios 22/2023, la cual dio origen a la tesis de 

jurisprudencia PR.P.CS. J/7 P (11a.), de rubro: “SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE 

AMPARO. POR REGLA GENERAL, ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA CON EFECTOS 
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RESTITUTORIOS CONTRA LA NEGATIVA PARA QUE EL QUEJOSO TENGA ACCESO A UNA 

CARPETA DE INVESTIGACIÓN INSTAURADA EN SU CONTRA Y OBTENGA COPIAS DE LA 

MISMA.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 de septiembre de 2023 a las 

10:17 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 29, Tomo V, 

septiembre de 2023, página 4744, con número de registro digital: 2027218; y 

 

El sustentado por el Pleno del Vigésimo Quinto Circuito, al resolver la contradicción de tesis 1/2017, la 

cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PC.XXV. J/11 P (10a.), de rubro: “SUSPENSIÓN 

PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA NEGATIVA 

DE LA REPRESENTACIÓN SOCIAL DE DAR ACCESO A LOS INDICIADOS A LA CARPETA DE 

INVESTIGACIÓN, AL SER UN ACTO NEGATIVO CON EFECTOS DE MOMENTO A 

MOMENTO.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 20 de septiembre de 2019 

a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 70, Tomo 

II, septiembre de 2019,  página 1535, con número de registro digital: 2020650. 

 

Tesis de jurisprudencia 151/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de dieciséis de octubre de dos mil veinticuatro.  

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029664 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Común, Penal 

Tesis: 1a./J. 165/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

EXTRADICIÓN INTERNACIONAL. CUANDO SE SEÑALE COMO ACTO RECLAMADO, EN 

TODOS LOS CASOS EN LOS QUE SE ADMITA LA DEMANDA DE AMPARO DEBE 

DECRETARSE LA SUSPENSIÓN DE PLANO Y DE OFICIO PARA EVITAR QUE LA 

PERSONA SEA ENTREGADA AL PAÍS REQUIRENTE Y ADICIONALMENTE SE DEBE 

APERTURAR DE OFICIO EL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN PARA PROVEER SOBRE LA 

EJECUCIÓN DE LOS RESTANTES ACTOS DECRETADOS DURANTE ESE 

PROCEDIMIENTO QUE AFECTEN O NO LA LIBERTAD PERSONAL, SIEMPRE QUE NO 

IMPLIQUEN LA ENTREGA DE LA PERSONA REQUERIDA. 

 

Hechos: Los órganos jurisdiccionales contendientes sostuvieron criterios contradictorios en cuanto al tipo 

de suspensión que debe otorgarse cuando en una demanda de amparo indirecto se reclama una orden de 

extradición. Mientras que uno determinó que debe aperturarse de oficio el incidente de suspensión, en 

términos del artículo 127, fracción I, de la Ley de Amparo; el otro concluyó que lo procedente es 

decretarla de oficio y de plano, en términos del diverso 126 del referido ordenamiento. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que cuando la 

extradición se señala como acto reclamado en el juicio de amparo indirecto, en caso de que se admita la 

demanda, la persona juzgadora debe decretar la suspensión de plano y de oficio con apoyo en el artículo 
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126 de la Ley de Amparo para evitar de manera inmediata y hasta la solución total del juicio que la parte 

quejosa sea entregada al país requirente. Asimismo, debe aperturar de manera oficiosa el incidente de 

suspensión para proveer sobre la ejecución de los actos emitidos dentro del procedimiento de extradición 

que pueden o no afectar la libertad personal, siempre que no se trate de la entrega de la persona requerida, 

para que sean examinados dentro de esa incidencia, con fundamento en el precepto 127, fracción I, del 

mismo ordenamiento. 

 

Justificación: Al señalarse la extradición como acto reclamado, las previsiones relativas de decretar de 

oficio y de plano la suspensión del acto reclamado con apoyo en el artículo 126 de la Ley de Amparo, así 

como de aperturar oficiosamente el incidente de suspensión acorde con el precepto 127, fracción I, del 

referido ordenamiento, constituyen disposiciones de corte complementario que tienen el propósito de no 

dejar de lado alguna cuestión que produzca una afectación a los derechos fundamentales de quien se 

pretenda extraditar, dada la naturaleza definitiva de ese procedimiento. Por tales motivos, esas formas de 

suspensión no son excluyentes entre sí. 

Cuando se señala la extradición como acto reclamado en una demanda de amparo, quienes promueven el 

juicio regularmente desconocen los efectos técnicos de los actos emitidos dentro de ese procedimiento que 

afectan sus derechos humanos y que deciden combatir en esa vía. Es por ello que la Ley de Amparo 

establece ambos tipos de suspensión para garantizar que dicho procedimiento no les genere una afectación 

irreparable. 

Examinadas las tres fases del procedimiento de extradición, es precisamente la ejecución de la última de 

ellas que se traduce en la entrega material de la persona al Estado requirente, la única medida que 

produciría afectaciones irreparables a los derechos humanos de la parte quejosa, las cuales son 

equivalentes a las que generan las restantes hipótesis previstas en el artículo 126 de la Ley de Amparo. 

Por lo tanto, al admitir la demanda la persona juzgadora debe conceder la suspensión de plano y de oficio 

para que dicha entrega no sea llevada a cabo hasta en tanto se resuelva el juicio de amparo en su totalidad, 

por lo que la parte quejosa debe quedar a disposición del juzgado de distrito en cuanto a su libertad 

personal, con apoyo en el precepto 160 del mismo ordenamiento. 

Además de la determinación anterior, el órgano jurisdiccional tiene el deber de aperturar oficiosamente el 

incidente de suspensión para proveer respecto de la ejecución de los restantes actos dictados dentro del 

procedimiento de extradición que producen o no una afectación a la libertad personal, pero que no 

implican la entrega de la persona requerida, en términos del artículo 127, fracción I, de la Ley de Amparo, 

para lo cual resolverá sobre la suspensión provisional y en su caso fijará las medidas necesarias que 

permitan la continuación de ese procedimiento. Sin embargo, para evitar un abuso en estas medidas no 

será procedente decretarlas cuando se advierta un motivo que genere el desechamiento de la demanda. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Contradicción de criterios 44/2022. Suscitada entre el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo 

Circuito y el Pleno en Materia Penal del Primer Circuito. 6 de noviembre de 2024. Mayoría de tres votos 

del Ministro y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para 

formular voto aclaratorio y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: Ministros Juan Luis González 

Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto particular y Alfredo Gutiérrez Ortiz 

Mena. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretario: Rodolfo Antonio Becerra Jáurez. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver el recurso de 

queja 245/2021, en el que determinó que de la interpretación armónica de los artículos 126 y 127 de la 

Ley de Amparo se desprende que cuando se reclame la extradición, conforme al mencionado artículo 126, 

es procedente conceder la suspensión de oficio y de plano por el solo hecho de señalarse en la propia 

demanda porque esa determinación obedece a la necesidad de tutelar derechos fundamentales como la 
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vida, la libertad o la integridad personal de la parte quejosa; por tanto, una vez reconocida la existencia de 

la extradición reclamada, en términos del artículo 127, fracción I, de la misma ley, la persona juzgadora 

deberá dejar insubsistente la aludida medida cautelar y decretar la suspensión de oficio vía incidental. 

 

El sustentado por el Pleno en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 

6/2014, que dio origen a la tesis jurisprudencial PC.I.P. J/11 P (10a.), de rubro: "EXTRADICIÓN. SI EN 

LA DEMANDA DE AMPARO SE SEÑALA COMO ACTO RECLAMADO, EL JUEZ DEBE ABRIR 

DE OFICIO EL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN, CONFORME AL ARTÍCULO 127, FRACCIÓN I, DE 

LA LEY DE LA MATERIA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 16 de 

octubre de 2015 a las 10:10 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 

Libro 23, Tomo III, octubre de 2015, página 2646, con número de registro digital: 2010236. 

 

Tesis de jurisprudencia 165/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2024, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029713 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: PR.P.T.CS. J/7 K (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

COMPETENCIA PARA CALIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE UNA EJECUTORIA DE 

AMPARO DIRECTO. CORRESPONDE AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE LA 

DICTÓ. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se declararon incompetentes, por razón de 

territorio, para conocer del cumplimiento a una ejecutoria de amparo. Mientras que uno determinó carecer 

de competencia porque a pesar de ser el órgano que otorgó la protección constitucional, la autoridad 

responsable había sido suprimida y sustituida por una diversa sobre la cual no ejercía jurisdicción 

territorial; el otro sostuvo que, con independencia de la extinción de la autoridad responsable, el propio 

Tribunal que había emitido la ejecutoria era competente para calificar su cumplimiento, ya que el acuerdo 

de supresión de la autoridad responsable no modificó la competencia de los Tribunales Colegiados de 

Circuito, aunado a que se trata de una cuestión de orden público que correspondía verificar a quienes las 

dictaban. 

 

Criterio Jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Sur, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que corresponde calificar el cumplimiento de una ejecutoria 

de amparo al Tribunal Colegiado de Circuito que concedió la protección constitucional, con 

independencia de que la autoridad responsable sea sustituida posteriormente por otra, con residencia en 

diverso Circuito. 
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Justificación: En la jurisprudencia PR.P.T.CS. J/1 K (11a.), de rubro: “CONFLICTO COMPETENCIAL 

POR RAZÓN DE TERRITORIO ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. EL 

CONOCIMIENTO PREVIO DERIVADO DE HABER RESUELTO UN JUICIO DE AMPARO 

DIRECTO, CONSTITUYE UNA EXCEPCIÓN A LA REGLA GENERAL ESTABLECIDA EN EL 

ARTÍCULO 34, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY DE AMPARO, SIEMPRE QUE SE TRATE DEL 

MISMO JUICIO DE ORIGEN.”, este Pleno Regional determinó que en los juicios de amparo directo en 

que se señale como acto reclamado un laudo emitido en cumplimiento a una anterior ejecutoria de amparo, 

debe declararse legalmente competente, por razón de territorio, al Tribunal Colegiado de Circuito que tuvo 

conocimiento del asunto, independientemente que el ulterior laudo reclamado haya sido emitido por una 

autoridad responsable distinta a la primigenia, y cuya residencia se ubique en un territorio diferente a 

aquel en que ese Tribunal Colegiado ejerza su jurisdicción. De acuerdo a ello, es dable sostener, que dicha 

competencia es para todos los juicios de amparo que deriven de un mismo sumario laboral, en los que 

corresponderá al Tribunal Colegiado de Circuito que conoció desde un principio del asunto, vigilar el 

cumplimiento cabal de todas las ejecutorias de amparo que se lleguen a emitir, al ser una cuestión de 

orden público cuyo estudio debe efectuarse de oficio, con fundamento en los artículos 192, 193 y 196 de 

la Ley de Amparo.  

Esto, porque resulta necesario aprovechar el conocimiento adquirido con anterioridad, para evitar el 

dictado de decisiones contradictorias y salvaguardar los derechos fundamentales reconocidos en el artículo 

17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos e impartir justicia con celeridad. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON 

RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Conflicto competencial 76/2024. Suscitado entre el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 

Sexto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer 

Circuito. 2 de septiembre de 2024. Unanimidad de votos de las Magistradas María Enriqueta Fernández 

Haggar y Guadalupe Madrigal Bueno, y del Magistrado Héctor Lara González. Ponente: Magistrado 

Héctor Lara González. Secretaria: Gladys Eliza González León. 

 

Conflicto competencial 77/2024. Suscitado entre el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 

Sexto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer 

Circuito. 2 de septiembre de 2024. Unanimidad de votos de las Magistradas María Enriqueta Fernández 

Haggar y Guadalupe Madrigal Bueno, y del Magistrado Héctor Lara González. Ponente: Magistrada 

María Enriqueta Fernández Haggar. Secretario: Luis Omar García Morales. 

 

Conflicto competencial 78/2024. Suscitado entre el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 

Sexto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer 

Circuito. 2 de septiembre de 2024. Unanimidad de votos de las Magistradas María Enriqueta Fernández 

Haggar y Guadalupe Madrigal Bueno, y del Magistrado Héctor Lara González. Ponente: Magistrada 

Guadalupe Madrigal Bueno. Secretario: Eduardo Alfonso Guerrero Serrano. 

 

Conflicto competencial 79/2024. Suscitado entre el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 

Sexto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer 

Circuito. 2 de septiembre de 2024. Unanimidad de votos de las Magistradas María Enriqueta Fernández 

Haggar y Guadalupe Madrigal Bueno, y del Magistrado Héctor Lara González. Ponente: Magistrado 

Héctor Lara González. Secretaria: Laura Olivia Sánchez Aguirre. 

 

Conflicto competencial 80/2024. Suscitado entre el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 

Sexto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer 

Circuito. 2 de septiembre de 2024. Unanimidad de votos de las Magistradas María Enriqueta Fernández 
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Haggar y Guadalupe Madrigal Bueno, y del Magistrado Héctor Lara González. Ponente: Magistrada 

María Enriqueta Fernández Haggar. Secretaria: Lucina Bringas Calvario. 

 

Nota: La tesis de jurisprudencia PR.P.T.CS. J/1 K (11a.) citada, aparece publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación del viernes 3 de mayo de 2024 a las 10:08 horas y en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 37, Tomo III, mayo de 2024, página 2862, con número 

de registro digital: 2028696. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2024 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 2 de enero de 

2025, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029735 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: 2a./J. 106/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

SOLICITUD DE EJECUCIÓN DEL LAUDO O SENTENCIA LABORAL. NO ACTUALIZA LA 

CAUSA DE IMPROCEDENCIA DEL AMPARO DIRECTO POR CONSENTIMIENTO DEL 

ACTO RECLAMADO. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar 

si la solicitud de ejecución del laudo o sentencia por parte de la persona trabajadora constituye una 

manifestación de voluntad que entrañe su consentimiento para efectos de la procedencia del amparo directo. 
 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la solicitud 

de ejecución del laudo o sentencia laboral no se traduce en la manifestación de voluntad que actualice la 

causa de improcedencia del amparo directo por consentimiento del acto reclamado. 
 

Justificación: La manifestación de voluntad que entrañe el consentimiento del acto reclamado a que se 

refiere la causa de improcedencia establecida en el artículo 61, fracción XIII, de la Ley de Amparo, exige 

que exista conformidad con ese acto en su totalidad, sin que dé lugar a duda sobre el conocimiento de los 

efectos de la declaración que se haya exteriorizado libre y espontáneamente con arreglo al acto o ley de 

que se trate. La sola petición para que se ejecute el laudo o sentencia no implica que la persona trabajadora 

renuncie a la posibilidad de impugnar en amparo directo resoluciones en las que no se le dio la razón, o no 

se falló en los términos en que lo solicitó. 
 

SEGUNDA SALA. 
 

Contradicción de criterios 197/2024. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de 

Trabajo del Segundo Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del 

Décimo Primer Circuito. 16 de octubre de 2024. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, 

Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. 

Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Edith Guadalupe Esquivel Adame. 

Tesis y/o criterios contendientes: 
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El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito, al resolver el 

amparo directo 1796/2022, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias 

Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, al resolver el amparo directo 490/2018. 
 

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 490/2018, resuelto por el Tercer Tribunal Colegiado 

en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, derivó la tesis aislada XI.3o.A.T.2 L 

(10a.), de rubro: "SOLICITUD DE EJECUCIÓN DEL LAUDO Y COBRO DE LAS PRESTACIONES 

DE CONDENA POR EL TRABAJADOR. NO CONSTITUYEN ACTOS QUE ENTRAÑEN 

CONSENTIMIENTO DEL ACTO RECLAMADO PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL 

JUICIO DE AMPARO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 5 de abril de 

2019 a las 10:09 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 65, 

Tomo III, abril de 2019, página 2119, con número de registro digital: 2019647. 
 

Tesis de jurisprudencia 106/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de seis de noviembre de dos mil veinticuatro.  
 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2024 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 2 de enero de 

2025, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029718 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: 2a./J. 95/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

CITATORIO EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. SI AL EFECTUAR LA PRIMERA 

NOTIFICACIÓN PERSONAL EL ACTUARIO NO ENCUENTRA AL INTERESADO O A SU 

REPRESENTANTE, DEBE DEJAR CITATORIO PARA QUE LO ESPERE A UNA HORA 

HÁBIL DETERMINADA DEL DÍA HÁBIL POSTERIOR (ARTÍCULO 743, FRACCIÓN III, DE 

LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA DE 1 DE 

MAYO DE 2019). 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios en 

cuanto a si es prorrogable el plazo establecido en el artículo referido para citar a la persona para un 

emplazamiento. Mientras que uno señaló que el plazo debe ser al día siguiente de entregado el citatorio, el 

otro estimó que puede ser a partir del día siguiente, es decir, en cualquier tiempo a partir del día posterior 

al en que se deja el citatorio. 
 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que conforme 

al artículo 743, fracción III, de la Ley Federal del Trabajo, en su texto anterior a la reforma de 1 de mayo 

de 2019, cuando el actuario, al realizar la primera notificación personal, no encuentra al interesado o a su 

representante, debe dejar citatorio en el que fijará el plazo para realizarla en una hora hábil determinada 

del día hábil siguiente. 

Justificación: De conformidad con el artículo señalado, de no encontrarse la persona a la que debe 

notificarse personalmente o a su representante, debe dejarse un citatorio para practicar la diligencia al día 

hábil siguiente, a una hora hábil determinada. Lo anterior permite respetar los principios de seguridad 

jurídica y de justicia pronta y expedita, que implican que las personas conozcan las consecuencias de las 
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reglas que el propio sistema contempla, así como que los plazos en los procedimientos sean razonables y 

objetivos. Afirmar que en un citatorio puede indicarse un plazo mayor a las 24 horas del día hábil 

siguiente implicaría incumplir con ambos principios, al permitir que el notificador fije un plazo arbitrario 

que puede prolongar el procedimiento en detrimento de la pronta administración de justicia. 
 

SEGUNDA SALA. 
 

Contradicción de criterios 101/2024. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito 

del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, y el Primer 

Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Séptimo Circuito. 18 de septiembre de 

2024. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres 

Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Lenia Batres Guadarrama. 

Secretario: Julián Aguirre Gaona. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Séptimo Circuito, al resolver el 

amparo en revisión 107/2001, el cual dio origen a la tesis aislada VII.1o.A.T.30 L, de rubro: 

"NOTIFICACIONES EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. EL LAPSO QUE DEBE MEDIAR 

ENTRE EL CITATORIO DE ESPERA Y EL EMPLAZAMIENTO, NO ES UN TÉRMINO 

IMPRORROGABLE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

Tomo XIV, septiembre de 2001, página 1337, con número de registro digital: 188790, y 
 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, 

con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, al resolver el amparo en revisión 168/2023 (cuaderno 

auxiliar 186/2024). 
 

Tesis de jurisprudencia 95/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de nueve de octubre de dos mil veinticuatro. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2024 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 2 de enero de 

2025, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029729 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: VII.2o.T. J/22 L (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

PRIMA DE ANTIGÜEDAD PREVISTA EN EL CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO 

CELEBRADO ENTRE EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL (IMSS) Y SUS 

TRABAJADORES. SI EN SU CUANTIFICACIÓN NO SE INTEGRARON DIVERSAS 

PRESTACIONES EXTRALEGALES, EL RECLAMO DE SU PAGO CORRECTO DEBE 

SUSTANCIARSE CONFORME A LAS REGLAS DEL PROCEDIMIENTO ESPECIAL. 

 

Hechos: Trabajadores del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) reclamaron el pago correcto de la 

indemnización establecida en la cláusula 59 Bis del contrato colectivo que les rige, por considerar que 
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también debían integrarse los estímulos por asistencia y puntualidad, actividades culturales y recreativas, 

así como el fondo de ahorro, al demostrar que se percibieron habitual o periódicamente durante la relación 

laboral.  

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que si en la cuantificación del reclamo de 

pago correcto de la prima de antigüedad prevista en el Contrato Colectivo de Trabajo celebrado entre el 

Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) y sus trabajadores, no se integraron diversas prestaciones 

extralegales, el juicio laboral debe sustanciarse conforme a las reglas del procedimiento especial. 

 

Justificación: La indemnización establecida en la cláusula 59 Bis del contrato colectivo referido es 

equivalente a la prima de antigüedad prevista en el artículo 162 de la Ley Federal del Trabajo, al tratarse 

de una prestación que se otorga al trabajador al finalizar su vida laboral como un reconocimiento a su 

esfuerzo y colaboración durante sus años de servicios y para su otorgamiento se requiere la terminación de 

la relación de trabajo. Cuando se reclame su correcta cuantificación por considerar que también la integran 

los estímulos por asistencia y puntualidad, actividades culturales y recreativas, así como el fondo de 

ahorro, siempre y cuando se demuestre que se percibieron habitual o periódicamente, debe tramitarse 

conforme a las reglas del procedimiento especial establecido en el artículo 892 de la citada ley, pues el 

contrato colectivo sólo amplía los derechos en favor de los trabajadores, sin variar su naturaleza y 

finalidad esencialmente indemnizatoria al final de la relación de trabajo, en términos de la legislación 

laboral. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 113/2020. 21 de mayo de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Alberto González 

Álvarez. Secretario: Ismael Martínez Reyes. 

 

Amparo directo 334/2020. 11 de marzo de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Alberto González 

Álvarez. Secretario: José Vega Luna. 

 

Amparo directo 342/2020. 4 de junio de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Toss Capistrán. 

Secretario: Víctor Hugo Millán Escalera. 

 

Amparo directo 36/2022. 20 de abril de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Navarro Plata, 

secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal 

para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación abrogada, en relación con el diverso 40, fracción V, del 

Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal por el que se expide el similar que 

reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo; y reforma y deroga diversas 

disposiciones de otros acuerdos generales. Secretario: Oscar Omar Valerio Alcázar. 

 

Amparo directo 369/2023. 15 de agosto de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Toss Capistrán. 

Secretario: Arturo Navarro Plata.  

 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2024 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 2 de enero de 

2025, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029715 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Laboral 

Tesis: 2a./J. 128/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

CONVENIO CELEBRADO ANTE EL CENTRO DE CONCILIACIÓN LABORAL. EL 

ARTÍCULO 684-E, FRACCIÓN XIII, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, QUE LE DA EL 

CARÁCTER DE COSA JUZGADA, ES ACORDE CON LOS ARTÍCULOS 17 Y 123, 

APARTADO A, FRACCIÓN XX, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

 

Hechos: Se reclamó la inconstitucionalidad del precepto legal referido, por considerar que viola los 

derechos laborales, al establecer que el convenio celebrado ante el Centro de Conciliación adquiere el 

carácter de cosa juzgada. 

 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 

684-E, fracción XIII, de la Ley Federal del Trabajo, es acorde con los artículos 17 y 123, apartado A, 

fracción XX, de la Constitución Federal. 

 

Justificación: El nuevo diseño constitucional de justicia laboral prevé un mecanismo de conciliación 

previo e independiente de la instancia judicial a cargo del Centro de Conciliación, al cual se le otorgó la 

facultad de elevar a cosa juzgada los convenios que ante él se celebren. Uno de los propósitos del nuevo 

sistema fue privilegiar la solución de los conflictos en la etapa conciliatoria, a fin de que sólo se acudiera 

ante las autoridades jurisdiccionales cuando las partes no pudieran llegar a un acuerdo. Que el artículo 

123, apartado A, fracción XX, de la Constitución Federal prevea que el acuerdo celebrado en esta etapa 

adquiere la condición de cosa juzgada lo dota de seguridad jurídica, lo cual, además de hacer efectivo el 

derecho de acceso a la justicia, permite a las partes obtener una solución de las controversias laborales en 

un procedimiento prejudicial y concluir el conflicto de manera expedita. 

 

SEGUNDA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 1007/2024. Alejandro Puebla González. 28 de agosto de 2024. Cinco votos de 

los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier 

Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Edith Guadalupe 

Esquivel Adame. 

 

Tesis de jurisprudencia 128/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de cuatro de diciembre de dos mil veinticuatro. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2024 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 2 de enero de 

2025, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029728 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 89/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

PROGRAMA SEMBRANDO VIDA. LAS REFERENCIAS GEOGRÁFICAS O COORDENADAS 

DE LAS UNIDADES DE PRODUCCIÓN QUE SON OBJETO DE APOYO DE ESE PROGRAMA 

NO SE EQUIPARAN CON LOS DOMICILIOS DE LAS PERSONAS INSCRITAS EN EL 

PADRÓN DE BENEFICIARIOS NI PUEDEN UTILIZARSE PARA IDENTIFICARLOS O 

HACERLOS IDENTIFICABLES. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

determinar si las referencias geográficas o coordenadas de las unidades de producción (parcelas) que son 

objeto de apoyo del Programa Sembrando Vida permiten identificar los domicilios de las personas 

inscritas en el padrón de beneficiarios. 

 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que las 

referencias geográficas o coordenadas de las unidades de producción que son objeto de apoyo del 

Programa Sembrando Vida, no se equiparan con los domicilios de las personas inscritas en el padrón de 

beneficiarios ni pueden utilizarse para identificarlos o hacerlos identificables, por lo que no constituyen 

datos personales de naturaleza confidencial que atiendan a la esfera privada de las personas beneficiarias. 

 

Justificación: De conformidad con sus lineamientos y reglas de operación, el Programa Sembrando Vida 

tiene el objetivo de que las personas sujetas agrarias con ingresos inferiores a la línea del bienestar rural 

puedan acceder a recursos públicos para que realicen proyectos agroforestales. Uno de los requisitos 

consiste en que debe existir una distancia máxima de 20 kilómetros entre la vivienda de la persona 

beneficiaria y la unidad de producción. Si bien la Secretaría del Bienestar, como encargada del Programa, 

cuenta con los domicilios de las personas beneficiarias como datos personales que las identifican y las 

hacen identificables en sus lugares habituales de residencia, lo cierto es que se trata de información 

diversa a las coordenadas georreferenciadas en las que se localizan las unidades de producción en las 

cuales se realizan los proyectos agroforestales que reciben recursos públicos. Las referencias geográficas o 

coordenadas en las que se ubican las unidades de producción tienen naturaleza pública al dar cuenta de los 

espacios en los que se desarrollan los proyectos agroforestales sin que las propias características de esas 

coordenadas permitan identificar, por sí mismas, datos que revelen trayectorias específicas, indicaciones 

de localización o vías de comunicación que permitan vincularlas con los domicilios de las personas 

beneficiarias. La información georreferenciada recabada se refiere a parcelas en las cuales se realizan 

proyectos agroforestales que se financian con recursos públicos, por lo que la identificación de las 

unidades territoriales que son objeto de apoyo tiene naturaleza pública, pues su difusión constituye una 

obligación de transparencia, en términos del artículo 70, fracción XV, inciso q), de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

 

SEGUNDA SALA. 

 

Contradicción de criterios 129/2024. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa 

del Décimo Séptimo Circuito. 21 de agosto de 2024. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel 
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Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez 

Dayán. Ponente: Lenia Batres Guadarrama. Secretario: César Villanueva Esquivel. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, al 

resolver el amparo en revisión 1258/2022, el cual dio origen a la tesis aislada XVII.2o.P.A.37 A (11a.), de 

rubro: "INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LA CONSTITUYE EL DOCUMENTO QUE CONTIENE 

DATOS GEORREFERENCIADOS DE LAS PARCELAS DE PERSONAS BENEFICIARIAS DE UN 

PROGRAMA SOCIAL.", que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 

de marzo de 2024 a las 10:11 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima 

Época, Libro 35, Tomo VII, marzo de 2024, página 6507, con número de registro digital: 2028371, y 

 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito, al 

resolver el amparo en revisión 156/2022. 

 

Tesis de jurisprudencia 89/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veinticinco de septiembre de dos mil veinticuatro. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2024 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 2 de enero de 

2025, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029742 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: I.16o.C. J/1 C (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

ACCIÓN CAUSAL EN LA VÍA ORAL CIVIL. EL ENDOSATARIO EN PROCURACIÓN, 

COMO TENEDOR DEL TÍTULO DE CRÉDITO Y MANDATARIO PARA EL COBRO, ESTÁ 

LEGITIMADO PARA EJERCERLA. 

 
Hechos: Un organismo público descentralizado ejerció la acción causal en la vía oral civil por conducto de 

un endosatario en procuración. Reclamó el cumplimiento de un mutuo civil con interés y exhibió como 

documento probatorio un pagaré endosado para el cobro. La autoridad responsable desechó la demanda al 

considerar que no era factible tener por acreditada la personalidad con el endoso. 

 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el endosatario en procuración, como 

tenedor del título de crédito y mandatario para el cobro, está legitimado para ejercer la acción causal en la 

vía oral civil. 

 
Justificación: Cuando se ejerce la acción causal prevista en el artículo 168 de la Ley General de Títulos y 

Operaciones de Crédito, el planteamiento de la demanda se funda en la relación jurídica que motivó su 
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creación, por lo cual el proceso debe regirse por las normas aplicables a la naturaleza de la acción. Esto no 

implica que el juicio sea totalmente ajeno al título de crédito, pues su objeto sigue vinculado con la 

pretensión de pago y, por ello, es parte del fundamento de la acción; de ahí que el precepto citado exija la 

restitución del documento crediticio al deudor cuando queda satisfecha la obligación. Un endosatario en 

procuración válidamente puede ejercer la acción causal en la vía civil, pues de acuerdo con la tesis de 

jurisprudencia 1a./J. 95/2005, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, éste debe 

ser reconocido como mandatario en términos del artículo 35 del citado ordenamiento y se encuentra 

facultado para lograr el cobro del título de crédito. El hecho de que el documento haya perdido 

ejecutividad y en el juicio sólo tenga efectos probatorios, no significa que el endoso en procuración deje 

de surtir efectos. 

 
DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 
Amparo directo 266/2022. Caja de Previsión de la Policía Preventiva del Distrito Federal (hoy Ciudad de 

México). 8 de junio de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Edith E. Alarcón Meixueiro. Secretaria: 

Yara Patricia Morales Chavarría. 

 
Amparo directo 252/2022. Caja de Previsión de la Policía Preventiva del Distrito Federal (hoy Ciudad de 

México). 8 de junio de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Edith E. Alarcón Meixueiro. Secretaria: 

Gabriela Alejandra Rodríguez Huitrón. 

 
Amparo directo 265/2022. Caja de Previsión de la Policía Preventiva del Distrito Federal (hoy Ciudad de 

México). 15 de junio de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Ethel Lizette del Carmen Rodríguez 

Arcovedo. Secretario: Fortres Mangas Martínez. 

 
Amparo directo 694/2022. Caja de Previsión de la Policía Preventiva del Distrito Federal (hoy Ciudad de 

México). 26 de octubre de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Edith E. Alarcón Meixueiro. Secretaria: 

Paola Elizabeth Saldaña Cacho. 

 
Amparo directo 38/2024. Caja de Previsión de la Policía Preventiva del Distrito Federal (hoy Ciudad de 

México). 22 de marzo de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: J. Jesús Pérez Grimaldi. Secretario: Luis 

Enrique Avendaño Morales. 

 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 95/2005 citada, aparece publicada con el rubro: "ENDOSATARIO 

EN PROCURACIÓN. TIENE LEGITIMACIÓN PARA EJERCER LA ACCIÓN CAUSAL.", en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, agosto de 2005, página 70, 

con número de registro digital: 177614. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 03 de enero de 2025 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029754 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Común, Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/49 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

IMPROCEDENCIA DEL AMPARO INDIRECTO. SE ACTUALIZA UNA CAUSA MANIFIESTA 

E INDUDABLE CUANDO SE RECLAMA EL ACUERDO DEL INSTITUTO MEXICANO DE LA 

PROPIEDAD INDUSTRIAL (IMPI) QUE NO ADMITE LA PRUEBA PERICIAL EN UN 

PROCEDIMIENTO DE DECLARACIÓN ADMINISTRATIVA DE INFRACCIÓN. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si debe desecharse de plano la demanda de amparo indirecto cuando se reclama el acuerdo del 

Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial (IMPI) que no admite la prueba pericial ofrecida por alguna 

de las partes en un procedimiento de declaración administrativa de infracción. Mientras que uno consideró 

que se actualiza de manera manifiesta e indudable la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, 

fracción XXIII, en relación con el 107, fracción III, incisos a) y b), ambos de la Ley de Amparo, al ser un 

acto dictado dentro de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio que no constituye su 

resolución definitiva ni conlleva una afectación material a derechos sustantivos de la oferente de la 

prueba; el otro sostuvo lo contrario. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que procede desechar de plano la demanda de amparo 

indirecto por actualizarse una causa manifiesta e indudable de improcedencia, cuando se reclama el 

acuerdo del IMPI que no admite la prueba pericial ofrecida en un procedimiento de declaración 

administrativa, al tratarse de un acto meramente procedimental que no causa afectación en los derechos 

sustantivos del oferente. 

 

Justificación: El procedimiento de declaración administrativa de infracción previsto en la Ley Federal de 

Protección a la Propiedad Industrial es uno seguido en forma de juicio que puede iniciar de oficio o a 

petición de parte, en el que las partes tienen la oportunidad de ofrecer pruebas y alegar lo que a su derecho 

convenga, y que concluye con el dictado de una resolución que dirime las cuestiones controvertidas, 

oponible a los particulares. 

El desechamiento de pruebas en ese procedimiento no constituye un acto de imposible reparación para 

efectos del juicio de amparo, pues no afecta de manera presente un derecho sustantivo de la oferente, al no 

trastocar sus bienes, propiedades o posesiones, ni afectar su libertad o integridad personales, sino que 

únicamente decide dentro del propio procedimiento que un elemento de convicción aportado no es 

aceptado como prueba. Se trata de un acto de naturaleza procedimental o adjetiva, en tanto atañe al 

derecho de las partes de allegar al procedimiento elementos de convicción tendentes a demostrar su acción 

o excepción. En todo caso, el desechamiento de pruebas es susceptible de ser reparado, de obtenerse una 

resolución favorable a los intereses jurídicos del oferente y, de no ser así, se podrá controvertir como 

violación procesal al impugnarse la resolución definitiva, en términos del inciso a) de la fracción III del 

artículo 107 de la Ley de Amparo. 

El reclamo de este tipo de actos en amparo indirecto actualiza la causal de improcedencia prevista en el 

artículo 61, fracción XXIII, en relación con el 107, fracción III, inciso b), ambos de la Ley de Amparo, 

este último aplicado a contrario sensu, conforme a los cuales el juicio es improcedente contra actos 

intermedios o intraprocesales dictados en procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio. Esa 

improcedencia resulta manifiesta e indudable, de manera que a ningún fin práctico llevaría admitir a 
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trámite la demanda y llevar el asunto hasta el dictado de la resolución en audiencia constitucional, pues no 

sería posible arribar a una conclusión distinta, independientemente de las pruebas que pudieran aportar las 

partes. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

Contradicción de criterios 262/2023. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Décimo Primero 

y Décimo Séptimo, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 4 de julio de 2024. Tres votos 

de las Magistradas Silvia Cerón Fernández y Adriana Leticia Campuzano Gallegos, y del Magistrado 

Alejandro Villagómez Gordillo. Ponente: Magistrado Alejandro Villagómez Gordillo. Secretarios: 

Alejandro Lucero de la Rosa y Alba Silvia Pérez Bribiesca. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 

resolver la queja 297/2023, y el diverso sustentado por el Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, al resolver la queja 287/2023. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de enero de 2025 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029769 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Común, Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/48 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE CON EFECTOS RESTITUTORIOS CONTRA LA 

OMISIÓN O NEGATIVA DEL INSTITUTO NACIONAL DE MIGRACIÓN (INM) DE 

ENTREGAR LA TARJETA DE VISITANTE POR RAZONES HUMANITARIAS Y ASIGNAR 

LA CLAVE ÚNICA DE REGISTRO DE POBLACIÓN (CURP) A LA PERSONA SOLICITANTE 

DEL RECONOCIMIENTO DE LA CONDICIÓN DE REFUGIADO, SIEMPRE QUE ACREDITE 

QUE HA CUMPLIDO CON LOS REQUISITOS LEGALES PARA LA OBTENCIÓN DE DICHA 

DOCUMENTACIÓN. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si procede la suspensión provisional con efectos restitutorios, para que el Instituto Nacional de 

Migración (INM) entregue a la persona migrante que solicitó el reconocimiento de la condición de 

refugiado la tarjeta de visitante por razones humanitarias, y que se le asigne la Clave Única de Registro de 

Población (CURP) si cumple con los requisitos para obtenerlas. Mientras que uno consideró que era 

improcedente porque se agotaría la materia del juicio, el otro sostuvo lo contrario. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que procede la suspensión provisional con efectos 
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restitutorios contra la omisión o negativa del INM de entregar la tarjeta de visitante por razones 

humanitarias y la CURP a la persona solicitante del reconocimiento de la condición de refugiado.  

 

Justificación: El artículo 147 de la Ley de Amparo autoriza otorgar efectos restitutorios provisionales de 

tutela anticipada a la suspensión, ponderando la apariencia del buen derecho, el interés social y el peligro 

en la demora, pues debe prevalecer el objeto de la suspensión, consistente en mantener viva la materia del 

juicio y evitar perjuicios derivados del tiempo necesario para tramitarlo. Aun cuando se conceda con 

efectos restitutorios y exista identidad con los de una eventual sentencia favorable, es un beneficio 

transitorio, pues dura hasta que la sentencia dictada en lo principal causa ejecutoria. 

La suspensión concedida no agota la materia del juicio constitucional, porque conforme al "Instructivo 

Normativo para la Asignación de la Clave Única de Registro de Población", publicado en el Diario Oficial 

de la Federación el 18 de junio de 2018, ésta puede tener carácter temporal, y la calidad de visitante por 

razones humanitarias debe reconocerse hasta que se resuelva la situación migratoria de la persona 

solicitante, en términos del artículo 52, fracción V, inciso c), de la Ley de Migración. 

De la interpretación funcional, sistemática y armónica que del artículo 59 de la Ley de Migración realizó 

la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el amparo en revisión 114/2020, se 

advierte que la CURP es materialmente exigible para todas las personas solicitantes de la condición de 

refugiado, a fin de no agravar su situación de vulnerabilidad y como manifestación de su derecho a la 

identidad y al reconocimiento de la personalidad jurídica, pues les permite acceder efectivamente a 

servicios de salud, educación y trabajo, entre otros. 

No existe impedimento técnico en el juicio de amparo para que, con motivo del otorgamiento de la medida 

cautelar, se expidan y entreguen dichos documentos, en el entendido de que su eficacia quedará sujeta a la 

subsistencia de la suspensión. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

Contradicción de criterios 49/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Segundo y 

Primero, ambos del Décimo Quinto Circuito. 27 de junio de 2024. Tres votos de las Magistradas Silvia 

Cerón Fernández y Adriana Leticia Campuzano Gallegos, y del Magistrado Alejandro Villagómez 

Gordillo. Ponente: Magistrado Alejandro Villagómez Gordillo. Secretario: Alejandro Lucero de la Rosa. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver la queja 

34/2024, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver 

la queja 37/2024. 

 

Nota: La sentencia relativa al amparo en revisión 114/2020 citada, aparece publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación del viernes 10 de junio de 2022 a las 10:16 horas y en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 14, junio de 2022, Tomo V,  página 4080, con número 

de registro digital: 30686. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de enero de 2025 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029779 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: I.20o.A. J/3 K (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. LA PREVENCIÓN PARA QUE SE ACLARE 

PROCEDE SÓLO RESPECTO DE LOS SUPUESTOS DEL ARTÍCULO 114 DE LA LEY DE 

AMPARO. 
 

Hechos: En amparo indirecto el Juez de Distrito previno al quejoso para que precisara los actos 

reclamados y las autoridades a quienes los atribuía, además de diversas cuestiones atinentes a antecedentes 

de los actos y los efectos para los que solicitó la suspensión. 
 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito establece que procede la prevención para que se 

aclare la demanda de amparo sólo respecto de los supuestos del artículo 114 de la Ley de Amparo. 
 

Justificación: Si al examinar la demanda el Juez de Distrito advierte alguna irregularidad, a saber, 1) que 

se omitió alguno de los requisitos del diverso 108 de la ley de la materia; 2) que no se hubiere 

acompañado el documento que acredite la personalidad o éste resulte insuficiente; 3) que no se hubiere 

expresado con precisión el acto reclamado o la autoridad que lo hubiere ordenado, si fuere posible; o 4) 

que no se hubieren exhibido las copias necesarias de la demanda; debe prevenir al quejoso para que en un 

plazo no mayor de cinco días aclare, corrija o subsane la o las deficiencias anotadas, que deberán 

precisársele mediante el proveído que para tal efecto se pronuncie, con la consecuencia que de no hacerlo 

se tendrá por no interpuesta la demanda, o bien, se estará a lo dispuesto por el artículo 110 de esa ley, 

según sea el caso; lo anterior, para lograr la eficaz integración del litigio y no dejar en estado de 

indefensión a alguna de las partes, principalmente al quejoso, evitando que por alguna razón no pueda 

desplegar eficazmente su pretensión. Cualquier requerimiento para que aclare la demanda que no se 

refiera a alguno de los supuestos enunciados resulta excesivo, al no contar con sustento legal. 
 

VIGÉSIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 

Queja 14/2023. 20 de abril de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Martha Llamile Ortiz Brena. 

Secretario: Antonio Prats García. 
 

Queja 251/2023. 20 de septiembre de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Martha Llamile Ortiz Brena. 

Secretario: Antonio Prats García. 
 

Queja 360/2023. 14 de noviembre de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Silva García. 

Secretaria: Úrsula Vianey Gómez Pérez. 
 

Queja 435/2023. 25 de enero de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Martha Llamile Ortiz Brena. 

Secretario: Antonio Prats García. 
 

Queja 362/2023. 9 de mayo de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Silva García. Secretaria: 

Úrsula Vianey Gómez Pérez. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2025 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029793 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: PR.A.C.CN. J/4  K (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

NOTIFICACIÓN DEL AUTO POR EL QUE SE IMPONE UNA MULTA A UNA PERSONA 

SERVIDORA PÚBLICA POR INCUMPLIMIENTO A UNA SENTENCIA DE AMPARO. SURTE 

EFECTOS DESDE QUE QUEDA LEGALMENTE HECHA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 

respecto del momento en que surte efectos la notificación del auto mediante el cual se impone una multa a 

una persona servidora pública por incumplimiento de una sentencia de amparo. Mientras que uno 

consideró que es al día siguiente de aquel en que se realiza, por ser aplicable la fracción II del artículo 31 

de la Ley de Amparo; el otro estimó que surtía efectos desde que quedaba legalmente hecha, pues 

resultaba aplicable la fracción I del mencionado precepto. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que la notificación del auto por el que se impone una multa 

a una persona servidora pública por incumplimiento de una sentencia de amparo, surte efectos desde que 

queda legalmente hecha. 

 

Justificación: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que la multa 

impuesta al titular de la autoridad responsable con motivo del amparo, debe ser cubierta con su peculio y 

no con el presupuesto de la dependencia a la que pertenece. Sin embargo, esa circunstancia es insuficiente 

para estimar aplicable la fracción II del artículo 31 de la Ley de Amparo, pues la razón que motiva la 

medida de apremio surge en el contexto del procedimiento de ejecución de la ejecutoria del amparo en que 

aquélla fue autoridad responsable, o se identificó en esa fase ejecutiva como vinculada al cumplimiento 

del fallo, por lo que le corresponde ejercer personalmente las acciones necesarias para restituir al quejoso 

en el goce de los derechos violados. 

La necesidad de que la sanción impuesta afecte directamente la esfera jurídica de la persona servidora 

pública para vencer su conducta contumaz, debe considerarse congruente con la regla prevista en la 

fracción I de dicho precepto, cuya finalidad es que las determinaciones judiciales incidan de manera 

inmediata en su esfera jurídica, y así evitar que pretexte el desconocimiento de la resolución sancionadora 

que debe atender de manera inmediata. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 225/2023. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Tercero y 

Cuarto, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 11 de julio de 2024. Tres votos de las 

Magistradas Adriana Leticia Campuzano Gallegos y Silvia Cerón Fernández, y del Magistrado Alejandro 

Villagómez Gordillo. Ponente: Magistrado Alejandro Villagómez Gordillo. Secretaria: Mariana Gutiérrez 

Olalde. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 
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El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver las quejas 

195/2016, 196/2016, 219/2016, 233/2016 y 234/2016, las cuales dieron origen a la tesis de jurisprudencia 

I.3o.A. J/2 (10a.), de rubro: "QUEJA CONTRA LA MULTA IMPUESTA POR INCUMPLIR UNA 

SENTENCIA DE AMPARO. CUANDO ESE RECURSO SE INTERPONE POR UN SERVIDOR 

PÚBLICO EN SU CARÁCTER DE PERSONA FÍSICA, EL PLAZO RELATIVO DEBE 

COMPUTARSE CON BASE EN LAS REGLAS DE LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 31 DE LA 

LEY DE LA MATERIA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 19 de mayo de 

2017 a las 10:24 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 42, 

Tomo III, mayo de 2017, página 1765, con número de registro digital: 2014296, y 

 

El Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el recurso de 

reclamación 28/2017, el cual dio origen a la tesis aislada I.4o.A.38 K (10a.), de rubro: "NOTIFICACIÓN 

DEL ACUERDO QUE IMPONE UNA MULTA A LA AUTORIDAD POR INCUMPLIMIENTO A LA 

SENTENCIA DE AMPARO. SURTE EFECTOS DESDE EL MOMENTO EN QUE SE EFECTÚA A 

LA PERSONA FÍSICA TITULAR DEL ENTE PÚBLICO RESPONSABLE.", publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación del viernes 20 de abril de 2018 a las 10:24 horas y en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 53, Tomo III, abril de 2018, página 2259, con número de 

registro digital: 2016681. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2025 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029781 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Común, Civil 

Tesis: PR.A.C.CN. J/2 C (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

DIVORCIO SIN EXPRESIÓN DE CAUSA EN EL ESTADO DE NUEVO LEÓN. CONTRA LA 

RESOLUCIÓN QUE DECIDE EN DEFINITIVA ALGUNA CUESTIÓN INHERENTE A ÉSTE 

UNA VEZ DECRETADO, PROCEDE EL AMPARO DIRECTO [APLICACIÓN DE LAS TESIS 

DE JURISPRUDENCIA 1a./J. 111/2012 (10a.) Y 1a./J. 1/2020 (10a.)]. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar la aplicación de las tesis de jurisprudencia referidas, para establecer cuál es la vía procedente para 

reclamar en amparo la resolución del incidente de pensión compensatoria previsto en el artículo 279, 

segundo párrafo, del Código Civil para el Estado de Nuevo León, derivado de un juicio de divorcio 

incausado, tramitado con posterioridad a que se disolvió el vínculo matrimonial. Mientras que dos 

aplicaron dichos criterios y concluyeron que el amparo directo es la vía procedente; el otro estimó que 

debía ser el indirecto, al considerarlos inaplicables. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que contra la resolución que decide en definitiva alguna 

cuestión inherente al divorcio incausado tramitado conforme a la legislación del Estado de Nuevo León, 

una vez decretado, procede el amparo directo. 
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Justificación: Conforme a las características del juicio de divorcio incausado referidas en las 

jurisprudencias citadas, el previsto en la legislación del Estado de Nuevo León es susceptible de escisión, 

pues al igual que en la Ciudad de México, dependerá de la conducta que asuman las partes si éste 

concluye con una sola sentencia en la que se decrete la disolución del vínculo matrimonial y se apruebe el 

convenio sobre las cuestiones inherentes en su totalidad, o bien, de no existir ese acuerdo, una vez 

decretado el divorcio el juicio continúe hasta el dictado de una posterior o posteriores sentencias en las 

que aquéllas se resuelvan, que tendrán la calidad de sentencias definitivas. 

La petición de divorcio lleva inmersa la pretensión de regular las consecuencias inherentes a la disolución 

del vínculo matrimonial, de manera que ambas forman parte de la litis sometida a la decisión 

jurisdiccional; característica que comparten ambas legislaciones. No es obstáculo para estimar aplicables 

las jurisprudencias señaladas, que la legislación de Nuevo León prevea que la falta de convenio o 

deficiente exhibición no impide dar trámite a la solicitud de divorcio. Ello no constituye una diferencia 

esencial respecto de la normativa de la Ciudad de México, pues ambas persiguen la misma finalidad, esto 

es, que quien no desee permanecer en matrimonio tenga a su alcance un procedimiento de fácil acceso en 

el que se decrete el divorcio y dada su naturaleza, éste se compone de dos clases de pretensiones: la 

disolución del vínculo matrimonial y la definición de sus cuestiones jurídicas. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 28/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero, Segundo 

y Tercero, todos en Materia Civil del Cuarto Circuito. 20 de junio de 2024. Tres votos de las Magistradas 

Adriana Leticia Campuzano Gallegos y Silvia Cerón Fernández, y del Magistrado Alejandro Villagómez 

Gordillo. Ponente: Magistrado Alejandro Villagómez Gordillo. Secretaria: Mariana Gutiérrez Olalde. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver el amparo 

directo 766/2022, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, 

al resolver el amparo directo 454/2022, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en 

Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver el amparo en revisión 85/2022. 

 

Nota: Las tesis de jurisprudencia 1a./J. 1/2020 (10a.) y 1a./J. 111/2012 (10a.), de rubros: "DIVORCIO 

SIN EXPRESIÓN DE CAUSA. EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE LO DECRETA, AUN SIN 

RESOLVER LA TOTALIDAD DE LAS CUESTIONES INHERENTES AL MATRIMONIO, 

PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO (LEGISLACIONES DE LA CIUDAD DE MÉXICO, 

COAHUILA Y AGUASCALIENTES)." y "DIVORCIO SIN EXPRESIÓN DE CAUSA. LAS 

SENTENCIAS DICTADAS EN LOS RECURSOS DE APELACIÓN INTERPUESTOS CONTRA LA 

DETERMINACIÓN QUE, SIN DECRETARLO, RESUELVE CUESTIONES INHERENTES A LA 

DISOLUCIÓN DEL VÍNCULO MATRIMONIAL, SON DEFINITIVAS PARA LA PROCEDENCIA 

DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO." citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Décima Época, Libro 75, Tomo I, febrero de 2020, página 597 y en el Semanario Judicial de 

la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Tomo 1, febrero de 2013, página 592, con 

números de registro digital: 2021695 y 2002768, respectivamente.  

 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2025 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029788 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Común, Civil 

Tesis: PR.A.C.CN. J/3 C (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

INCIDENTE DE PENSIÓN COMPENSATORIA DERIVADO DE UN JUICIO DE DIVORCIO 

SIN EXPRESIÓN DE CAUSA EN EL ESTADO DE NUEVO LEÓN. CONTRA SU RESOLUCIÓN 

PROCEDE EL AMPARO DIRECTO [APLICACIÓN DE LAS TESIS DE JURISPRUDENCIA 

1a./J. 111/2012 (10a.) Y 1a./J. 1/2020 (10a.)]. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar la aplicación de las tesis de jurisprudencia referidas, para establecer cuál es la vía procedente para 

reclamar en amparo la resolución del incidente de pensión compensatoria previsto en el artículo 279, 

segundo párrafo, del Código Civil para el Estado de Nuevo León, derivado de un juicio de divorcio 

incausado, tramitado con posterioridad a que se disolvió el vínculo matrimonial. Mientras que dos 

aplicaron dichos criterios y concluyeron que el amparo directo es la vía procedente; el otro estimó que 

debía ser el indirecto, al considerarlos inaplicables. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que contra la resolución del incidente de pensión 

compensatoria derivado del juicio de divorcio incausado tramitado conforme a la legislación del Estado de 

Nuevo León, procede el amparo directo. 

 

Justificación: Conforme al artículo 279 del Código Civil para el Estado de Nuevo León, la compensación 

es una consecuencia jurídica del divorcio, que se resuelve a través de un incidente en el que se dilucida 

una pretensión principal inherente a la disolución del vínculo matrimonial. 

De acuerdo con las tesis de jurisprudencia citadas, si en un incidente se decide una consecuencia jurídica 

del divorcio, es decir, una pretensión principal e inherente a éste, la resolución respectiva es una sentencia 

definitiva y, por tanto, impugnable en amparo directo. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 28/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero, Segundo 

y Tercero, todos en Materia Civil del Cuarto Circuito. 20 de junio de 2024. Tres votos de las Magistradas 

Adriana Leticia Campuzano Gallegos y Silvia Cerón Fernández, y del Magistrado Alejandro Villagómez 

Gordillo. Ponente: Magistrado Alejandro Villagómez Gordillo. Secretaria: Mariana Gutiérrez Olalde. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver el amparo 

directo 766/2022, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, 

al resolver el amparo directo 454/2022, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en 

Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver el amparo en revisión 85/2022. 

 

Nota: Las tesis de jurisprudencia 1a./J. 1/2020 (10a.) y 1a./J. 111/2012 (10a.), de rubros: "DIVORCIO 

SIN EXPRESIÓN DE CAUSA. EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE LO DECRETA, AUN SIN 
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RESOLVER LA TOTALIDAD DE LAS CUESTIONES INHERENTES AL MATRIMONIO, 

PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO (LEGISLACIONES DE LA CIUDAD DE MÉXICO, 

COAHUILA Y AGUASCALIENTES)." y "DIVORCIO SIN EXPRESIÓN DE CAUSA. LAS 

SENTENCIAS DICTADAS EN LOS RECURSOS DE APELACIÓN INTERPUESTOS CONTRA LA 

DETERMINACIÓN QUE, SIN DECRETARLO, RESUELVE CUESTIONES INHERENTES A LA 

DISOLUCIÓN DEL VÍNCULO MATRIMONIAL, SON DEFINITIVAS PARA LA PROCEDENCIA 

DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO." citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Décima Época, Libro 75, Tomo I, febrero de 2020, página 597 y en el Semanario Judicial de 

la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Tomo 1, febrero de 2013, página 592, con 

números de registro digital: 2021695 y 2002768, respectivamente. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2025 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029785 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Común, Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/50 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

IMPROCEDENCIA DEL AMPARO INDIRECTO CUANDO SE RECLAMA UNA 

RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE LA CIUDAD DE 

MÉXICO EMITIDA EN CUMPLIMIENTO A LO ORDENADO EN EL PROCEDIMIENTO DE 

EJECUCIÓN DE UN FALLO PROTECTOR. SE ACTUALIZA DE FORMA MANIFIESTA E 

INDUDABLE LA CAUSAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN IX, DE LA LEY DE 

AMPARO. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar un recurso de queja interpuesto contra el desechamiento de una demanda de amparo indirecto 

promovido contra el acuerdo del Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México, mediante el 

cual se impuso una multa a la autoridad demandada, en acatamiento a un proveído del Juez de Distrito 

emitido en el procedimiento de ejecución de un fallo protector. Mientras que uno consideró actualizada de 

forma manifiesta e indudable la causal de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción IX, de la Ley 

de Amparo, el otro sostuvo lo contrario. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que se actualiza de forma manifiesta e indudable la referida 

causal de improcedencia cuando se reclama la resolución del Tribunal de Justicia Administrativa de la 

Ciudad de México emitida en cumplimiento a lo ordenado en el procedimiento de ejecución de un fallo 

protector. 

 

Justificación: Conforme a la doctrina jurisprudencial de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y a la 

intelección principialista y teleológica de la citada causa de improcedencia, ésta se actualiza cuando el 

acto reclamado se dicta en cumplimiento de una resolución emitida en el amparo, que no concede libertad 
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de jurisdicción a la autoridad obligada y no se hacen valer cuestiones ajenas al cumplimiento del fallo 

protector. Por ello, si durante el cumplimiento de una sentencia de amparo el Juez de Distrito ordena al 

tribunal administrativo imponer una multa a la autoridad demandada en el juicio ordinario y se promueve 

amparo en su contra, sin aducir cuestiones ajenas al cumplimiento, debe desecharse la demanda porque es 

manifiesta e indudable la causal referida. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 48/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Sexto y Décimo 

Tercero, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 15 de agosto de 2024. Tres votos de las 

Magistradas Silvia Cerón Fernández y Adriana Leticia Campuzano Gallegos, y del Magistrado Alejandro 

Villagómez Gordillo. Ponente: Magistrada Adriana Leticia Campuzano Gallegos. Secretario: José Miguel 

Alvarez Muñoz. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver 

la queja 201/2023, y el diverso sustentado por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, al resolver la queja 325/2023. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2025 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029786 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa, Común 

Tesis: PR.CRT. J/1 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

IMPROCEDENCIA DEL AMPARO INDIRECTO. SE ACTUALIZA DE FORMA MANIFIESTA 

E INDUDABLE CUANDO SE RECLAMA EL CITATORIO PARA DECLARAR EN UN 

PROCEDIMIENTO DE INVESTIGACIÓN DE PRÁCTICAS MONOPÓLICAS. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar la procedencia del amparo indirecto contra el citatorio emitido por la Dirección General de 

Investigaciones de Prácticas Monopólicas Absolutas de la Comisión Federal de Competencia Económica 

en un procedimiento de investigación de prácticas monopólicas absolutas, para que personas físicas 

comparecieran a declarar respecto de la información que poseyeran en relación con el mercado 

investigado. Mientras que uno consideró que no se actualizaba el motivo manifiesto e indudable de 

improcedencia, porque una vez vertida la declaración, lo ahí manifestado podría tener efectos de difícil o 

imposible reparación, al argumentar la persona quejosa violación a su derecho a la no incriminación 

coactiva o forzada, reconocido por el artículo 20, apartado B, fracción II, de la Constitución Federal, lo 

que constituía el fondo de la litis planteada y no correspondía dirimir en el auto inicial de la demanda; el 
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otro concluyó que sí se actualizaba dicho motivo de improcedencia, porque la citación a declarar es un 

acto intraprocesal y, en todo caso, la afectación que cause puede reclamarse con la resolución final. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y 

Telecomunicaciones, determina que se actualiza de forma manifiesta e indudable la improcedencia del 

amparo indirecto cuando se reclama el citatorio para declarar en un procedimiento de investigación de 

prácticas monopólicas. 

 

Justificación: En términos de los artículos 28, vigésimo párrafo, fracción VII, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos y 107, fracción IX, de la Ley de Amparo, tratándose de resoluciones de 

la Comisión Federal de Competencia Económica que emanen de un procedimiento seguido en forma de 

juicio, sólo podrá impugnarse la que le ponga fin. 

Cuando se reclama en amparo indirecto el referido citatorio, se actualiza de forma manifiesta e indudable 

la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con los mencionados 

preceptos 28 y 107, en tanto que citar a declarar a una persona sólo tiene como objetivo lograr que 

proporcione la información que posee respecto del mercado investigado y, una vez que concluya el 

procedimiento administrativo, podrá impugnar la resolución final respectiva, si le causa perjuicio. 

En términos de la citada disposición constitucional, tratándose de la Comisión Federal de Competencia 

Económica, en la categoría de actos intraprocesales quedan incluidos todos los dictados en un 

procedimiento, sea que se siga o no en forma de juicio, pues la intención del Constituyente fue que en los 

casos en que dicho órgano resuelva un asunto mediante una secuencia de actos desarrollados 

progresivamente, el medio de defensa respectivo (juicio de amparo indirecto) proceda únicamente contra 

la resolución definitiva, por lo que ninguno de los actos dictados previamente son controvertibles. 

 
PLENO REGIONAL ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y 

TELECOMUNICACIONES. 

 
Contradicción de criterios 2/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero y 

Segundo, ambos en Materia Administrativa Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y 

Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República. 28 de 

mayo de 2024. Tres votos de los Magistrados Alejandro Villagómez Gordillo, Francisco García Sandoval 

y Carlos Alberto Zerpa Durán. Ponente: Magistrado Carlos Alberto Zerpa Durán. Secretaria: Ana Cristina 

Corrales Aguirre. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa Especializado en 

Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y 

jurisdicción en toda la República, al resolver la queja 168/2023 y el diverso sustentado por el Segundo 

Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, 

Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la 

República, al resolver la queja 181/2023. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2025 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029770 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/32 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

ACTA FINAL DE VISITA DOMICILIARIA. LA LEVANTADA PORQUE EL 

CONTRIBUYENTE CORRIGIÓ SU SITUACIÓN FISCAL CONSTITUYE UNA "RESOLUCIÓN 

FAVORABLE AL PARTICULAR" PARA EFECTOS DE SU IMPUGNACIÓN MEDIANTE EL 

JUICIO DE LESIVIDAD. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si el acta final de visita domiciliaria levantada porque el contribuyente corrigió su situación fiscal 

es una "resolución favorable al particular" para la procedencia del juicio de lesividad. Mientras que uno 

señaló que no lo es, porque la autoridad tiene un plazo posterior a su emisión para definir la situación 

fiscal del contribuyente, con la posibilidad de reponer el procedimiento; el otro determinó que sí lo es, 

porque en ese acto se determinó la situación fiscal del contribuyente. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que el acta final de visita domiciliaria levantada porque el 

contribuyente corrigió su situación fiscal constituye una "resolución favorable al particular" impugnable 

mediante el juicio de lesividad. 

 

Justificación: La interpretación jurisprudencial de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en relación 

con las actas de visita domiciliaria revela que, por regla general, constituyen actos administrativos de 

trámite o instrumentales porque no ponen fin al procedimiento administrativo de fiscalización, por lo que 

no son impugnables a través del juicio de nulidad. 

Sin embargo, existen excepciones en las que sí pueden impugnarse, a través del juicio de lesividad, en 

términos del artículo 3, último párrafo, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa, cuando constituyen una resolución administrativa de carácter individual favorable que 

determine la situación fiscal del contribuyente; esto es, cuando se crea una situación jurídica y genera 

derechos a su favor, y se le coloca en una situación de ventaja frente al interés público. Un ejemplo es la 

decisión del visitador de dar por terminada una visita domiciliaria al no advertir alguna irregularidad que 

debiera hacer constar. 

El artículo 16 de la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente señala que cuando éste corrija su 

situación fiscal se dará por concluida la visita si a juicio de las autoridades y conforme a la investigación 

realizada, se advierte que corrigió en su totalidad las obligaciones fiscales por las que se ejercieron las 

facultades de comprobación y por el periodo objeto de revisión. La corrección fiscal se hará constar 

mediante oficio que se hará del conocimiento del contribuyente, así como la conclusión de la visita 

domiciliaria. 

Los efectos de la decisión del visitador es que no se concluya con la existencia de posibles irregularidades 

u omisiones que pudieran dar lugar a determinar un crédito fiscal, al tiempo que perjudica al fisco federal, 

ya que no podrá revisar ese ejercicio a menos que sea por hechos distintos. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
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Contradicción de criterios 235/2023. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Vigésimo y 

Décimo Noveno, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 3 de mayo de 2024. Tres votos de 

las Magistradas Silvia Cerón Fernández y Adriana Leticia Campuzano Gallegos, y del Magistrado 

Alejandro Villagómez Gordillo. Ponente: Magistrado Alejandro Villagómez Gordillo. Secretaria: Erika 

Ivonne Carballal López. 

 

Tesis y/o criterios contendientes:  

 

El sustentado por el Vigésimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 

resolver el amparo directo 66/2021, y el diverso sustentado por el Décimo Noveno Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 260/2022. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2025 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029771 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa, Laboral 

Tesis: PR.A.C.CN. J/44 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

ACTUALIZACIÓN DE LAS DIFERENCIAS POR INCREMENTOS A LAS PENSIONES 

OTORGADAS POR EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 

TRABAJADORES DEL ESTADO (ISSSTE). FORMA DE CALCULARLA EN TÉRMINOS DEL 

ARTÍCULO 6, FRACCIÓN II, DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. 

 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar la mecánica para fijar el factor de actualización previsto en el artículo referido, para determinar el 

monto de las diferencias actualizadas por incrementos anuales a pensiones otorgadas por el Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE), en términos del artículo 57 de la 

ley relativa, vigente hasta el 4 de enero de 1993. Mientras que uno estableció que el cálculo debía hacerse 

de manera global por todo el tiempo comprendido a partir de la fecha en que se generaron los incrementos 

y hasta que se paguen; el otro consideró que dicho cálculo debía realizarse año por año.  

 
Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que el cálculo de la actualización de las diferencias por 

incrementos a las pensiones otorgadas por el ISSSTE debe hacerse mes por mes, desde la fecha en que se 

generaron los incrementos omitidos y hasta que se paguen.  

 
Justificación: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia 

2a./J. 135/2019 (10a.), estableció que las diferencias de los incrementos a las pensiones omitidas por el 

ISSSTE deben entregarse con un valor análogo al que tenían en el momento en que aquél debió cumplir 

con esa obligación, es decir,  actualizadas, para lo cual debe aplicarse el factor previsto en el artículo 6, 

fracción II, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, el cual se obtiene de dividir el Índice Nacional de 
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Precios al Consumidor del mes más reciente del periodo, entre el que corresponda al mes más antiguo de 

dicho periodo. La expresión "periodo" debe entenderse como el lapso comprendido desde la fecha en que 

se generaron los incrementos de la cuota diaria de pensión a cuyas diferencias tiene derecho el 

pensionado, hasta que se paguen, el cual inicia cada mes que debió pagarse la pensión con incremento y 

no se hizo.  

Si los incrementos debieron pagarse mes a mes, que es cuando generalmente el pensionado recibe su 

pensión, cada una de las diferencias generadas con motivo de la omisión de incrementarla desde el 

momento en que tiene derecho el pensionado, deben cubrirse al valor que corresponda en la época de 

pago.  

 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 
Contradicción de criterios 112/2023. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Décimo y 

Décimo Primero, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 11 de julio de 2024. Tres votos de 

las Magistradas Adriana Leticia Campuzano Gallegos y Silvia Cerón Fernández, y del Magistrado 

Alejandro Villagómez Gordillo. Ponente: Magistrado Alejandro Villagómez Gordillo. Secretaria: Mariana 

Gutiérrez Olalde. 

 
Tesis y/o criterios contendientes:  

 
El Décimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la revisión 

administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 2/2022, la cual dio origen a la 

tesis aislada I.10o.A.13 A (11a.), de rubro: "PENSIONES OTORGADAS POR EL INSTITUTO DE 

SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO (ISSSTE). EL 

CÁLCULO DE LA ACTUALIZACIÓN DE LAS DIFERENCIAS DERIVADAS DE SUS 

INCREMENTOS DEBE REALIZARSE AÑO CON AÑO, PORQUE LA CUOTA SE INCREMENTA 

DE FORMA ANUAL.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 9 de septiembre 

de 2022 a las 10:18 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 

17, Tomo V, septiembre de 2022, página 5261, con número de registro digital: 2025233, y  

 
El sustentado por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 

resolver el amparo directo 490/2022.  

 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 135/2019 (10a.), de rubro: "PENSIONES OTORGADAS POR EL 

ISSSTE. LAS DIFERENCIAS DERIVADAS DE LOS INCREMENTOS OMITIDOS POR EL 

INSTITUTO DEBEN ENTREGARSE ACTUALIZADAS." citada, aparece publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación del viernes 18 de octubre de 2019 a las 10:28 horas y en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 71, Tomo II, octubre de 2019, página 1932, con número 

de registro digital: 2020857. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2025 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029807 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: PR.A.C.CS. J/10 C (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

FALSEDAD DE FIRMA. DEBE DESAHOGARSE LA PRUEBA PERICIAL EN GRAFOSCOPÍA 

PARA RESOLVER LA OBJECIÓN FORMULADA, INCLUSO CUANDO LA PERSONA 

JUZGADORA ADVIERTA, A SIMPLE VISTA, UNA NOTORIA DIFERENCIA ENTRE LA 

DUBITADA Y LA INDUBITADA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si las personas juzgadoras pueden resolver sobre la falsedad de una firma, apreciando mediante un 

simple cotejo, una notoria diferencia de la dubitada con la indubitada. Mientras que uno sostuvo que ante 

las notorias diferencias entre dichas firmas es innecesaria la opinión técnica y especializada de un experto 

para arribar al convencimiento de que la cuestionada es falsa; los otros concluyeron que a pesar de las 

notorias diferencias es necesario el desahogo de la prueba pericial que allegue elementos técnicos que 

permitan sostener un resultado certero y verídico. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Sur, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que para resolver la objeción formulada respecto a la 

falsedad de una firma debe desahogarse la prueba pericial en grafoscopía, incluso cuando la persona 

juzgadora advierta, a simple vista, una notoria diferencia entre la dubitada y la indubitada. 

 

Justificación: Al resolver las contradicciones de tesis 166/2004-PS y 46/2010, la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que el perito en caligrafía y grafoscopía puede establecer 

si las firmas pertenecen o no a una determinada persona, aunque ésta haya signado de manera disímil. Por 

ende, debido a que la prueba pericial ilustra sobre la percepción de los hechos, por más evidentes que 

pudieran ser, la persona juzgadora no puede determinar la falsedad de una firma apoyándose únicamente 

en su apreciación personal sobre las notorias diferencias mediante un simple cotejo de la dubitada con la 

indubitada, sino que es necesario el desahogo de la prueba pericial en grafoscopía. Es el perito, debido a 

sus conocimientos especializados, quien puede establecer claramente si la firma tachada de falsa pertenece 

o no a una determinada persona, aunque haya signado de manera diferente intencional o fortuitamente. 

Máxime si la norma procesal aplicable expresamente mandata que la objeción deberá estar sustentada en 

la prueba pericial. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 95/2024. Entre los sustentados por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en 

Materia Civil del Primer Circuito, el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 

Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito. 

14 de agosto de 2024. Tres votos de las Magistradas Rosa Elena González Tirado y María Amparo 

Hernández Chong Cuy, y del Magistrado Arturo Iturbe Rivas. Ponente: Magistrado Arturo Iturbe Rivas. 

Secretaria: Olga Lydia Núñez Agüero. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 
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El Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 

247/2020, el cual dio origen a la tesis aislada I.11o.C.136 C (10a.), de rubro: "OBJECIÓN DE 

FALSEDAD DE FIRMAS. LA PRUEBA IDÓNEA PARA RESOLVER ESA CUESTIÓN ES LA 

PERICIAL EN GRAFOSCOPÍA Y CALIGRAFÍA, POR LO QUE LA AUTORIDAD JUDICIAL NO 

PUEDE BASAR SU DECISIÓN EN EL SIMPLE COTEJO QUE REALICE (LEGISLACIÓN 

APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 

del viernes 12 de marzo de 2021 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

Décima Época, Libro 84, Tomo IV, marzo de 2021, página 2985, con número de registro digital: 2022817, 

 

El Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo 

directo 341/2017, el cual dio origen a la tesis aislada I.12o.C.12 K (10a.), de rubro: "FIRMAS 

NOTORIAMENTE DIFERENTES. SUPUESTO EN EL QUE EL JUEZ PUEDE DETERMINAR SU 

FALSEDAD SIN EL AUXILIO DE UN PERITO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 

del viernes 17 de agosto de 2018 a las 10:25 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

Décima Época, Libro 57, Tomo III, agosto de 2018, página 2848, con número de registro digital: 

2017619, y 

 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer 

Circuito, al resolver el amparo directo 332/2023. 

 

Nota: La parte conducente de las sentencias relativas a las contradicciones de tesis 166/2004-PS y 46/2010 

citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

Tomos XXII, septiembre de 2005, página 88 y XXXIII, marzo de 2011, página 342, con números de 

registro digital: 19030 y 22765, respectivamente. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2025 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029810 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Civil, Común 

Tesis: PR.A.C.CS. J/9 C (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

PROCEDENCIA DE LA VÍA EN LA QUE SE TRAMITA UN ASUNTO DE NATURALEZA 

CIVIL. EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO NO PUEDE ANALIZARLA 

OFICIOSAMENTE EN EL AMPARO DIRECTO. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si el estudio de la vía en un juicio de naturaleza civil puede analizarse de oficio en amparo 

directo. Mientras que uno consideró procedente su análisis al no haber un pronunciamiento exhaustivo 

respecto a la procedencia de la vía, el otro estimó que no debía emprenderse oficiosamente, debido a que 

dicho análisis sólo corresponde al Juez de primera instancia o al tribunal de apelación. 
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Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Sur, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que la procedencia de la vía en la que se tramita un asunto 

de naturaleza civil, no puede analizarse oficiosamente por el Tribunal Colegiado de Circuito que conozca 

del juicio de amparo directo. 

 

Justificación: De los artículos 171 y 174 de la Ley de Amparo, se advierte que si el Tribunal Colegiado de 

Circuito que conoce del amparo directo estima que el juicio natural se promovió en la vía incorrecta, no 

está facultado para analizar de oficio ese aspecto, ya que conforme a la citada ley corresponde a la parte 

quejosa plantear las violaciones procesales en la demanda de amparo a efecto de que el órgano 

jurisdiccional lleve a cabo su estudio. Sin que obste el criterio sustentado por la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia 1a./J. 25/2005, que establece que la 

procedencia de la vía es un presupuesto procesal que debe analizarse de oficio tanto en primera como en 

segunda instancias, al ser una cuestión de orden público. Dicho criterio no tiene el alcance de considerar 

que ese análisis oficioso también deba realizarlo el Tribunal Colegiado de Circuito al resolver un juicio de 

amparo directo, pues dicho órgano debe atender a las disposiciones que la Ley de Amparo establece para 

emprender el estudio de las violaciones planteadas. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 116/2024. Entre los sustentados por el Quinto y el Noveno Tribunales 

Colegiados, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 7 de agosto de 2024. Tres votos de las 

Magistradas Rosa Elena González Tirado (presidenta) y María Amparo Hernández Chong Cuy y del 

Magistrado Arturo Iturbe Rivas. Ponente: Magistrado Arturo Iturbe Rivas. Secretaria: Rosalba Janeth 

Rodríguez Sanabria. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 

133/2022, el cual dio origen a la tesis aislada I.5o.C.41 C (11a.), de rubro: "IMPROCEDENCIA DE LA 

VÍA EJECUTIVA MERCANTIL. AL TRATARSE DE UN PRESUPUESTO PROCESAL, PUEDE 

ANALIZARSE DE OFICIO EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO, A PESAR DE HABER SIDO 

RESUELTA EN AMBAS INSTANCIAS, CUANDO EL ESTUDIO PREVIO NO SE ABORDÓ DE 

MANERA PROFUSA, POR CONSIDERARSE QUE ATAÑE A CUESTIONES DE FONDO 

RELACIONADAS CON LOS REQUISITOS DE UN TÍTULO DE CRÉDITO.", publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de febrero de 2023 a las 10:12 horas y en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 22, Tomo IV, febrero de 2023, página 3647, 

con número de registro digital: 2025924, y 

 

El sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el juicio 

de amparo directo 718/2023. 

 

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 25/2005 citada, aparece publicada con el rubro: "PROCEDENCIA 

DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE 

RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA.", en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, abril de 2005, página 576, con número de registro 

digital: 178665. 

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2025 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029815 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: PR.A.C.CS. J/11 C (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

ACCIÓN DE REPETICIÓN EN EL CONTRATO DE SEGURO. PRESCRIBE EN DOS AÑOS 

CUANDO EXISTE PLURALIDAD DE SEGUROS DE DAÑOS CONTRATADOS SOBRE EL 

MISMO INTERÉS Y RIESGO. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar el plazo de prescripción de la acción de repetición ejercida por una aseguradora que cubrió la 

indemnización relativa a un contrato de seguro de daños, contra otra compañía que concurría en la 

cobertura del mismo siniestro. Mientras que uno consideró que la acción no derivaba del contrato de 

seguro, y al no preverse ese supuesto en la ley debía acudirse supletoriamente al plazo de cinco años del 

artículo 1047 del Código de Comercio; el otro estimó que la acción se originaba en la existencia de dos o 

más contratos de seguro sobre el mismo interés y riesgo, sujeta a la prescripción de dos años establecida 

en el artículo 81, fracción II, de la Ley sobre el Contrato de Seguro. 

 

Criterio jurídico: La acción de repetición que ejerce la aseguradora que cubrió la indemnización por la 

actualización del siniestro, cuando existe una pluralidad de seguros de daños contratados por el tomador o 

asegurado sobre el mismo interés y riesgo, prescribe en dos años, conforme a lo dispuesto por el artículo 

81, fracción II, de la Ley sobre el Contrato de Seguro. 

 

Justificación: De conformidad con los artículos 100, 102 y 103 de la Ley sobre el Contrato de Seguro, el 

asegurado puede contratar con varias aseguradoras un seguro contra el mismo riesgo y por el mismo 

interés, entre las que se distribuirá proporcionalmente la indemnización hasta por el límite pactado en cada 

uno de los contratos individuales celebrados. Así, acorde con lo previsto en el artículo 1796 del Código 

Civil Federal, el asegurado o beneficiario y las aseguradoras contratantes se encuentran vinculadas, 

aunque no se encuentre expresamente pactado, a las consecuencias que, conforme a la naturaleza y buena 

fe resulta aplicable para asumir los derechos y obligaciones relativas, atento al principio indemnizatorio y 

coexistencia de más de un contrato de seguro de daños, para determinar la medida y proporción que 

deberán asumir en la indemnización, lo cual no permite que pueda apreciarse el deber de indemnidad 

aisladamente una vez actualizado el siniestro. Luego, el abono íntegro de la indemnización por una de 

ellas supondrá un enriquecimiento indebido para las demás aseguradoras al dejar de cubrir la proporción 

que les corresponde. De ahí, que la acción de repetición de la aseguradora que cubre la indemnización, se 

origina en la conexidad contractual; y el deber de pago de la indemnización (cuando se actualiza el 

siniestro cubierto materia de la concurrencia de seguros) para dar efectividad al principio indemnizatorio, 

acorde al principio de buena fe, no se fija ni determina en la ley, sino con base en cada uno de los 

contratos celebrados por el asegurado con cada compañía en relación con el riesgo asumido y 

contraprestación pactada, que no puede disociarse o ponderarse en forma aislada, al conectarse o unirse en 

el cumplimiento de la obligación que comparten frente al asegurado o beneficiario, en proporción y hasta 

el valor real del daño. Por consiguiente, si el citado artículo 81, fracción II, dispone que las acciones 

derivadas del contrato de seguro prescriben en dos años, por tratarse de intereses netamente patrimoniales 

que las partes pueden ejercer, éste es el plazo aplicable para el ejercicio de la acción de repetición cuando 

una aseguradora cubre la indemnización y pretende obtener la parte proporcional que corresponde de la 

otra empresa que también asumió el deber de cubrir el mismo interés y riesgo. 
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PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 
Contradicción de criterios 99/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Octavo y Décimo 

Sexto, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 10 de julio de 2024. Mayoría de dos votos de la 

Magistrada María Amparo Hernández Chong Cuy y del Magistrado Arturo Iturbe Rivas. Disidente: 

Magistrada Rosa Elena González Tirado, quien formuló voto particular. Ponente: Magistrada María 

Amparo Hernández Chong Cuy. Secretario: Mauricio Omar Sanabria Contreras. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 

amparo directo 34/2024, y el diverso sustentado por el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil 

del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 763/2023. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2025 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029837 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: I.11o.C. J/17 C (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
PRÉSTAMOS PERSONALES OTORGADOS POR LA CAJA DE PREVISIÓN DE LA POLICÍA 

PREVENTIVA DEL DISTRITO FEDERAL A SUS ELEMENTOS MEDIANTE LA 

SUSCRIPCIÓN DE PAGARÉS. SU PAGO DEBE DEMANDARSE EN LA VÍA CIVIL. 

 
Hechos: La Caja de Previsión de la Policía Preventiva del Distrito Federal, hoy Ciudad de México, 

demandó en la vía oral mercantil el pago de préstamos personales que otorgó a diversos elementos 

adscritos a esa corporación mediante la suscripción de pagarés. El órgano jurisdiccional desechó la 

demanda al estimar que la vía intentada no era idónea, pues el acto que dio origen al documento base de la 

acción es de naturaleza civil. 

 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el pago de los préstamos personales 

otorgados por la Caja de Previsión de la Policía Preventiva del Distrito Federal, hoy Ciudad de México, a 

sus elementos, mediante la suscripción de pagarés, debe demandarse en la vía civil. 

 
Justificación: Conforme a los artículos 1o., 3o. y 53 de la Ley de la Caja de Previsión de la Policía 

Preventiva del Distrito Federal, dicha institución es un organismo público descentralizado, con 
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personalidad jurídica y patrimonio propios, cuyo objeto es administrar y otorgar las prestaciones y 

servicios establecidos en la ley y su reglamento en beneficio de sus elementos de seguridad, sus 

pensionistas y familiares derechohabientes. Entre esas prestaciones realiza préstamos a corto o mediano 

plazo. 

Dichos préstamos son en calidad de caja de ahorro, esto es, los concede como una prestación a sus 

elementos derivada de su participación en dicha caja, por lo que no son actos de comercio. Lo anterior, 

pues el patrimonio de la caja de previsión lo constituyen las aportaciones de los elementos y pensionistas, 

en los términos de su legislación, así como el importe de los créditos e intereses de los préstamos 

concedidos, los intereses, alquileres, rentas, rendimientos, frutos, plusvalías y demás utilidades que se 

obtengan de las operaciones previstas en su legislación. Si su finalidad primordial es brindar esa 

prestación a sus elementos, entonces los préstamos a que se refiere su legislación especial no son actos de 

comercio, al no estar contemplados en ninguno de los supuestos del artículo 75 del Código de Comercio, 

máxime que quienes intervienen en ese acto no son comerciantes. 

Por tanto, el préstamo otorgado por la citada caja de ahorro se equipara a un mutuo con interés regulado 

en los artículos 2384 y 2393 del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, 

aun cuando se haya suscrito un pagaré, por lo que su pago debe demandarse en la vía civil. 

 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 
Amparo directo 357/2020. Caja de Previsión de la Policía Preventiva del Distrito Federal (hoy Ciudad de 

México). 7 de enero de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretaria: 

Miriam Aidé García González. 

 
Amparo directo 184/2021. Caja de Previsión de la Policía Preventiva del Distrito Federal (hoy Ciudad de 

México). 15 de julio de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Luz Silva Santillán. Secretaria: Sandra 

Luz Marín Martínez. 

 
Amparo directo 142/2022. Caja de Previsión de la Policía Preventiva del Distrito Federal (hoy Ciudad de 

México). 18 de mayo de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretario: 

Sergio Iván Sánchez Lobato. 

 
Amparo directo 161/2022. Caja de Previsión de la Policía Preventiva del Distrito Federal (hoy Ciudad de 

México). 31 de mayo de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretario: 

Octavio Rosales Rivera. 

 
Amparo directo 204/2022. Caja de Previsión de la Policía Preventiva del Distrito Federal (hoy Ciudad de 

México). 31 de mayo de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretario: 

Octavio Rosales Rivera. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2025 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029844 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: I.15o.C. J/1 C (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

SUMISIÓN EXPRESA EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. CUANDO SE EJERCE LA 

ACCIÓN CAMBIARIA DIRECTA CON BASE EN UN TÍTULO DE CRÉDITO QUE 

CONTENGA ESA CLÁUSULA, LA COMPETENCIA DEBE FIJARSE EN FUNCIÓN DE ÉSTE 

Y NO DEL CONTRATO QUE LE DIO ORIGEN. 

 

Hechos: Una persona moral reclamó en amparo indirecto la resolución que declaró improcedente la 

excepción de incompetencia por declinatoria que opuso en un juicio ejecutivo mercantil, pues la autoridad 

responsable decidió la competencia con base en un contrato y no en el título de crédito base de la acción. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que cuando se ejerce la acción cambiaria 

directa en el juicio ejecutivo mercantil con base en un título de crédito que contenga una cláusula de 

sumisión expresa, la competencia debe fijarse en función de éste y no del contrato que le dio origen. 

 

Justificación: El hecho de que un título de crédito esté vinculado con un contrato de crédito no le resta 

autonomía y literalidad, por tratarse de una prueba preconstituida de la acción, en términos de los artículos 

1o., 5o., 170 y 171 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito. 

Esa circunstancia únicamente tiene como consecuencia que si el título no ha circulado, se atenúe su 

abstracción por el vínculo existente con el negocio fundamental que le dio origen, y ello únicamente da 

lugar a que la acreedora esté sujeta a las excepciones personales correspondientes, traduciéndose éstas en 

las que el deudor tenga contra su acreedor y que se demuestren. 

Si el actor ejerció la acción cambiaria directa con base en un título de crédito de los denominados pagarés, 

que se tramita en la vía ejecutiva mercantil, será este documento el que conforme a su contenido fijará la 

competencia para decidir respecto de cualquier controversia que se genere con motivo del derecho de 

crédito que se incorporó en él y no en función a un documento distinto, como lo es el contrato que le dio 

origen. 

 

DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 75/2019. Productores Unidos de Arroyo Negro, S.C. de R.L. de C.V. 5 de junio de 

2019. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Sandoval López. Secretaria: Martha Espinoza 

Martínez. 

 

Amparo en revisión 120/2019. Renán Fernández Molina. 5 de junio de 2019. Unanimidad de votos. 

Ponente: Neófito López Ramos. Secretaria: Alejandra Loya Guerrero. 

 

Amparo directo 147/2020. Toyota Financial Services México, S.A. de C.V. 3 de junio de 2020. 

Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Ernesto Saloma Vera. Secretaria: Ileana Castañeda Hernández. 

 

Amparo directo 192/2022. Nacional Financiera, S.N.C., I.B.D., en su carácter de Fiduciaria en el 

Fideicomiso denominado "Fideicomiso del Programa Nacional del Financiamiento Microempresario" 

(FINAFIM). 4 de mayo de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Sandoval López. 

Secretaria: Sofía Concepción Matías Ramo. 
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Amparo directo 220/2024. 18 de abril de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Sandoval 

López. Secretario: José Luis Cruz Martínez. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2025 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029821 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: PR.A.C.CS. J/19 K (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

DESISTIMIENTO DE LA DEMANDA O DE UN RECURSO EN EL JUICIO DE AMPARO. 

DEBE REQUERIRSE SU RATIFICACIÓN AUN CUANDO SE PRESENTE POR MEDIOS 

DIGITALES CON FIRMA ELECTRÓNICA Y SE SOLICITE AHÍ MISMO QUE SE TENGA 

POR RATIFICADO. 

 

Hechos: En asuntos similares la parte promovente presentó documentos con firma electrónica en los que 

desistió de la acción ejercida en las instancias de amparo y a la vez solicitó que tal desistimiento se tuviera 

por ratificado. 

Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios en torno a esa 

ratificación, ya que uno consideró que es factible tenerla por realizada porque el documento con firma 

electrónica produce los mismos efectos que la firma que se realiza ante autoridad judicial, mientras que el 

otro sostuvo que debía requerirse la ratificación aun cuando el promovente la haya manifestado en el 

mismo documento electrónico. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Sur, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que aun cuando el desistimiento y ratificación del juicio de 

amparo o recurso se soliciten en el mismo documento con firma electrónica presentado en el Portal de 

Servicios en Línea del Poder Judicial de la Federación, el órgano jurisdiccional debe requerir la 

ratificación en un acto posterior. 

 

Justificación: El artículo 63, fracción I, de la Ley de Amparo prevé que en caso de desistimiento el órgano 

jurisdiccional debe requerir su ratificación, lo que se configura en atención a la magnitud de los efectos 

que produce la renuncia de la acción de amparo o del recurso. Se trata de un mecanismo de aseguramiento 

no sólo de la identidad de la parte promovente, sino de que ésta tiene conocimiento de asumir las 

consecuencias que implica abandonar el derecho ejercido con la demanda de amparo o el recurso.  

La ratificación puede realizarse de forma electrónica en términos de la jurisprudencia 2a./J. 31/2021 

(11a.), de rubro: "DESISTIMIENTO DE LA DEMANDA O DE UN RECURSO EN EL JUICIO DE 

AMPARO. EL ESCRITO POR EL QUE SE RATIFICA EL DESISTIMIENTO, FIRMADO 

ELECTRÓNICAMENTE CON SU RESPECTIVA EVIDENCIA CRIPTOGRÁFICA, PRODUCE LOS 

MISMOS EFECTOS QUE EL SIGNADO ANTE LA AUTORIDAD JUDICIAL.". Sin embargo, de ésta 

no se desprende que sea innecesario requerir la ratificación del desistimiento, ya que debe distinguirse que 

una situación es la equivalencia que produce la firma electrónica en términos del artículo 3o. de la Ley de 

Amparo y otra situación es la necesaria corroboración, a través de un ulterior acto, que confirme la 
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voluntad del promovente de renunciar al derecho a la jurisdicción. Que el desistimiento pueda hacerse por 

escrito con firma electrónica en el Portal referido no exime de que se observe el artículo 63, fracción I, 

citado, al ser una norma procesal de interés público que deben observar tanto los órganos jurisdiccionales 

de amparo como las partes. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 143/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Tercero y 

Séptimo, ambos en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 14 de agosto de 2024. Tres votos de las 

Magistradas Rosa Elena González Tirado y María Amparo Hernández Chong Cuy y del Magistrado 

Arturo Iturbe Rivas. Ponente: Magistrada María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretario: Ramiro 

Ignacio López Muñoz. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver 

el amparo en revisión 186/2023, y el diverso sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 526/2023. 

 

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 31/2021 (11a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 

de la Federación del viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 8, Tomo II, diciembre de 2021, página 1533, con 

número de registro digital: 2023937. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2025 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029850 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: 2a./J. 117/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE OTORGARLA CONTRA EL ACTO RECLAMADO 

CONSISTENTE EN LA INCLUSIÓN EN LA LISTA DE PERSONAS BLOQUEADAS QUE 

EMITE LA UNIDAD DE INTELIGENCIA FINANCIERA DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA 

Y CRÉDITO PÚBLICO. 

 
Hechos: En los asuntos que conocieron los órganos colegiados contendientes, se pronunciaron sobre la 

procedencia de la suspensión provisional respecto del acto consistente en la inclusión en la lista de 

personas bloqueadas que emite la Unidad de Inteligencia Financiera de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, en relación con lo cual uno de ellos consideró que no procede su otorgamiento, mientras 

que el otro resolvió que sí resulta factible concederla. 
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Criterio jurídico: Es posible decretar la suspensión provisional contra la inclusión en la lista de personas 

bloqueadas que emite la Unidad de Inteligencia Financiera de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 

para el efecto de que la referida Unidad elimine provisionalmente de esa lista sólo a la persona de que se 

trata, lo que, a su vez, implicará que tenga acceso a los fondos contenidos en las cuentas de la manera 

habitual en que lo hace. 

 

Justificación: En la contradicción de tesis 78/2019, de la que derivó la jurisprudencia 2a./J. 87/2019 (10a.), 

de rubro: "SUSPENSIÓN PROVISIONAL. REGLAS PARA SU OTORGAMIENTO CUANDO EL 

ACTO RECLAMADO SEA EL BLOQUEO DE CUENTAS BANCARIAS ATRIBUIDO A LA 

UNIDAD DE INTELIGENCIA FINANCIERA DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO 

PÚBLICO.", las premisas que sustentaron la procedencia de la suspensión provisional del bloqueo de 

cuentas bancarias, traducida en el levantamiento del bloqueo (para que la persona acceda a los fondos 

contenidos en las mismas), consistieron en que con esa determinación no existe un perjuicio al interés 

social ni se contravienen disposiciones de orden público, aunado al análisis ponderado de la apariencia del 

buen derecho que se desprende a partir de las consideraciones sostenidas en la diversa jurisprudencia 2a./J. 

46/2018 (10a.) intitulada: "ACTOS, OPERACIONES O SERVICIOS BANCARIOS. SU BLOQUEO ES 

CONSTITUCIONAL CUANDO SE REALIZA PARA CUMPLIR COMPROMISOS 

INTERNACIONALES (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 115 DE LA LEY DE 

INSTITUCIONES DE CRÉDITO).". En ese entendido, si cuando se promueve la demanda de amparo 

contra la inclusión en la lista de personas bloqueadas no se tienen datos sobre los motivos que la 

generaron que permitan advertir una contravención al interés social o a disposiciones de orden público, 

aunado al hecho de que la propia facultad de inclusión en esa lista, prevista en el artículo 115 de la Ley de 

Instituciones de Crédito (que es la que propicia el despliegue del bloqueo financiero), se trata sólo de una 

medida cautelar de naturaleza administrativa referida al sistema financiero, pero que no implica que la 

persona ahí incluida se encuentre realizando una conducta penal, además de que, bajo la apariencia del 

buen derecho que se desprende del referido criterio jurisprudencial 2a./J. 46/2018 (10a.) referente a que tal 

atribución sólo resulta válida cuando el motivo que la genere responda al cumplimiento de compromisos 

internacionales, ello permite advertir que, bajo esas circunstancias, es factible el otorgamiento de la 

suspensión provisional contra la inclusión en la lista de personas bloqueadas. 

 

SEGUNDA SALA. 

 

Contradicción de criterios 214/2024. Entre los sustentados por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 

Décimo Séptimo Circuito. 6 de noviembre de 2024. Mayoría de tres votos de los Ministros Luis María 

Aguilar Morales, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Disidentes: Yasmín Esquivel Mossa y 

Lenia Batres Guadarrama; la Ministra Yasmín Esquivel Mossa votó por la inexistencia de la contradicción 

de criterios. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Fabián Gutiérrez Sánchez. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al 

resolver la queja 243/2024, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 

Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, al resolver la queja 129/2020. 

 

Nota: La sentencia relativa a la contradicción de tesis 78/2019 citada, aparece publicada en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 67, Tomo III, junio de 2019, página 2300, con 

número de registro digital: 28815. 

 

Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 87/2019 (10a.) y 2a./J. 46/2018 (10a.) citadas, aparecen publicadas en el 

Semanario Judicial de la Federación de los viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas y 18 de mayo de 
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2018 a las 10:23 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libros 66, 

Tomo II, mayo de 2019, página 1537 y 54, Tomo II, mayo de 2018, página 1270, con números de registro 

digital: 2019978 y 2016903, respectivamente.  

 

Tesis de jurisprudencia 117/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2025 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029852 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: 2a./J. 1/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

VIOLACIÓN A LAS REGLAS FUNDAMENTALES DEL PROCEDIMIENTO DE AMPARO. LA 

INCLUSIÓN DE LOS OFICIOS DE NOTIFICACIÓN ENTRE LA SENTENCIA Y LAS 

EVIDENCIAS CRIPTOGRÁFICAS DE LAS FIRMAS DEL JUZGADOR Y EL SECRETARIO 

NO AMERITA ORDENAR LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO. 

 

Hechos: Los órganos colegiados contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar si el hecho 

de que entre la sentencia y las evidencias criptográficas de las firmas electrónicas respectivas obren los 

oficios de notificación de aquélla, constituye una violación procesal que amerite la reposición del 

procedimiento. Mientras que uno estimó que tal circunstancia implica que sólo los oficios fueron 

validados por sus autores y, por ende, que la sentencia carece de firma electrónica, por lo que debe 

revocarse y reponerse el procedimiento para subsanar tal irregularidad; el otro consideró que esa violación 

procesal no amerita revocar la resolución y ordenar la reposición del procedimiento, porque no se afecta 

de manera directa algún derecho en grado predominante que acarree alguna consecuencia jurídica grave o 

sustancial que deba enmendarse, pues que el oficio se haya agregado de esa forma no significa la falta de 

firma de la resolución, no altera o modifica la litis en el recurso de revisión, ni nulifica la sentencia. 

 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 

incorporación de los oficios de notificación en el proceso de firmado electrónico de una sentencia por el 

Juez de Distrito y el secretario de juzgado, no constituye una violación procesal de trascendencia grave 

que amerite revocar la resolución y ordenar reponer el procedimiento. 

 

Justificación: Que entre la sentencia y las evidencias criptográficas de las firmas electrónicas respectivas 

obren los oficios de notificación de aquélla no deja en estado de indefensión a alguna de las partes ni 

afecta sus derechos. En términos del artículo 93, fracción IV, de la Ley de Amparo, las violaciones 

procesales sólo serán motivo para reponer el procedimiento siempre que trasciendan al resultado del fallo 

y causen perjuicio a alguna de las partes al grado de que la coloque en estado de indefensión. Si bien es 

incorrecto que el Juez de Distrito y el secretario firmen electrónicamente una sentencia y sus oficios de 

notificación de manera conjunta o que los procesen como un solo documento, ya que cada uno de esos 

actos jurídicos es autónomo y, por ello, deben ser firmados y autorizados de forma independiente, lo cierto 
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es que esa irregularidad no afecta los derechos de las partes al grado de que sea necesario enmendarse, por 

lo que no amerita revocar la sentencia y ordenar la reposición del procedimiento. Si se firma 

electrónicamente un solo documento que contiene la sentencia, a pesar de que entre ésta y las evidencias 

criptográficas existan las constancias relativas a su notificación, no puede considerarse inválida la 

resolución por carecer de firma, ya que el documento electrónico que la contiene, constituido como un 

todo, sí está firmado. Reponer el procedimiento para que se dicte una nueva resolución desincorporando el 

oficio que la notifica retardaría innecesariamente el trámite y la solución del fondo del asunto, lo cual es 

contrario al mandato del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos relativo 

a que siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los 

juicios, las autoridades judiciales deben privilegiar la resolución del conflicto sobre los formulismos 

procedimentales. 

 
SEGUNDA SALA. 

 
Contradicción de criterios 180/2024. Entre los sustentados por el Pleno Regional en Materia Penal de la 

Región Centro-Sur, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, y el Sexto Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito. 27 de noviembre de 2024. Cinco votos de los Ministros 

Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y 

Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Julio César Canela Mayoral. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El Pleno Regional en Materia Penal de la Región Centro-Sur, con residencia en San Andrés Cholula, 

Puebla, al resolver la contradicción de criterios 49/2023, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia 

PR.P.CS. J/17 P (11a.), de rubro: “VIOLACIÓN A LAS REGLAS FUNDAMENTALES DEL 

PROCEDIMIENTO DEL JUICIO DE AMPARO. NO SE ACTUALIZA PARA REVOCAR LA 

RESOLUCIÓN RECURRIDA Y REPONER EL PROCEDIMIENTO, SI EN EL EXPEDIENTE 

ELECTRÓNICO DEL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN OBRA ENTRE LA INTERLOCUTORIA 

RECURRIDA Y LAS EVIDENCIAS CRIPTOGRÁFICAS DE LAS FIRMAS ELECTRÓNICAS DE LA 

PERSONA JUZGADORA Y DEL SECRETARIO DE JUZGADO, EL OFICIO DE NOTIFICACIÓN DE 

AQUÉLLA.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 26 de enero de 2024 a las 

10:27 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 33, Tomo VI, 

enero de 2024, página 5662, con número de registro digital: 2028100, y 

 
El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver 

el amparo en revisión 157/2022. 

 
Tesis de jurisprudencia 1/2025 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de ocho de enero de dos mil veinticinco. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2025 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029845 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal 

Tesis: 1a./J. 3/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO. LA DECLARACIÓN EXPRESA DE 

RESPONSABILIDAD PENAL DE LA PERSONA IMPUTADA EN LOS HECHOS ILÍCITOS NO 

ES REQUISITO PARA SU PROCEDENCIA, NI LA OMISIÓN DE REALIZAR ESA 

DECLARACIÓN CONSTITUYE UN ARGUMENTO DE OPOSICIÓN SUFICIENTE DE LA 

VÍCTIMA PARA SU NEGATIVA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 192 DEL CÓDIGO 

NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. 

 

Hechos: Una persona vinculada a proceso por su probable responsabilidad en la comisión de los delitos de 

violencia familiar y retención o sustracción de niñas, niños, adolescentes o personas que no tienen la 

capacidad para comprender el significado del hecho, solicitó a la persona juzgadora de control la 

suspensión condicional del proceso con fundamento en los artículos 191 a 200 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales. La autoridad jurisdiccional negó la petición al estimar que el plan de reparación 

que propuso la persona imputada no incluía su reconocimiento y aceptación de los hechos ilícitos. Esa 

negativa se confirmó en un recurso de apelación, e inconforme, la persona imputada promovió juicio de 

amparo indirecto en el que se negó la protección constitucional solicitada. En desacuerdo, la persona 

quejosa interpuso recurso de revisión y el Tribunal Colegiado del conocimiento dispuso someterlo a la 

jurisdicción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 

declaración expresa de responsabilidad de la persona imputada en los hechos ilícitos no es un requisito de 

procedencia de la suspensión condicional del proceso, ni la omisión de realizar esa declaración constituye 

un argumento de oposición suficiente de la víctima para negar el aludido mecanismo alternativo de 

solución de controversias penales en términos del artículo 192 del Código Nacional de Procedimientos 

Penales. 

 

Justificación: La suspensión condicional del proceso es un mecanismo alternativo de solución de 

controversias penales para el cual es necesario un proceso de negociación entre las partes que supone que 

la persona imputada reconozca la existencia del delito, mas no su plena responsabilidad en su comisión o 

participación. Aun cuando la persona imputada consienta acceder a este mecanismo, no merece recibir la 

consideración y el trato de posible autor o partícipe de los hechos ilícitos, pues una de las ventajas de esta 

figura es el derecho a ser considerado en todo momento como inocente. La imposición de condiciones, 

obligaciones y/o instrucciones para acceder a los beneficios de la suspensión condicional del proceso con 

motivo del plan de reparación integral del daño, conduce al archivo de la causa penal como si el delito no 

se hubiera cometido, por lo que nunca se declara formalmente la responsabilidad penal de la persona 

imputada. Al cumplirse el citado plan de reparación, el beneficio inmediato es la extinción de la acción 

penal cuyos efectos, en términos del artículo 327, fracción VI, del Código Nacional de Procedimientos 

Penales, son los del sobreseimiento del proceso con efectos de sentencia absolutoria. Si se obligara a dicha 

persona a autoincriminarse podría comprometer la efectividad plena de los principios de imparcialidad y 

neutralidad en el proceso judicial penal que en su caso llegue a tramitarse. 

 

PRIMERA SALA. 
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Amparo en revisión 142/2024. 18 de septiembre de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras 

Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez 

Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente en 

relación con el contenido de la tesis. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba 

Rodríguez Mireles. 
 

Tesis de jurisprudencia 3/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de quince de enero de dos mil veinticinco.  
 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2025 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029829 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Común, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 1/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA. EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN III, DE LA LEY DE AMPARO 

QUE LA PREVÉ, AL ESTABLECER DISTINTA REGLA CON RELACIÓN AL DÍA EN QUE SURTE 

EFECTOS AQUÉLLA Y LA PRACTICADA DE MANERA PERSONAL, NO TRANSGREDE EL 

DERECHO A UNA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA Y ACCESO A LA JUSTICIA. 
 

Hechos: Una persona promovió amparo directo contra la resolución que confirmó la sentencia que la 

condenó por la comisión de un delito. El Tribunal Colegiado al que correspondió conocer del asunto negó el 

amparo, decisión que le fue notificada por vía electrónica. La Defensora Pública Federal de la sentenciada 

interpuso recurso de revisión en el que planteó la inconstitucionalidad del artículo mencionado, al estimar 

que existe una distinción entre el momento en que surte efectos la notificación electrónica y la personal. 
 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 

31, fracción III, de la Ley de Amparo no es violatorio del derecho a una tutela judicial efectiva y acceso a 

la justicia contemplado en el artículo 17 de la Constitución Federal. Ello, porque la regla que establece el 

día en que surten efectos la notificación vía electrónica y la practicada de forma personal, aun cuando es 

diversa, no contiene signos de desigualdad procesal entre las partes, ya que es opcional para las personas 

quejosas y terceras interesadas del juicio de amparo elegir la vía electrónica, por lo que al hacerlo asumen 

los derechos y obligaciones que estableció el legislador para gozar de las ventajas de esa forma de tramitar 

el juicio de amparo. 
 

Justificación: Es criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que el establecimiento de requisitos 

o presupuestos formales no constituye una violación del derecho a una tutela judicial efectiva y de acceso 

a la justicia. El artículo 31 de la Ley de Amparo establece las reglas que fijan cuándo surten efectos los 

tipos de notificación previstos en el juicio de amparo. Los tipos de notificación, acorde con el artículo 26 

de la ley de la materia se realizan: i) en forma personal; ii) por oficio; iii) por lista; y iv) vía electrónica. 

Respecto a las notificaciones realizadas vía electrónica, la fracción III del citado artículo 31 de la Ley de 

Amparo indica que surten efectos el día en que se genera la constancia del momento en que se consulta; esto 

es, cuando el sistema electrónico del Poder Judicial de la Federación produce el aviso de la hora en que la 

parte interesada recupera la determinación judicial correspondiente contenida en el archivo electrónico. Esta 
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regla de surtimiento de efectos para la parte del juicio de amparo que elige la vía de notificación electrónica 

es diversa para las notificaciones personales que, en términos de la fracción II del citado artículo 31, surten 

efectos al día siguiente en que se practican, es decir, un día después de que el actuario judicial o fedatario 

público lleva a cabo la diligencia de notificación directamente con la parte interesada. La distinción del día 

en que surte efectos la notificación vía electrónica y la personal, no presupone que se quebrante el derecho a 

la tutela judicial efectiva y acceso a la justicia. En principio, la tutela judicial efectiva se garantiza desde el 

momento en que el legislador federal prevé distintos tipos de notificación para que las partes del juicio de 

amparo tengan conocimiento de las actuaciones que se llevan a cabo en su asunto. Incluso, la posibilidad de 

que las notificaciones se realicen vía electrónica es un reconocimiento del legislador del uso de tecnologías 

para facilitar el acceso a la justicia. La vía electrónica se estableció como una opción para que las partes 

procesales del juicio de amparo presenten promociones, reciban documentos y comunicaciones, así como 

para consultar acuerdos y resoluciones de los asuntos en que se encuentren involucradas. Por tanto, al 

tratarse de un mecanismo no obligatorio para las partes, debe entenderse que voluntariamente aceptan las 

condiciones de la notificación vía electrónica. Así, la consecuencia de que este tipo de notificación surta 

efectos el mismo día en que se genera la constancia de la consulta realizada, implica la obligación que 

establece el propio legislador en el artículo 30, fracción II, de la Ley de Amparo para quienes opten por la 

vía electrónica, consistente en que las personas quejosas o terceras interesadas deben ingresar todos los días 

al sistema electrónico del Poder Judicial de la Federación. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 6924/2023. 3 de abril de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras 

Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez 

Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: 

Rosalba Rodríguez Mireles. 

 

Tesis de jurisprudencia 1/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de quince de enero de dos mil veinticinco. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2025 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029847 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral, Común 

Tesis: PR.P.T.CS. J/27 L (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

SUSPENSIÓN EN AMPARO DIRECTO. FORMAS DE ASEGURAR LA SUBSISTENCIA DE 

LAS PERSONAS TRABAJADORAS CUANDO CUENTAN CON UNA CONDENA DE 

REINSTALACIÓN A SU FAVOR. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar la manera de asegurar la subsistencia de la persona trabajadora cuando la parte patronal promueve 

amparo directo contra una resolución o laudo que condena a la reinstalación. Mientras que uno determinó 
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que la única forma de hacerlo es conceder la suspensión respecto de la reinstalación y negarla por el 

monto equivalente al salario que le correspondería a la parte trabajadora por el tiempo estimado de 

duración del juicio de amparo, el otro concluyó que también es viable conceder la suspensión exceptuando 

la condena a la reinstalación para que la parte actora fuera reincorporada a su empleo. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Sur, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que procede conceder la suspensión del laudo o resolución 

solicitada por la parte patronal respecto de la reinstalación de la parte trabajadora, siempre que garantice 

su subsistencia, o bien, con excepción de dicha condena para efecto de que se ejecute y, de esa manera, se 

asegure la subsistencia de la persona trabajadora. 

 

Justificación: Del artículo 190, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, se advierte que no existe una única 

forma de asegurar la subsistencia de las personas trabajadoras en los casos en los que cuentan a su favor 

con una condena de reinstalación, porque el requisito que establece la cláusula de protección contenida en 

esa norma es que, a juicio de la autoridad responsable, no se ponga a la parte trabajadora en riesgo de no 

subsistir mientras se resuelve el juicio de amparo. 

En la tesis de jurisprudencia 2a./J. 209/2006, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

determinó que si la parte patronal solicita la suspensión de la condena de reinstalación, es viable 

concederla respecto de su ejecución y del excedente del monto económico de la condena, siempre que se 

asegure la subsistencia de la persona trabajadora, permitiendo la ejecución respecto del monto que se 

considerara necesario para ello, atendiendo al tiempo estimado de duración del juicio de amparo directo. 

Por su parte, este Pleno Regional, en la tesis de jurisprudencia PR.P.T.CS. J/16 L (11a.), estableció que la 

negativa de la suspensión contra la ejecución de la reinstalación a que fue condenada la parte patronal, 

también es una medida eficaz para considerar asegurada la subsistencia de la persona trabajadora durante 

el tiempo que dura el juicio de amparo. 

Luego, la parte patronal puede: 1) solicitar la suspensión del laudo o sentencia en torno a la condena de 

reinstalación, a través del señalamiento de un monto suficiente para asegurar la subsistencia de la parte 

trabajadora; o 2) prescindir de solicitar la suspensión de esa condena para que, con la reincorporación al 

empleo, se satisfaga ese requisito y, en cambio, se conceda la medida cautelar respecto de las demás 

condenas. Ambas alternativas cumplen con el fin protector de la norma analizada. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON 

RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 129/2024. Entre los sustentados por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en 

Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo 

Circuito. 8 de noviembre de 2024. Tres votos de las Magistradas Guadalupe Madrigal Bueno y María 

Enriqueta Fernández Haggar, y del Magistrado Héctor Lara González. Ponente: Guadalupe Madrigal 

Bueno. Secretario: Eduardo Alfonso Guerrero Serrano. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al 

resolver la queja 72/2022, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 

del Séptimo Circuito, al resolver la queja 162/2023. 

 

Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 209/2006 y PR.P.T.CS. J/16 L (11a.) citadas, aparecen publicadas 

con los rubros: "SUSPENSIÓN EN AMPARO DIRECTO LABORAL. DEBE NEGARSE POR EL 

MONTO NECESARIO PARA ASEGURAR LA SUBSISTENCIA DE LOS TRABAJADORES AL 

SERVICIO DEL ESTADO, MIENTRAS SE RESUELVE EL JUICIO DE AMPARO." y "SUSPENSIÓN 

EN AMPARO DIRECTO LABORAL. SU NEGATIVA CONTRA LA EJECUCIÓN DE LA 
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REINSTALACIÓN A QUE FUE CONDENADA LA PARTE PATRONAL, ES EFICAZ PARA 

CONSIDERAR ASEGURADA LA SUBSISTENCIA DE LA PERSONA TRABAJADORA, SI ÉSTA 

RECURRE ESA RESOLUCIÓN.", en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

Tomo XXV, enero de 2007, página 819; en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de 

octubre de 2024 a las 10:14 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima 

Época, Libro 42, octubre de 2024, Tomo I, Volumen 1, página 567, con números de registro digital: 

173433 y 2029430, respectivamente. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2025 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029836 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 5/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

PREMEDITACIÓN EN EL DELITO DE HOMICIDIO. EL ARTÍCULO 153, FRACCIÓN I, 

PÁRRAFO PRIMERO, DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO QUE 

REGULA ESA CALIFICATIVA, ES COMPATIBLE CON EL PRINCIPIO NON BIS IN IDEM. 

 

Hechos: Una persona fue condenada por la comisión de los delitos de homicidio calificado y homicidio 

calificado en grado de tentativa. En apelación la Sala modificó la sentencia recurrida en cuanto a tener por 

demostrada la calificativa de premeditación e impuso las sanciones correspondientes. Contra esta 

resolución promovió amparo directo en el que reclamó la inconstitucionalidad del precepto citado, al 

considerar que la premeditación no puede distinguirse del dolo, pues entre tener la intención de cometer el 

delito y reflexionar en cometerlo no existe diferencia, por lo que aumentar la sanción por esa calificativa 

constituye una doble punición. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 

153, fracción I, párrafo primero, del Código Penal del Estado de Guanajuato, que regula la agravante de 

premeditación para el delito de homicidio, no constituye una doble punición con relación a la figura del 

dolo y, por tanto, es compatible con el principio non bis in idem previsto en el artículo 23 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Justificación: Aun cuando entre el dolo y la premeditación existe una estrecha vinculación, no constituyen 

una misma figura. El legislador de Guanajuato indicó que hay "premeditación" cuando se obra después de 

haber reflexionado sobre el delito que se va a cometer. En cuanto al dolo, especificó que obra dolosamente 

quien quiere la realización del hecho legalmente tipificado o lo acepta, previéndolo al menos como 

posible, por lo que estructuralmente dio un tratamiento diferenciado a cada elemento en función a su 

objetivo. En el delito de homicidio, el dolo radica en el conocimiento que tiene el sujeto activo de que 

privar de la vida a una persona está prohibido y aun así decide cometerlo. En cambio, la premeditación es 

el periodo de reflexión que hace ostensible una fría y perseverante resolución de perpetrar dicha conducta, 

entre el momento en que decidió llevarla a cabo y aquel en que lo hace. En el iter criminis el dolo y la 

premeditación ocurren en diferentes momentos, por lo que aun cuando es innegable su vinculación, no es 
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posible considerar que constituyen una misma figura. La actualización de esa reflexión en un tiempo 

determinado sobre la ideación de cómo perpetrar la conducta ilícita voluntariamente aceptada, es lo que el 

legislador sanciona con mayor severidad. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 4479/2023. 28 de agosto de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras 

Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez 

Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: 

Rosalba Rodríguez Mireles. 

 

Tesis de jurisprudencia 5/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de quince de enero de dos mil veinticinco.  

 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2025 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029839 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/39 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. PROCEDE CONTRA LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL 

FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA QUE DECLARAN LA NULIDAD DE LA 

RESOLUCIÓN RECAÍDA A UNA SOLICITUD DE INCREMENTO DE LA CUOTA DIARIA 

PENSIONARIA PORQUE SU CÁLCULO NO SE AJUSTÓ A LA LEGISLACIÓN APLICABLE. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar la procedencia del recurso de revisión fiscal contra las sentencias del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa que declaran la nulidad de la resolución recaída a una solicitud de incremento de la cuota 

diaria pensionaria, porque la autoridad demandada no acreditó haber realizado el cálculo correspondiente 

de manera correcta y conforme a la legislación aplicable. Mientras que uno consideró que el medio de 

impugnación era improcedente porque la nulidad se decretó por un vicio formal, el otro sostuvo que sí 

procedía al constituir un vicio de fondo. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que procede el recurso de revisión fiscal contra las 

sentencias que declaran la nulidad de la resolución recaída a la solicitud de incremento de la cuota diaria 

pensionaria porque la autoridad no acreditó haberla calculado conforme a la legislación aplicable. 

 

Justificación: La sentencia que declara la nulidad de la resolución recaída a una solicitud de incremento de 

la cuota diaria pensionaria porque la autoridad no acreditó haber realizado el cálculo conforme a la 

legislación aplicable al pensionado de acuerdo con la fecha en la que adquirió ese derecho implica un 

pronunciamiento de fondo, ya que la Sala del Tribunal Federal de Justicia Administrativa reconoció el 
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derecho de la persona pensionada a que se le incremente su pensión conforme al régimen que le resulte 

aplicable y, desde luego, la exigibilidad de ese derecho al condenar a la autoridad demandada a 

incrementarla de acuerdo con ese régimen y a pagar las diferencias que resulten. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 287/2023. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado del 

Vigésimo Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto 

Circuito. 23 de mayo de 2024. Tres votos de las Magistradas Silvia Cerón Fernández y Adriana Leticia 

Campuzano Gallegos, y del Magistrado Alejandro Villagómez Gordillo. Ponente: Magistrado Alejandro 

Villagómez Gordillo. Secretaria: Erika Ivonne Carballal López. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, al resolver las revisiones 

administrativas (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 10/2023 y 15/2023 y el 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver la revisión 

administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 141/2021. 

 

Nota: De la sentencia que recayó a la revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo) 141/2021, resuelta por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Décimo Sexto Circuito, derivó la jurisprudencia XVI.1o.A. J/6 A (11a.), de rubro: "RECURSO DE 

REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL 

FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA QUE DECLARAN LA NULIDAD DE LA 

RESOLUCIÓN EMITIDA POR EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 

TRABAJADORES DEL ESTADO (ISSSTE), RECAÍDA A UNA SOLICITUD DE INCREMENTO DE 

LA CUOTA DIARIA PENSIONARIA, POR NO HABER ACREDITADO QUE REALIZÓ EL 

CÁLCULO CORRESPONDIENTE DE MANERA CORRECTA Y CONFORME A LA LEGISLACIÓN 

APLICABLE, AL CONSTITUIR VICIOS FORMALES (APLICACIÓN DE LAS TESIS DE 

JURISPRUDENCIA 2a./J. 150/2010 Y 2a./J. 88/2011).", publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 17 de marzo de 2023 a las 10:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Undécima Época, Libro 23, Tomo IV, marzo de 2023, página 3571, con número de registro 

digital: 2026177. 

 

De las sentencias que recayeron a las revisiones administrativas (Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo) 10/2023 y 15/2023, resueltas por el Segundo Tribunal Colegiado del 

Vigésimo Tercer Circuito, derivó la tesis de jurisprudencia XXIII.2o. J/4 A (11a.), de rubro: "RECURSO 

DE REVISIÓN FISCAL. PROCEDE CONTRA LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA QUE DECLARAN LA NULIDAD DE LAS RESOLUCIONES DEL 

INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO 

(ISSSTE) RELACIONADAS CON EL PAGO DE LOS INCREMENTOS ANUALES DE LA CUOTA 

PENSIONARIA DE LAS PERSONAS JUBILADAS.", aparece publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 15 de marzo de 2024 a las 10:18 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Undécima Época, Libro 35, Tomo VII, marzo de 2024, página 6309, con número de registro 

digital: 2028443. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2025 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de enero de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029859 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 6/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

RECONVENCIÓN EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL ORAL. EL ARTÍCULO 1390 

TER 3 DEL CÓDIGO DE COMERCIO QUE LA RESTRINGE NO VULNERA EL DERECHO 

DE ACCESO A LA JUSTICIA. 

 

Hechos: Una institución bancaria promovió juicio ejecutivo mercantil oral en el que demandó de diversas 

personas el cumplimiento de un contrato de crédito simple. Una de las demandadas formuló reconvención, 

la cual no fue admitida por la persona juzgadora del conocimiento al considerar que, de conformidad con 

el artículo 1390 Ter 3 del Código de Comercio, ese acto procesal es incompatible con la naturaleza del 

juicio. Contra esa determinación, la demandada promovió amparo directo en el que cuestionó la 

constitucionalidad de la norma al estimar que limita el derecho de acceso a la justicia. El Tribunal 

Colegiado de Circuito negó la protección constitucional solicitada; en desacuerdo, la persona quejosa 

interpuso recurso de revisión. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 

1390 Ter 3 del Código de Comercio que no admite la reconvención en el juicio ejecutivo mercantil oral no 

vulnera el derecho de acceso a la justicia, ya que esa restricción resulta razonable atendiendo a la 

naturaleza y características de los procedimientos que se fundan en documentos que traen aparejada 

ejecución. 

 

Justificación: Los juicios ejecutivos mercantiles, incluido el que se tramita en vía oral, son procedimientos 

sumarios cuya finalidad radica en el cobro de créditos que constan en algún título que tiene fuerza 

suficiente para considerarse, por sí mismo, prueba preconstituida del adeudo, por lo cual no tiene como 

propósito resolver derechos dudosos o controvertidos, sino materializar los que aparecen reconocidos por 

actos o en títulos de tal fuerza que constituyen una presunción iuris tantum de que el derecho reclamado es 

legítimo y está suficientemente demostrado. Las excepciones y defensas dirimidas en esos juicios sólo se 

relacionan con el documento base de la acción, por lo cual no puede quedar abierta la posibilidad de que la 

parte demandada se defienda por cualquier medio, sino sólo con aquellas que desvirtúen la naturaleza del 

documento base de la acción. 

En ese sentido, como la reconvención consiste en una acción autónoma e independiente de la pretensión 

principal que dio origen al juicio, su admisión implicaría que la relación procesal adquiriera un nuevo 

contenido, lo que desnaturalizaría el juicio ejecutivo mercantil oral que no sólo se ocuparía de la 

literalidad del documento y del derecho de crédito que en él se contiene, sino también de la nueva 

pretensión que se hace valer. 

La restricción al derecho de reconvenir en un juicio ejecutivo mercantil oral no impide que la pretensión 

intentada pueda hacerse valer en un juicio diverso. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 4828/2023. 6 de noviembre de 2024. Cinco votos de los Ministros y las 

Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 

Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretario: Carlos 

Adrián López Sánchez. 
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Tesis de jurisprudencia 6/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintidós de enero de dos mil veinticinco.  

 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2025 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 4 de febrero 

de 2025, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029860 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 7/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

RETENCIÓN DE BIENES PREVISTA COMO MEDIDA PRECAUTORIA EN EL CÓDIGO DE 

COMERCIO. PUEDE DECRETARSE SOBRE UNA TERCERA PERSONA SÓLO EN CUANTO 

A SU CARÁCTER DE ADMINISTRADORA, SOCIA O TUTORA ÚNICAMENTE EN 

RELACIÓN CON LOS BIENES DE LA PERSONA DEUDORA. 

 

Hechos: Una sociedad mercantil solicitó la retención de bienes como medida cautelar prejudicial en contra 

de diversas personas, entre ellas, socios de la presunta demandada, las cuales se decretaron previa 

tramitación incidental. Inconforme con tal determinación, uno de los afectados promovió juicio de amparo 

indirecto en el que reclamó la constitucionalidad del artículo 1169 del Código de Comercio que permite 

ordenar la retención de bienes no sólo contra la persona deudora, sino también contra los tutores, socios y 

administradores de bienes ajenos. El Juzgado de Distrito sobreseyó en el juicio de amparo, contra lo que 

se interpuso recurso de revisión; el Tribunal Colegiado de Circuito revocó el sobreseimiento y reservó 

competencia a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 

1169 del Código de Comercio permite extender la retención de bienes contra una tercera persona, pero 

sólo de aquellos que vigile en su carácter de administradora, socia o tutora de la parte identificada como 

deudora, mas no sobre su patrimonio personal. 

 

Justificación: El artículo 1169 del Código de Comercio prevé la posibilidad de extender la aplicación de la 

providencia precautoria a una persona distinta a la identificada como deudora, limitando su alcance a las 

que tengan el carácter de tutoras, socias o administradoras de bienes ajenos; por tanto, ese precepto no 

puede ser interpretado en el sentido de que los bienes de terceros sean objeto de alguna de las medidas 

cautelares previstas en el numeral 1168 del ordenamiento citado, en observancia del derecho fundamental 

de seguridad jurídica. 

Además, el artículo 1169 del Código de Comercio no permite decretar alguna medida cautelar sobre el 

patrimonio de una persona distinta a la señalada como deudora, sino únicamente sobre los bienes que 

conforman el patrimonio de esta última, aun cuando estén a cargo y/o disposición de alguna persona con 

la calidad mencionada. 

En ese sentido, la medida cautelar puede decretarse respecto a una tercera persona sólo si tiene esa calidad 

en relación con la contraparte de quien promueve, pero no debe incidir ni afectar su patrimonio, sino 

únicamente el de la persona que detenta la deuda, el cual está a disposición de dicha tercera en virtud del 

carácter cualificado que le asiste. 
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PRIMERA SALA. 

 
Amparo en revisión 233/2024. 30 de octubre de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta 

Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 

Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretario: Carlos Adrián López 

Sánchez. 

 
Tesis de jurisprudencia 7/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintidós de enero de dos mil veinticinco. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2025 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 4 de febrero 

de 2025, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029853 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Civil, Común 

Tesis: PR.A.C.CS. J/12 C (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
AMPARO DIRECTO. PROCEDE CONTRA LA SENTENCIA QUE DECLARA LA 

DISOLUCIÓN DEL VÍNCULO MATRIMONIAL EN UN JUICIO DE DIVORCIO SIN 

EXPRESIÓN DE CAUSA Y RESUELVE PROVISIONALMENTE SOBRE LOS ALIMENTOS U 

OTRAS CUESTIONES INHERENTES (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUERRERO). 

 
Hechos: En sendos juicios de divorcio sin expresión de causa se emitieron sentencias que declararon la 

disolución del vínculo matrimonial y comprendieron la fijación de una pensión alimentaria provisional; 

sentencias que fueron reclamadas mediante amparo directo. 

Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios respecto a la vía 

en que procede el juicio de amparo, ya que mientras uno consideró que es el amparo indirecto porque el 

tema de los alimentos se resolvió de manera provisional y no definitiva, el otro sostuvo que procede la vía 

directa porque todas las cuestiones decididas en el fallo que resuelve la disolución del vínculo matrimonial 

se erigen materialmente como sentencia definitiva. 

 
Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Sur, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que la sentencia que declara la disolución del vínculo 

matrimonial en un juicio de divorcio sin expresión de causa y al mismo tiempo resuelve provisionalmente 

sobre los alimentos, constituye una resolución definitiva reclamable en amparo directo. 

 
Justificación: El artículo 170, fracción I, de la Ley de Amparo prevé que el juicio de amparo directo 

procede contra sentencias definitivas, las cuales se entienden como las que deciden el juicio en lo 
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principal. El concepto de sentencia definitiva no debe interpretarse de forma restrictiva, ya que en su justa 

dimensión puede comprender los elementos que integralmente inciden en la emisión del fallo final o están 

comprendidos en éste. Así, los artículos 27, 28 y 33 de la Ley de Divorcio del Estado de Guerrero prevén 

que en el juicio de divorcio sin expresión de causa, las pretensiones de disolución del vínculo matrimonial, 

así como la regulación de sus consecuencias, pueden resolverse en la sentencia que decrete el divorcio, o 

bien, de manera separada. 

El tema de la procedencia del amparo directo en casos similares fue abordado en la jurisprudencia 1a./J. 

1/2020 (10a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "DIVORCIO 

SIN EXPRESIÓN DE CAUSA. EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE LO DECRETA, AUN SIN 

RESOLVER LA TOTALIDAD DE LAS CUESTIONES INHERENTES AL MATRIMONIO, 

PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO (LEGISLACIONES DE LA CIUDAD DE MÉXICO, 

COAHUILA Y AGUASCALIENTES).". De su contenido y de la ejecutoria de la que deriva no se 

advierte alguna consideración que dé a entender que la vía directa solamente procede respecto de la parte 

que declare la disolución del vínculo matrimonial y excluya a las demás determinaciones que se emitan 

dentro del mismo fallo. Por el contrario, en esa clase de procesos la decisión que disuelve el vínculo 

matrimonial legalmente tiene el carácter de sentencia definitiva y ésta constituye una unidad que abarca a 

todas las decisiones ahí tomadas, así sean de carácter provisional. Por tanto, esa calidad formal de fallo 

definitivo en su integridad hace prevalecer la procedencia del amparo directo en su contra. 

 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 
Contradicción de criterios 120/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero y 

Tercero, ambos en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito. 7 de agosto de 2024. Tres 

votos de las Magistradas Rosa Elena González Tirado, quien formuló voto particular y María Amparo 

Hernández Chong Cuy, y del Magistrado Arturo Iturbe Rivas. Ponente: Magistrada María Amparo 

Hernández Chong Cuy. Secretario: Ramiro Ignacio López Muñoz. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer 

Circuito, al resolver el amparo directo 344/2021, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado 

en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito, al resolver el amparo directo 22/2023. 

 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 1/2020 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de 

la Federación del viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 

la Federación, Décima Época, Libro 75, Tomo I, febrero de 2020, página 597, con número de registro 

digital: 2021695. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2025 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 4 de febrero 

de 2025, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029854 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Penal 

Tesis: PR.P.T.CN. J/24 P (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA CAUSA PENAL SEGUIDA CONTRA UN MILITAR 

POR EL DELITO DE EJERCICIO ILÍCITO DE SERVICIO PÚBLICO PREVISTO EN EL 

ARTÍCULO 214 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL. CORRESPONDE A LOS JUECES DE 

DISTRITO DEL ORDEN PENAL. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar 

si se actualiza la competencia del Tribunal Militar para conocer de la causa penal seguida contra un militar 

en ejercicio de sus funciones, por hechos constitutivos del delito de ejercicio ilícito de servicio público, 

previsto en el artículo referido. Mientras que uno determinó que deben conocer los Jueces del orden penal, 

porque el ilícito no tutela como bien jurídico la disciplina militar; el otro concluyó que se actualiza la 

jurisdicción militar al existir una conexión directa entre la conducta imputada y la disciplina castrense. 
 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Norte, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que cuando un militar en activo, en ejercicio de sus funciones, 

es imputado por el delito de ejercicio ilícito de servicio público previsto en el artículo 214 del Código Penal 

Federal, no se actualiza el fuero militar, por lo que deben conocer los Jueces del orden penal. 
 

Justificación: Con base en el texto constitucional, los ordenamientos legales secundarios, los precedentes 

de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la evolución interpretativa de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, se concluye que el artículo 13 de la Constitución Federal establece el fuero de guerra 

como una cuestión excepcional, y que se actualiza exclusivamente en delitos que atenten contra la 

disciplina militar. Esta hipótesis no puede estar basada en consideraciones especiales de la persona como 

militar ni en su jerarquía, sino que tiende a garantizar sus funciones como tal. Además, el fuero militar no 

se actualiza en los casos donde esté involucrado un civil o hayan sido vulnerados derechos humanos por 

personal militar en activo. De esta manera, si el delito señalado no protege como bien jurídico la disciplina 

militar, no se actualiza el fuero militar. 
 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-NORTE, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
 

Contradicción de criterios 98/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Cuarto y Octavo, 

ambos en Materia Penal del Primer Circuito. 9 de agosto de 2024. Tres votos de la Magistrada Emma 

Meza Fonseca y de los Magistrados Samuel Meraz Lares y Miguel Bonilla López. Ponente: Magistrado 

Samuel Meraz Lares. Secretario: Diego Alexis Morales Gómez. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el 

amparo en revisión 79/2023, y el diverso sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Penal 

del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 262/2023. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2025 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 4 de febrero 

de 2025, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029861 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: PR.A.C.CS. J/13 C (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

ACCIÓN CAUSAL. CUANDO SE DEMANDA COMO PRESTACIÓN, ADEMÁS DEL ADEUDO 

PRINCIPAL, EL PAGO DE INTERESES MORATORIOS A LA TASA FIJADA EN EL TÍTULO 

DE CRÉDITO PRESCRITO, SIN QUE ÉSTOS FUERAN PACTADOS EN EL NEGOCIO 

SUBYACENTE, NO PROCEDE CONDENAR A SU PAGO CON BASE EN LA TASA LEGAL. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

examinar la acción causal en la que se reclamaron intereses moratorios a la tasa establecida en un título de 

crédito prescrito, sin que en los asuntos se hubiere probado que dicha tasa quedó pactada en el negocio 

subyacente. Mientras que uno consideró que no debía condenarse al pago de intereses al tipo legal, porque 

no fueron pedidos así, ni siquiera en forma subsidiaria, y en el juicio mercantil impera el principio de litis 

cerrada conforme a la jurisprudencia 1a./J. 22/2011, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, de rubro: "INTERESES MORATORIOS AL TIPO LEGAL. ES IMPROCEDENTE LA 

CONDENA A SU PAGO EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL CUANDO NO FUERON 

RECLAMADOS COMO PRESTACIÓN Y RESPECTO DE LOS CONVENCIONALES SE 

ACTUALIZA LA EXCEPCIÓN DE ALTERACIÓN DE DOCUMENTO."; el otro sostuvo que sí 

procedía su condena en términos del artículo 362 del Código de Comercio, y consideró inaplicable la 

mencionada jurisprudencia. 

 

Criterio jurídico: Cuando se ejerce la acción causal y se demanda como prestación, además del adeudo 

principal, el pago de intereses moratorios a la tasa que se había fijado en el título de crédito prescrito, sin 

que éstos fueran pactados en el negocio subyacente, no procede condenar a su pago con base en la tasa 

legal. 

 

Justificación: Conforme al artículo 168, párrafo primero, de la Ley General de Títulos y Operaciones de 

Crédito, la procedencia de la acción causal requiere de manera indispensable que se invoquen y prueben 

los hechos de esa relación subyacente, porque la causa de pedir ya no se identifica con la de la acción 

cambiaria. Por eso, la pretensión causal no puede sustentarse en la sola exhibición del título, ni en la 

confesión de haberse suscrito el documento. En atención a la referida jurisprudencia 1a./J. 22/2011, tendrá 

que narrarse y probarse el contenido obligacional que sustente a cada una de las prestaciones, lo cual 

atiende al principio de seguridad jurídica, pues así se finca la litis y se permite al enjuiciado defenderse, 

oponer excepciones y ofrecer pruebas. Cuando se ejerce la acción causal y se demandan, además de la 

suerte principal, intereses moratorios a la tasa estipulada en el título cambiario prescrito, esa pretensión 

implica la afirmación de que existió un acuerdo de voluntades en el que se adoptó esa tasa específica y, 

por ello, deberá ser probado. Si no se prueba, no procede el pago de intereses al tipo legal, que opera ante 

la ausencia de pacto, al no haber formado parte de la litis. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

Contradicción de criterios 117/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Segundo en 

Materia Civil del Tercer Circuito y Décimo Segundo en Materia Civil del Primer Circuito. 21 de 

noviembre de 2024. Tres votos de las Magistradas María Amparo Hernández Chong Cuy y Rosa Elena 
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González Tirado, quien formuló voto concurrente, y del Magistrado Arturo Iturbe Rivas. Ponente: 

Magistrada María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretario: Mauricio Omar Sanabria Contreras. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo 

directo 548/2019, el cual dio origen a la tesis aislada I.12o.C.157 C (10a.), de rubro: "INTERESES 

MORATORIOS AL TIPO LEGAL. PROCEDE CONDENAR A SU PAGO CUANDO SE EJERCE LA 

ACCIÓN CAUSAL, AUNQUE SE HAYAN DEMANDADO A LA TASA CONVENIDA EN EL 

TÍTULO DE CRÉDITO CUYA ACCIÓN CAMBIARIA PRESCRIBIÓ, SI EN LA RELACIÓN 

JURÍDICA DE ORIGEN SE OMITIÓ PACTAR TALES RÉDITOS.", publicada en el Semanario Judicial 

de la Federación del viernes 30 de octubre de 2020 a las 10:40 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Décima Época, Libro 79, Tomo III, octubre de 2020, página 1828, con número de 

registro digital: 2022325, y 
 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el 

amparo directo 115/2022. 
 

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 22/2011 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, septiembre de 2011, página 680, con número de 

registro digital: 161053. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de febrero de 2025 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029871 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: XV.6o. J/2 C (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO ORAL MERCANTIL. LA CLÁUSULA DE 

SUMISIÓN EXPRESA PREVISTA EN EL CONTRATO BASE DE LA ACCIÓN ES 

INAPLICABLE, SI EN EL LUGAR ACORDADO POR LAS PARTES NO EXISTE UN ÓRGANO 

JURISDICCIONAL COMPETENTE PARA RESOLVER LA CONTIENDA. 
 

Hechos: El Juez de Distrito en Materia Mercantil Federal en el Estado de Baja California, con residencia 

en Mexicali, en el primer proveído se declaró incompetente para conocer del juicio oral mercantil, al 

advertir la existencia de una cláusula de sumisión expresa en la cual las partes acordaron someterse a los 

tribunales competentes en San Luis Río Colorado, Sonora. 
 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la cláusula de sumisión expresa 

prevista en el contrato base de la acción es inaplicable si en el lugar acordado por las partes no existe un 

órgano jurisdiccional competente para conocer del juicio oral mercantil y resolver la contienda. 
 

Justificación: Lo anterior, porque conforme a los Acuerdos Generales 1/97 y 1/2013 del Pleno del 

Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Sonora, y por la época en que se resuelve, constituye un hecho 
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notorio que en San Luis Río Colorado, Sonora, no existen juzgados orales mercantiles del fuero común. 

Además, los juzgados civiles con sede en dicho lugar carecen de competencia para conocer de juicios 

orales mercantiles. Por tanto, no resulta aplicable la cláusula de sumisión expresa prevista en el contrato 

base de la acción, si en ésta las partes acuerdan someterse expresamente a los tribunales competentes de 

dicho Municipio. Aunado a ello, en la mencionada cláusula no renunciaron expresamente al fuero federal, 

ni designaron de manera clara someterse a los tribunales del fuero común. En tal virtud, con fundamento 

en el Acuerdo General 3/2013, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, el Juez de Distrito en 

Materia Mercantil Federal en el Estado de Baja California, con residencia en Mexicali que previno, debe 

conocer del juicio oral mercantil, ya que ejerce jurisdicción territorial en el Distrito Judicial conformado, 

entre otros Municipios, por el de San Luis Río Colorado, Sonora. 
 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO. 
 

Amparo directo 131/2022. Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero. 

29 de septiembre de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Alejandro Gracia Gómez. Secretario: Leonel 

Fernando Llanes Angulo. 
 

Amparo directo 212/2022. Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero. 19 de enero 

de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: José Encarnación Aguilar Moya. Secretario: Jesús García Valenzuela. 
 

Amparo directo 294/2022. Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero. 2 de marzo 

de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: José Encarnación Aguilar Moya. Secretario: Jesús García Valenzuela. 
 

Amparo directo 303/2022. Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero. 2 de marzo 

de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Domingo Romero Morales. Secretario: Alejandro Morales Olivares. 
 

Amparo directo 304/2022. Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero. 2 de marzo 

de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Domingo Romero Morales. Secretario: Alejandro Morales Olivares. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de febrero de 2025 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029868 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: 1a./J. 10/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

AMPARO INDIRECTO CONTRA LA DECLINACIÓN DE COMPETENCIA DE UN ÓRGANO 

JURISDICCIONAL CUANDO EXISTE VIOLENCIA FAMILIAR. ES PROCEDENTE AUNQUE 

LA AUTORIDAD DECLARADA COMPETENTE NO SE HAYA PRONUNCIADO SOBRE ESE 

PRESUPUESTO PROCESAL. 
 

Hechos: Una mujer denunció penalmente a su expareja, padre de su hija, y promovió en su contra juicio 

del orden familiar. Al dar contestación, el demandado planteó excepción de incompetencia por 

declinatoria. El tribunal de alzada la declaró fundada y ordenó remitir los autos al juzgado competente 

ubicado en otra entidad federativa. Contra esa determinación, la mujer, por derecho propio y en 
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representación de su hija menor de edad, promovió juicio de amparo indirecto en el que narró, bajo 

protesta de decir verdad, que sufrían violencia por parte del demandado, por lo que se vieron en la 

necesidad de cambiar de domicilio en diversas ocasiones. El Juzgado de Distrito desechó la demanda al 

considerar que el acto reclamado no era de imposible reparación y que, en todo caso, sería hasta que el 

órgano declarado competente aceptara la competencia declinada cuando la parte quejosa podría resentir 

alguna afectación; decisión que apoyó en la jurisprudencia P./J. 17/2015 (10a.). Inconforme, la parte 

quejosa interpuso recurso de queja, el cual fue atraído por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que en casos de 

violencia familiar, de manera excepcional, es posible admitir la demanda de amparo indirecto presentada 

contra la declinación de competencia de un órgano jurisdiccional sin esperar a que la autoridad a favor de 

quien se declinó se pronuncie al respecto.  
 

Justificación: El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 

17/2015 (10a.) de rubro: "AMPARO INDIRECTO. PROCEDE EN CONTRA DE LOS ACTOS DE 

AUTORIDAD QUE DETERMINEN DECLINAR O INHIBIR LA COMPETENCIA O EL 

CONOCIMIENTO DE UN ASUNTO, SIEMPRE QUE SEAN DEFINITIVOS (INTERPRETACIÓN 

DEL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN VIII, DE LA LEY DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE 

ABRIL DE 2013).", estableció una regla general de procedencia del juicio de amparo indirecto cuando se 

reclamen actos de autoridad que determinen declinar o inhibir la competencia o conocimiento de un 

asunto. Precisó que la instancia constitucional sólo procede hasta que dicha resolución sea definitiva –

cuando se acepta la competencia o el órgano requerido se inhibe del conocimiento– por ser hasta ese 

momento cuando se afecta personal, real y directamente a la parte interesada. 

Mediante el uso de las herramientas para juzgar con perspectivas de género e infancia es posible 

interpretar la regla de procedencia para remover, en casos de violencia, obstáculos que puedan existir a fin 

de que las mujeres y niñas gocen del derecho fundamental de acceso a la tutela jurisdiccional efectiva. 

Cuando se alegue que existe violencia familiar –cuyo análisis escapa a la materia del juicio de amparo, 

pero puede inferirse a partir de los hechos narrados en la demanda bajo protesta de decir verdad y 

reforzarse con las pruebas que se acompañen–, el contexto fáctico constituye un aspecto a considerar para 

determinar la existencia de elementos significativos que imponen al órgano jurisdiccional de amparo el 

deber de analizar si, en esos casos, la aplicación de las reglas procesales de competencia causan un 

impacto diferenciado en las quejosas. 

Así, al estar frente a un asunto en el que se alega que existe violencia familiar y ante la posibilidad de que 

la contienda se tramite en la entidad federativa en la que se ubica la persona respecto de la cual se afirma 

que ejerce violencia en contra de la parte quejosa, es patente que desde la emisión del acto reclamado se 

causa afectación; por lo que se debe dar trámite a la demanda de amparo en aras de salvaguardar el interés 

superior de la persona menor de edad, su integridad y la de su madre. 
 

Queja 8/2023. 24 de abril de 2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz 

Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 

Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. 

Secretario: Carlos Adrián López Sánchez. 
 

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 17/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Décima Época, Libro 21, Tomo I, agosto de 2015, página 5, con número de registro digital: 2009721. 
 

Tesis de jurisprudencia 10/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintinueve de enero de dos mil veinticinco. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de febrero de 2025 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029883 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Común, Penal 

Tesis: PR.P.T.CN. J/25 P (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SE ACTUALIZA CUANDO SE RECLAMA 

UNA MEDIDA CAUTELAR IMPUESTA EN CUMPLIMIENTO A UNA SUSPENSIÓN 

PROVISIONAL OTORGADA CON EFECTOS RESTITUTORIOS. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron criterios contradictorios al 

analizar si se actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción IX, de la Ley de 

Amparo cuando se reclama la diversa medida cautelar impuesta en cumplimiento a una suspensión 

provisional otorgada con efectos restitutorios en un diverso juicio de amparo. Mientras que uno sostuvo 

que sí resulta procedente si la suspensión se otorgó con plenitud de jurisdicción y la autoridad responsable 

emitió un nuevo acto en cumplimiento; el otro consideró que no, porque la nueva medida cautelar 

impuesta en cumplimiento a la suspensión provisional de tutela anticipada no es definitiva, sino transitoria 

y está subjúdice. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Norte, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el 

artículo 61, fracción IX, de la Ley de Amparo, cuando se reclama una medida cautelar impuesta en 

cumplimiento a la suspensión provisional otorgada con efectos restitutorios en un amparo contra la 

medida cautelar primigenia. 

 

Justificación: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción 

de criterios 338/2022, de la que derivó la jurisprudencia 2a./J. 22/2023 (11a.), estableció que el enunciado 

"conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio", contenido en el primer párrafo del 

artículo 147 de la Ley de Amparo debe contextualizarse en armonía con la finalidad última del juicio, que 

es proteger de forma eficaz los derechos que la parte quejosa considera afectados. 

La trascendencia de la suspensión del acto reclamado debe equipararse con la relevancia de conservar la 

materia del juicio en lo principal, ya que ambas pretenden generar las condiciones para que el juicio de 

amparo cumpla con su función protectora. Por ello, por regla general, es incorrecto sostener que debe 

negarse la suspensión con la finalidad de conservar la materia del asunto en lo principal. 

La suspensión del acto reclamado es un beneficio transitorio, ya que el citado artículo 147 limita su 

duración, que inicia desde que se dicta el auto o la resolución interlocutoria que concede la medida 

cautelar, hasta que se pronuncia la ejecutoria, es decir, hasta que se emite la decisión que resuelve en 

definitiva el asunto, ya sea que se realice un pronunciamiento de fondo o se sobresea. 

Por tanto, mientras no se dicte sentencia ejecutoria que conceda el amparo y protección de la justicia 

federal a la parte quejosa contra la medida cautelar primigenia, el juicio de amparo es improcedente 

respecto de la impuesta en cumplimiento a la suspensión provisional pues ésta no es definitiva, por lo que 

se trata de una determinación dictada en ejecución de una resolución emitida en un juicio de amparo, en 

términos del artículo 61, fracción IX, de la ley de la materia. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-NORTE, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 
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Contradicción de criterios 114/2024. Entre los sustentados por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 

Penal del Primer Circuito y el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo 

Segundo Circuito. 9 de agosto de 2024. Tres votos de la Magistrada Emma Meza Fonseca y de los 

Magistrados Miguel Bonilla López (presidente) y Samuel Meraz Lares. Ponente: Magistrada Emma Meza 

Fonseca. Encargada del engrose: Magistrada Olga Estrever Escamilla. Secretario: Martín Muñoz Ortiz. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Segundo Circuito, al resolver los 

amparos en revisión 33/2023, 571/2022, 202/2023, 190/2023 y 298/2023, los cuales dieron origen a la 

tesis de jurisprudencia XXII.P.A. J/3 P (11a.), de rubro: "PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA. ES 

IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO CONTRA LA DIVERSA MEDIDA 

CAUTELAR IMPUESTA EN CUMPLIMIENTO A LA SUSPENSIÓN OTORGADA EN SU CONTRA 

CON EFECTOS RESTITUTORIOS DE TUTELA ANTICIPADA, CONFORME A LA TESIS DE 

JURISPRUDENCIA PR.P.CN. J/13 P (11a.), AL NO SER DEFINITIVA.", publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación del viernes 2 de febrero de 2024 a las 10:04 horas y en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 34, Tomo V, febrero de 2024, página 4462, con número 

de registro digital: 2028128, y 

 

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver la queja 

84/2024. 

 

Nota: La sentencia relativa a la contradicción de criterios 338/2022 y la tesis de jurisprudencia 2a./J. 

22/2023 (11a.), de rubro: "SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO CON EFECTOS 

RESTITUTORIOS. PARÁMETROS QUE DEBE TOMAR EN CUENTA EL JUZGADOR AL 

ANALIZAR LA POSIBILIDAD DE CONCEDERLA ANTE LA EVENTUALIDAD DE QUE, CON 

ELLO, SE DEJE SIN MATERIA EL JUICIO DE AMPARO EN LO PRINCIPAL." citadas, aparecen 

publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 16 de junio de 2023 a las 10:22 horas y 

en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 26, Tomo V, junio de 2023, 

páginas 4455 y 4497, con números de registro digital: 31535 y 2026730, respectivamente. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de febrero de 2025 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029895 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: 2a./J. 2/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

RECUSACIÓN. LA CALIFICACIÓN DE LOS REQUISITOS PARA SU PROCEDENCIA 

CORRESPONDE A UN ÓRGANO DIVERSO DEL RECUSADO. 

 

Hechos: Un Pleno Regional y un Tribunal Colegiado de Circuito sustentaron criterios contradictorios en 

relación con la posibilidad de que el órgano recusado se pronunciara sobre la procedencia del escrito de 
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recusación, en atención al cumplimiento de los requisitos formales. Mientras que uno sostuvo que debe 

realizar ese pronunciamiento un órgano diverso al recusado; el otro, en su calidad de órgano recusado, 

desestimó la recusación por haberse incumplido el requisito formal relativo a la exhibición del billete de 

depósito. 

 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que en atención 

al derecho de acceso a la justicia, en su vertiente de justicia imparcial, así como a los artículos 51, 57, 59 y 

60 de la Ley de Amparo, la calificación de los requisitos de procedibilidad de la recusación corresponde a 

un órgano diverso del recusado. 

 
Justificación: De los artículos referidos se advierte que la recusación constituye un mecanismo a través del 

cual las personas justiciables pueden solicitar que un juzgador u órgano jurisdiccional quede inhibido para 

conocer de un asunto y garantizar el derecho a una justicia imparcial. El trámite para la recusación implica 

que el juzgador u órgano recusado, al recibir el escrito respectivo, debe remitirlo al órgano que 

corresponda. Este último debe valorar la procedencia y, en su caso, dar el trámite conducente a través del 

expediente respectivo, agotando las etapas que la Ley de Amparo prevé al efecto, concluyendo con el 

dictado de la resolución que en derecho proceda. 

 
SEGUNDA SALA. 

 
Contradicción de criterios 239/2024. Entre los sustentados por el Pleno Regional en Materia Penal de la 

Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de México, y el Sexto Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Tercer Circuito. 27 de noviembre de 2024. Cinco votos de los Ministros Yasmín 

Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto 

Pérez Dayán. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Mauricio Tapia Maltos. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El Pleno Regional en Materia Penal de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de México, al 

resolver la contradicción de criterios 89/2023, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PR.P.CN. J/25 

K (11a.), de rubro: “RECUSACIÓN AL TITULAR DE UN ÓRGANO JURISDICCIONAL DE 

AMPARO. SU TRÁMITE DEBE REALIZARSE CONFORME A LOS ARTÍCULOS 59 Y 60 DE LA 

LEY DE LA MATERIA.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 1 de marzo de 

2024 a las 10:04 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 35, 

Tomo V, marzo de 2024, página 5252, con número de registro digital: 2028336 y, 

 
El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver 

el amparo en revisión 621/2022. 

 
Tesis de jurisprudencia 2/2025 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de ocho de enero de dos mil veinticinco. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de febrero de 2025 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029872 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Común, Laboral 

Tesis: PR.P.T.CS. J/28 L (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER DE UN AMPARO DIRECTO. 

CORRESPONDE AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE EJERCE JURISDICCIÓN 

EN EL LUGAR DE RESIDENCIA DE LA JUNTA QUE EMITIÓ EL LAUDO RECLAMADO, 

AUNQUE POSTERIORMENTE SEA EXTINGUIDA. 

 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito, uno con residencia en Puebla y otro en Oaxaca, estimaron 

carecer de competencia por razón de territorio para conocer del amparo directo promovido contra un laudo 

emitido por la Junta Especial Número 33 de la Federal de Conciliación y Arbitraje, con residencia en 

Puebla, antes de que entrara en vigor el Acuerdo que la extinguió y en el que se estableció que los asuntos 

que se encontraran en dicha Junta serían tramitados por la Junta Especial Número 32, con residencia en 

Oaxaca. 

Uno sostuvo carecer de competencia porque el Acuerdo mencionado generó a favor de la Junta Especial 

Número 32, con residencia en Oaxaca, la calidad de autoridad sustituta, y de obtenerse sentencia favorable 

en el amparo sería la que debería dar cumplimiento. Por tanto, concluyó que es competente el Tribunal 

Colegiado que ejerce jurisdicción donde se ubica la autoridad responsable sustituta. Mientras que el otro 

consideró que conforme al artículo 34, segundo y último párrafos, de la Ley de Amparo, la competencia se 

determina atendiendo a la residencia de la autoridad que emite el acto reclamado y, en ese caso, lo es la 

extinta Junta con residencia en Puebla.  

 
Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Sur, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que es competente el Tribunal Colegiado de Circuito que 

ejerce jurisdicción en el lugar de residencia de la Junta que emitió el laudo reclamado para conocer del 

amparo directo promovido en su contra, aun cuando durante su sustanciación dicha Junta se haya 

extinguido. 

 
Justificación: El artículo 107, fracción V, inciso d), de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, establece que el amparo contra sentencias definitivas, laudos o resoluciones que pongan fin al 

juicio se promoverá ante el Tribunal Colegiado de Circuito competente de conformidad con la Ley de 

Amparo. El artículo 34 de esta ley establece, como regla general, que los Tribunales Colegiados de 

Circuito son competentes para conocer del amparo directo y que su competencia se fija de acuerdo con la 

residencia de la autoridad que haya dictado el acto reclamado y, en su caso, atendiendo a la 

especialización por materia. También prevé una regla especial en materia agraria y en juicios contra 

Tribunales Federales de lo Contencioso Administrativo, conforme a la cual, es competente el Tribunal 

Colegiado de Circuito que tenga jurisdicción en donde el acto reclamado deba ejecutarse, trate de 

ejecutarse, se esté ejecutando o se haya ejecutado. 

Cuando se promueve amparo directo contra un laudo dictado por una Junta que posteriormente es 

extinguida, debe aplicarse la regla relativa a que debe conocerlo el Tribunal Colegiado que ejerce 

jurisdicción en el lugar de residencia de la autoridad responsable desaparecida. Esa regla de competencia 

por territorio no se altera por el hecho de que conforme al acuerdo que extinguió a la Junta originalmente 
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responsable, sea una diversa la que deba dar continuidad a los asuntos respectivos, pues ello sólo es para 

efectos de que el Tribunal Colegiado de Circuito competente mantenga comunicación y, en su caso, 

requiera a la Junta sustituta el cumplimiento de la sentencia de amparo. 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON 

RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 
Conflicto competencial 49/2024. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 

del Sexto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer 

Circuito. 6 de noviembre de 2024. Tres votos de las Magistradas María Enriqueta Fernández Haggar y 

Guadalupe Madrigal Bueno, y del Magistrado Héctor Lara González. Ponente: Magistrado Héctor Lara 

González. Secretaria: Gladys Eliza González León. 

 
Conflicto competencial 52/2024. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 

del Sexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer 

Circuito. 6 de noviembre de 2024. Tres votos de las Magistradas María Enriqueta Fernández Haggar y 

Guadalupe Madrigal Bueno, y del Magistrado Héctor Lara González. Ponente: Magistrado Héctor Lara 

González. Secretaria: Laura Olivia Sánchez Aguirre. 

 
Conflicto competencial 55/2024. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 

del Sexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer 

Circuito. 6 de noviembre de 2024. Tres votos de las Magistradas María Enriqueta Fernández Haggar y 

Guadalupe Madrigal Bueno, y del Magistrado Héctor Lara González. Ponente: Magistrado Héctor Lara 

González. Secretaria: María Abel Ramos Ávalos. 

 
Conflicto competencial 58/2024. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 

del Sexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer 

Circuito. 6 de noviembre de 2024. Tres votos de las Magistradas María Enriqueta Fernández Haggar y 

Guadalupe Madrigal Bueno, y del Magistrado Héctor Lara González. Ponente: Magistrado Héctor Lara 

González. Secretaria: Gladys Eliza González León. 

 
Conflicto competencial 61/2024. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 

del Sexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer 

Circuito. 6 de noviembre de 2024. Tres votos de las Magistradas María Enriqueta Fernández Haggar y 

Guadalupe Madrigal Bueno, y del Magistrado Héctor Lara González. Ponente: Magistrado Héctor Lara 

González. Secretaria: Laura Olivia Sánchez Aguirre. 

 
Nota: Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de criterios 32/2025, pendiente de 

resolverse por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de febrero de 2025 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 



BOLETÍN DE INFORMACIÓN JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA 

171 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029873 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Común, Laboral 

Tesis: PR.P.T.CS. J/29 L (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER DE UN AMPARO DIRECTO 

CUANDO EL LAUDO RECLAMADO SE DICTÓ EN CUMPLIMIENTO A UNA EJECUTORIA 

DE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO Y DURANTE SU SUSTANCIACIÓN LA 

JUNTA RESPONSABLE FUE EXTINGUIDA. CORRESPONDE AL ÓRGANO QUE EMITIÓ LA 

SENTENCIA PRIMIGENIA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito, uno con residencia en Puebla y otro en Oaxaca, estimaron 

carecer de competencia por razón de territorio para conocer del amparo directo promovido contra un laudo 

emitido por la Junta Especial Número 33 de la Federal de Conciliación y Arbitraje, con residencia en 

Puebla, antes de que entrara en vigor el Acuerdo que la extinguió y en el que se estableció que los asuntos 

que se encontraran en amparo en dicha Junta, serían tramitados por la Junta Especial Número 32, con 

residencia en Oaxaca. 

Uno sostuvo que con la entrada en vigor de dicho Acuerdo se generó a favor de la Junta Especial Número 

32, con residencia en Oaxaca, la calidad de autoridad sustituta y que de llegar a obtenerse sentencia 

favorable en el amparo, será quien deberá dar cumplimiento a la sentencia. Por tanto, concluyó que el 

Tribunal Colegiado competente es el que ejerce jurisdicción donde se ubica la autoridad responsable 

sustituta. Mientras que el otro consideró que conforme al artículo 34, segundo y último párrafos, de la Ley 

de Amparo, la competencia se determina atendiendo a la residencia de la autoridad que emite el acto 

reclamado y, en ese caso, lo había emitido la extinta Junta con residencia en Puebla. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Sur, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que cuando se reclama en amparo directo un laudo dictado 

en cumplimiento a una ejecutoria pronunciada por un Tribunal Colegiado de Circuito y durante la 

sustanciación del amparo la Junta responsable es extinguida, corresponde conocer al mismo órgano que 

emitió la ejecutoria primigenia, en razón del conocimiento previo adquirido. 

 

Justificación: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la ejecutoria que dio 

origen a la jurisprudencia 2a./J. 64/2018 (10a.), estableció que existe una excepción a las reglas de 

competencia por territorio previstas en el artículo 34 de la Ley de Amparo, que se actualiza cuando un 

Tribunal Colegiado deja de tener competencia por circunstancias ajenas a él (como pueden ser los 

acuerdos expedidos por el Consejo de la Judicatura Federal que fijan los límites territoriales de cada 

circuito judicial, o bien, los emitidos por las autoridades responsables a través de los cuales crean, 

extinguen o modifican su competencia y residencia). En esos supuestos, su competencia debe prorrogarse 

y hacerse extensiva a esos juicios y a los recursos que deriven de ellos, con el fin de aprovechar el 

conocimiento previo que haya adquirido sobre determinado juicio de amparo. 

Esa razón justifica que si un Tribunal Colegiado de Circuito emitió una ejecutoria y en cumplimiento se 

emite un diverso laudo, del nuevo juicio de amparo debe conocer ese mismo tribunal, aun cuando durante 

su sustanciación la Junta responsable sea extinguida, pues debe aprovecharse el conocimiento previo 

adquirido para evitar el dictado de sentencias contradictorias y preservar el derecho fundamental de acceso 

a la justicia previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Máxime que si ese Tribunal Colegiado ejerce jurisdicción en el territorio donde se ubica la Junta 

originalmente responsable, es el domicilio más cercano al señalado por las partes y, en la etapa respectiva, 
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la parte tercera interesada puede promover amparo adhesivo sin tener que acudir al Portal de Servicios en 

Línea del Poder Judicial de la Federación. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON 

RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 
Conflicto competencial 45/2024. Suscitado entre el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 

Sexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer 

Circuito. 6 de noviembre de 2024. Tres votos de las Magistradas María Enriqueta Fernández Haggar y 

Guadalupe Madrigal Bueno, y del Magistrado Héctor Lara González. Ponente: Magistrada Guadalupe 

Madrigal Bueno. Secretario: Alan Antonio Morán Herrera. 

 
Conflicto competencial 51/2024. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 

del Sexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer 

Circuito. 6 de noviembre de 2024. Tres votos de las Magistradas María Enriqueta Fernández Haggar y 

Guadalupe Madrigal Bueno, y del Magistrado Héctor Lara González. Ponente: Magistrada Guadalupe 

Madrigal Bueno. Secretario: Alan Antonio Morán Herrera. 

 
Conflicto competencial 52/2024. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 

del Sexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer 

Circuito. 6 de noviembre de 2024. Tres votos de las Magistradas María Enriqueta Fernández Haggar y 

Guadalupe Madrigal Bueno, y del Magistrado Héctor Lara González. Ponente: Magistrado Héctor Lara 

González. Secretaria: Laura Olivia Sánchez Aguirre. 

 
Conflicto competencial 55/2024. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 

del Sexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer 

Circuito. 6 de noviembre de 2024. Tres votos de las Magistradas María Enriqueta Fernández Haggar y 

Guadalupe Madrigal Bueno, y del Magistrado Héctor Lara González. Ponente: Magistrado Héctor Lara 

González. Secretaria: María Abel Ramos Ávalos. 

 
Conflicto competencial 58/2024. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 

del Sexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer 

Circuito. 6 de noviembre de 2024. Tres votos de las Magistradas María Enriqueta Fernández Haggar y 

Guadalupe Madrigal Bueno, y del Magistrado Héctor Lara González. Ponente: Magistrado Héctor Lara 

González. Secretaria: Gladys Eliza González León. 

 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 64/2018 (10a.) citada, aparece publicada con el rubro: 

"CONFLICTO COMPETENCIAL. EXCEPCIÓN A SU INEXISTENCIA CUANDO LOS 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO SE NIEGAN A CONOCER DE UN ASUNTO POR 

RAZÓN DE TURNO Y/O CONOCIMIENTO PREVIO.", en el Semanario Judicial de la Federación del 

viernes 29 de junio de 2018 a las 10:35 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

Décima Época, Libro 55, Tomo II, junio de 2018, página 999, con número de registro digital: 2017294. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de febrero de 2025 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029875 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: PR.P.T.CS. J/31 L (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

CONFLICTOS LABORALES DERIVADOS DE LA ACUMULACIÓN DE JUICIOS. PUEDEN 

GENERARSE CUANDO UN TRIBUNAL LABORAL DECRETA LA ACUMULACIÓN Y EL 

RECEPTOR NO LA ACEPTA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si cuando un Tribunal Laboral Federal de Asuntos Individuales decreta la acumulación de juicios 

en términos de la Ley Federal del Trabajo, y el receptor no la acepta, se configura un conflicto que deben 

resolver los Tribunales Colegiados de Circuito. Mientras que uno consideró que los conflictos 

competenciales sólo pueden originarse en razón del fuero, materia y territorio, el otro sostuvo que sí es 

posible que surjan derivados de la figura procesal de acumulación de juicios. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Sur, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que cuando un Tribunal Laboral Federal de Asuntos 

Individuales ordena la acumulación de juicios y el receptor no la acepta, se configura un conflicto que 

deben resolver los Tribunales Colegiados de Circuito. 

 

Justificación: Si bien en sentido estricto no es jurídicamente posible que surjan conflictos competenciales 

entre tribunales laborales que, conforme a su marco normativo, poseen idéntica competencia legal, ello no 

es obstáculo para que se configuren conflictos derivados de la acumulación de juicios. 

El título catorce, capítulo X, de la Ley Federal del Trabajo prevé que procede la acumulación en los 

procesos de trabajo que se encuentren en trámite ante los tribunales, de oficio o a instancia de parte, así 

como los efectos de la acumulación. Por tanto, cuando existe desacuerdo en la acumulación de juicios 

laborales, ello constituye una controversia entre órganos federales que deben resolver los Tribunales 

Colegiados de Circuito, conforme a las reglas de competencia previstas en el artículo 705 Bis, fracción II, 

de dicha ley.  

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON 

RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

Contradicción de criterios 88/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero y Sexto, 

ambos en Materia de Trabajo del Tercer Circuito. 26 de noviembre de 2024. Tres votos de las Magistradas 

María Enriqueta Fernández Haggar y Guadalupe Madrigal Bueno, y del Magistrado Héctor Lara 

González. Ponente: Magistrado Héctor Lara González. Secretaria: María Abel Ramos Ávalos. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al resolver el 

conflicto competencial 12/2024, y el sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 

del Tercer Circuito, al resolver el conflicto de acumulación de juicios 1/2024. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de febrero de 2025 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029900 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: PR.P.T.CS. J/30 L (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

SERVIDORES PÚBLICOS DE LA UNIVERSIDAD PEDAGÓGICA NACIONAL. SU RELACIÓN 

DE TRABAJO SE ESTABLECE CON ÉSTA Y NO CON LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 

PÚBLICA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios, al 

analizar la excepción de inexistencia de vínculo de trabajo opuesta por la Secretaría de Educación Pública, 

respecto de personas que laboraron para la Universidad Pedagógica Nacional. Mientras que uno determinó 

que la relación de trabajo se establece con esta última, porque conforme a su decreto de creación cuenta 

con recursos y personalidad jurídica propios, aunado a que su rector posee atribuciones para nombrar y 

remover a su personal; el otro determinó que el vínculo laboral se establece con la citada Secretaría, 

porque la Universidad no posee recursos ni personalidad jurídica propios. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro Sur, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que con fundamento en el artículo 2o. de la Ley Federal de 

los Trabajadores al Servicio del Estado, la relación de trabajo de las personas que laboran en la 

Universidad Pedagógica Nacional se establece con ésta, a través de su rector. 

 

Justificación: La Universidad Pedagógica Nacional es un órgano administrativo desconcentrado de la 

Secretaría de Educación Pública, y si bien sus recursos se los asigna el Gobierno Federal en el presupuesto 

de esta última, esas razones son insuficientes para considerar que no es responsable de la relación de 

trabajo con su personal.  

Conforme al Decreto que crea a la Universidad Pedagógica Nacional, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 29 de agosto de 1978, el secretario de Educación Pública, como titular originario, delegó al 

rector el catálogo de las atribuciones que estimó necesarias para cumplir sus fines, entre otras, la 

representación, administración y aplicación de los recursos asignados, la posibilidad de obtener ingresos 

adicionales mediante la celebración de convenios, e incluso la atribución para nombrar y remover al 

personal no docente y académico (artículo 12, fracciones I, II, XII, XIII, XIV y XV). Esto se corrobora en 

los respectivos reglamentos interiores de trabajo del personal académico y no docente de la Universidad. 

Las facultades referidas se replican en su Manual de Organización, emitido por el propio titular de la 

Secretaría de Educación Pública, lo cual refuerza la determinación de este último de delegar en el rector 

atribuciones para ejercer sus recursos y representar a la Universidad “en todas las actividades inherentes al 

puesto”. 

De acuerdo a ello, es con la Universidad Pedagógica Nacional a través de su rector, con quien se entablaba 

el vínculo de trabajo. Lo contrario desvirtuaría la finalidad prevista en el decreto que la creó, al asignarle 

expresamente atribuciones para representar a la Universidad frente a cualquier autoridad, para administrar 

sus recursos materiales y humanos, y para nombrar y remover a su personal académico y administrativo, 

así como a los demás funcionarios, ya que sólo requiere la aprobación del secretario de Educación Pública 

para designar a los secretarios Académico y Administrativo, a los jefes de Área Académica y al jefe de la 

Unidad de Planeación, lo que es insuficiente para considerar que no se da la relación laboral con dicha 

institución. 
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PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON 

RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

Contradicción de criterios 120/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Octavo y 

Décimo Segundo, ambos en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 26 de noviembre de 2024. Tres votos 

de las Magistradas Guadalupe Madrigal Bueno y María Enriqueta Fernández Haggar, y del Magistrado 

Héctor Lara González. Ponente: Magistrada Guadalupe Madrigal Bueno. Secretario: Eduardo Alfonso 

Guerrero Serrano. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El Octavo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 

184/2022, el cual dio origen a la tesis aislada I.8o.T.5 L (11a.), de rubro: "SERVIDORES PÚBLICOS DE 

LA UNIVERSIDAD PEDAGÓGICA NACIONAL (UPN). LA RELACIÓN DE TRABAJO SE 

ESTABLECE CON SU TITULAR Y NO CON LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN PÚBLICA 

(SEP).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de octubre de 2022 a las 10:17 

horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 18, Tomo IV, 

octubre de 2022, página 3624, con número de registro digital: 2025342, y 

 

El sustentado por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al 

resolver el amparo directo 1099/2023. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de febrero de 2025 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029903 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Común 

Tesis: XXIV.2o. J/2 P (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO CONTRA LA 

RESOLUCIÓN QUE NEGÓ MODIFICAR O SUSTITUIR LA PRISIÓN PREVENTIVA 

JUSTIFICADA. ANTE LA INCONSTITUCIONALIDAD E INCONVENCIONALIDAD DEL 

ARTÍCULO 163 DE LA LEY DE LA MATERIA, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE 

INAPLICARLO Y ACUDIR A LAS NORMAS DE LA "PARTE GENERAL" DE LA 

SUSPENSIÓN DEL PROPIO ORDENAMIENTO, QUE PERMITEN OTORGARLA CON 

EFECTOS RESTITUTORIOS. 

 

Hechos: El quejoso solicitó al Juez de Control la modificación de la prisión preventiva justificada que se 

le impuso como resultado de la vinculación a proceso. La autoridad responsable negó tal petición, al 

estimar que no habían variado las condiciones objetivas que condujeron a su imposición. Esa negativa fue 

reclamada en el juicio de amparo indirecto y se pidió la suspensión del acto reclamado con efectos 

restitutorios, para que la persona quedara en inmediata libertad. La Jueza de Distrito negó la medida en los 

términos solicitados y la concedió para el único efecto de que el peticionario quedara a su disposición por 
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cuanto hace a la libertad personal, en el lugar en el que se encontraba recluido, y a la de la autoridad 

responsable para la continuación del procedimiento penal, en términos del artículo 163 de la Ley de 

Amparo; inconforme, el quejoso interpuso recurso de queja en el que, tras efectuar el control de 

constitucionalidad y convencionalidad ex officio de la norma aplicada, se determinó que tal norma 

restringe de manera desproporcionada el derecho a la tutela cautelar y, por tanto, se consideró necesario 

establecer los efectos de la suspensión. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que ante la inconstitucionalidad e 

inconvencionalidad del artículo 163 de la Ley de Amparo, el Juez de Distrito debe inaplicarlo y acudir a 

las normas de la "parte general" de la suspensión del propio ordenamiento (artículos 127, 128 y 147), que 

permiten concederla con efectos restitutorios, sin que al hacerlo se desatienda la tesis de jurisprudencia 

1a./J. 50/2017 (10a.), de título y subtítulo: "SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 

EN MATERIA PENAL. PARA DECIDIR SOBRE LA SUSPENSIÓN DE ACTOS RECLAMADOS NO 

PREVISTOS EN LA PARTE ESPECIAL DE LA LEY DE AMPARO (‘EN MATERIA PENAL’), 

DEBEN APLICARSE LAS NORMAS DE LA PARTE GENERAL, QUE PERMITEN PONDERAR LA 

APARIENCIA DEL BUEN DERECHO, EL PELIGRO EN LA DEMORA Y LA AFECTACIÓN AL 

INTERÉS SOCIAL.", aplicada en sentido contrario. 

 

Justificación: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción 

de tesis 397/2016, de la que derivó la tesis citada, desde un escenario estrictamente de legalidad, 

determinó que para decidir sobre la suspensión de los actos reclamados no previstos en la "parte especial" 

relativa de la Ley de Amparo ("en materia penal"), deben aplicarse las normas de la parte general que 

permiten, entre otras cosas, ponderar la apariencia del buen derecho, el peligro en la demora y la no 

afectación al interés social y al orden público. Dicho razonamiento implica, en sentido contrario que, 

tratándose de las hipótesis legales previstas en la "parte especial" de la suspensión en materia penal, no es 

factible acudir, en principio, a las reglas generales que rigen dicha medida en la propia ley, como son las 

previstas en los artículos 127, 128 y 147. Sin embargo, ante la inconstitucionalidad e inconvencionalidad 

del artículo 163 de la Ley de Amparo por los efectos que prevé para otorgar dicha medida cautelar y su 

consecuente inaplicación, ello posibilita al órgano jurisdiccional para que acuda a las normas de la "parte 

general" de la suspensión que sí permiten, entre otras cosas, ponderar la apariencia del buen derecho frente 

a la posible afectación al orden público y al interés social, así como para otorgar efectos restitutorios a la 

medida cautelar, de ser el caso. De esta manera, sólo después de efectuar dicho ejercicio jurídico, limitado 

al caso específico, podría otorgarse la suspensión provisional contra la negativa de sustituir la prisión 

preventiva justificada, para el efecto de que la autoridad responsable fije nueva audiencia para la revisión 

de la medida ya impuesta al quejoso y, sin demora, dicte otra que considere razonablemente adecuada, 

pero a la luz de los parámetros legales, convencionales y constitucionales sobre la materia, misma que 

desde luego podrá ser distinta de aquélla. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CUARTO CIRCUITO. 

 

Queja 286/2023. 28 de abril de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rochin García. 

Secretarios: Irving Adrián Hernández Salcido, Juan Daniel Núñez Silva y Gilberto Lara Gómez. 

 

Queja 294/2023. 8 de mayo de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Alberto Martínez Hernández. 

Secretaria: Paulina Edith Lorea Hernández.  

 

Queja 308/2023. 11 de mayo de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Marcelino Ángel Ramírez. 

Secretario: Manuel Alejandro Méndez Romo. 

 

Queja 454/2023. 10 de julio de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rochin García. Secretario: 

Irving Adrián Hernández Salcido. 
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Queja 798/2024. 3 de diciembre de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rochin García. 

Secretario: Irving Adrián Hernández Salcido. 

 

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 50/2017 (10a.) y la parte conducente de la sentencia relativa a la 

contradicción de tesis 397/2016 citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del 

viernes 20 de octubre de 2017 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

Décima Época, Libro 47, Tomo I, octubre de 2017, páginas 483 y 455, con números de registro digital: 

2015310 y 27389, respectivamente. 

 

Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de criterios 185/2024, pendiente de 

resolverse por la Primera Sala. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de febrero de 2025 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029902 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Constitucional, Común 

Tesis: XXIV.2o. J/1 P (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO CONTRA LA 

RESOLUCIÓN QUE NEGÓ MODIFICAR O SUSTITUIR LA PRISIÓN PREVENTIVA 

JUSTIFICADA. EL ARTÍCULO 163 DE LA LEY DE AMPARO, EN CUANTO A LOS EFECTOS 

QUE OTORGA A DICHA MEDIDA, ES INCONVENCIONAL, AL RESTRINGIR DE MANERA 

DESPROPORCIONADA EL DERECHO A LA TUTELA CAUTELAR, INMERSO EN LOS 

ARTÍCULOS 17 Y 107, FRACCIÓN X, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS Y 25 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS 

HUMANOS. 

 

Hechos: El quejoso solicitó al Juez de Control la modificación de la prisión preventiva justificada que se 

le impuso como resultado de la vinculación a proceso. La autoridad responsable negó tal petición, al 

estimar que no habían variado las condiciones objetivas que condujeron a su imposición. Esa negativa fue 

reclamada en el juicio de amparo indirecto y se pidió la suspensión del acto reclamado con efectos 

restitutorios para que la persona quedara en inmediata libertad. La Jueza de Distrito negó la medida en los 

términos solicitados y la concedió para el único efecto de que el peticionario quedara a su disposición por 

cuanto hace a la libertad personal, en el lugar en el que se encontraba recluido, y a la de la autoridad 

responsable para la continuación del procedimiento penal, en términos del artículo 163 de la Ley de 

Amparo, contra lo cual se interpuso recurso de queja, en el que a petición de parte se efectuó el control de 

constitucionalidad y convencionalidad ex officio de la norma aplicada. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el artículo 163 de la Ley de Amparo, 

en cuanto a los efectos que prevé para otorgar la suspensión contra actos que afecten la libertad personal, 

como la negativa a modificar o sustituir la prisión preventiva justificada, es inconvencional, al restringir 

de manera desproporcionada el derecho humano a la tutela cautelar, inmerso en los artículos 17 y 107, 
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fracción X, de la Constitución General de la República y 25 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos. 

 

Justificación: El artículo 163 de la Ley de Amparo constriñe al Juez de Distrito a establecer como único 

efecto de la suspensión, en todos los casos que afecten la libertad personal dentro de un procedimiento del 

orden penal (distintos de los previstos en los artículos 164 a 166): "que el quejoso quede a disposición de 

dicho juzgador sólo en lo que se refiere a la libertad personal, pero a disposición de la autoridad que deba 

juzgarlo para la continuación del procedimiento". A juicio de este tribunal, esa norma limita innecesaria y 

desproporcionadamente la facultad del Juez para acudir a otro parámetro con el objeto de establecer, 

fundada y motivadamente, si el acto reclamado, a pesar de que incida en la libertad personal del quejoso, 

pudiere resultar inconstitucional desde la apariencia del buen derecho y el peligro en la demora; por lo 

mismo, si con base en ello es necesario otorgar diversos efectos a la suspensión, con el objeto de 

salvaguardar ese derecho humano de primer rango con un espectro más amplio al previsto, de manera 

acotada y taxativa, en la invocada disposición de la ley reglamentaria. 

Esto se considera, porque desde la concepción y el origen normativo del artículo 163 en estudio, se vedó 

la posibilidad de que el Juez de amparo, de manera fundada y motivada, pudiera fijar la situación en la que 

habrían de quedar las cosas y adoptara las medidas que estimara pertinentes para conservar la materia del 

juicio hasta su terminación, como también para evitar daños de difícil o de imposible reparación al 

quejoso privado de la libertad personal, como por ejemplo lo autoriza el artículo 147 de la propia ley. 

Esto, aun cuando alguna de esas otras alternativas pudiera resultar conducente para proteger de mejor 

forma el derecho humano objeto de la litis constitucional, así como para garantizar la continuidad del 

procedimiento penal de origen, sin vulnerar de manera innecesaria la libertad del quejoso privado de 

aquélla dentro del mismo.  

Lo anterior es inconstitucional e inconvencional, pues la limitante normativa de que se trata, desde su 

origen, buscó constreñir al juzgador federal –de antemano– para que al decretar la suspensión la 

estableciera siempre con efectos acotados y no pudiera dirimir, en principio, la existencia de otra solución 

jurídica que protegiera de mejor forma la libertad personal, sin demérito de la marcha normal y los fines 

del procedimiento penal de origen. En efecto, sin dejar de lado la finalidad constitucionalmente válida del 

legislador –en cuanto a que debería otorgarse certeza y seguridad jurídica a las personas para evitar la 

multiplicidad y disparidad de criterios de los juzgadores de amparo al decretar la suspensión de ciertos 

actos "en materia penal"–, lo cierto es que ello es desproporcionado para lograr ese fin, pues lo que 

mayormente debería buscarse a través de la medida cautelar de la suspensión es afectar lo menos posible a 

la libertad personal del quejoso, conforme al artículo 7 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos y a la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, pues aquélla es un 

derecho fundamental cuya restricción en un Estado democrático debe erigirse como la excepción. 

De ahí que la limitante legislativa inmersa en el artículo 163 de la Ley de Amparo, en cuanto a los efectos 

que prevé para la suspensión contra actos que afecten la libertad personal, debe inaplicarse por ser 

desproporcionada para alcanzar el objetivo que buscó el legislador cuando emitió esa norma; por tanto, 

deberá atenderse a las reglas generales previstas en los artículos 127, 128, 147 y demás aplicables de la ley 

de la materia. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CUARTO CIRCUITO. 

 

Queja 286/2023. 28 de abril de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rochin García. 

Secretarios: Irving Adrián Hernández Salcido, Juan Daniel Núñez Silva y Gilberto Lara Gómez.  

 

Queja 294/2023. 8 de mayo de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Alberto Martínez Hernández. 

Secretaria: Paulina Edith Lorea Hernández. 

 

Queja 308/2023. 11 de mayo de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Marcelino Ángel Ramírez. 

Secretario: Manuel Alejandro Méndez Romo. 
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Queja 454/2023. 10 de julio de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rochin García. Secretario: 

Irving Adrián Hernández Salcido.  

 

Queja 798/2024. 3 de diciembre de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rochin García. 

Secretario: Irving Adrián Hernández Salcido.  

 

Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de criterios 185/2024, pendiente de 

resolverse por la Primera Sala. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de febrero de 2025 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029884 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: 1a./J. 9/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. LA EXENCIÓN CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 15, 

FRACCIÓN I, DE LA LEY DE LA MATERIA SE ACTUALIZA SI LOS CRÉDITOS 

HIPOTECARIOS PARA LA ADQUISICIÓN, AMPLIACIÓN, CONSTRUCCIÓN O 

REPARACIÓN DE BIENES INMUEBLES DESTINADOS A CASA HABITACIÓN, SE 

OTORGAN A PERSONAS FÍSICAS. 

 

Hechos: Una institución financiera otorgó créditos hipotecarios a personas morales con el objeto de que 

éstas adquirieran, construyeran, ampliaran o repararan bienes inmuebles destinados a casa habitación, y 

consideró que las comisiones que se generaron por el otorgamiento de tales créditos estaban exentas 

conforme al artículo 15, fracción I, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado; sin embargo, se le 

determinó un crédito fiscal, pues la autoridad hacendaria estimó que tales comisiones no estaban exentas 

porque los créditos se otorgaron a personas morales y se debió realizar el pago del impuesto. A partir de lo 

anterior, previa impugnación de la resolución que recayó al recurso de revocación en el que se controvirtió 

la determinante del crédito fiscal, la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa emitió 

sentencia en la que, por una parte, declaró la nulidad de la resolución determinante del crédito fiscal, así 

como de la que resolvió el recurso de revocación y, por otra, reconoció la validez de esas resoluciones en 

su restante contenido. Inconforme, la institución financiera promovió juicio de amparo directo en el que 

reclamó que el citado precepto legal transgrede el principio de seguridad jurídica porque no precisa si la 

exención se actualiza únicamente respecto de créditos hipotecarios que se otorgan a personas físicas. El 

Tribunal Colegiado del conocimiento negó la protección constitucional; en desacuerdo, la parte quejosa 

interpuso recurso de revisión de la competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Criterio jurídico: El artículo 15, fracción I, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado no transgrede el 

principio de seguridad jurídica debido a que, de su interpretación, se puede concluir que la exención 

contenida en el mismo tiene por objeto beneficiar a aquellas personas que, de manera directa, adquieren 

un crédito hipotecario para adquirir, ampliar, construir o reparar su propia casa habitación; exención que, 

relacionada con el derecho a la vivienda, sólo puede aplicar a personas físicas. 



BOLETÍN DE INFORMACIÓN JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA 

180 

 

Justificación: El artículo 15, fracción I, mencionado exenta del pago del impuesto a las comisiones y otras 

contraprestaciones que cubra el acreditado a su acreedor con motivo del otorgamiento de créditos 

hipotecarios para la adquisición, ampliación, construcción o reparación de bienes inmuebles destinados a 

casa habitación, salvo aquellas que se originen con posterioridad a la autorización del crédito o que se 

deban pagar a terceros por el acreditado. Ahora, de la interpretación literal, sistemática, teleológica e 

histórica de dicho precepto, se concluye que la exención se actualiza únicamente cuando el crédito 

hipotecario tiene como fin directo o inmediato la adquisición, ampliación, construcción o reparación de 

viviendas o casas habitación por personas físicas. Lo anterior, pues la finalidad del beneficio fiscal es 

disminuir el costo financiero generado con motivo de la contratación de un crédito hipotecario, es decir, la 

exención no fue prevista para privilegiar a las personas que participan en una actividad económica 

inmobiliaria con fines de lucro, sino a quien se constituye como un consumidor final para este tipo de 

bienes, esto es, la persona que pacta un crédito hipotecario para comprar, adquirir o reparar su propia casa 

habitación, lo que contribuye a garantizar el derecho a una vivienda contenido en el artículo 4o., séptimo 

párrafo, de la Constitución Federal, el cual prevé que toda familia tendrá derecho a una vivienda digna y 

decorosa. Por tanto, la finalidad de la exención no es compatible con la naturaleza de una persona moral 

quien se constituye con un fin principalmente económico. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 3721/2024. 6 de noviembre de 2024. Cinco votos de los Ministros y las 

Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, 

Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien está con el sentido, apartándose de 

consideraciones y reservó su derecho para formular voto concurrente y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 

Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretario: Johan Martín Escalante Escalante. 

 

Tesis de jurisprudencia 9/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintinueve de enero de dos mil veinticinco. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de febrero de 2025 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029899 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CS. J/11 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. ES 

IMPROCEDENTE LA TRAMITACIÓN SIMULTÁNEA DEL PROCEDIMIENTO OFICIOSO Y 

DE LA QUEJA A PETICIÓN DE PARTE PARA SU CUMPLIMIENTO. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar la posibilidad de sustanciar simultáneamente los procedimientos de oficio y la queja a petición de 

parte para el cumplimiento de una sentencia del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, previstos en 

las fracciones I y II del artículo 58 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en su 
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texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 21 de mayo de 2024. 

Mientras que uno consideró que sí es factible, el otro estimó que la queja podría tramitarse hasta después 

de concluido el procedimiento oficioso. 

 
Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Sur, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que es improcedente la tramitación simultánea del 

procedimiento oficioso y de la queja a petición de parte para lograr el cumplimiento de las sentencias del 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 

 
Justificación: Conforme a lo sostenido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

al resolver la contradicción de tesis 306/2021, el procedimiento de ejecución de las sentencias de nulidad 

está compuesto por un trámite oficioso previsto en el artículo 58, fracción I, de la ley referida, en el que la 

Sala respectiva debe velar por su exacto cumplimiento. Si se agota esa etapa oficiosa sin haberlo 

conseguido, ello dará lugar a que la parte actora pueda interponer la queja prevista en la fracción II del 

propio precepto, con el fin de hacer valer la renuencia de la autoridad para dar cumplimiento. Esto 

obedece al principio de prosecución judicial y a que el cumplimiento de las sentencias es de orden 

público, por lo que será factible estimar la posibilidad de promover el recurso de queja por 

incumplimiento una vez que el procedimiento oficioso haya concluido y persista la contumacia de la 

demandada. 

 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 
Contradicción de criterios 103/2024. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado en Materias 

Civil y Administrativa, y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa, ambos del 

Décimo Tercer Circuito. 7 de agosto de 2024. Tres votos de las Magistradas Rosa Elena González Tirado 

y María Amparo Hernández Chong Cuy, y del Magistrado Arturo Iturbe Rivas. Ponente: Magistrada Rosa 

Elena González Tirado. Secretaria: María Isabel Pech Ramírez. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Décimo Tercer 

Circuito, al resolver el amparo en revisión 208/2023 y la queja 492/2023, y el diverso sustentado por el 

Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Décimo Tercer Circuito, al resolver el 

amparo en revisión 407/2022 y la queja 380/2023. 

 
Nota: La sentencia relativa a la contradicción de tesis 306/2021 citada, aparece publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación del viernes 8 de abril de 2022 a las 10:12 horas y en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 12, Tomo II, abril de 2022, página 1706, con número de 

registro digital: 30496. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de febrero de 2025 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029935 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 14/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

PENSIONES. EL ARTÍCULO 10 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL QUE PREVÉ SU 

EMBARGO CUANDO EXISTAN OBLIGACIONES ALIMENTICIAS POR CUBRIR, NO VIOLA 

LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD JURÍDICA E IGUALDAD. 

 

Hechos: Una persona promovió juicio ejecutivo mercantil y solicitó el embargo del treinta por ciento de 

los ingresos que recibía la demandada jubilada por parte del Instituto Mexicano del Seguro Social, 

después de dejar exento el salario mínimo. El juez mercantil negó la petición, al considerar que las 

pensiones sólo pueden embargarse para el cumplimiento de obligaciones alimentarias. Dicha resolución 

fue confirmada en revocación, por lo que la actora promovió juicio de amparo indirecto en el que alegó la 

inconstitucionalidad del artículo referido, que establece que sólo en los casos de obligaciones alimenticias 

por cubrir pueden embargarse por la autoridad judicial las pensiones y subsidios hasta por el cincuenta por 

ciento de su monto. El Juez de Distrito concedió el amparo, al considerar que dicho precepto viola los 

principios de seguridad jurídica e igualdad por limitar los supuestos en que una pensión puede ser 

embargada y descartar a otro tipo de acreedores. La Cámara de Diputados interpuso recurso de revisión 

para justificar que el artículo impugnado es acorde con el artículo 17, párrafo séptimo, constitucional, pues 

hace posible el cumplimiento de las resoluciones judiciales. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 

10 de la Ley del Seguro Social no viola los principios de seguridad jurídica e igualdad. 

 

Justificación: Conforme a la doctrina jurisprudencial sobre el derecho a la seguridad social, las pensiones 

son una prestación de especial interés que representa una salvaguarda del mínimo vital de las personas 

trabajadoras. El sistema de pensiones debe analizarse bajo una perspectiva de persona mayor y a la par del 

derecho a la propiedad, aspectos que justifican otorgar a las pensiones una protección reforzada del Estado 

conforme a su propia naturaleza para que la persona pensionada y su familia puedan gozar de una vida 

digna. 

No es posible equiparar las pensiones con los salarios al analizar sus condiciones de embargo. Aun cuando 

se ha reconocido que las pensiones gozan de las mismas medidas de protección que el salario y que es 

viable efectuarles descuentos, de ello no se sigue que las leyes y criterios referentes al embargo del salario 

sean plenamente aplicables a las pensiones. Esta diferencia de trato, prevista en el artículo 123 

constitucional, se justifica a partir del contraste entre las personas pensionadas, como grupo 

potencialmente vulnerable, y las personas trabajadoras en activo. Ante la diferencia de situaciones, el 

artículo 10 mencionado se apega al principio de igualdad y no discriminación al establecer un tratamiento 

distinto entre pensiones y salarios, respecto a los supuestos en que ambas figuras pueden ser embargadas. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo en revisión 290/2023. 3 de abril de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta 

Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto 

concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, 

quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 

Secretaria: Frida Rodríguez Cruz. 
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Tesis de jurisprudencia 14/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de doce de febrero de dos mil veinticinco. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029938 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: I.11o.C. J/18 C (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

RECURSO DE REVOCACIÓN EN JUICIOS CIVILES Y MERCANTILES. PROCEDE EN 

ASUNTOS DE CUANTÍA MENOR CONTRA RESOLUCIONES QUE SIN DECIDIR EL JUICIO 

EN LO PRINCIPAL LE PONEN FIN, SIEMPRE QUE NO PROCEDA EL RECURSO DE 

APELACIÓN. 

 

Hechos: En diversos juicios civiles y mercantiles de cuantía menor se dictaron resoluciones por virtud de 

las cuales se les puso fin sin resolver el fondo. La materia de examen en amparo consistió en determinar si 

contra esas resoluciones procede el recurso de revocación. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que procede el recurso de revocación en 

juicios civiles y mercantiles de cuantía menor, contra resoluciones que sin decidir el juicio en lo principal 

le ponen fin, siempre que no proceda el recurso de apelación. 

 

Justificación: Conforme al Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la 

Ciudad de México, y el Código de Comercio, los autos que no fueren apelables y los decretos pueden ser 

revocados por el Juez que los dicta. Además, en los casos en que la sentencia no sea apelable procede la 

revocación contra todo tipo de resoluciones con excepción de la definitiva y, en materia mercantil, 

respecto de las interlocutorias. Por tanto, en asuntos en los que la apelación es improcedente, la resolución 

que sin decidir el juicio en lo principal le pone fin es impugnable mediante el recurso de revocación. Ello, 

pues acorde a los citados ordenamientos, en torno al recurso de revocación derivan los siguientes 

principios: 1) Las sentencias no pueden ser revocadas por el órgano jurisdiccional que las dicta. Ésta es 

una regla general que no admite excepción; además, el legislador fue enfático al referirse sólo a la 

sentencia definitiva. 2) Si la sentencia definitiva es apelable, la revocación únicamente procede contra 

determinaciones de trámite –o decretos–. 3) Si la sentencia no es apelable y el juicio es de cuantía menor, 

la revocación procede contra todo tipo de resoluciones, con excepción de la definitiva, y en materia 

mercantil, respecto de las interlocutorias. Acorde a la anterior pauta interpretativa, las reglas de 

procedencia del recurso de revocación no impiden que proceda contra resoluciones o autos que ponen fin 

al juicio, sin decidir en el fondo la controversia principal planteada. 

 

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Amparo directo 490/2020. Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 

(ISSSTE). 23 de marzo de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretaria: 

Ma. del Carmen Meléndez Valerio. 

 

Amparo directo 441/2020. Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, a 

través de su Fondo de la Vivienda (Fovissste). 8 de abril de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: 

Fernando Rangel Ramírez. Secretario: Octavio Rosales Rivera. 

 

Amparo directo 484/2020. Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, S.N.C., I.B.D. 14 de 

abril de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: J. Refugio Ortega Marín. Secretaria: Victoria Azucena Vite 

Santos. 

 

Amparo directo 99/2021. Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, S.N.C., I.B.D. 22 de junio 

de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretario: Sergio Iván Sánchez 

Lobato. 

 

Amparo directo 254/2022. Corporación H.R.C., S.A. de C.V. 15 de julio de 2022. Unanimidad de votos. 

Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretaria: Viviana Santa Domínguez Del Río. 

 

Nota: El criterio contenido en esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de criterios 

33/2023, resuelta por el Pleno Regional en Materia Civil de la Región Centro-Sur, de la que derivó la tesis 

jurisprudencial PR.C.CS. J/9 C (11a.) de rubro: “RECURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL 

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA 

LA CIUDAD DE MÉXICO. PROCEDE CONTRA EL AUTO QUE NO DA TRÁMITE A LA 

DEMANDA Y LA CAUSA NO ES APELABLE POR RAZÓN DE LA CUANTÍA.”.  

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029933 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal 

Tesis: 1a./J. 12/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

PORTACIÓN DE ARMAS DE USO EXCLUSIVO DEL EJÉRCITO, ARMADA Y FUERZA 

AÉREA. EL ARTÍCULO 83, PÁRRAFO ÚLTIMO, DE LA LEY FEDERAL DE ARMAS DE 

FUEGO Y EXPLOSIVOS, QUE PREVÉ UNA AGRAVANTE, NO VIOLA EL DERECHO DE 

REUNIÓN. 

 

Hechos: En amparo indirecto se reclamó el precepto citado, que prevé la agravante para el delito básico de 

portación de armas de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, cuando se realiza por un grupo 

de tres o más personas, al estimar que viola el derecho de reunión. El Juez de Distrito negó el amparo, por 

lo que las quejosas interpusieron recurso de revisión y el Tribunal Colegiado de Circuito reservó 

jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 

83, párrafo último, de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos no viola el derecho de reunión. 

 

Justificación: El derecho fundamental a la libertad de reunión consiste en que todo individuo pueda 

congregarse o agruparse con otras personas, en un ámbito privado o público, y con la finalidad lícita que 

se quiera, siempre que su ejercicio se lleve a cabo de manera pacífica. 

Del artículo 9o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que ese derecho 

podrá ser ejercido por los ciudadanos, de manera pacífica y para cualquier objeto lícito. 

Consecuentemente, quedan prohibidas las reuniones armadas y las que de una u otra manera quieran 

presionar con violencia a alguna autoridad para que resuelva o ejecute un acto a su favor. 

El último párrafo del artículo 83 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos agrava el delito 

básico de portación de armas de uso exclusivo de las fuerzas castrenses cuando se lleva a cabo por un 

grupo de tres o más personas, esto es, un grupo armado, por lo que el tipo penal agravado refleja una 

prohibición correlativa a la prevista en el precepto constitucional referido. De ahí que esa agravante es 

acorde con el artículo 9o. constitucional, pues el derecho fundamental mencionado no protege la reunión 

de personas armadas, sino que dicho precepto constitucional la prohíbe. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo en revisión 251/2024. 3 de julio de 2024. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros y las 

Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, 

Ana Margarita Ríos Farjat y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, en su 

ausencia hizo suyo el asunto Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar. 

 

Tesis de jurisprudencia 12/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de doce de febrero de dos mil veinticinco. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029934 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal 

Tesis: 1a./J. 11/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
PORTACIÓN DE ARMAS DE USO EXCLUSIVO DEL EJÉRCITO, ARMADA Y FUERZA 

AÉREA. EL ARTÍCULO 83, PÁRRAFO ÚLTIMO, DE LA LEY FEDERAL DE ARMAS DE 

FUEGO Y EXPLOSIVOS, QUE PREVÉ UNA AGRAVANTE, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 

LEGALIDAD EN SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. 

 

Hechos: En amparo indirecto se reclamó el precepto citado, que prevé la agravante para el delito básico de 

portación de armas de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, cuando se realiza por un grupo 
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de tres o más personas, al estimar que viola el principio de legalidad en su vertiente de taxatividad. El Juez 

de Distrito negó el amparo, por lo que las quejosas interpusieron recurso de revisión y el Tribunal 

Colegiado de Circuito reservó jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 

83, párrafo último, de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos no viola el principio de legalidad 

en su vertiente de taxatividad. 

 
Justificación: El principio de taxatividad exige al legislador la emisión de normas claras y precisas 

respecto de la conducta reprochable y de la consecuencia jurídica por la comisión de un ilícito. 

El delito de portación de armas, cuyo uso es reservado para el Ejército, Armada y Fuerza Aérea, tutela el 

bien jurídico consistente en la paz y la seguridad pública, y se actualiza por el solo hecho de portar armas, 

al ser esto una condición suficiente para que la seguridad individual y pública resulten ofendidas, 

independientemente de que su portación también lesione o ponga en peligro los bienes jurídicos 

consistentes en la vida e integridad de las personas, cuya protección es acorde con la finalidad del artículo 

10 de la Ley Fundamental. 

El legislador reguló la agravante establecida en el artículo 83, párrafo último, de la Ley Federal de Armas 

de Fuego y Explosivos porque consideró que el que sea un grupo integrado por tres o más personas que 

porten las armas que especifica la fracción III de ese precepto, representa una mayor lesión al bien jurídico 

tutelado por la norma. Esto es así, porque hay más personas que pueden disponer de cualquiera de las 

referidas armas y, además, están en aptitud de hacerlo conjuntamente, por lo que resulta evidente que la 

seguridad y la paz social se ven amenazadas en mayor grado. 

Por tanto, el legislador no se encontraba obligado a especificar que el grupo al cual se refiere el último 

párrafo del artículo 83 debe tener un propósito o fin específico, pues existen razones constitucionalmente 

válidas para que previera el aumento de la pena del delito básico, con independencia de los fines o el 

ánimo que tenga el grupo al portar dichas armas. 

La citada norma no es vaga o indeterminada al no precisar las características del grupo al que se refiere la 

agravante, y no exigir la comprobación de tales cuestiones, sino que se actualiza independientemente de 

ello. 

 
PRIMERA SALA. 

 
Amparo en revisión 251/2024. 3 de julio de 2024. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros y las 

Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, 

Ana Margarita Ríos Farjat y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, en su 

ausencia hizo suyo el asunto Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar. 

 
Tesis de jurisprudencia 11/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de doce de febrero de dos mil veinticinco. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029940 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: 1a./J. 2/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN AMPARO INDIRECTO. PARA SU CUMPLIMIENTO ES 

POSIBLE VINCULAR A UNA AUTORIDAD QUE NO FUE SEÑALADA COMO 

RESPONSABLE. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

pronunciarse sobre la posibilidad de vincular a autoridades diversas a las señaladas como responsables 

para el cumplimiento de la suspensión definitiva concedida en un juicio de amparo indirecto. Mientras que 

uno sustentó que es posible vincular al cumplimiento de la suspensión definitiva a una autoridad no 

señalada como responsable, en atención al contenido de los artículos 147 y 158 de la Ley de Amparo; el 

otro decidió lo contrario, ya que en términos de lo dispuesto por los artículos 192 y 197 de la ley de la 

materia, la vinculación de autoridades diversas a las responsables sólo opera para el cumplimiento del 

fallo protector. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que es posible 

vincular a una autoridad no señalada como responsable para que cumpla con la resolución que concede la 

suspensión definitiva en un juicio de amparo indirecto, siempre y cuando sea la facultada para acatar la 

medida cautelar, en términos de los artículos 158 y 197 de la Ley de Amparo, este último aplicado por 

analogía. 

 

Justificación: Dentro de los mecanismos para garantizar el cumplimiento de las medidas cautelares, el 

artículo 158 de la Ley de Amparo faculta a los órganos jurisdiccionales de amparo a tomar las medidas 

necesarias para su cumplimiento. El mandato previsto en el artículo 17, párrafo séptimo, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que dispone que: "Las leyes federales y locales 

establecerán los medios necesarios para que se garantice la independencia de los tribunales y la plena 

ejecución de sus resoluciones", debe entenderse en un sentido amplio que permita vincular a cualquier 

autoridad al cumplimiento de la suspensión, siempre que su actuación esté íntimamente relacionada con 

dicho cumplimiento. Esa facultad fue diseñada para asegurar que las resoluciones de suspensión sean 

efectivamente respetadas, las cuales, a su vez, tienen por objeto el conservar la materia del juicio y evitar 

que los particulares sufran afectaciones a su esfera jurídica mientras se resuelve el fondo del asunto. 

En términos del artículo 197 de la Ley de Amparo –aplicado por analogía–, puede vincularse al 

cumplimiento de la suspensión a autoridades diversas a la responsable, ya que dicho precepto tiene un 

objetivo común con el diverso 158 que regula la facultad de la persona juzgadora de tomar las medidas 

necesarias para el cumplimiento de la suspensión –que no prevé de manera expresa la obligación de todas 

las autoridades que tengan o deban tener intervención en el cumplimiento de la suspensión de realizar, 

dentro del ámbito de su competencia, los actos necesarios para su eficaz cumplimiento–, consistente en 

asegurar la plena ejecución de las resoluciones jurisdiccionales, a saber, la sentencia concesoria de amparo 

y la resolución que concede la suspensión del acto reclamado, respectivamente. 

En ese sentido, en términos de la facultad que dota a los órganos jurisdiccionales para hacer cumplir sus 

determinaciones y tomar las medidas para su cumplimiento contenida en el artículo 158 de la Ley de 

Amparo, aplicando por analogía el diverso 197, es posible vincular a una autoridad no señalada como 

responsable para que cumpla con la resolución que concede la suspensión definitiva en un juicio de 

amparo indirecto, cuando sea la facultada para acatar la medida cautelar. 
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PRIMERA SALA. 

 

Contradicción de criterios 203/2024. Suscitada entre el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y 

Administrativa del Décimo Séptimo Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 

Circuito. 6 de noviembre de 2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz 

Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 

Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: 

Loretta Ortiz Ahlf. Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El emitido por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito (Región Centro-Sur), 

al resolver el recurso de queja 281/2022, que dio origen a la tesis aislada I.7o.C.4 K (11a.), de rubro: 

"SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL JUICIO DE AMPARO. PARA SU CUMPLIMIENTO ES 

IMPROCEDENTE VINCULAR A UNA AUTORIDAD QUE NO TENGA LA CALIDAD DE 

RESPONSABLE CON FUNDAMENTO EN LOS ARTÍCULOS 192 Y 197 DE LA LEY DE LA 

MATERIA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 9 de junio de 2023 a las 

10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 26, Tomo 

VII, junio de 2023, página 6994, con número de registro digital: 2026674 y 

 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo 

Circuito (Región Centro-Norte), al resolver el recurso de queja 9/2023, en el que determinó que la persona 

juzgadora de amparo, al resolver el incidente por defecto en el cumplimiento de la suspensión, puede 

vincular a una autoridad que no fue señalada como responsable en el juicio de amparo para que cumpla la 

resolución que otorga la suspensión definitiva cuando advierta que es a quien le corresponde acatar la 

medida cautelar. 

 

Tesis de jurisprudencia 2/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de quince de enero de dos mil veinticinco.  

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029915 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Común, Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/51 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. POR REGLA GENERAL, ES IMPROCEDENTE 

DESECHARLA CUANDO LA QUEJOSA SE OSTENTA COMO TERCERA EXTRAÑA EN EL 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE ORIGEN. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si procede desechar la demanda de amparo indirecto cuando la promovente manifiesta ser tercera 
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extraña, pero señala que conoce el número y datos que identifican el procedimiento administrativo de 

origen y afirma conocer la resolución reclamada. Mientras que uno estimó que esa confesión expresa era 

insuficiente para desvirtuar el carácter de persona extraña y, por ende, no constituía un motivo manifiesto 

e indudable de improcedencia; el otro señaló que tales datos le hubieran permitido comparecer al 

procedimiento a imponerse de los autos y defender sus intereses. 

 
Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que, por regla general, es improcedente desechar la 

demanda de amparo indirecto cuando la quejosa se ostenta como tercera extraña en el procedimiento 

administrativo de origen, aun cuando manifieste que conoce los datos de identificación del asunto y la 

resolución reclamada. 

 
Justificación: De acuerdo con la evolución jurisprudencial emitida por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, por regla general, procede el juicio de amparo indirecto cuando el promovente se ostenta como 

persona tercera extraña a un procedimiento administrativo, pues al actualizarse una excepción al principio 

de definitividad, no está obligado a interponer previamente los recursos o medios de defensa ordinarios, 

salvo que con los elementos con los que se cuente, se desvirtúe plenamente dicho carácter. En ese sentido, 

este Pleno determina que la confesión expresa de la parte promovente del amparo contenida en la 

demanda en el sentido de que conoce los datos de identificación del procedimiento administrativo en el 

que se emitieron los actos reclamados, e incluso afirma conocer el contenido de la resolución impugnada, 

es insuficiente para considerar que pierde el carácter de persona tercera extraña a juicio, puesto que ese 

conocimiento no demuestra de manera plena e indubitable que se apersonó al procedimiento, o pudo 

hacerlo y que existió una posibilidad real de defensa, por lo que bajo ese supuesto, debe admitirse a 

trámite la demanda de amparo con la finalidad de proteger el derecho fundamental de audiencia. 

 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 
Contradicción de criterios 288/2023. Entre los sustentados por el Decimoquinto y el Vigésimo Tribunales 

Colegiados, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 11 de julio de 2024. Tres votos de las 

Magistradas Adriana Leticia Campuzano Gallegos y Silvia Cerón Fernández, y del Magistrado Alejandro 

Villagómez Gordillo. Ponente: Magistrada Silvia Cerón Fernández. Secretaria: Soledad Tinoco Lara. 

Secretaria encargada del engrose: Erika Ivonne Carballal López. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Decimoquinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 

resolver las quejas 423/2022 y 169/2023, y el diverso sustentado por el Vigésimo Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la queja 317/2023. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029910 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN.J/53 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

COMPETENCIA POR MATERIA PARA CONOCER DEL AMPARO INDIRECTO CONTRA 

NORMAS O ACTOS QUE REGULAN O PROHÍBEN LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO 

PRIVADO DE TRANSPORTE MEDIANTE PLATAFORMAS MÓVILES. POR REGLA 

GENERAL, NO DEBE FIJARSE TOMANDO EN CUENTA EL CONTRATO O LA RELACIÓN 

SUBYACENTE QUE RIGE ESA PRESTACIÓN. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si para fijar la competencia por razón de materia para conocer del amparo indirecto en el que se 

impugnan las normas o actos referidos, debe tomarse en consideración el contrato o la relación subyacente 

que rige dicha prestación. Mientras que uno estimó que sí debía tomarse en consideración; el otro señaló 

lo contrario. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que para fijar la competencia por materia para conocer del 

amparo indirecto contra normas o actos que regulan o prohíben la prestación del servicio privado de 

transporte mediante plataformas móviles, por regla general, no debe tomarse en consideración el contrato 

o la relación subyacente que la rige. 

 

Justificación: Conforme a lo sostenido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

cuando se reclamen actos de autoridad legislativa (normas u omisiones), a efecto de fijar la competencia 

del órgano jurisdiccional, debe atenderse a la materia con la que dichos actos se encuentren relacionados y 

a los derechos y obligaciones que la propia norma garantice y/o imponga para su cumplimiento. Acorde 

con lo establecido por el Pleno del propio Alto Tribunal, cuando se reclamen actos de autoridad (en 

general), se tomarán en consideración la naturaleza de dichos actos y de las autoridades señaladas como 

responsables. De manera que, para fijar la competencia por materia tratándose de normas o actos 

reclamados por quejosos que prestan o son usuarios del servicio privado de transporte mediante la 

aplicación de una plataforma móvil, por regla general, no debe tomarse en consideración el contrato o la 

relación subyacente que rige dicho servicio. Excepcionalmente, podrán considerarse cuando sea necesario 

y el caso lo requiera, dependiendo de los propios actos reclamados y hechos expuestos en la demanda. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

 Contradicción de criterios 31/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Tercero y 

Vigésimo, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 15 de agosto de 2024. Tres votos de las 

Magistradas Adriana Leticia Campuzano Gallegos y Silvia Cerón Fernández, y del Magistrado Alejandro 

Villagómez Gordillo. Ponente: Magistrada Silvia Cerón Fernández. Secretaria: Soledad Tinoco Lara. 

Secretaria encargada del engrose: Erika Ivonne Carballal López. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 
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El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver 

el amparo en revisión 239/2018, y el diverso sustentado por el Vigésimo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, al resolver el conflicto competencial 6/2023. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029922 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/52 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES IMPROCEDENTE EN CONTRA 

DE ACTOS DERIVADOS DE CONFLICTOS SUSCITADOS POR LA PRESTACIÓN DE 

SERVICIOS, ENTRE LA FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y SUS MIEMBROS, EN 

SU RELACIÓN ADMINISTRATIVA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar la procedencia del juicio contencioso administrativo en términos de lo previsto en el artículo 8, 

fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en contra de actos derivados 

de conflictos suscitados por la prestación de servicios, entre la Fiscalía General de la República, en su 

calidad de órgano constitucional autónomo y sus miembros, en su relación administrativa. Mientras que 

unos estimaron que el juicio era improcedente dada la incompetencia del referido tribunal para conocer de 

conflictos entre un órgano constitucional autónomo y sus miembros; los demás señalaron lo contrario. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que es improcedente el juicio contencioso administrativo 

federal contra actos derivados de controversias suscitadas entre la Fiscalía General de la República y sus 

miembros. 

 

Justificación: Conforme a la interpretación del artículo 73, fracción XXIX-H, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, realizada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa está dotado de plena autonomía para dictar sus fallos y su competencia 

constitucional se limita a: 1) resolver controversias suscitadas entre la administración pública federal y los 

particulares; 2) imponer sanciones por responsabilidades administrativas graves; y 3) determinar el pago 

de indemnizaciones y sanciones pecuniarias por daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública 

Federal o al patrimonio de los entes públicos federales. Por tanto, la Fiscalía General de la República, en 

su carácter de órgano constitucional autónomo, aunque forma parte del Estado, como integrante del poder 

público, no depende jerárquicamente de los poderes tradicionales (Ejecutivo, Legislativo y Judicial) y por 

ende, sus actos no pueden estar sujetos a la revisión del referido tribunal, que únicamente tiene 

competencia constitucional para conocer respecto de los conflictos suscitados entre la administración 

pública federal y los particulares, de manera que los conflictos suscitados entre la Fiscalía General de la 

República y sus servidores públicos, derivados de su relación administrativa, no pertenecen a ese supuesto 

de competencia, de ahí que no pueden ser revisados por el tribunal federal de que se trata. 
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PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

Contradicción de criterios 2/2024. Entre los sustentados por el Primero, el Segundo, el Cuarto, el Décimo 

Segundo y el Décimo Octavo Tribunales Colegiados, todos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 

15 de agosto de 2024. Tres votos de las Magistradas Adriana Leticia Campuzano Gallegos y Silvia Cerón 

Fernández, y del Magistrado Alejandro Villagómez Gordillo. Ponente: Magistrada Silvia Cerón 

Fernández. Secretaria: Soledad Tinoco Lara.  

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El Décimo Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el 

amparo directo 581/2022, el cual dio origen a la tesis aislada I.18o.A.2 A (11a.), de rubro: "JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. PROCEDE EN CONTRA DE LOS ACTOS 

RELACIONADOS CON LA CONCLUSIÓN DEL SERVICIO EMITIDOS POR AUTORIDADES DE 

LA FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA RESPECTO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 

QUE LA INTEGRAN.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 20 de octubre de 

2023 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 30, 

Tomo V, octubre de 2023, página 5068, con número de registro digital: 2027494. 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver 

el amparo directo 190/2023, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 

del Primer Circuito, al resolver los amparos directos 788/2022 y 13/2023, el sustentado por el Cuarto 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 

229/2023, y el diverso sustentado por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 

del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 807/2022. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029936 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/59 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

PRUEBAS EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. EL JUZGADO DE DISTRITO DEBE 

REQUERIR AL SERVIDOR PÚBLICO LOS DOCUMENTOS QUE LE FUERON 

SOLICITADOS A TRAVÉS DE LA PLATAFORMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, 

OFRECIDOS EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 121 DE LA LEY DE AMPARO. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si el Juzgado de Distrito estaba obligado a requerir a la autoridad responsable la exhibición de los 

documentos que le fueron solicitados a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, ofrecidos como 

pruebas en el amparo indirecto en términos del artículo 121 de la Ley de Amparo, y si la procedencia de 
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ese requerimiento estaba supeditada a que hubiera mediado un plazo determinado entre la fecha de la 

solicitud y la petición realizada al órgano de amparo. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que el Juzgado de Distrito debe requerir al servidor público 

los documentos que previamente le fueron solicitados a través de la Plataforma Nacional de 

Transparencia, y que fueron ofrecidos como pruebas en el amparo indirecto en términos del artículo 121 

de la Ley de Amparo, cuando se cumplan las exigencias previstas en el propio precepto, sin que la 

utilización de tal medio y el hecho de que no medie un plazo determinado entre la fecha de la solicitud y la 

petición realizada al órgano de amparo representen un obstáculo. 

 

Justificación: Del análisis histórico-evolutivo del citado artículo, así como de su interpretación 

jurisprudencial, deriva que el Juzgado de Distrito debe requerir al servidor público los documentos o 

copias solicitados previamente por alguna de las partes para ofrecerlos como prueba en el amparo 

indirecto, y que su procedencia únicamente está supeditada al cumplimiento de los siguientes requisitos: 

1) que la parte interesada acredite haber formulado una solicitud de documentos o copias a un servidor 

público; 2) que dicha solicitud haya sido presentada a más tardar cinco días hábiles antes de la celebración 

de la audiencia constitucional, para dar oportunidad de atender la petición; y, 3) que ante la omisión de 

entregar las constancias solicitadas, la parte interesada formule una petición al órgano jurisdiccional para 

que las requiera directamente. Por tanto, el Juzgado de Distrito no puede negarse a formular el 

requerimiento bajo el argumento de que la solicitud previa de documentos fue presentada a través de la 

Plataforma Nacional de Transparencia, pues además de que el legislador no previó alguna forma 

específica para que se cumpla el primer requisito, esa Plataforma sólo constituye una herramienta para 

hacer llegar la petición de una manera más ágil, por lo que debe considerarse presentada directamente ante 

la autoridad. Si se considera que el citado artículo 121 no establece que deba mediar un plazo prudente o 

determinado entre la solicitud formulada a la autoridad y la petición al órgano de amparo, la persona 

juzgadora no puede exigir que se cumpla dicha condicionante para que proceda el requerimiento, pues no 

sería posible pedir al oferente que acredite la renuencia de la autoridad, porque a nadie se le puede obligar 

a probar un hecho negativo y, además, la solicitud a la persona juzgadora se hace para agilizar el juicio. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-

NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

Contradicción de criterios 5/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero y el 

Tercero, ambos en Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 5 de diciembre de 2024. Tres votos de las 

Magistradas Adriana Leticia Campuzano Gallegos y Silvia Cerón Fernández, y del Magistrado Marco 

Antonio Rodríguez Barajas. Ponente: Magistrada Silvia Cerón Fernández. Secretaria: Ana Laura Santana 

Valero. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver 

la queja 242/2023, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Cuarto Circuito, al resolver la queja 526/2022. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029942 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.CRT. J/2 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

TERCERA INTERESADA EN AMPARO INDIRECTO. TIENE ESE CARÁCTER CFE 

INTERMEDIACIÓN DE CONTRATOS LEGADOS CUANDO SE RECLAMA LA RESOLUCIÓN 

DE LA COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA (CRE) QUE NIEGA LA MODIFICACIÓN 

DE UN PERMISO DE GENERACIÓN DE ENERGÍA ELÉCTRICA BAJO LA MODALIDAD DE 

COGENERACIÓN, OTORGADO CONFORME A LA ABROGADA LEY DEL SERVICIO 

PÚBLICO DE ENERGÍA ELÉCTRICA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si CFE Intermediación de Contratos Legados, S.A. de C.V., tiene el carácter de tercera interesada 

en el amparo indirecto promovido contra la resolución de la Comisión Reguladora de Energía (CRE) que 

niega la modificación del permiso para generar energía eléctrica bajo la modalidad de cogeneración, 

otorgado conforme a la abrogada Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y 

Telecomunicaciones, determina que CFE Intermediación de Contratos Legados tiene el carácter de tercera 

interesada en el amparo indirecto promovido contra la resolución de la CRE que niega la solicitud de 

modificación de un permiso de generación de energía eléctrica bajo la modalidad de cogeneración 

otorgado conforme a la citada ley. 

 

Justificación: El artículo 5o., fracción III, inciso a), de la Ley de Amparo establece que tiene el carácter de 

tercera interesada la persona que haya gestionado el acto reclamado o tenga interés jurídico en que 

subsista. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 

306/2018, sostuvo que la segunda hipótesis se actualiza cuando la persona acredita la titularidad de un 

derecho subjetivo, del cual resulte privada o se vea afectada o menoscabada en virtud de la insubsistencia 

del acto reclamado. CFE Intermediación de Contratos Legados es una empresa filial de la Comisión 

Federal de Electricidad que se encarga de administrar los contratos de interconexión legados vinculados a 

los permisos de generación de energía eléctrica otorgados conforme a la Ley del Servicio Público de 

Energía Eléctrica, y de representar en el mercado eléctrico mayorista a las centrales eléctricas y a los 

centros de carga amparados en dichos contratos. Asimismo, es quien absorbe los costos de operación de 

esos contratos hasta que el Centro Nacional de Control de Energía se los reembolsa, lo cual está sujeto a la 

autorización previa de la CRE. Ante ese escenario, el aumento del número de socios y centros de carga 

vinculados a un contrato de interconexión legado podría generar mayores costos de operación para la 

citada empresa filial, los que no se recuperarían inmediatamente, por lo que el balance anual deficitario 

que podría resultar de dichos costos podría poner en riesgo su funcionamiento. En consecuencia, CFE 

Intermediación de Contratos Legados, S.A. de C.V. tiene interés jurídico en que subsista la resolución de 

la CRE que niega la modificación de un permiso de cogeneración de energía eléctrica, para incluir nuevos 

socios y establecimientos, por lo que debe ser reconocida como tercera interesada en el amparo indirecto 

en que se reclame dicho acto. 

 

PLENO REGIONAL ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y 

TELECOMUNICACIONES. 
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Contradicción de criterios 4/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados de Circuito 

Primero y Segundo, ambos en Materia Administrativa Especializados en Competencia Económica, 

Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la 

República. 3 de diciembre de 2024. Tres votos de la Magistrada Silvia Cerón Fernández, y de los 

Magistrados Francisco García Sandoval y Carlos Alberto Zerpa Durán. Ponente: Magistrada Silvia Cerón 

Fernández. Secretaria: Ana Laura Santana Valero. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa Especializado en 

Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y 

jurisdicción en toda la República, al resolver la queja 1770/2022, y el diverso sustentado por el Segundo 

Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, 

Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la 

República, al resolver la queja 1958/2022. 

 

Nota: La ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 306/2018 citada, aparece publicada en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 4, Tomo I, agosto de 2021, página 152, con 

número de registro digital: 30054. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029916 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional 

Tesis: 2a./J. 4/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

DERECHO A LA PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. INTERPRETACIÓN 

CONFORME DEL ARTÍCULO 70, FRACCIÓN XLII, DE LA LEY GENERAL DE 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. 

 

Hechos: Una persona promovió amparo indirecto contra la determinación por la que el Instituto Nacional 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública consideró que no procedía la oposición a la 

publicación de su nombre en el apartado de jubilaciones y pensiones de la Plataforma Nacional de 

Transparencia. Controvirtió la constitucionalidad del artículo referido, que establece que los sujetos 

obligados deben poner a disposición del público a través de medios electrónicos, entre otra información, el 

listado de jubilados y pensionados y el monto que perciben. El Juzgado de Distrito negó el amparo al 

considerar que no era procedente la oposición planteada, contra lo que se interpuso recurso de revisión. 

 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 

70, fracción XLII, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, no transgrede el 

derecho a la protección de datos personales, siempre y cuando se interprete de conformidad con los 

artículos 6 y 16 de la Constitución Federal. 
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Justificación: El artículo 70 referido forma parte de un sistema normativo que materializa los derechos de 

acceso a la información, a la privacidad y a la protección de los datos personales en posesión de sujetos 

obligados, por lo que debe interpretarse conforme a lo establecido en los artículos 6 y 16 constitucionales. 

Dicho precepto legal debe entenderse en el sentido de que, frente a la obligación de los sujetos obligados 

de publicar la lista de pensionados y jubilados y el monto que perciben, cuyo fin es transparentar el 

destino de los recursos públicos que reciben, se encuentra el derecho de los titulares de los datos 

personales de ejercer la oposición al tratamiento que de su información realice el sujeto obligado. Si bien 

existe la obligación constitucional de hacer público el destino de los recursos que los sujetos obligados 

ejercen, también lo es que existe la de garantizar el ejercicio de los derechos de Acceso, Rectificación, 

Cancelación y Oposición respecto de los datos personales cuyo tratamiento se encuentra dentro de sus 

facultades. Por tanto, los sujetos obligados deben ponderar si para la finalidad que tiene la publicación de 

la lista de jubilados y pensionados y el monto que perciben es necesario que se divulgue el nombre de la 

persona que ejerce la oposición, o si puede suprimirse sin que ello repercuta en la transparencia del 

destino de los recursos públicos. 

 

SEGUNDA SALA. 

 

Amparo en revisión 629/2024. Silvia María Cristina Oropeza Querejeta. 6 de noviembre de 2024. Cinco 

votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, 

Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán; Lenia Batres Guadarrama y Javier Laynez Potisek 

manifestaron que formularían voto concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Edith 

Guadalupe Esquivel Adame. 

 

Tesis de jurisprudencia 4/2025 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintinueve de enero de dos mil veinticinco. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029917 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: PR.P.T.CS. J/26 L (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

DEVOLUCIÓN DE LOS RECURSOS DE LAS SUBCUENTAS DE LA CUENTA INDIVIDUAL. 

PARA EXIGIRLOS ES NECESARIO EXHIBIR LA RESOLUCIÓN POR LA QUE EL 

INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL OTORGA LA PENSIÓN. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si cuando se reclama la devolución de los recursos de las diversas subcuentas de una persona que 

aduce ser pensionada, constituye un requisito de procedencia de la acción la presentación de la resolución 

de otorgamiento de pensión emitida por el Instituto Mexicano del Seguro Social. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Sur, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que la resolución de otorgamiento de pensión emitida por el 
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Instituto Mexicano del Seguro Social constituye un requisito de procedencia que debe exhibirse con la 

demanda cuando quien aduce ser pensionado solicita la devolución de los recursos de las subcuentas de su 

cuenta individual. 

 

Justificación: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo 

29/2022, estableció que conforme a la fracción VI del artículo 899-C de la Ley Federal del Trabajo, es 

obligación de la accionante exhibir la resolución de otorgamiento de pensión expedida por el Instituto 

Mexicano del Seguro Social, para determinar si procede la acción al tramitar el conflicto individual de 

seguridad social. Cuando quien aduce ser pensionado solicita la devolución de los recursos de las diversas 

subcuentas de la cuenta individual, debe presentar la resolución de otorgamiento de pensión como 

documento base de la acción, en tanto que con ella podrá advertirse si goza o no de una pensión y de qué 

tipo (por cesantía en edad avanzada, vejez o invalidez), así como las cotizaciones al régimen de seguridad 

social al que estuvo inscrito durante su vida laboral (Ley del Seguro Social de 1973 o la de 1997). 

Sólo así se tendrá la certeza de si es posible devolver los montos o si éstos fueron o serán utilizados para 

fondear la pensión que corresponda, de ser el supuesto. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON 

RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

Contradicción de criterios 113/2024. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

de Trabajo del Séptimo Circuito y el Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito. 

8 de noviembre de 2024. Tres votos de las Magistradas Guadalupe Madrigal Bueno y María Enriqueta 

Fernández Haggar, y del Magistrado Héctor Lara González. Ponente: Magistrada María Enriqueta 

Fernández Haggar. Secretaria: Lizbeth Berenice Montealegre Ramírez. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, al resolver 

el amparo directo 220/2017, y el diverso sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia de 

Trabajo del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 93/2024. 

 

Nota: La sentencia relativa al amparo directo 29/2022 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 

de la Federación del viernes 16 de junio de 2023 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Undécima Época, Libro 26, Tomo V, junio de 2023, página 4059, con número de 

registro digital: 31519. 

 

De la sentencia que recayó al amparo directo 220/2017, resuelto por el Segundo Tribunal Colegiado en 

Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, derivó la tesis aislada VII.2o.T.175 L (10a.), de rubro: 

"CUENTA INDIVIDUAL DE AHORRO PARA EL RETIRO. PARA DETERMINAR SI PROCEDE LA 

DEVOLUCIÓN TOTAL O PARCIAL DE LAS APORTACIONES EXISTENTES EN LAS 

SUBCUENTAS QUE LA INTEGRAN, SOLICITADA POR EL TRABAJADOR, CUANDO EN 

AUTOS NO OBRE CONSTANCIA PARA DILUCIDAR CON QUÉ LEY COTIZÓ, ES NECESARIO 

CONTAR CON UNA RESOLUCIÓN DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL QUE 

LE OTORGUE O NIEGUE LA PENSIÓN RESPECTIVA.", publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Décima Época, Libro 58, Tomo III, septiembre de 2018, página 2305, con número de 

registro digital: 2017884. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029953 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: PR.A.C.CS. J/14 C (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

FACTURAS ELECTRÓNICAS (CFDI). SON DOCUMENTOS PRIVADOS CON VALOR 

PROBATORIO INDICIARIO QUE REQUIEREN ADMINICULACIÓN CON OTRAS PRUEBAS 

PARA ACREDITAR EL ACTO DE COMERCIO CUYO PAGO SE RECLAMA EN JUICIO 

MERCANTIL. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar el valor probatorio de las facturas electrónicas emitidas por la parte actora en juicios mercantiles 

en los que se reclamó el pago por la entrega de los bienes o servicios amparados en ellas. Un tribunal 

sostuvo, esencialmente, que tienen valor indiciario sujeto a corroboración con otras pruebas; mientras que 

el otro les otorgó valor probatorio pleno, basado en su validación mediante el sistema fiscal digital 

operado por la autoridad hacendaria. 

 

Criterio jurídico: Las facturas electrónicas (CFDI) son documentos privados unilaterales que, como tales, 

tienen valor probatorio indiciario, de modo que su eficacia demostrativa para acreditar la acción de pago 

en el juicio mercantil depende de que sean adminiculadas con otros elementos de autos. 

 

Justificación: La naturaleza unilateral y privada de las facturas impide concederles por sí valor probatorio 

pleno, máxime si son objetadas; de modo que por sí solas no acreditan la materialidad de las operaciones 

comerciales que consignan. Si bien su validez fiscal documental asegura el cumplimiento de requisitos 

tributarios o su autenticidad como documento fiscal, ello no demuestra la realización efectiva de las 

transacciones descritas. Por eso, aun cuando las facturas electrónicas sean autenticadas por la autoridad 

hacendaria mediante sellos digitales, mantienen su naturaleza de documentos privados y unilaterales, y su 

valor probatorio indiciario será grave o leve según las particularidades del caso, como son los otros hechos 

probados o no controvertidos, objeciones u otros elementos probatorios que se desahoguen. 

Por tanto, es indispensable que éstas sean adminiculadas y corroboradas con otros elementos de autos para 

acreditar los elementos de la acción de pago en el juicio mercantil. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

Contradicción de criterios 169/2024. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

Civil del Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 11 de 

diciembre de 2024. Tres votos de las Magistradas Rosa Elena González Tirado y María Amparo 

Hernández Chong Cuy, y del Magistrado Arturo Iturbe Rivas. Ponente: Magistrada María Amparo 

Hernández Chong Cuy. Secretaria: Tania Pamela Campos Medina. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver los amparos directos 

414/2021, 556/2021, 566/2021, 605/2021 y 320/2022, los cuales dieron origen a la tesis de jurisprudencia 

III.3o.C. J/1 C (11a.), de rubro: "FACTURAS ELECTRÓNICAS EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. 

NO BASTA SU SIMPLE OBJECIÓN PARA DESCONOCER LA RELACIÓN COMERCIAL O LA 
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PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS QUE AMPARAN, DADO QUE SE TRATA DE DOCUMENTOS 

CON VALOR PROBATORIO ESPECIAL QUE, AL CONTENER INSERTOS REQUISITOS DE 

FORMA Y FONDO DE ACUERDO CON EL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, GENERAN 

CONVICCIÓN AL RESPECTO (INAPLICABILIDAD DE LA TESIS DE JURISPRUDENCIA 1a./J. 

89/2011).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de abril de 2023 a las 10:32 

horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 24, Tomo III, abril 

de 2023, página 2390, con número de registro digital: 2026357, y 

 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 

amparo directo 185/2024. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029966 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: PR.A.C.CS. J/16 C (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

PERSONA EXTRAÑA A JUICIO. NO TIENE ESE CARÁCTER EL DESTINATARIO DE UNA 

MEDIDA PRECAUTORIA DICTADA EN UN CONCURSO MERCANTIL, QUE TIENE 

CONOCIMIENTO DEL ACTO RECLAMADO [ALCANCE DE LA JURISPRUDENCIA PC.I.C. 

J/19 C (10a.)]. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si para efectos de la admisibilidad de una demanda de amparo indirecto el quejoso tiene la calidad 

de persona extraña respecto de las medidas precautorias de las que es destinatario, para quedar sujeto a la 

observancia de la jurisprudencia PC.I.C. J/19 C (10a.), del Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, de 

rubro: "CONCURSO MERCANTIL. EL AFECTADO DIRECTA E INMEDIATAMENTE EN BIENES 

O DERECHOS CON LA NOTIFICACIÓN DE LA PROVIDENCIA PRECAUTORIA ADOPTADA EN 

ESE PROCESO, NO TIENE LA CALIDAD DE PERSONA EXTRAÑA A JUICIO Y, POR TANTO, 

PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN SU CONTRA DEBE OBSERVAR EL 

PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD.". Mientras que uno no dio trascendencia a las manifestaciones que, 

bajo protesta de decir verdad hizo el quejoso, en el sentido de que compareció ante el juzgado concursal y 

se impuso del contenido de la medida, y ordenó la admisión de una demanda inicialmente desechada por 

inobservancia del principio de definitividad; el otro estimó que tales manifestaciones son aptas para 

desvirtuar su calidad de persona extraña y le sujetan a agotar los medios de impugnación, previo a acudir 

al amparo, y confirmó el desechamiento de la demanda. 

 

Criterio jurídico: Al momento de proveer sobre la admisibilidad de la demanda de amparo promovida por 

el destinatario de las medidas precautorias en un concurso mercantil, si el quejoso manifiesta bajo protesta 

de decir verdad haber comparecido ante el juzgado concursal para imponerse del contenido del acto 

reclamado, dicha situación desvanece su calidad de persona extraña, quedando vinculado a observar el 

principio de definitividad, al tenor de la jurisprudencia mencionada. 
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Justificación: El Pleno en Materia Civil del Primer Circuito sustentó la jurisprudencia aludida, de cuya 

ejecutoria se advierte que determinó que la notificación de la medida precautoria al destinatario lo vincula 

a comparecer al proceso cautelar adoptado en el concurso mercantil para impugnarla. A este respecto, la 

Primera Sala (jurisprudencia 1a./J. 54/2010) reconoció que los interesados pueden hacerse conocedores de 

las actuaciones o resoluciones, por medios distintos a las notificaciones previstas en la ley, como sucede 

cuando se apersonan y se dan por enterados de la providencia. Ese conocimiento produce efectos de 

notificación, si ésta no se hubiere efectuado o se hubiere realizado de manera indebida, conforme lo 

dispone el artículo 320 del Código Federal de Procedimientos Civiles, supletorio a la Ley de Concursos 

Mercantiles, al tenor de la fracción IV del ordinal 8o. Asimismo, el Tribunal Pleno (jurisprudencia P./J. 

115/2010) reconoció que el conocimiento completo de una determinación de manera distinta a la 

establecida a la ley, es apta para vincular a la persona interesada y podrá defenderse si le afecta, a partir de 

ese conocimiento que haya expresado o se desprenda de las actuaciones. Además, el Alto Tribunal 

(jurisprudencia P./J. 27/96) determinó que si el quejoso manifiesta bajo protesta de decir verdad haber 

tenido conocimiento del acto reclamado, al constituir una confesión expresa, hace prueba plena de ese 

extremo. Por consiguiente, si al momento de proveer sobre la admisibilidad de una demanda de amparo, se 

advierte que el destinatario o sujeto pasivo de una medida precautoria dictada en un concurso mercantil, 

manifestó bajo protesta de decir verdad, haber comparecido ante el Juez que la emitió para imponerse de 

su contenido o que se hizo sabedor de ésta ante dicho órgano jurisdiccional, desvanece su calidad de 

persona extraña y lo sujeta a observar el principio de definitividad previo a promover el amparo. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

Contradicción de criterios 125/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero y 

Cuarto, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 28 de noviembre de 2024. Mayoría de dos votos de la 

Magistrada María Amparo Hernández Chong Cuy y del Magistrado Arturo Iturbe Rivas. Disidente: 

Magistrada Rosa Elena González Tirado, quien formuló voto particular. Ponente: Magistrada María 

Amparo Hernández Chong Cuy. Secretario: Mauricio Omar Sanabria Contreras. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la queja 

69/2024, y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 

resolver las quejas 52/2024 y 57/2024. 

 

Nota: La tesis de jurisprudencia PC.I.C. J/19 C (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 

de la Federación del viernes 13 de noviembre de 2015 a las 10:06 horas y en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 24, Tomo II, noviembre de 2015, página 1692, con 

número de registro digital: 2010431. 

 

Las tesis de jurisprudencia P./J. 27/96, 1a./J. 54/2010 y P./J. 115/2010 citadas, aparecen publicadas con los 

rubros: "DEMANDA DE AMPARO. TÉRMINO PARA INTERPONERLA (ARTÍCULO 22, 

FRACCIÓN III, DE LA LEY DE AMPARO). LA CONFESIÓN EXPRESA DEL QUEJOSO 

CONTENIDA EN LA DEMANDA, ACERCA DE QUE TUVO CONOCIMIENTO DE LA 

EXISTENCIA DEL PROCEDIMIENTO QUE MOTIVÓ EL ACTO RECLAMADO, CONSTITUYE 

PRUEBA PLENA DE ESE HECHO Y HACE INAPLICABLE DICHO PRECEPTO.", "RECURSOS. 

LOS TÉRMINOS LEGALES PARA INTERPONERLOS COMIENZAN A CONTAR A PARTIR DEL 

DÍA SIGUIENTE A AQUEL EN QUE SE PRESENTA EL ESCRITO POR EL CUAL LA PARTE 

INTERESADA SOLICITA QUE SE LE TENGA POR NOTIFICADA LA RESOLUCIÓN DE QUE SE 

TRATE (CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE TAMAULIPAS)." y 

"DEMANDA DE AMPARO. EL PLAZO PARA PROMOVERLA DEBE COMPUTARSE A PARTIR 
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DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE EL QUEJOSO TUVO CONOCIMIENTO COMPLETO DEL 

ACTO RECLAMADO POR CUALQUIER MEDIO CON ANTERIORIDAD A LA FECHA EN LA 

QUE LA RESPONSABLE SE LO NOTIFICÓ.", en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Novena Época, Tomos III, junio de 1996, página 57; XXXII, agosto de 2010, página 340; y XXXIII, 

enero de 2011, página 5, con números de registro digital: 200094, 163966 y 163172, respectivamente. 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029969 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: PR.A.C.CS. J/15 C (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

PROVIDENCIAS PRECAUTORIAS. SON RECURRIBLES LAS DETERMINACIONES QUE 

LAS CONCEDAN O NIEGUEN EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si la inimpugnabilidad de las resoluciones dictadas en los juicios orales mercantiles, en términos 

del artículo 1390 Bis del Código de Comercio, es aplicable a las que decretan providencias precautorias 

dictadas una vez iniciado el juicio. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Sur, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que las resoluciones que conceden o niegan las 

providencias precautorias emitidas en el juicio oral mercantil son recurribles mediante los recursos 

ordinarios previstos para tal efecto en el Código de Comercio. 

 

Justificación: Las providencias precautorias y el juicio oral mercantil están regulados específicamente en 

el Libro Quinto del Código de Comercio, en atención a que responden a diferentes clases de acciones y 

procesos: las primeras son preventivas o de cautela y pueden hacerse valer en distintas clases de juicios 

mercantiles. El segundo es de cognición para dirimir una controversia a través de una sentencia. 

Si bien entre ambos procesos existe una relación de complementariedad, el trámite de las providencias 

precautorias dentro del juicio oral mercantil es paralelo a lo actuado en éste, de modo que no incide en la 

instrucción y continuidad del proceso principal ni afecta su desarrollo. Cada cual responde a sus propias 

funciones y finalidades. 

En atención a su propia naturaleza, al estar separadas las regulaciones de ambas clases de procesos y, más 

aún, con la remisión que realiza el último párrafo del artículo 1390 Bis 1 del Código de Comercio para 

que las providencias precautorias que específicamente se instauren con relación a un juicio oral mercantil, 

se tramiten conforme al Libro Quinto, Título Primero, Capítulo XI, del propio ordenamiento, se concluye 

que la norma de irrecurribilidad contenida en el artículo 1390 Bis, párrafo segundo, solamente es aplicable 

respecto de las decisiones tomadas en el curso de ese específico proceso oral y de la sentencia ahí dictada. 

Sin embargo, no puede ser entendida ni extendible a las providencias precautorias que paralelamente se 

emitan, ya que éstas son recurribles conforme a los artículos 1183, 1345, fracción IV y 1334 del 

mencionado código, para la observancia del principio de definitividad del amparo. 
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PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

Contradicción de criterios 161/2024. Entre los sustentados por el Décimo Tribunal Colegiado y el Décimo 

Quinto Tribunal Colegiado, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 4 de diciembre de 2024. Tres 

votos de las Magistradas Rosa Elena González Tirado y María Amparo Hernández Chong Cuy, y del 

Magistrado Arturo Iturbe Rivas. Ponente: Magistrada María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretario: 

Ramiro Ignacio López Muñoz. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 

amparo en revisión 248/2023, y el diverso sustentado por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en 

Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 152/2024. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029970 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 4/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN ORDINARIA DERIVADA DE UN CONTRATO DE SEGURO. 

EL PLAZO PARA QUE OPERE NO SE INTERRUMPE CON LA SOLICITUD Y EMISIÓN DEL 

DICTAMEN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 68 BIS DE LA LEY DE PROTECCIÓN Y 

DEFENSA AL USUARIO DE SERVICIOS FINANCIEROS. 

 

Hechos: Los órganos jurisdiccionales contendientes sustentaron criterios contradictorios al resolver si al 

finalizar el procedimiento conciliatorio ante Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los 

Usuarios de Servicios Financieros, la solicitud y emisión del dictamen a que se refiere el artículo 68 Bis de 

la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros interrumpen el plazo previsto para que 

opere la prescripción de la acción ordinaria derivada de un contrato de seguro. Uno concluyó que ese 

documento es idóneo para tal efecto, el otro precisó que no lo es porque a partir de ese momento quien 

reclama puede ejercer su derecho. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la solicitud 

y emisión del dictamen previsto en el artículo 68 Bis de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de 

Servicios Financieros no interrumpen el plazo para que opere la prescripción de la acción ordinaria 

derivada de un contrato de seguro, por lo que reinicia al día siguiente de que Comisión Nacional para la 

Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros hace constar que las partes no llegaron a un 

acuerdo en el procedimiento de conciliación ni aceptaron someterse a arbitraje. 
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Justificación: De los artículos 60 a 68 Bis 1 de la ley citada y del proceso legislativo relativo se advierte la 

intención de proporcionar a las partes una alternativa de solución de conflictos ante la mencionada 

comisión que sea de tramitación sencilla y que, en el supuesto de que no posibilite el acuerdo, no 

constituya un obstáculo que impida a la parte reclamante intentar satisfacer su pretensión en sede judicial. 

De ahí que el plazo para que prescriba la acción ordinaria derivada de un contrato de seguro empieza a 

correr al día siguiente de aquel en que se hizo constar que en el procedimiento de conciliación 

correspondiente la parte reclamante y la institución respectiva no llegaron a un acuerdo ni aceptaron 

someterse a arbitraje. El dictamen referido no es un presupuesto para el ejercicio de la acción ordinaria, 

como lo sería para la acción ejecutiva, por lo que no hay razón que justifique que su solicitud y emisión 

interrumpan la prescripción una vez concluido el procedimiento de conciliación.  

 

PRIMERA SALA. 

 

Contradicción de criterios 52/2023. Suscitada entre el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del 

Tercer Circuito y el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito. 27 de noviembre de 2024. Mayoría de 

cuatro votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 

Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Ministro Juan Luis González Alcántara 

Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretario: 

Carlos Adrián López Sánchez. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El emitido por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el amparo 

directo 10/2022, del que derivó la tesis aislada III.4o.C.1 C (11a.), de rubro: "PRESCRIPCIÓN DE LA 

ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO DE CONTRATO DE SEGURO. EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA 

QUE OPERE SE INTERRUMPE CON LA SOLICITUD Y ELABORACIÓN DEL DICTAMEN 

TÉCNICO DE LA COMISIÓN NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DE LOS 

USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS (CONDUSEF).", publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 24 de marzo de 2023 a las 10:27 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Undécima Época, Libro 23, Tomo IV, marzo de 2023, página 3944, número de registro 

digital: 2026220. 

 

El sustentado por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 

4/2022, que dio origen a la tesis de jurisprudencia PC.I.C. J/18 C (11a.), de rubro: "PRESCRIPCIÓN DE 

LA ACCIÓN EN MATERIA DE SEGUROS. EL PLAZO SE INTERRUMPE CON MOTIVO DE LA 

RECLAMACIÓN PRESENTADA ANTE LA COMISIÓN NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y 

DEFENSA DE LOS USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS (CONDUSEF), Y SE REINICIA A 

PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE A LA AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN DONDE SE DEJAN A 

SALVO LOS DERECHOS DE LAS PARTES POR NO HABER LLEGADO A ALGÚN CONVENIO NI 

ACEPTADO SOMETERSE AL ARBITRAJE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 

viernes 7 de octubre de 2022 a las 10:17 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

Undécima Época, Libro 18, Tomo III, octubre de 2022, página 3096, número de registro digital: 2025336. 

 

Tesis de jurisprudencia 4/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de quince de enero de dos mil veinticinco. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029982 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: PR.A.C.CS. J/17 C (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

REIVINDICACIÓN. CUANDO QUEDA ACREDITADA LA ACCIÓN, PARA ESTIMAR LOS 

PERJUICIOS DEMANDADOS POR LA PRIVACIÓN DEL USO Y GOCE DEL INMUEBLE, NO 

ES NECESARIO NARRAR Y ACREDITAR HECHOS DISTINTOS A LA DESPOSESIÓN 

(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO). 

 

Hechos: En juicios reivindicatorios en los que se estimó la acción principal se dirimió, además, sobre los 

perjuicios por privación del uso y goce del inmueble litigioso. En contra de los respectivos fallos se 

promovió amparo directo. Al resolverlos, los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 

criterios contradictorios al decidir, si la estimación de tales perjuicios estaba o no sujeta a que se 

proporcionaran las bases en la demanda y además quedaran acreditados en el juicio. Un tribunal consideró 

que se requería la exposición de los hechos relativos y acreditarlos, junto con su monto en el juicio. En 

cambio, el otro tribunal estimó que al tratarse de perjuicios solicitados como consecuencia de la 

procedencia de la acción, su reclamo no exigía de la narración y acreditación de otros hechos y su monto 

podía cuantificarse en ejecución de sentencia. 

 

Criterio jurídico: Cuando ha quedado probada la acción reivindicatoria y se demandó el pago de los 

perjuicios por la privación del uso y goce de la cosa, al consistir frutos civiles indemnizatorios propios del 

derecho de accesión del propietario, la estimación de esta prestación accesoria no requiere de la 

exposición ni acreditación de otros hechos distintos a la desposesión fundante de la acción real. 

 

Justificación: Conforme a lo dispuesto por el artículo 4o. del Código de Procedimientos Civiles para el 

Estado de Jalisco, el propietario que ha probado los elementos de la acción reivindicatoria puede obtener 

su entrega junto con los frutos y accesiones en términos del Código Civil. Así, cuando el propietario ejerce 

dicha acción y reclama el pago de los perjuicios con motivo de la privación del goce de la cosa, se refiere 

a los frutos civiles que cumplen una función resarcitoria o indemnizatoria especial (no se trata de una 

acción autónoma de responsabilidad civil, en estricto sentido) y constituye una prestación accesoria e 

inherente al ejercicio de esta acción real, que no tienen su causa en un hecho distinto a la desposesión. Por 

ende, cuando se acredita la acción reivindicatoria, es innecesario narrar en la demanda y acreditar en juicio 

otros elementos distintos para estimarlos en la sentencia, porque la desposesión ya quedó probada para la 

reivindicación del inmueble. Por esto, ante el reclamo del pago de perjuicios o frutos civiles por dicha 

privación del uso y goce, podrá condenarse en sentencia a su pago en cantidad líquida, si existen 

elementos para determinar su importe y si no, condenar a su pago y reservar su liquidación para ejecución 

de sentencia, en términos de lo previsto en el artículo 491 del referido código. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

Contradicción de criterios 147/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Tercero y 

Cuarto, ambos en Materia Civil del Tercer Circuito. 11 de diciembre de 2024. Tres votos de las 

Magistradas Rosa Elena González Tirado y María Amparo Hernández Chong Cuy, y del Magistrado 

Arturo Iturbe Rivas. Ponente: Magistrada María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretario: Mauricio 

Omar Sanabria Contreras. 
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Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el amparo 

directo 545/2023, y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer 

Circuito, al resolver los amparos directos 168/2017 y 79/2019. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029956 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Común 

Tesis: 1a./J. 8/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO CONTRA EL CITATORIO DEL MINISTERIO PÚBLICO 

GIRADO EN LA FASE INICIAL DE LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN. CUANDO EL FIN DE 

ESA COMUNICACIÓN ES INFORMAR A UNA PERSONA LA POSIBLE IMPUTACIÓN QUE 

EXISTE EN SU CONTRA Y GARANTIZAR SU DERECHO A RENDIR ENTREVISTA, SE 

ACTUALIZA LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA QUE DERIVA DEL ARTÍCULO 61, 

FRACCIÓN XXIII, EN RELACIÓN CON EL 107, FRACCIÓN IV, PÁRRAFO PRIMERO, 

INTERPRETADO A CONTRARIO SENSU Y 170, FRACCIÓN I, PÁRRAFO QUINTO, DE LA 

LEY DE AMPARO. 

 
Hechos: Dos órganos jurisdiccionales de la Federación emitieron criterios discrepantes en cuanto a la 

causa de improcedencia que se actualiza cuando se promueve un juicio de amparo indirecto contra un 

citatorio girado por el Ministerio Público durante la investigación inicial del proceso penal, a fin de 

informar a una persona sobre las causas de su posible imputación y garantizar su derecho a rendir 

entrevista en esa etapa. Mientras que uno de los órganos sostuvo que esa improcedencia se sustenta en el 

artículo 61, fracción XXIII, en relación con el diverso 107, fracción III, de la Ley de Amparo; para el otro, 

se fundamenta en el mismo artículo 107, aunque en su fracción IV, interpretado a contrario sensu. 

 
Criterio jurídico: Cuando en el juicio de amparo indirecto se reclama el citatorio girado por el Ministerio 

Público en la etapa de investigación en su fase inicial, a fin de informar a una persona sobre las causas de 

su posible imputación y garantizar su derecho a rendir entrevista, se actualiza la causa de improcedencia 

prevista en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con los diversos 107, fracción IV, párrafo primero, 

interpretado a contrario sensu y 170, fracción I, párrafo quinto, de la Ley de Amparo. 

 
Justificación: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que los 

citatorios que gira el Ministerio Público en la carpeta de investigación constituyen actos realizados fuera 
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de procedimiento, ya que se suscitan con antelación a que se celebre la audiencia inicial del proceso penal. 

Además, cuando esa comunicación tiene como objetivo informar a una persona las posibles causas de su 

imputación y garantizar su derecho a rendir entrevista, se traduce en una comunicación que no afecta de 

modo actual y directo la esfera jurídica de la persona citada, particularmente su libertad. 

 
PRIMERA SALA. 

 
Contradicción de criterios 161/2024. Suscitada entre el Pleno en Materia Penal del Sexto Circuito y el 

Décimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 4 de diciembre de 2024. Mayoría de 

cuatro votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 

Ana Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 

Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El emitido por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el amparo 

en revisión 132/2023, en el que determinó que la causal de improcedencia que se actualiza cuando el acto 

reclamado consiste en la citación del Ministerio Público en una carpeta de investigación para que la 

persona quejosa comparezca a imponerse de los hechos denunciados en su contra y rinda su entrevista 

como imputada, es la prevista en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con el numeral 107, fracción 

III, inciso b), interpretada a contrario sensu, de la Ley de Amparo, ya que la citación reclamada no es un 

acto de imposible reparación, dado que se dicta durante la etapa de investigación inicial y sólo plantea la 

posibilidad de que la autoridad responsable ordene actos de investigación que impliquen su participación. 

 
El sostenido por el Pleno en Materia Penal del Sexto Circuito, al resolver la contradicción de tesis 1/2022, 

de la que derivó la tesis jurisprudencial PC.VI. P. J/3 P (11a.), de rubro: “JUICIO DE AMPARO 

INDIRECTO EN EL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO ORAL. ES IMPROCEDENTE 

CONTRA LA CITACIÓN GIRADA POR EL MINISTERIO PÚBLICO PARA QUE EL 

INVESTIGADO ACUDA ANTE SU POTESTAD CON EL FIN DE QUE SE LE HAGAN SABER LOS 

HECHOS DENUNCIADOS Y, EN SU CASO, SE TOME SU ENTREVISTA COMO IMPUTADO, EN 

TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XXIII, EN RELACIÓN CON EL DIVERSO 107, 

FRACCIÓN IV, EN SENTIDO CONTRARIO, AMBOS DE LA LEY DE AMPARO.”, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de enero de 2023 a las 10:14 horas y en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 21, Tomo IV, enero de 2023, página 3937, 

con número de registro digital: 2025762.  

 
Tesis de jurisprudencia 8/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintidós de enero de dos mil veinticinco. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029948 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: VII.2o.T. J/23 L (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

COMPETENCIA POR RAZÓN DE MATERIA. CORRESPONDE A LOS TRIBUNALES 

LABORALES FEDERALES DE ASUNTOS INDIVIDUALES CONOCER DEL JUICIO CONTRA 

UNA ADMINISTRADORA DE FONDOS PARA EL RETIRO (AFORE), EN EL QUE SE 

DEMANDA LA ENTREGA DE LOS RENDIMIENTOS O INTERESES QUE DEBIERON 

GENERAR LAS CANTIDADES DEPOSITADAS EN LA CUENTA INDIVIDUAL DEL SISTEMA 

DE AHORRO PARA EL RETIRO DE UNA PERSONA PENSIONADA DURANTE SU VIDA 

LABORAL. 

 

Hechos: Personas pensionadas demandaron en la vía laboral de las Administradoras de Fondos para el 

Retiro (Afores), los rendimientos o intereses que debieron generar las aportaciones en su cuenta individual 

del Sistema de Ahorro para el Retiro durante su vida laboral en activo. El Tribunal Laboral que previno en 

el conocimiento del asunto, se declaró legalmente incompetente para conocer de la demanda por razón de 

la materia, al estimar que el competente para conocerla era un Juez de Distrito en Materia Mercantil 

Federal que ejerciera jurisdicción en la propia ciudad; éste no aceptó la competencia declinada, al 

considerar que el competente era el Juez laboral que previno en su conocimiento. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la competencia por razón de la 

materia para conocer del juicio contra una Administradora de Fondos para el Retiro, en el que se demanda 

la entrega de los rendimientos o intereses que debieron generar las cantidades depositadas en la cuenta 

individual del Sistema de Ahorro para el Retiro de una persona pensionada durante su vida laboral, 

corresponde a los Tribunales Laborales Federales de Asuntos Individuales. 

 

Justificación: De los artículos 123, apartado A, fracción XXXI, inciso b), subinciso 1, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, 527, fracción II, inciso 1, y 899-A, primer párrafo, de la Ley 

Federal del Trabajo, se advierte, por una parte, que serán de la competencia laboral y federal, los asuntos 

relativos a empresas que sean administradas en forma directa o descentralizada por el Gobierno Federal y, 

por otra, que los tribunales laborales son competentes para conocer de los conflictos individuales de 

seguridad social que tengan por objeto reclamar el otorgamiento de prestaciones en dinero derivadas de 

los diversos seguros que componen el régimen obligatorio del seguro social, que deban cubrir las 

Administradoras de Fondos para el Retiro. En ese tenor, si la naturaleza de la prestación demandada 

involucra a órganos administrados en forma directa o descentralizada por el Gobierno Federal (Afores), 

así como el pago de los rendimientos o intereses que debieron generar las cuotas y aportaciones 

depositadas en la cuenta individual de ahorro para el retiro de los trabajadores que aquéllas tienen 

obligación de administrar, los cuales no pueden desvincularse de los recursos que son depositados en 

dichas cuentas, acorde con el artículo 18, fracciones I a III de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el 

Retiro y el diverso numeral 159, fracción I, de la Ley del Seguro Social, es inconcuso que la aludida 

prestación es de naturaleza laboral, por lo que la competencia para conocer de tal reclamo se actualiza a 

favor de los Tribunales Laborales Federales de Asuntos Individuales.  

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Conflicto competencial 32/2024. Suscitado entre el Quinto Tribunal Laboral Federal de Asuntos 

Individuales y el Juzgado de Distrito en Materia Mercantil Federal, ambos con sede en Boca del Río, 

Veracruz de Ignacio de la Llave. 28 de noviembre de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Toss 

Capistrán. Secretario: Arturo Navarro Plata. 

 

Conflicto competencial 39/2024. Suscitado entre el Quinto Tribunal Laboral Federal de Asuntos 

Individuales y el Juzgado de Distrito en Materia Mercantil Federal, ambos con sede en Boca del Río, 

Veracruz de Ignacio de la Llave. 28 de noviembre de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Toss 

Capistrán. Secretario: Víctor Hugo Millán Escalera.  

 

Conflicto competencial 29/2024. Suscitado entre el Quinto Tribunal Laboral Federal de Asuntos 

Individuales y el Juzgado de Distrito en Materia Mercantil Federal, ambos con sede en Boca del Río, 

Veracruz de Ignacio de la Llave. 28 de noviembre de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Adolfo 

Eduardo Serrano Ruiz. Secretario: Ismael Martínez Reyes.  

 

Conflicto competencial 102/2024. Suscitado entre el Octavo Tribunal Laboral Federal de Asuntos 

Individuales y el Juzgado de Distrito en Materia Mercantil Federal, ambos con sede en Xalapa, Veracruz 

de Ignacio de la Llave. 28 de noviembre de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Adolfo Eduardo Serrano 

Ruiz. Secretario: José Vega Luna. 

 

Conflicto competencial 33/2024. Suscitado entre el Quinto Tribunal Laboral Federal de Asuntos 

Individuales y el Juzgado de Distrito en Materia Mercantil Federal, ambos con sede en Boca del Río, 

Veracruz de Ignacio de la Llave. 5 de diciembre de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Adolfo Eduardo 

Serrano Ruiz. Secretario: Juan Manuel Jiménez Jiménez. 

 

Nota: El criterio contenido en esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de criterios 

133/2024, pendiente de resolverse por la Segunda Sala. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029964 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: PR.P.T.CS. J/35 L (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

PENSIÓN POR VIUDEZ. DOCUMENTOS QUE DEBEN ACOMPAÑARSE A LA DEMANDA, 

EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 899-C, FRACCIÓN VI, DE LA LEY FEDERAL DEL 

TRABAJO. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si cuando se demanda una pensión por viudez debe exhibirse la resolución de otorgamiento o, en 

su caso, la negativa de tal pensión. Mientras que uno sostuvo que dicha solicitud no puede ser exigible a 

quien se ostenta como beneficiaria, pues es evidente que no podía ser otorgada una pensión por el Instituto 
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Mexicano del Seguro Social (IMSS), sin tener previamente tal carácter, que es justamente para lo que se 

promovió el conflicto individual de seguridad social; el otro indicó que en cumplimiento al artículo 

referido, la persona accionante al acudir ante el órgano jurisdiccional debe exhibir esa constancia, o bien, 

la solicitud que contenga los datos de que fue recibida por el Instituto y pueda advertirse que éste no le dio 

respuesta, ya que se trata de un requisito propio y necesario para la procedencia de la acción. 
 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Sur, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que cuando se demande el otorgamiento de una pensión por 

viudez es necesario exhibir la resolución de otorgamiento o negativa, o en su defecto, la solicitud 

correspondiente, cuando el IMSS no otorgue una respuesta en el plazo razonable de 3 meses. 
 

Justificación: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las tesis de jurisprudencia 

2a./J. 36/2023 (11a.) y 2a./J. 42/2023 (11a.), determinó que si el actor omite presentar la constancia de 

otorgamiento o negativa de pensión a que se refiere el artículo 899-C, fracción VI, de la Ley Federal del 

Trabajo o, en su defecto, la solicitud de pensión respectiva, ello trae como consecuencia que no esté 

adecuadamente integrada la litis, lo que conduce a la improcedencia de la acción intentada. 

No obstante que ese criterio tuvo origen en un juicio en el que se demandó una pensión por vejez, las razones 

que sostuvo la Segunda Sala son aplicables a los juicios en los que se demande una pensión por viudez. 

Por tanto, cuando se demanda el otorgamiento de una pensión por viudez es necesario exhibir la 

resolución de otorgamiento o negativa, o en su defecto, la solicitud respectiva, cuando el IMSS no otorga 

una respuesta en el plazo razonable de 3 meses. 
 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON 

RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 
 

Contradicción de criterios 140/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Octavo y Décimo 

Tercero, ambos en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 4 de diciembre de 2024. Tres votos de las 

Magistradas María Enriqueta Fernández Haggar y Guadalupe Madrigal Bueno, y del Magistrado Héctor 

Lara González. Ponente: Magistrado Héctor Lara González. Secretaria: Laura Olivia Sánchez Aguirre. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el amparo 

directo 1008/2022, del cual derivó la tesis aislada I.13o.T.10 L (11a.), de rubro: "PENSIÓN POR 

VIUDEZ. PARA LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN RELATIVA ES NECESARIO EXHIBIR LA 

RESOLUCIÓN DE SU OTORGAMIENTO O NEGATIVA O, EN SU CASO, ACOMPAÑAR LA 

SOLICITUD DE PENSIÓN CORRESPONDIENTE, CUANDO EL INSTITUTO MEXICANO DEL 

SEGURO SOCIAL NO OTORGUE RESPUESTA EN EL PLAZO RAZONABLE DE 3 MESES 

[APLICABILIDAD DE LA TESIS DE JURISPRUDENCIA 2a./J. 36/2023 (11a.)].", publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación del viernes 15 de diciembre de 2023 a las 10:27 horas y en la Gaceta 

del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 32, Tomo IV, diciembre de 2023, página 

4059, con número de registro digital: 2027872, y 
 

El sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el 

amparo directo 1093/2023. 
 

Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 36/2023 (11a.) y 2a./J. 42/2023 (11a.) citadas, aparecen publicadas 

con los rubros: "CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. PARA DAR 

CUMPLIMIENTO AL REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD DE LA DEMANDA ESTABLECIDO EN 

EL ARTÍCULO 899-C, FRACCIÓN VI, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, ES NECESARIO 

EXHIBIR LA RESOLUCIÓN DE OTORGAMIENTO O NEGATIVA DE PENSIÓN O, EN SU CASO, 

ACOMPAÑAR LA SOLICITUD DE PENSIÓN RESPECTIVA CUANDO EL INSTITUTO 

MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL NO OTORGUE UNA RESPUESTA EN EL PLAZO 
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RAZONABLE DE TRES MESES." y "CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. LA 

FALTA DE EXHIBICIÓN DE LA CONSTANCIA DE OTORGAMIENTO O NEGATIVA DE 

PENSIÓN EXPEDIDA POR EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL O, EN SU CASO, 

DE LA SOLICITUD DE PENSIÓN RESPECTIVA, TRAE COMO CONSECUENCIA LA 

IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN.", en el Semanario Judicial de la Federación de los viernes 16 de 

junio de 2023 a las 10:22 horas y 23 de junio de 2023 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 26, Tomo V, junio de 2023, páginas 4152 y 4195, con 

números de registro digital: 2026696 y 2026747, respectivamente. 
 

De la sentencia que recayó al amparo directo 1093/2023, resuelto por el Octavo Tribunal Colegiado en 

Materia de Trabajo del Primer Circuito, derivó la tesis aislada I.8o.T.29 L (11a.), de rubro: "INSTITUTO 

MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. PENSIÓN POR VIUDEZ, LA EXHIBICIÓN DE LA 

CONSTANCIA DE OTORGAMIENTO O NEGATIVA DE PENSIÓN, NO CONSTITUYE UNO DE 

LOS ELEMENTOS QUE SE DEBA SATISFACER PARA SU OTORGAMIENTO.", publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas y en la Gaceta 

del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 44, diciembre de 2024, Tomo I, 

Volumen 1, página 928, con número de registro digital: 2029676. 
 

Esta tesis se aparta del criterio sostenido por el propio Pleno Regional en su anterior denominación en la 

diversa PR.L.CS. J/11 L (11a.), de rubro: "CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. 

LA FALTA DE EXHIBICIÓN DE LA CONSTANCIA DE OTORGAMIENTO O NEGATIVA DE 

PENSIÓN, PREVISTA EN LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 899-C DE LA LEY FEDERAL DEL 

TRABAJO, NO CONDUCE AL DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA.", publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación del viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas y en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 24, Tomo III, abril de 2023, página 2102, con número 

de registro digital: 2026329. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029968 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: PR.P.T.CS. J/36 L (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

PROCEDIMIENTO ESPECIAL COLECTIVO PROMOVIDO POR UN SINDICATO 

MINORITARIO. ES INNECESARIO REPONERLO PARA QUE EL SINDICATO 

MAYORITARIO PARTICIPE COMO LITISCONSORTE, SI SE ADVIERTE QUE SE RESPETÓ 

SU DERECHO AL DEBIDO PROCESO AL HABER COMPARECIDO COMO TERCERO 

INTERESADO. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si se actualiza una violación al procedimiento laboral que amerite su reposición, cuando el 

sindicato minoritario demanda la aplicación a su favor de diversas cláusulas del contrato colectivo de 

trabajo celebrado entre el patrón y el sindicato mayoritario titular de dicho pacto y, a este último, se le 
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llamó a juicio con el carácter de tercero interesado y no como demandado. Mientras que uno resolvió que 

debía reponerse el procedimiento al configurarse un litisconsorcio pasivo necesario, el otro sostuvo que es 

suficiente tenerlo como tercero interesado, al haberse colmado sus derechos de audiencia y de defensa. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Sur, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que es innecesario reponer el procedimiento especial 

colectivo promovido por un sindicato minoritario para que el mayoritario participe como litisconsorte, si 

se advierte que se respetó su derecho al debido proceso al haber comparecido como tercero interesado. 

 

Justificación: El artículo 690 de la Ley Federal del Trabajo autoriza la intervención en el procedimiento 

laboral del tercero que tenga interés jurídico, ya sea compareciendo de manera espontánea o conforme al 

llamamiento que realice la autoridad.  

Su situación es autónoma de las partes, pues una vez que participa en el juicio con todas las formalidades 

que establece el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, queda sujeto a lo 

que se resuelva.  

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la solicitud de modificación de 

jurisprudencia 6/2010, determinó que no sólo las partes formalmente reconocidas pueden ser afectadas por 

el laudo dictado en un juicio laboral, sino también otras personas (terceros interesados), quienes quedan 

obligados a acatarlo.  

Cuando se acredite que el sindicato tercero interesado participó activamente en el juicio ejerciendo su 

derecho al debido proceso, teniendo la oportunidad de oponer excepciones y ofrecer pruebas, debe 

considerarse que la relación jurídico procesal se integró debidamente.  

Así, es innecesario reponer el procedimiento, al haberse respetado sus derechos de audiencia y de defensa. 

Lo anterior es acorde con el derecho fundamental de acceso a la justicia pronta y expedita, tutelado en el 

artículo 17 constitucional, ya que evita reposiciones innecesarias y privilegia la solución de fondo sobre 

formalismos procedimentales. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON 

RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

Contradicción de criterios 125/2024. Entre los sustentados por el Décimo Cuarto y el Décimo Sexto 

Tribunales Colegiados, ambos en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 10 de diciembre de 2024. 

Mayoría de dos votos de la Magistrada María Enriqueta Fernández Haggar y del Magistrado Héctor Lara 

González. Disidente: Magistrada Guadalupe Madrigal Bueno, quien formuló voto particular. Ponente: 

Magistrada María Enriqueta Fernández Haggar. Secretario: Luis Omar García Morales. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el amparo 

directo 244/2023, el cual dio origen a la tesis aislada I.14o.T.27 L (11a.), de rubro: "LITISCONSORCIO 

PASIVO NECESARIO EN EL PROCEDIMIENTO ESPECIAL COLECTIVO. SE ACTUALIZA 

CUANDO UN SINDICATO MINORITARIO DEMANDA LA APLICACIÓN DE DIVERSAS 

CLÁUSULAS DEL CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO CELEBRADO ENTRE EL PATRÓN Y 

EL SINDICATO MAYORITARIO, POR LO QUE ESTE ÚLTIMO DEBE SER LLAMADO COMO 

DEMANDADO Y NO COMO TERCERO INTERESADO.", publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 24 de noviembre de 2023 a las 10:35 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Undécima Época, Libro 31, Tomo V, noviembre de 2023, página 4724, con número de 

registro digital: 2027695, y  

 

El sustentado por el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al 

resolver el amparo directo 1005/2023. 
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Nota: La ejecutoria relativa a la solicitud de modificación de jurisprudencia 6/2010 citada, aparece 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, agosto de 

2010, página 1288, con número de registro digital: 22361. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029963 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CS. J/12 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

PENSIÓN POR EDAD Y TIEMPO DE SERVICIOS EN EL RÉGIMEN DEL ARTÍCULO 

DÉCIMO TRANSITORIO DE LA ACTUAL LEY DEL ISSSTE. LA EDAD MÍNIMA 

REQUERIDA SE DEFINE POR EL ESQUEMA BI-ANUAL GRADUAL DE LA TRANSICIÓN. 

 

Hechos: Personas trabajadoras del Estado que se encontraban en activo cuando entró en vigor la actual 

Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) optaron por 

el régimen pensionario previsto en su artículo décimo transitorio, renunciando al beneficio de la 

indemnización global. Posteriormente, tras haber acumulado más de quince años de cotización ante el 

Instituto, se retiraron del servicio público, lo que ocurrió antes de que alcanzaran la edad mínima prevista 

en ese momento para acceder a la pensión por edad y tiempo de servicios. Tiempo después solicitaron tal 

pensión manifestando que ya cumplían el requisito de edad mínima que fue exigible años atrás, en la 

anualidad en que habían causado baja en el servicio (dos mil ocho y dos mil trece, respectivamente). El 

ISSSTE negó su pretensión, lo que fue considerado legal en la justicia administrativa contenciosa. Tales 

decisiones fueron impugnadas en sendos amparos directos. 

Un tribunal sostuvo que, conforme a la jurisprudencia 2a./J. 81/2016 (10a.), los supuestos establecidos 

para la obtención de la pensión no se actualizan al momento en que los trabajadores dejaron de cotizar 

ante el Instituto, sino que debía atenderse a la edad establecida para el año en el cual se solicita la pensión. 

El otro sostuvo que, conforme a tal jurisprudencia, si a la baja en el servicio se cuenta con las cotizaciones 

exigidas, pero no se ha cumplido la edad requerida en ese momento, entonces la pensión se podrá solicitar 

hasta que se cumpla la edad requerida al tiempo de la baja. 

 

Criterio jurídico: El otorgamiento de una pensión por edad y tiempo de servicios bajo el régimen del 

artículo décimo transitorio de la Ley del ISSSTE vigente, exige que el solicitante alcance, entre otros 

requisitos, la edad mínima establecida en el esquema de incremento bianual aplicable en la fase de 

transición (de dos mil nueve a dos mil dieciocho), y no se define por la fecha de baja en el servicio ni por 

la fecha en que se haga la solicitud de la pensión. 

 

Justificación: El sistema pensionario previsto en el referido artículo décimo transitorio y el Reglamento 

para el Otorgamiento de Pensiones de los Trabajadores Sujetos al Régimen del Artículo Décimo 

Transitorio del Decreto por el que se expide la Ley del ISSSTE, establece un esquema progresivo de 

incremento bianual en la edad mínima requerida para acceder a la pensión por edad y tiempo de servicios. 

Tal esquema fue diseñado para garantizar la sostenibilidad financiera del actual sistema de pensiones 
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incrementando gradualmente la edad mínima desde cincuenta y cinco años en dos mil nueve a sesenta 

años a partir de dos mil dieciocho. 

Así, siguiendo lo sostenido por el Pleno del Alto Tribunal al resolver el amparo en revisión 229/2008, el 

derecho a la pensión por edad y tiempo de servicios no es un derecho adquirido al momento de la baja del 

servicio ni con la mera acumulación de años de cotización. En ese momento es una expectativa de derecho 

condicionada al cumplimiento de todos los demás requisitos establecidos en la normativa aplicable, tal 

como la edad mínima exigible. Por ende, no se determina por la fecha de baja o de solicitud de la pensión, 

sino que es necesario que según la anualidad que corre, se advierta que a ese momento ya se alcanzó la 

edad exigible. 

Sin que obste que el artículo 21 del citado reglamento prevea que el derecho al pago de esta pensión 

comienza al día siguiente de la última percepción salarial, pues tal expresión debe interpretarse 

armónicamente con el propio artículo décimo transitorio y con el artículo 22 del referido reglamento, 

además de lo ya razonado, conforme a lo cual se exige la edad mínima especificada para el periodo 

correspondiente. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

Contradicción de criterios 136/2024. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito 

del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en auxilio del 

Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito 

del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave, en 

auxilio del Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito. 14 de 

agosto de 2024. Tres votos de las Magistradas Rosa Elena González Tirado, quien votó contra algunas 

consideraciones y María Amparo Hernández Chong Cuy, y del Magistrado Arturo Iturbe Rivas. Ponente: 

Magistrada María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretaria: Tania Pamela Campos Medina. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con 

residencia en San Andrés Cholula, Puebla, al resolver el amparo directo 687/2022 (cuaderno auxiliar 

757/2023), y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 

Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave, al resolver el amparo directo 

159/2022 (cuaderno auxiliar 752/2022). 

 

Nota: La parte conducente de la sentencia relativa al amparo en revisión 229/2008 y la tesis de 

jurisprudencia 2a./J. 81/2016 (10a.), de rubro: "PENSIÓN DE RETIRO POR EDAD Y TIEMPO DE 

SERVICIOS. CUANDO EL TRABAJADOR SE ACOGIÓ AL BENEFICIO PREVISTO EN EL 

ARTÍCULO 66 DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 

TRABAJADORES DEL ESTADO VIGENTE HASTA EL 31 DE MARZO DE 2007, DEBE 

ATENDERSE A LA EDAD MÍNIMA REQUERIDA EN ESA NORMATIVA Y NO A LA FIJADA EN 

LA LEGISLACIÓN VIGENTE." citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, marzo de 2009, página 560, en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 15 de julio de 2016 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Décima Época, Libro 32, Tomo I, julio de 2016, página 685, con números de registro digital: 

21463 y 2012116, respectivamente. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de febrero de 2025, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2030000 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: 1a./J. 16/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO POR PERSONAS EXTRANJERAS QUE NO RADIQUEN 

EN EL PAÍS. CUANDO LA DEMANDA CAREZCA DE FIRMA AUTÓGRAFA O 

ELECTRÓNICA, EL JUZGADO DE DISTRITO DEBE REQUERIR A LA QUEJOSA. 

 

Hechos: Una persona extranjera que no reside en México, actuando por derecho propio y en 

representación de su hija menor de edad, promovió juicio de amparo indirecto por escrito enviado 

electrónicamente a través del Portal de Servicios en Línea del Poder Judicial de la Federación, con la 

finalidad de obtener acceso electrónico a la carpeta de investigación relacionada con el homicidio de su 

pareja sentimental, ocurrido en territorio nacional. La solicitante destacó su imposibilidad de viajar a 

México, así como para acceder a diversas herramientas electrónicas necesarias para este proceso. 

El Juzgado de Distrito desechó la demanda por la falta de Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial 

de la Federación (FIREL), lo que consideró una irregularidad no subsanable. El autorizado de la parte 

quejosa interpuso recurso de queja, que fue atraído por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que, cuando la 

demanda de amparo no cuente con firma autógrafa o electrónica y sea presentada por una persona 

extranjera que no reside en el país, en atención a su situación de vulnerabilidad, las personas juzgadoras de 

amparo deberán requerirla para que manifieste si es su deseo ratificar la demanda antes de desecharla. 

 

Justificación: Las causas de improcedencia del juicio de amparo deben ser entendidas no sólo en un 

sentido estricto, evitando interpretaciones extensivas, sino que, además, de acuerdo con los principios pro 

persona y pro actione, su significado debe ser desentrañado de la manera más favorable para el justiciable 

y de la forma menos restrictiva posible en relación con el derecho humano a una tutela jurisdiccional 

efectiva. 

Por tanto, la persona juzgadora de amparo debe interpretar los artículos 113 y 114 de la Ley de Amparo 

modulando la regulación sobre el desechamiento de plano y la prevención de la demanda de amparo, con 

el objetivo de facilitar la ratificación de la demanda y no limitar la prosecución del juicio de amparo en 

situaciones de desigualdad que afecten a personas extranjeras que no residan en el país. 

El Juzgado de Distrito deberá implementar un mecanismo de apoyo externo en colaboración con la 

Secretaría de Relaciones Exteriores para lograr: I) establecer comunicación con la parte accionante, 

utilizando los datos de contacto proporcionados en la demanda de amparo; y II) ofrecer asistencia técnica 

para facilitar la ratificación de la demanda. 

Ello con el propósito de privilegiar el derecho humano de acceso a la justicia reconocido por el artículo 17 

constitucional, en condiciones de igualdad, considerando que las personas juzgadoras de amparo, al 

respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de quienes buscan protección ante actos de 

autoridades considerados inconstitucionales, pueden adoptar medidas que promuevan la igualdad de facto 

para grupos sociales que han sufrido discriminación estructural y sistemática. Esto es, el Juzgado de 

Distrito debe modular la forma en que la Ley de Amparo regula el desechamiento de plano y la 

prevención de la demanda de amparo, con el objetivo de optimizar el acceso a la justicia para todas las 

personas, teniendo en cuenta sus diferencias identitarias y contextuales. 

 

PRIMERA SALA. 
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Queja 1/2023. 9 de agosto de 2023. Mayoría de cuatro votos de la Ministra y de los Ministros Arturo 

Zaldívar Lelo de Larrea, quien está con el sentido pero se separa de algunas consideraciones y formuló 

voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y Alfredo Gutiérrez 

Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 

Secretario: Horacio Vite Torres. 

 

Tesis de jurisprudencia 16/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de diecinueve de febrero de dos mil veinticinco. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de marzo de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2030016 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: I.11o.C. J/19 K (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

RECURSOS PREVISTOS EN EL JUICIO DE AMPARO. NO PROCEDE DECLARARLOS 

FUNDADOS PARA MODIFICAR LA RESOLUCIÓN RECURRIDA, SI CON ELLO SE 

EMPEORA LA SITUACIÓN DE LA PARTE RECURRENTE. 

 

Hechos: Al analizar los agravios expresados en diversos recursos de queja y revisión, se consideró 

necesario valorar los efectos que tendría en la parte recurrente declararlos fundados.  

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que aun cuando resultaren fundados los 

agravios expresados en alguno de los recursos previstos en la Ley de Amparo, no procede declararlos 

fundados para revocar o modificar la resolución recurrida, si con ello se agrava la situación que la 

recurrente guarda en relación con esta última. 

 

Justificación: Los recursos previstos en la Ley de Amparo tienen como finalidad confirmar, modificar o 

revocar la resolución recurrida y, en estos últimos dos supuestos, tratándose de los recursos de queja y 

revisión, el tribunal de alzada deberá reasumir su jurisdicción originaria para emitir la resolución que 

corresponda a fin de restituir a la parte recurrente en los derechos que la resolución recurrida hubiere 

violado en su perjuicio. Declarar fundado el recurso o, en su caso, revocar o modificar la resolución 

recurrida, por razones que ven al fondo de la litis planteada, no puede traducirse en un perjuicio para la 

parte recurrente, pues ello contravendría el principio non reformatio in peius, por virtud del cual, la 

resolución dictada en alguno de los recursos que la ley de la materia regula, no puede restringir ni anular 

un beneficio que la parte recurrente haya obtenido por virtud de la resolución recurrida. 

 

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Queja 88/2021. 16 de junio de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. 

Secretaria: Ma. del Carmen Meléndez Valerio. 
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Incidente de suspensión (revisión) 58/2022. Roberto Maya Carmen. 12 de abril de 2022. Unanimidad de 

votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretaria: Ma. del Carmen Meléndez Valerio. 

 

Amparo en revisión 196/2022. Beatriz Domínguez Macouzet. 27 de octubre de 2022. Unanimidad de 

votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretario: Sergio Iván Sánchez Lobato. 

 

Incidente de suspensión (revisión) 98/2023. Efrén Mariscal Rodríguez. 4 de abril de 2023. Unanimidad de 

votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretario: Octavio Rosales Rivera. 

 

Amparo en revisión 341/2023. José Miguel Cruz Santabalbina. 3 de enero de 2024. Unanimidad de votos. 

Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretario: Octavio Rosales Rivera. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de marzo de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029998 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Civil, Común 

Tesis: PR.A.C.CS. J/18 C (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL AUTO QUE DECRETA LA 

MEDIDA CAUTELAR ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 685, PÁRRAFOS SEGUNDO Y 

TERCERO, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE JALISCO. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si el requerimiento al arrendatario demandado en un juicio sumario por desocupación, con 

fundamento en el precepto referido, constituye un acto de imposible reparación contra el que procede el 

amparo indirecto. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Sur, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que es improcedente el amparo indirecto contra el auto en el 

que se decreta la medida cautelar establecida en el artículo 685, párrafos segundo y tercero, del Código de 

Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco. 

 

Justificación: De acuerdo con los artículos 107, fracción III, inciso b), de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y 107, fracción V, de la Ley de Amparo, el amparo indirecto procede contra 

actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación, entendidos como los que afecten 

materialmente derechos sustantivos tutelados en la Constitución Federal y en los tratados internacionales 

de los que el Estado Mexicano es Parte. 

El mencionado artículo 685, párrafos segundo y tercero, establece la medida cautelar consistente en el 

requerimiento al arrendatario para que acredite la legal ocupación del inmueble y que está al corriente en 

el pago de las rentas, con la consecuencia de que en caso contrario, se llevará a cabo su lanzamiento, pero 

hasta que termine el plazo otorgado para que lo desocupe y entregue voluntariamente. Además, como 

condición ineludible, es necesario que el solicitante de la medida otorgue previamente una garantía. 
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Ello permite apreciar que la medida cautelar no se ejecuta en todos sus términos, de inmediato ni en un 

solo momento, sino que conlleva una serie de pasos o requerimientos cuya realización se implementa 

sucesivamente. 

Entonces, el auto en el que se formula el requerimiento mencionado no es un acto de imposible reparación 

para los efectos de la procedencia del amparo indirecto, ya que hasta ese momento no se actualiza alguna 

afectación material al derecho sustantivo de posesión de bienes inmuebles. 
 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

Contradicción de criterios 164/2024. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

Civil del Tercer Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 28 de 

noviembre de 2024. Tres votos de las Magistradas Rosa Elena González Tirado, contra algunas 

consideraciones, y María Amparo Hernández Chong Cuy y del Magistrado Arturo Iturbe Rivas. Ponente: 

Magistrado Arturo Iturbe Rivas. Secretaria: Olga Lydia Núñez Agüero. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el 

amparo en revisión 40/2020 y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del 

Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 101/2023. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de marzo de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2030024 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Común, Penal 

Tesis: PR.A.C.CS. J/13 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA LOS EFECTOS Y LAS 

CONSECUENCIAS DE LOS ARTÍCULOS 112 Y 113, FRACCIÓN I, INCISOS A) Y B), DEL 

CÓDIGO FISCAL DEL ESTADO DE JALISCO. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar si 

conforme al artículo 128, fracción II, de la Ley de Amparo debe concederse la suspensión provisional en 

amparo indirecto contra los efectos y las consecuencias de los preceptos legales mencionados, que regulan la 

distribución del Fondo Único General asignado a la Secretaría de la Hacienda Pública del Estado de Jalisco. 
 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Sur, con residencia 

en la Ciudad de México, determina que es improcedente la suspensión provisional contra los efectos y las 

consecuencias de los artículos 112 y 113, fracción I, incisos a) y b), del Código Fiscal del Estado de Jalisco. 

Justificación: El referido artículo 113, fracción I, incisos a) y b), con motivo de su reforma publicada en el 

Periódico Oficial local el 24 de febrero de 2024, evidencia el cambio realizado a la forma en que debe ser 

distribuido el 48 % de la cantidad total que conforma el Fondo Único General asignado equitativamente 

entre los servidores públicos de la Secretaría de la Hacienda Pública del Estado de Jalisco. Por su parte, 
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del primer párrafo del artículo 112 del propio código se advierte, como factor determinante, el ejercicio de 

las facultades de comprobación, determinación, notificación, ejecución y defensa de créditos fiscales y de 

las relativas a las multas que integran el referido fondo. 

Aunque se sostenga que las normas generales reclamadas son ciertas y que sus efectos y consecuencias 

pueden ser susceptibles de ser suspendidos, la medida cautelar es improcedente, porque se contravendría 

una norma de orden público, pues conllevaría alterar el diseño legal de distribución del porcentaje 

determinado por el Congreso Estatal. Ello podría generar un menoscabo en las funciones de derecho 

público que tiene a su cargo el Servicio Estatal Tributario de Jalisco, órgano desconcentrado de la 

Secretaría de la Hacienda Pública, específicamente en la recaudación de multas. 
 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 
 

Contradicción de criterios 171/2024. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Tercer Circuito, el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 

Circuito, el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Séptimo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 28 de noviembre de 2024. Tres votos de las 

Magistradas Rosa Elena González Tirado y María Amparo Hernández Chong Cuy, y del Magistrado Arturo 

Iturbe Rivas. Ponente: Magistrado Arturo Iturbe Rivas. Secretaria: Olga Lydia Núñez Agüero. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al 

resolver las quejas 189/2024, 203/2024, 204/2024 y 207/2024, el sustentado por el Cuarto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver la queja 185/2024, el sustentado por 

el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver la queja 

182/2024, y el diverso sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 

Circuito, al resolver la queja 230/2024. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de marzo de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2030003 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 18/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

DELITO DE PECULADO. EL BIEN JURÍDICO TUTELADO POR EL ARTÍCULO 223, 

FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL ES LA CORRECTA ADMINISTRACIÓN DE 

LOS RECURSOS PÚBLICOS FEDERALES. 

 

Hechos: El tesorero municipal de un Ayuntamiento, quien estaba obligado a custodiar y administrar 

recursos federales para ser ejercidos respecto de diversas obras públicas, les dio una aplicación distinta. 

Por esos hechos fue condenado por el delito de peculado previsto en el precepto mencionado. En amparo 

directo planteó su inconstitucionalidad por considerar que la porción "aplicación distinta" viola el 
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principio de legalidad en su vertiente de taxatividad. El Tribunal Colegiado de Circuito negó el amparo, 

por lo que interpuso recurso de revisión. 
 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el bien 

jurídico que tutela el delito de peculado previsto en el artículo 223, fracción IV, del Código Penal Federal 

es la correcta administración de los recursos públicos federales del Estado Mexicano. 
 

Justificación: La correcta administración de los recursos públicos es un principio establecido en el artículo 

134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual señala que aquélla debe 

realizarse bajo la más estricta vigilancia y eficacia, con el objeto de garantizar a la ciudadanía que los 

recursos recibidos por el Estado se destinen a los fines para los cuales fueron recaudados. De lo contrario 

se paralizan los servicios que el Estado está obligado a prestar y se compromete el ejercicio pleno de los 

derechos. 

Si bien existen otros medios jurídicos administrativos para sancionar los actos y/u omisiones en que 

incurran las personas servidoras públicas frente a una incorrecta administración de los recursos públicos, 

lo cierto es que esas normas sólo buscan impedir que la persona infractora continúe ejerciendo 

atribuciones de orden público. Por tal razón, son insuficientes para evitar que la conducta antijurídica siga 

reproduciéndose en detrimento del proyecto vital de los ciudadanos; y que, a la postre, garantice su 

reparación integral por los efectos que dicha conducta haya ocasionado sobre su esfera. 
 

PRIMERA SALA. 
 

Amparo directo en revisión 3050/2024. 6 de noviembre de 2024. Cinco votos de los Ministros y las 

Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 

Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien está con el sentido, pero por consideraciones 

distintas. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 

Tesis de jurisprudencia 18/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de diecinueve de febrero de dos mil veinticinco. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de marzo de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2030004 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 19/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

DELITO DE PECULADO. EL ARTÍCULO 223, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO PENAL 

FEDERAL, EN LA PORCIÓN "APLICACIÓN DISTINTA", NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 

LEGALIDAD EN SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. 
 

Hechos: El tesorero municipal de un Ayuntamiento, quien estaba obligado a custodiar y administrar 

recursos federales para ser ejercidos respecto de diversas obras públicas, les dio una aplicación distinta. 

Por esos hechos fue condenado por el delito de peculado previsto en el precepto mencionado. En amparo 

directo planteó su inconstitucionalidad por considerar que la porción "aplicación distinta" viola el 
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principio de legalidad en su vertiente de taxatividad. El Tribunal Colegiado de Circuito negó el amparo, 

por lo que interpuso recurso de revisión. 
 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 

223, fracción IV, del Código Penal Federal, en la porción "aplicación distinta", es compatible con el 

principio de legalidad en su vertiente de taxatividad, previsto en el artículo 14, párrafo tercero, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 

Justificación: Con el adjetivo "distinta" contenido en el precepto impugnado, se buscó englobar 

conceptualmente cualquier conducta vinculada con la utilización de recursos públicos federales que no sea 

la aplicación específica a que se hubieren destinado por virtud de diverso acto de autoridad (proyecto o 

programa social y presupuestario) tendente a la garantía de los derechos constitucionales. 

El legislador no estaba obligado a conocer el fin para el cual son destinados los recursos federales, es 

decir, a suponer anticipadamente los proyectos o programas sociales y presupuestarios que el Estado 

puede implementar a fin de garantizar los derechos consagrados en la Constitución. 

Así, con independencia de las conductas de aplicación que puedan identificarse para acreditar una 

utilización diversa de los referidos recursos y, de ese modo, tener por actualizados los elementos del tipo 

penal de peculado, lo que se reprocha es que esos recursos, a pesar de haber sido consignados formal y 

expresamente por una autoridad para el cumplimiento de un propósito concreto, hayan sido utilizados para 

cubrir cualquier otro. 
 

PRIMERA SALA. 
 

Amparo directo en revisión 3050/2024. 6 de noviembre de 2024. Cinco votos de los Ministros y las 

Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 

Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien está con el sentido, pero por consideraciones 

distintas. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 

Tesis de jurisprudencia 19/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de diecinueve de febrero de dos mil veinticinco. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de marzo de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2030005 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 22/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

DELITO DE VIOLACIÓN CONTRA PERSONA MENOR DE QUINCE AÑOS O MAYOR DE 

SESENTA. EL ARTÍCULO 274, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE 

MÉXICO QUE LO PREVÉ, NO VIOLA EL PRINCIPIO NON BIS IN IDEM. 
 

Hechos: Una persona fue condenada por la comisión del delito de violación con modificativas (agravante 

de cometerse por el padrastro contra su hijastra menor de quince años), previsto en los artículos 273 y 274, 

fracciones II y V, del Código Penal del Estado de México. En apelación se confirmó esa sentencia. En 
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amparo directo se reclamó la inconstitucionalidad del artículo 274, fracción V, referido al considerar que 

viola el principio non bis in idem, contenido en el artículo 23 de la Constitución General. El Tribunal 

Colegiado negó el amparo, contra lo que se interpuso recurso de revisión. 
 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 

274, fracción V, del Código Penal del Estado de México, que establece un delito de violación con 

complementación típica y punibilidad autónoma para los casos en que la víctima sea menor de quince 

años o mayor de sesenta, no viola el principio de prohibición de doble punición o non bis in idem. 
 

Justificación: El referido artículo 273 prevé y sanciona el delito básico de violación. Cuando la víctima sea 

menor de quince años o mayor de sesenta, la penalidad se incrementa y se establece en un rango de quince 

a treinta años de prisión y multa de trescientos a dos mil quinientos días multa, conforme a la fracción V 

del artículo 274 citado. 

Esta modificación no se considera una agravante, sino que se clasifica como un delito con 

complementación típica y con punibilidad autónoma, con el fin de salvaguardar a los sectores más 

vulnerables de la sociedad. 

La severidad de la pena puede aumentar legítimamente si se presentan circunstancias adicionales; sin 

embargo, no se establece una doble penalidad por una misma conducta, ya que el tipo penal básico es 

sustituido por el tipo con complementación típica, cumpliendo así con el principio de prohibición de la 

doble punición, de acuerdo con los artículos 23 constitucional y 8, numeral 4, de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos. 
 

PRIMERA SALA. 
 

Amparo directo en revisión 5798/2024. 27 de noviembre de 2024. Cinco votos de los Ministros y las 

Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 

Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 

Secretario: Horacio Vite Torres. 
 

Tesis de jurisprudencia 22/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de diecinueve de febrero de dos mil veinticinco.  
 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de marzo de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2030017 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 20/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

RESPONSABILIDAD CORRESPECTIVA O AUTORÍA INDETERMINADA. EL ARTÍCULO 18, 

FRACCIÓN VI, DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE MORELOS QUE LA PREVÉ ES 

COMPATIBLE CON EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. 
 

Hechos: Una persona menor de edad fue intervenida quirúrgicamente por dos cirujanos. Dos meses 

después presentó un estado de salud crítico y falleció a consecuencia de un choque séptico por perforación 

intestinal provocada por el olvido de un cuerpo extraño en su cavidad intrabdominal. Uno de los médicos 
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fue condenado por los delitos de homicidio culposo y el cometido en ejercicio de una actividad profesional, 

artística o técnica, a título de responsabilidad correspectiva, con fundamento en el artículo mencionado. En 

amparo directo planteó su inconstitucionalidad al considerar que trasgrede el principio de presunción de 

inocencia. El Tribunal Colegiado de Circuito negó el amparo, por lo que interpuso recurso de revisión. 
 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 18, 

fracción VI, del Código Penal para el Estado de Morelos, que prevé la figura de responsabilidad correspectiva o 

autoría indeterminada, es compatible con el principio de presunción de inocencia establecido en el artículo 20, 

apartado B, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 

Justificación: En la responsabilidad correspectiva no hay duda de la intervención de la persona imputada 

en la afectación del bien jurídico tutelado por la norma; sin embargo, es materialmente imposible 

determinar el daño específico que produjo, lo cual da lugar a una pena menor. Esa figura no es contraria al 

principio de presunción de inocencia. 

En primer lugar, porque su aplicación exige demostrar plenamente la intervención de la persona imputada 

en el hecho ilícito, de modo que debe acreditarse, más allá de toda duda razonable, que desplegó en el 

mundo fáctico una conducta eficaz para la producción material del resultado típico. En segundo lugar, 

porque ante la convergencia simultánea de otras acciones igualmente potenciales para conseguirlo, sin 

poder determinarse el daño que cada una de ellas causó, resulta válida una punibilidad diferenciada 

(atenuante). 
 

PRIMERA SALA. 
 

Amparo directo en revisión 584/2024. 30 de octubre de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras 

Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez 

Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: 

Rosalba Rodríguez Mireles. 
 

Tesis de jurisprudencia 20/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de diecinueve de febrero de dos mil veinticinco. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de marzo de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2030019 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 21/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO. ES CONSTITUCIONAL QUE EL ARTÍCULO 

195, FRACCIÓN XIII, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, 

PREVEA COMO CONDICIÓN PARA ACCEDER A ESE MECANISMO QUE EL IMPUTADO 

CUMPLA CON LOS DEBERES DE DEUDOR ALIMENTARIO. 

 

Hechos: Una persona vinculada a proceso por el delito de incumplimiento de obligaciones de asistencia 

familiar solicitó la suspensión condicional del proceso. El Juez de Control autorizó esa forma de solución 

alterna y le impuso, entre otras, la condición de cumplir con los deberes de deudor alimentario, lo que se 
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confirmó en la apelación. En amparo indirecto reclamó la inconstitucionalidad del artículo referido, al 

considerar que viola los derechos de legalidad, a la seguridad jurídica, a la dignidad personal y de acceso 

pleno a la justicia, pues señala que esa condicionante equivale a la imposición de una pena. 
 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 195, 

fracción XIII, del Código Nacional de Procedimientos Penales, al establecer como condición para acceder a la 

suspensión condicional del proceso la obligación de cumplir con los deberes de deudor alimentario, no viola los 

derechos fundamentales reconocidos en los artículos 1o., 14 y 17 de la Constitución Federal. 
 

Justificación: La obligación de cumplir con los deberes de deudor alimentario para acceder a la suspensión 

condicional del proceso, de acuerdo con el artículo referido, no debe considerarse como una pena, sino 

como una condición necesaria para evitar un proceso penal. 

Este mecanismo de solución alterna del procedimiento tiene como finalidad restaurar la situación que 

existía antes de la comisión del delito, permitiendo al imputado reparar el daño causado sin que se le 

declare culpable. Esta condición es de naturaleza temporal y no implica una sanción retributiva, ya que no 

deriva de una sentencia condenatoria. 

Además, se subraya la importancia de la intervención del Ministerio Público, cuya función es esencial 

para salvaguardar los derechos de las víctimas, especialmente en casos que involucran a niños, niñas y 

adolescentes. Asimismo, la norma impugnada no otorga al Juez de Control atribuciones propias de un Juez 

de lo familiar en un procedimiento civil, sino que establece un compromiso de pago periódico de lo ya 

adeudado por parte del imputado mientras dura la suspensión condicional del proceso. 
 

PRIMERA SALA. 
 

Amparo en revisión 797/2023. 30 de octubre de 2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros y las 

Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y Jorge 

Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Juan Luis González Alcántara 

Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres. 
 

Tesis de jurisprudencia 21/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de diecinueve de febrero de dos mil veinticinco. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de marzo de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029995 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 17/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 

ABUSO DE AUTORIDAD CONTRA SUBALTERNO. LA PENA DE 8 A 12 AÑOS DE PRISIÓN 

PREVISTA EN EL ARTÍCULO 339, PÁRRAFO SEGUNDO, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO 

PENAL DEL ESTADO DE MÉXICO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 

DE LAS PENAS. 
 

Hechos: Dos personas servidoras públicas exigieron a sus subalternos adscritos a la Secretaría de 

Seguridad Pública del Estado de México la entrega de una cantidad de dinero que formaba parte de un 
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estímulo económico. Por esos hechos, se instruyó procedimiento penal en el que se les condenó por el 

delito de abuso de autoridad cometido contra subalterno y se les impuso pena de prisión conforme a lo 

previsto en el artículo 339, párrafo segundo, fracción II, del Código Penal del Estado de México. La 

sentencia de condena se confirmó en apelación. Inconforme, una de las personas sentenciadas promovió 

juicio de amparo directo en el que, entre otras cuestiones, reclamó que el artículo que prevé la pena 

impuesta transgrede el principio de proporcionalidad de las penas. El Tribunal Colegiado del 

conocimiento declaró infundado el planteamiento de inconstitucionalidad. En desacuerdo, la parte quejosa 

interpuso recurso de revisión de la competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la pena de 

prisión de 8 a 12 años de prisión, prevista en la porción normativa impugnada, para el delito de abuso de 

autoridad cometido contra subalterno, es proporcional desde la lógica de niveles ordinales del grupo de 

delitos al que pertenece y, por ende, no trasgrede el principio de proporcionalidad de las penas a que se 

refiere el artículo 22 constitucional. 

 

Justificación: El delito de abuso de autoridad se encuentra previsto en el Título Sexto: "Delitos por hechos 

de corrupción", Capítulo IV: "Abuso de autoridad"; sin embargo, el tertium comparationis con el que se 

contrasta la pena de prisión contemplada para ese ilícito cuando se comete contra subalterno, no se debe 

realizar con todas las conductas que se describen en dicho capítulo, sino que se deben considerar aquellos 

delitos que imponen pena de prisión dependiendo del valor del beneficio obtenido o la cantidad de la que 

el sujeto activo se allegue. Ello, porque no todas las conductas delictivas descritas en el capítulo al que 

pertenece la porción normativa en cuestión sirven de punto de comparación para su estudio, ya que la 

mayoría de éstas contemplan la actuación de una persona servidora pública, y algunas sólo imponen pena 

privativa al actualizarse la conducta delictiva consistente en un hacer o no hacer. 

Así, la comparación mencionada permite advertir que el delito de abuso de autoridad contra subalterno 

contiene una penalidad similar para el grupo de delitos que imponen una penalidad de acuerdo con el valor 

del beneficio obtenido o la cantidad de la dádiva o promesa o negocio de que se trate; en ese sentido, no se 

advierte una falta de proporcionalidad entre esa pena de prisión en relación con el resto de las penas 

analizadas, las cuales persiguen la protección del mismo bien jurídico: el correcto funcionamiento de la 

administración pública. 

Además, la adición de la pena de prisión contemplada para el delito de abuso de autoridad contra un 

subalterno, prevista en la fracción II del párrafo segundo del artículo 339 del Código Penal del Estado de 

México, tuvo como propósito legislativo armonizar con la reforma constitucional que creó el Sistema 

Nacional Anticorrupción, así como establecer o incrementar sanciones a funcionarios y personas que 

incurran en actos de corrupción. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 1438/2024. 23 de octubre de 2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros y 

las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y 

Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. 

Secretario: Rodolfo Antonio Becerra Jáurez. 

 

Tesis de jurisprudencia 17/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de diecinueve de febrero de dos mil veinticinco.  

 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de marzo de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2030021 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Común, Administrativa 

Tesis: PR.CRT. J/3 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

SUSPENSIÓN DEFINITIVA. PROCEDE CONCEDERLA A LAS PERSONAS 

CONCESIONARIAS QUE PRESTEN EL SERVICIO PÚBLICO DE TELECOMUNICACIONES 

Y RADIODIFUSIÓN, RESPECTO DEL ARTÍCULO 43 DE LOS REGLAMENTOS DE LOS 

MUNICIPIOS DE ORIZABA, VERACRUZ Y GUADALUPE, NUEVO LEÓN, QUE TIENEN 

COMO OBJETIVO ERRADICAR DE MANERA PROGRESIVA EL CABLEADO AÉREO POR 

SUBTERRÁNEO. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si procede la suspensión definitiva solicitada por ciertas concesionarias contra normas que tienen 

como objetivo erradicar de manera progresiva el cableado aéreo por el subterráneo, correspondiente al 

servicio de telecomunicaciones, radiodifusión o suministro de electricidad. Mientras que uno la negó al 

estimar que se seguiría perjuicio al interés social y se contravendrían disposiciones de orden público frente 

a los cuales no podría prevalecer la apariencia del buen derecho; el otro, la concedió al estimar que es 

mayor el menoscabo al interés jurídico de la persona quejosa que la afectación que pudiera sufrir la 

colectividad. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y 

Telecomunicaciones, determina que procede la suspensión definitiva contra los artículos de los 

reglamentos de los Municipios de Orizaba, Veracruz de Ignacio de la Llave y Guadalupe, Nuevo León, 

que prevén erradicar de manera progresiva el cableado aéreo por el subterráneo. 

 

Justificación: Del análisis de los artículos 43 del Reglamento para la instalación, ampliación, retiro y 

modificación del cableado de telecomunicaciones, radiodifusión y suministro de electricidad para el 

Municipio de Orizaba, Veracruz de Ignacio de la Llave, y 43 del Reglamento para el mejoramiento del 

entorno urbano en el uso, construcción, instalación, ampliación, retiro y modificación de infraestructura de 

telecomunicaciones y/o radiodifusión y/o suministro de electricidad del Municipio de Guadalupe, Nuevo 

León, se advierte que si bien persiguen fines de orden público y de interés social, es un hecho notorio que 

la erradicación del cableado aéreo por el subterráneo implica para las personas propietarias de 

infraestructura de radiodifusión y/o telecomunicaciones, cumplir con una obligación que antes no tenían y 

que conlleva una erogación importante, de manera que les asiste una apariencia del buen derecho. De 

modo que, al realizar la ponderación simultánea para verificar cuál sería el grado de afectación que 

sufrirían unos y otros, de concederse o negarse la suspensión, este Pleno considera que de negarse la 

medida cautelar la afectación a las personas quejosas sería mayor a la que sufrirían el orden público y el 

interés social y, por ende, debe prevalecer la apariencia del buen derecho que les asiste. En tanto que de 

negarse se producirían a las quejosas daños de difícil reparación que no podrían revertirse ni retrotraerse 

fácilmente de obtenerse una sentencia desfavorable, lo que se traduce en una afectación más próxima que 

el beneficio que a largo plazo obtendría la colectividad, habida cuenta de que los reglamentos aludidos 

establecen que el soterramiento deberá realizarse de manera gradual y sólo inmediatamente en casos 

urgentes. Permitir que convivan los tendidos aéreos y los subterráneos no causa un perjuicio a la sociedad 

en mayor medida del que podría ocasionarse a las peticionarias de amparo, porque sólo se difiere en el 

tiempo la obligación de erradicar el cableado aéreo. 
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PLENO REGIONAL ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y 

TELECOMUNICACIONES. 

 
Contradicción de criterios 7/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados de Circuito 

Primero y Segundo, ambos en Materia Administrativa Especializados en Competencia Económica, 

Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la 

República. 3 de diciembre de 2024. Mayoría de dos votos de la Magistrada Silvia Cerón Fernández y del 

Magistrado Carlos Alberto Zerpa Durán. Disidente: Magistrado Francisco García Sandoval, quien formuló 

voto particular. Ponente: Magistrada Silvia Cerón Fernández. Secretaria: Erika Ivonne Carballal López. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa Especializado en 

Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y 

jurisdicción en toda la República, al resolver el incidente de suspensión (revisión) 620/2023, y el diverso 

sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa Especializado en 

Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y 

jurisdicción en toda la República, al resolver el incidente de suspensión (revisión) 421/2023. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de marzo de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2030020 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CS. J/14 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
SUSPENSIÓN DE OFICIO Y DE PLANO EN AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA 

OMISIÓN DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL (IMSS) DE BRINDAR 

ATENCIÓN MÉDICA ESPECIALIZADA URGENTE AL GRADO DE PONER EN PELIGRO LA 

VIDA DEL QUEJOSO. 

 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar si procede la suspensión de oficio y de plano contra la omisión del Instituto Mexicano del Seguro 

Social (IMSS) de brindar atención médica especializada urgente al grado de poner en peligro la vida del 

quejoso. Mientras que uno avaló la suspensión provisional concedida, por lo que consideró que no 

procedía la de plano en términos del artículo 126 de la Ley de Amparo; el otro determinó que debió 

concederse la suspensión de plano y no la provisional. 
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Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Sur, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que procede la suspensión de oficio y de plano, contra la 

omisión del IMSS de brindar atención médica especializada urgente, a partir del juicio valorativo del 

juzgador de amparo, cuando se pudiera afectar la dignidad e integridad personal del quejoso al grado de 

poner en peligro su vida. 

Justificación: El artículo 126 de la Ley de Amparo establece que la suspensión se concederá de oficio y de 

plano cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida. La Suprema Corte de Justicia 

de la Nación ha sostenido que la regulación diferenciada de la suspensión de oficio y de plano obedece a 

la necesidad de tutelar derechos fundamentales de especial relevancia como la vida, la libertad o la 

integridad personal, de ataques que consumarían irreparablemente la violación en perjuicio del quejoso, 

haciendo imposible su restitución a través del amparo. 

La suspensión contra la omisión de brindar atención médica especializada en casos urgentes, como es la 

práctica de una cirugía diagnosticada previamente por el IMSS, debe tramitarse conforme al citado 

precepto, pues dicho acto puede afectar la dignidad e integridad personal del quejoso, al grado de poner en 

peligro su vida. Lo anterior, a partir del juicio valorativo en el que el órgano jurisdiccional pondere las 

manifestaciones vertidas en la demanda de amparo y sus anexos para determinar si la falta de atención 

médica especializada reclamada tiene relación con alguna lesión o padecimiento que cause al quejoso 

cierto dolor físico y/o estado patológico que, incluso, pudiera tener consecuencias irreversibles en su salud 

o la pérdida de su vida. 

Como el Alto Tribunal lo ha considerado, no es conveniente fijar una regla general en relación con la 

procedencia de la suspensión de oficio y de plano, cuando se reclama la falta de atención médica, porque 

no toda omisión de proporcionarla necesariamente coloca al quejoso en una situación en la que su 

dignidad e integridad personal se encuentren gravemente comprometidas. 

 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 
Contradicción de criterios 186/2024. Entre los sustentados por el Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa y el Tribunal Colegiado en Materia Civil, ambos del Décimo Circuito. 28 de noviembre de 

2024. Tres votos de las Magistradas Rosa Elena González Tirado, quien formuló voto concurrente contra 

algunas consideraciones, y María Amparo Hernández Chong Cuy, y del Magistrado Arturo Iturbe Rivas. 

Ponente: Magistrado Arturo Iturbe Rivas. Secretaria: Rosalba Janeth Rodríguez Sanabria. 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 

 
El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Circuito, al resolver la 

queja 197/2023, y el diverso sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Circuito, 

al resolver la queja 342/2023. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de marzo de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029999 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral, Común 

Tesis: PR.P.T.CS. J/33 L (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA DETERMINACIÓN DEL 

CENTRO FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y REGISTRO LABORAL QUE TIENE POR 

DEPOSITADA Y REGISTRADA EL ACTA DE RENDICIÓN DE CUENTAS SINDICALES. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

revisar la decisión de un Juzgado de Distrito de desechar un amparo indirecto promovido por trabajadores 

sindicalizados contra la determinación del Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral de tener por 

depositada y registrada el acta de rendición de cuentas sindicales. Mientras que uno confirmó el 

desechamiento con base en la fracción XX del artículo 61 de la Ley de Amparo, al no haberse agotado los 

medios ordinarios de defensa; los otros dos coincidieron en que debía admitirse la demanda porque se 

actualizaba una excepción a la referida causal, en vista de que la Ley Federal del Trabajo no preveía la 

suspensión del acto reclamado. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Sur, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que es improcedente el amparo indirecto contra la 

determinación del Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral que tiene por depositada y registrada 

el acta de rendición de cuentas sindicales. 

 

Justificación: De la interpretación de los artículos 123, apartado A, fracción XX, párrafos cuarto y quinto, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1, 5 y 9, fracciones III y XIX, de la Ley 

Orgánica del Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral, así como 373 y 590-A, fracciones II y V, 

de la Ley Federal del Trabajo, deriva que dicho Centro es un organismo público descentralizado que tiene 

a su cargo el registro de todos los contratos colectivos de trabajo y las organizaciones sindicales, así como 

de los procesos y actos administrativos relacionados.  

Dentro de estos últimos se encuentra el depósito y registro de las actas de rendición de cuentas que las 

asociaciones sindicales están obligadas a entregar al Centro para su integración al expediente sindical. La 

citada autoridad registral no valora, convalida o califica el contenido sustantivo de esas actas, es decir, que 

se hayan o no cometido irregularidades en la rendición de cuentas, sino que únicamente las tiene por 

depositadas para el conocimiento de las personas trabajadoras. 

El artículo 897 de la Ley Federal del Trabajo prevé un procedimiento especial para dirimir conflictos entre 

los sujetos del derecho colectivo del trabajo, como los sindicatos, sus agremiados y empleadores, pero no 

procede respecto de las determinaciones administrativas emitidas por ese organismo en ejercicio de sus 

atribuciones registrales. 

De acuerdo con ello, es incorrecto exigir que se agote ese procedimiento previamente a promover amparo 

indirecto contra el referido acto registral, puesto que aquél no permitiría modificar, revocar o nulificar 

actos del citado Centro Federal, ni suspenderlos y, por tanto, no se configura la causal de improcedencia 

prevista en el artículo 61, fracción XX, de la Ley de Amparo. 

Sin embargo, se actualiza la causa de improcedencia establecida en la fracción XII del citado artículo, 

pues no depara perjuicio a las personas trabajadoras que el referido Centro tenga por depositada y 

registrada el acta de rendición de cuentas para que puedan imponerse de su contenido, ya que no implica 

un pronunciamiento sobre su validez. Además, existen mecanismos legales para que puedan 
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inconformarse con las omisiones o irregularidades cometidas por su sindicato, como se desprende de los 

artículos 371, fracción XIII y 373, párrafos sexto y séptimo, de la Ley Federal del Trabajo. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON 

RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

Contradicción de criterios 139/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Tercero y 

Primero, ambos en Materia de Trabajo del Primer Circuito, y el Tribunal Colegiado del Trigésimo 

Segundo Circuito. 4 de diciembre de 2024. Tres votos de las Magistradas Guadalupe Madrigal Bueno y 

María Enriqueta Fernández Haggar, y del Magistrado Héctor Lara González. Ponente: Magistrada 

Guadalupe Madrigal Bueno. Secretario: Eduardo Alfonso Guerrero Serrano. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver la 

queja 183/2023, el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 

Circuito, al resolver la queja 202/2023; y el diverso sustentado por el Tribunal Colegiado del Trigésimo 

Segundo Circuito, al resolver la queja 653/2023. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de marzo de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029996 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: PR.P.T.CS. J/32 L (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

AGUINALDO DE LAS PERSONAS TRABAJADORAS DE LABORATORIOS DE BIOLÓGICOS 

Y REACTIVOS DE MÉXICO, S.A. DE C.V. (BIRMEX). DEBE PAGARSE CON EL SALARIO 

TABULAR (CONCEPTO 500) AL QUE HACE REFERENCIA EL TABULADOR MENSUAL DE 

SUELDOS Y SALARIOS. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 

analizar la forma en que debe pagarse el aguinaldo previsto en la cláusula cuadragésima novena de su 

contrato colectivo de trabajo, que establece que los trabajadores tendrán derecho a un aguinaldo anual que 

equivaldrá a cuarenta días de salario base libre de descuento, o la parte proporcional que corresponda, de 

conformidad con los días laborados. Mientras que uno determinó que el salario base libre de descuentos 

debe entenderse como el salario ordinario tabular; el otro concluyó que debía ser el salario integrado, 

conformado por el salario tabular y los conceptos: "ayuda gastos de actualización" y "asignaciones netas". 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Sur, con 

residencia en la Ciudad de México, determina que el aguinaldo de las personas trabajadoras de 

Laboratorios de Biológicos y Reactivos de México, S.A. de C.V. (BIRMEX), previsto en la cláusula 

cuadragésima novena de su contrato colectivo de trabajo, debe pagarse con el salario tabular (concepto 
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500) al que hace referencia el tabulador mensual de sueldos y salarios, sin comprender las "Asignaciones 

netas" y la "Ayuda gastos de actualización". 

 

Justificación: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo 

en revisión 1354/2024, determinó que BIRMEX se rige por el apartado A del artículo 123 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y su ley reglamentaria, es decir, la Ley Federal del 

Trabajo.  

De una interpretación estricta a la cláusula cuadragésima novena citada, se concluye que el pago del 

aguinaldo debe efectuarse en atención al salario base libre de descuentos, el cual debe entenderse como el 

salario base tabular a que se refiere el tabulador mensual de sueldos y salarios, al ser el que constituye la 

base para el cálculo aplicable para computar las prestaciones básicas en favor de las personas trabajadoras. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON 

RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

Contradicción de criterios 89/2024. Entre los sustentados por el Tercer y el Décimo Cuarto Tribunales 

Colegiados, ambos en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 29 de noviembre de 2024. Tres votos de las 

Magistradas Guadalupe Madrigal Bueno y María Enriqueta Fernández Haggar, y del Magistrado Héctor 

Lara González. Ponente: Magistrada María Enriqueta Fernández Haggar. Secretaria: Lizbeth Berenice 

Montealegre Ramírez. 

 

Tesis y/o criterios contendientes:  

 

El Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver los amparos 

directos 858/2023, 755/2023, 715/2023, 756/2023 y 813/2023, de los cuales derivó la tesis de 

jurisprudencia I.14o.T. J/7 L (11a.), de rubro: "AGUINALDO DE LOS TRABAJADORES DE 

LABORATORIOS DE BIOLÓGICOS Y REACTIVOS DE MÉXICO, S.A. DE C.V. (BIRMEX). DEBE 

PAGARSE CON EL SALARIO BASE, COMPRENDIDO POR EL SUELDO TABULAR, LA 

ASIGNACIÓN MENSUAL Y LA AYUDA PARA GASTOS DE ACTUALIZACIÓN.", publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación del viernes 26 de abril de 2024 a las 10:30 horas y en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 36, Tomo V, abril de 2024, página 4147, 

con número de registro digital: 2028655, y 

 

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver los 

amparos directos 772/2023 y 764/2023. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de marzo de 2025, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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CATÁLOGO DE PUBLICACIONES 
 

-CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (Octubre ’98, Agosto ’99, 

Noviembre ’02, Abril-Junio’07, Abril-Junio’10). 

-CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO (Abril ’97, Marzo’00, Febrero’02, Octubre-Diciembre’03, Octubre-

Diciembre’07, Abril-Junio’2012, Enero-Marzo’2021). 

-CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE SONORA (Junio’97, Abril’00, Julio-Septiembre’03, Octubre-

Diciembre’05, Enero-Marzo’07, Enero-Marzo’09, Enero-Marzo’2011, Enero-Marzo’213, Julio-

Septiembre’2014, Enero-Marzo’2016, Octubre-Diciembre’2022) 

-CÓDIGO PROCESAL PENAL PARA EL ESTADO DE SONORA (Agosto ’97) (Mayo ’00) (Julio-

Septiembre’03) (Octubre-Diciembre’05, Enero-Marzo’07, Enero-Marzo’09, Enero-Marzo’2011, Enero-

Marzo’2012, Enero-Marzo’2014, Enero-Marzo’2016). 

-CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE SONORA (Abril-Junio 2005, Julio-Septiembre 2007, Julio-

Septiembre’09, Octubre-Diciembre’2011, Octubre-Diciembre’2014, Enero-Marzo’2023). 

-CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE SONORA (Septiembre’00, 

Enero-Marzo’05, Abril-Junio’09, Octubre-Diciembre’2012, Enero-Marzo’2015, Julio-Septiembre’2017, 

Abril-Junio’2020). 

-LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA (Abril’98, Febrero’00, 

Octubre-Diciembre’03, Abril-Junio’2016, Octubre-Diciembre’2020, Abril-Junio’2022). 

-CÓDIGO DE COMERCIO (Abril’98, Julio-Septiembre’04, Octubre-Diciembre’08, Enero-Marzo’11, Abril-

Junio’2013, Octubre-Diciembre’2018, Abril-Junio’2023).  

-CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES (Julio-Septiembre’04, Octubre- Diciembre’ 08, Octubre-

Diciembre’2015). 

-CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES (Julio- Septiembre’10). 

-CÓDIGO PENAL FEDERAL (Julio-Septiembre’10). 

-LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO (Mayo’98, Julio-Septiembre’04, Octubre- 

Diciembre’08, Octubre-Diciembre’2015, Abril-Junio’2019, Octubre-Diciembre’2024). 

-LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO (Junio’98, Julio-Septiembre’04, Octubre-Diciembre’ 09). 

-LEY DE QUIEBRAS Y SUSPENSIÓN DE PAGOS (Julio’98). 

-LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES (Agosto’98, Octubre-Diciembre’09, Octubre-

Diciembre’2015, Enero-Marzo’2019, Enero-Marzo’2025). 

-LEY DE AMPARO (Septiembre’98, Abril-Junio’07, Enero-Marzo’09, Julio-Septiembre’ 2013, Julio-

Septiembre’2018, Julio-Septiembre’2020, Abril-Junio’2021). 

-LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO DE SONORA 

(Noviembre’98, Junio ’00). 

-LEY CATASTRAL Y REGISTRAL Y SU REGLAMENTO (Enero’99, Octubre ’00, Octubre-Diciembre’06). 

-LEY DEL NOTARIADO (Enero’99, Octubre’00, Octubre-Diciembre’06). 

-LEY DE ARANCELES PARA LOS NOTARIOS DEL ESTADO DE SONORA (Enero ’99, Octubre’00, 

Octubre-Diciembre’06). 

-REGLAMENTO DE LA LEY CATASTRAL Y REGISTRAL DEL ESTADO DE SONORA (Enero ’99, 

Octubre ’00, Octubre-Diciembre’06). 

-LEY QUE CREA EL COTUME (Febrero’99, Junio ’00, Julio-Septiembre ’03). 

-LEY DEL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA EN EL ESTADO DE 

SONORA (Febrero’99). 

-LEY DE SALUD (Marzo’99, Julio-Septiembre’2011). 

-LEY DE ASISTENCIA SOCIAL (Marzo’99). 

-LEY QUE REGLAMENTA LAS FUNCIONES DE LA DIRECCIÓN DE PREVENCIÓN Y 

READAPTACIÓN SOCIAL DEL ESTADO DE SONORA (Abril’99). 

-LEY ORGÁNICA P.G. J (Abril’99, Junio’00, Octubre-Diciembre’03, Abril-Junio’2016). 

-LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PRIVATIVAS Y MEDIDAS RESTRICTIVAS DE LIBERTAD, 

PARA EL ESTADO DE SONORA (Abril’99, Julio-Septiembre’03, Enero-Marzo’09). 
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-LEY QUE CREA LA COMISIÓN ESTATAL DE LOS DERECHOS HUMANOS (Mayo’99, Julio-

Septiembre’2011). 

-LEY DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA EL ESTADO DE SONORA (Mayo’99, Noviembre’00, 

Octubre-Diciembre’03, Abril-Junio’10). 

-LEY ORGÁNICA DE LA DEFENSORIA DE OFICIO (Mayo’99, Octubre ’00, Octubre-Diciembre’03, Abril-

Junio’2016). 

-LEY ORGÁNICA DE ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL (Junio’99, Abril’02). 

-LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO DEL ESTADO (Junio’99). 

-LEY ORGÁNICA DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO (Junio’99, Febrero’00, Octubre-

Diciembre’03). 

-LEY DE TRÁNSITO (Julio’99, Junio’00, Octubre - Diciembre’04). 

-LEY QUE REGULA LA OPERACIÓN, Y FUNCIONAMIENTO DE LOS ESTABLECIMIENTOS 

DESTINADOS A LA FABRICACIÓN, ENVASAMIENTO, DISTRIBUCIÓN, GUARDA, 

TRANSPORTACIÓN, VENTA Y CONSUMO DE BEBIDAS CON CONTENIDO ALCOHÓLICO EN EL 

ESTADO DE SONORA (Julio’99, Junio’00, Octubre - Diciembre’04). 

-LEY ORGANICA DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (Septiembre’99, 

Octubre’02, Octubre-Diciembre’03). 

-LEY DE EXPROPIACIÓN POR CAUSA DE UTILIDAD PÚBLICA (Septiembre’99, Octubre’00). 

-LEY DEL SERVICIO CIVIL PARA EL ESTADO DE SONORA (Septiembre’99, Octubre’02). 

-LEY QUE REGULA LA ADMINISTRACIÓN DE DOCUMENTOS ADMINISTRATIVOS E 

HISTÓRICOS DEL ESTADO DE SONORA (Octubre’99). 

-LEY DEL BOLETÍN (Octubre’99, Octubre’00). 

-REGLAMENTO INTERIOR DE LA COORDINACIÓN DEL SISTEMA ESTATAL DE ARCHIVOS 

PÚBLICOS (Octubre’99). 

-LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL 

ESTADO DE SONORA (Octubre’99, Julio ’02). 

-LEY DE TRANSPORTE PARA EL ESTADO DE SONORA (Noviembre ’99, Junio ’00, Octubre - 

Diciembre’04). 

-LEY DE BIENES Y CONCESIONES DEL ESTADO DE SONORA (Noviembre ’99, Noviembre’00, Abril-

Junio’2012). 

-LEY QUE CREA LA JUNTA DE CAMINOS DEL ESTADO DE SONORA  (Noviembre ’99, Junio’00). 

-LEY DE DESARROLLO URBANO PARA EL ESTADO DE SONORA (Noviembre ’99, Diciembre ’00). 

-LEY DE AGUAS DEL ESTADO DE SONORA (Diciembre’99, Octubre’00). 

-LEY DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO PARA EL ESTADO DE SONORA 

(Diciembre’99, Octubre’00). 

-REGLAMENTO INTERIOR DE LA COMISION DE AGUA POTABLE Y ALCANTA-RILLADO 

DEL ESTADO DE SONORA (Diciembre’99). 

-COMPILACIÓN DE CRITERIOS PENALES 1992-1995 (Enero’00). 

-LEY ORGÁNICA DEL PODER LEGISLATIVO (Febrero’00). 

-REGLAMENTO DE LA LEY ORGÁNICA DE LA PROCURADURIA GENERAL DE JUSTICIA DEL 

ESTADO DE SONORA (Junio’00). 

-REGLAMENTO DE LA POLICÍA JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA (Junio’00). 

-LEY QUE ESTABLECE EL DERECHO DE VÍA EN LOS CAMINOS Y CARRETERAS DE 

JURISDICCIÓN ESTATAL DE SONORA (Junio’00). 

-REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL 

ESTADO (Junio’00). 

-DECRETO QUE CREA UN ORGANISMO DESCENTRALIZADO QUE SE DENOMINARÁ 

SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA EN EL ESTADO DE SONORA 

(Octubre’00). 

-LEY ORGÁNICA DEL FONDO PARA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA DEL ESTADO DE 

SONORA (Octubre’00). 
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-LEY DE REGULACIÓN Y FOMENTO DE TIEMPO COMPARTIDO PARA EL ESTADO DE 

SONORA (Octubre’00). 

-LEY SOBRE EL RÉGIMEN DE PROPIEDAD EN CONDOMINIO DE INMUEBLES PARA EL 

ESTADO DE SONORA (Octubre’00). 

-LEY DE INQUILINATO DEL ESTADO DE SONORA (Octubre’00). 

-LEY QUE REGULA LA ORGANIZACIÓN DE LA INSTITUCIÓN DEL REGISTRO CIVIL EN EL 

ESTADO DE SONORA (Octubre’00). 

-REGLAMENTO DE LA LEY REGLAMENTARIA PARA EL EJERCICIO DE LAS PROFESIONES 

EN EL ESTADO DE SONORA (Octubre’00). 

-LEY REGLAMENTARIA PARA EL EJERCICIO DE LAS PROFESIONES EN EL ESTADO DE 

SONORA (Octubre’00). 

-REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE GOBIERNO (Noviembre’00). 

-REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE FOMENTO GANADERO (Noviembre’00). 

-REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE PLANEACIÓN DEL DESARROLLO Y 

GASTO PÚBLICO (Noviembre’00). 

-LEY DE PLANEACIÓN DEL ESTADO DE SONORA (Noviembre’00). 

-REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE SALUD PÚBLICA (Noviembre’00). 

-LEY QUE CREA LOS SERVICIOS DE SALUD DE SONORA (Noviembre ’00). 

-LEY QUE REGLAMENTA LAS FUNCIONES DE LA DIRECCIÓN DE PREVENCIÓN Y 

READAPTACIÓN SOCIAL DEL ESTADO DE SONORA (Noviembre’00). 

-LEY QUE INSTITUYE Y DECLARA DE INTERES PÚBLICO LA CAMPAÑA CONTRA LAS 

DROGAS (Noviembre’00). 

-LEY DE PROTECCIÓN CIVIL PARA EL ESTADO DE SONORA (Noviembre ’00).  

-LEY DE OBRAS PÚBLICAS DEL ESTADO DE SONORA (Diciembre ’00). 

-REGLAMENTO DE LA LEY DE OBRAS PÚBLICAS DEL ESTADO DE SONORA (Diciembre’00). 

-LEY QUE CREA EL INSTITUTO DE DESARROLLO URBANO Y RURAL DEL ESTADO DE SONORA 

(Diciembre’00). 

-LEY DE EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE PARA EL ESTADO DE 

SONORA (Diciembre’00). 

-DECRETO QUE CREA EL INSTITUTO DEL MEDIO AMBIENTE Y EL DESARROLLO 

SUSTENTABLE DEL ESTADO DE SONORA (Diciembre’00). 

-LEY DE GANADERIA PARA EL ESTADO DE SONORA (Diciembre’00, Octubre- Diciembre’ 04), 

(Enero-Marzo’2006). 

-REGLAMENTO DE LA COMISIÓN AGRARIA MIXTA DEL ESTADO DE SONORA (Diciembre’00). 

-CÓDIGO FISCAL DEL ESTADO DE SONORA (Enero’02). 

-REGLAMENTO DEL PADRÓN ESTATAL DE CAUSANTES (Enero’02). 

-REGLAMENTO DEL COBRO Y APLICACIÓN DE GASTOS DE EJECUCIÓN Y PAGO DE 

HONORARIOS POR NOTIFICACIÓN DE CREDITOS (Enero’02). 

-LEY DEL PRESUPUESTO DE EGRESOS, CONTABILIDAD GUBERNAMENTAL Y GASTO 

PÚBLICO ESTATAL (Enero’02). 

-REGLAMENTO DE LA LEY DEL PRESUPUESTO DE EGRESOS, CONTABILIDAD 

GUBERNAMENTAL Y GASTO PÚBLICO ESTATAL (Enero’02).  

-LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y PRESTACIÓN DE SERVICIOS RELACIONADOS 

CON BIENES MUEBLES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA ESTATAL (Enero’02). 

-REGLAMENTO DE LA LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y PRESTACIÓN DE 

SERVICIOS RELACIONADOS CON BIENES MUEBLES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

ESTATAL (Enero’02). 

-REGLAMENTO DE LA COMISIÓN INTERSECRETARIAL CONSULTIVA DE ADQUISICIONES, 

ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL ESTADO DE SONORA (Enero’02). 

-LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE SONORA (Enero’02). 

-LEY DE EDUCACIÓN PARA EL ESTADO DE SONORA (Marzo’02). 
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-LEY QUE EXIGE SEA IZADA LA BANDERA NACIONAL EN TODOS LOS PLANTELES DE 

EDUCACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO (Marzo’02). 

-LEY QUE CREA EL INSTITUTO DE CRÉDITO EDUCATIVO DEL ESTADO DE SONORA 

(Marzo’02). 

-DECRETO QUE CREA EL CÓDIGO DE ESTUDIOS CIENTÍFICOS Y TECNOLÓGICOS DEL 

ESTADO DE SONORA (Marzo’02). 

-LEY ORGÁNICA DE LA UNIVERSIDAD DE SONORA (Marzo’02), (Octubre-Diciembre’03). 

-LEY ORGÁNICA DEL INSTITUTO TECNOLÓGICO DE SONORA (Marzo’02). 

-LEY ORGÁNICA DEL COLEGIO DE SONORA (Marzo’02). 

-LEY QUE CREA EL CENTRO DE CAPACITACIÓN PARA EL MAGISTERIO DEL ESTADO (Marzo’02). 

-LEY QUE CREA EL COLEGIO DE BACHILLERES DEL ESTADO DE SONORA (Marzo ’02). 

-LEY QUE CREA EL CENTRO DE ESTUDIOS SUPERIORES DEL ESTADO DE SONORA (Marzo’02). 

-LEY QUE AUTORIZA EL FUNCIONAMIENTO DEL CRÉDITO MAGISTERIAL (Marzo’02). 

-LEY QUE AUTORIZA EL PAGO DE LA CUOTA DE DEFUNCIÓN DE MAESTROS EN SERVICIO 

(Marzo’02). 

-LEY DE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL (Abril’02). 

-LEY QUE REGULA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS MUNICIPALES (Abril’02). 

-LEY DE HACIENDA MUNICIPAL (Mayo’02). 

-LEY ORGÁNICA DE ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL (Mayo’02). 

-LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 

GUBERNAMENTAL (Junio’02, Enero-Marzo’06). 

-LEY QUE FACULTA AL EJECUTIVO DEL ESTADO PARA OTORGAR PREMIOS, ESTIMULOS Y 

RECOMPENSAS (Octubre’02). 

-LEY PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES 

PARA EL ESTADO DE SONORA (Diciembre’02, Enero-Marzo ’03, Julio-Septiembre’05, Julio-

Septiembre’2015). 

-LEY DE ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A VÍCTIMAS DEL DELITO PARA EL ESTADO DE 

SONORA (Diciembre’02) (Enero-Marzo’03). 

-LEY DE INTEGRACIÓN SOCIAL PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD DEL ESTADO DE 

SONORA (Diciembre’02) (Julio-Septiembre’05). 

-REGLAMENTO DE LA LEY DE PREVENCIÓN Y ATENCIÓN A LA VIOLENCIA 

INTRAFAMILIAR PARA EL ESTADO DE SONORA (Enero-Marzo’03) (Julio-Septiembre’05). 

-REGLAMENTO INTERIOR DEL INSTITUTO SONORENSE DE LA MUJER (Enero-Marzo’03) 

(Julio-Septiembre’05). 

-REGLAMENTO INTERIOR DEL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA 

FAMILIA EN EL ESTADO DE SONORA (Enero-Marzo’03). 

-REGLAMENTO DEL CONSEJO MUNICIPAL PARA LA PREVENCIÓN, ATENCIÓN Y 

TRATAMIENTO DE LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR (Enero-Marzo’03). 

-REGLAMENTO DE LA LEY DE INTEGRACIÓN SOCIAL PARA PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD DEL ESTADO DE SONORA (Enero-Marzo’03) (Julio-Septiembre’05). 

-LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS (Julio-Septiembre’03). 

-ANTEPROYECTO DE CÓDIGO PROCESAL TIPO PARA LA REPÚBLICA MEXICANA (Enero-

Marzo’04). 

-COMPILACIÓN DE TRATADOS Y CONVENCIONES INTERNACIONALES (Abril-Junio’04, Octubre-

Diciembre’2013, Julio-Septiembre’2021). 

-LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y ELIMINAR LA DISCRIMINACIÓN (Julio-Septiembre’05). 

-ESTATUTO ORGÁNICO DEL CONSEJO NACIONAL PARA PREVENIR LA DISCRIMINACIÓN (Julio-

Septiembre’05). 

-LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL PARA EL DESARROLLO DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS 

(Julio-Septiembre’05).  

-LEY GENERAL DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD (Julio-Septiembre’05). 
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-LEY FEDERAL PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS, NIÑAS Y 

ADOLESCENTES (Julio-Septiembre’05). 

-LEY DEL INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES (Julio-Septiembre’05). 

-REGLAMENTO INTERIOR DEL INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES (Julio-Septiembre’05). 

-ESTATUTO ORGÁNICO DEL INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES (Julio-Septiembre’05). 

-REGLAMENTO INTERIOR DEL INSTITUTO SONORENSE DE LA MUJER (Julio-Septiembre’05). 

-LEY DE PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR (Julio-Septiembre’05, Julio-

Septiembre’2015). 

-LEY DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SONORA (Enero-Marzo’05), 

(Enero-Marzo’06). 

-LEY DE DONACIÓN Y TRASPLANTE PARA ORGANISMOS HUMANOS (Enero-Marzo’06). 

-LEY DE SOCIEDADES MUTUALISTAS (Enero- Marzo ‘06). 

-REGLAMENTO DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 

GUBERNAMENTAL (Abril-Junio’06). 

-LINEAMIENTOS GENERALES PARA EL ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA EN EL 

ESTADO DE SONORA (Abril-Junio’06). 

-LINEAMIENTOS GENERALES PARA LA CLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN DE LOS 

SUJETOS OBLIGADOS EN EL ESTADO (Abril-Junio‘06). 

-LINEAMIENTOS PARA LA ORGANIZACIÓN Y CONSERVACIÓN DE LA DOCU-MENTACIÓN 

PÚBLICA (Abril-Junio’06).   

-LEY QUE ESTABLECE EL SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES DEL ESTADO 

DE SONORA (Julio-Septiembre’06, Enero-Marzo’09). 

-REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR (Julio-Septiembre’06). 

-LEY DE SOCIEDADES MUTUALISTAS PARA EL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’06). 

-LEY DE DESARROLLO SOCIAL (Julio-Septiembre’06). 

-LEY DE AGUA DEL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’06). 

-REGLAMENTO INTERIOR DEL INSTITUTO CATASTRAL Y REGISTRAL DEL ESTADO DE 

SONORA (Octubre-Diciembre’06). 

-LEY REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 105 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (Abril-Junio’07). 

-RECOPILACIÓN DE REFORMAS A LOS CÓDIGOS PENAL Y DE PROCEDIMIENTOS PENALES 

PARA EL ESTADO DE SONORA, DESDE EL AÑO 1949 A LA ACTUALIDAD. TOMO I. (Enero-

Marzo’08). 

-RECOPILACIÓN DE REFORMAS A LOS CÓDIGOS PENAL Y DE PROCEDIMIENTOS PENALES 

PARA EL ESTADO DE SONORA, DESDE EL AÑO 1949 A LA ACTUALIDAD. TOMO II (Abril-

Junio’08). 

-LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO 

DE SONORA (Julio-Septiembre’08, Enero-Marzo’2018). 

-LEY DE PROFESIONES DEL ESTADO DE SONORA. (Julio-Septiembre’08). 

-LEY DE MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS PARA EL 

ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’08, Abril-Junio’2005). 

-LEY DE ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A VÍCTIMAS DEL DELITO (Julio-Septiembre’08). 

-LEY DE UNIONES DE CRÉDITO. (Octubre-Diciembre’09). 

-CÓDIGO DE FAMILIA PARA EL ESTADO DE SONORA (Enero-Marzo’10, Abril-Junio’11, Julio-

Septiembre’2015, Octubre-Diciembre’2017, Enero-Marzo’2020, Octubre-Diciembre’2023). 

-LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA (Abril-Junio’10). 

-CÓDIGO PENAL FEDERAL (Julio-Septiembre’10). 

-CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES (Julio-Septiembre’10). 

-LEY GENERAL DE SALUD (Octubre-Diciembre’10). 

-LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE LOS 

PARTICULARES (Octubre-Diciembre’10). 
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-LEY FEDERAL DE EXTINCIÓN DE DOMINIO REGLAMENTARIA DEL ARTÍCULO 22 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (Octubre-Diciembre’10). 

-LEY DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA EL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’2011). 

-LEY DE SEGURIDAD ESCOLAR PARA EL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’2011). 

-LEY DE PREVENCIÓN Y COMBATE DE LA TRATA DE PERSONAS PARA EL ESTADO DE 

SONORA (Julio-Septiembre’2011). 

-LEY PARA LA IGUALDAD ENTRE MUJERES Y HOMBRES EN EL ESTADO DE SONORA (Julio-

Septiembre’2011). 

-LEY DE PROTECCIÓN A MADRES JEFAS DE FAMILIA PARA EL ESTADO DE SONORA (Julio-

Septiembre’2011, Enero-Marzo’2018). 

-LEY QUE DETERMINA LAS BASES DE OPERACIÓN DE LAS CASAS DE EMPEÑO DEL 

ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’2011). 

-LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL ESTADO DE SONORA (Abril-Junio’2012). 

-LEY FEDERAL PARA LA PROTECCIÓN A PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL 

PROCEDIMIENTO PENAL (Julio-Septiembre’2012). 

-LEY GENERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN MATERIA DE 

SECUESTRO, REGLAMENTARIA DE LA FRACCIÓN XXI DEL ARTÍCULO 73 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (Julio-Septiembre’2012, Octubre-

Diciembre’ 2016). 

-LEY GENERAL PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LOS DELITOS EN MATERIA 

DE TRATA DE PERSONAS Y PARA LA PROTECCIÓN Y ASISTENCIA A LAS VÍCTIMAS DE 

ESTOS DELITOS (Julio-Septiembre’2012, Julio-Septiembre’ 2016). 

-LEY PARA LA PROTECCIÓN DE PERSONAS DEFENSORAS DE DERECHOS HUMANOS Y 

PERIODISTAS (Julio-Septiembre’2012). 

-LEY GENERAL DE PROTECCIÓN CIVIL (Julio-Septiembre’2012). 

-LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DEL ESTADO 

DE SONORA (Enero-Marzo’2013, Julio-Septiembre’2016, Enero-Marzo’2017 ). 

-LEY GENERAL DE VÍCTIMAS (Julio-Septiembre’ 2013). 

-CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES (Enero-Marzo’2014, Enero-Marzo’2016). 

-LEY GENERAL EN MATERIA DE DELITOS ELECTORALES (Enero-Marzo’2014). 

-LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES (Abril-Junio’2014). 

-LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS (Abril-Junio’2014). 

-LEY NACIONAL DE MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONFLICTOS (Abril-

Junio’2015, Octubre-Diciembre’ 2016). 

-LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES (Julio-

Septiembre’2015, Octubre- Diciembre’2017). 

-CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS (Julio-Septiembre’2015). 

-CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO (Julio-Septiembre’2015, Octubre-Diciembre’2017). 

-CONVENCIÓN SOBRE LOS ASPECTOS CIVILES DE LA SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE 

MENORES (Julio-Septiembre’2015). 

-CONVENCIÓN INTERMERICANA SOBRE RESTITUCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES 

(Julio-Septiembre’2015). 

-CONVENCIÓN SOBRE LA PROTECCIÓN DE MENORES Y LA COOPERACIÓN EN MATERIA 

DE ADOPCIÓN INTERNACIONAL (Julio-Septiembre’2015). 

-CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA 

VIOLENCIA CONTRA LA MUJER “CONVENCIÓN DE BELEM DO PARÁ” (Julio-Septiembre’2015, 

Enero - Marzo’2018). 

-LEY DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS PARA EL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’ 2015, Julio-

Septiembre’ 2016). 

-LEY PARA LA PROTECCIÓN DE PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL PROCEDIMIENTO 

PENAL PARA EL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’ 2015, Julio-Septiembre’ 2016). 
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-LEY DE EXTINCIÓN DE DOMINIO PARA EL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’ 2015, Julio-

Septiembre’ 2016). 

-LEY PARA LA ADMINISTRACIÓN DE BIENES ASEGURADOS, DECOMISADOS O 

ABANDONADOS DEL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’ 2015, Julio-Septiembre’ 2016). 

-LEY GENERAL DE VÍCTIMAS (Julio-Septiembre’ 2016). 

- LEY NACIONAL DEL SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PENAL PARA ADOLESCENTES 

(Octubre-Diciembre’ 2016). 

-LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL (Enero-Marzo´2017). 

-LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (Abril-Junio´2017). 

-LEY GENERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE SUJETOS 

OBLIGADOS (Abril-Junio´2017). 

-LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SONORA 

(Abril-Junio´2017). 

-LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA 

INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA ELABORACIÓN DE VERSIONES PÚBLICAS (Abril-Junio´2017). 

-LINEAMIENTOS GENERALES PARA LA CUSTODIA Y MANEJO DE INFORMACIÓN 

RESTRINGIDA Y LA PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE LOS SUJETOS 

OBLIGADOS DEL ESTADO DE SONORA (Abril-Junio´2017). 

-LEY DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE SUJETOS OBLIGADOS DEL 

ESTADO DE SONORA. (Abril-Junio´2017). 

-LEY DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE SONORA. 

(Octubre-Diciembre’2017). 

-LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA. (Enero - Marzo’2018). 

-REGLAMENTO DE LA LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE 

VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE SONORA. (Enero-Marzo’2018). 

-LEY DE PROTECCIÓN A MADRES JEFAS DE FAMILIA. (Enero - Marzo’2018). 

-LEY DE LOS ADULTOS MAYORES DEL ESTADO DE SONORA. (Enero - Marzo’2018). 

-CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN 

CONTRA LA MUJER (Enero - Marzo’2018). 

-RECOMENDACIÓN GENERAL NÚMERO 33 SOBRE EL ACCESO DE LAS MUJERES A LA 

JUSTICIA (Enero - Marzo’2018). 

-LEY NACIONAL DE EXTINCIÓN DE DOMINIO (Julio-Septiembre’2019). 

-LEY NACIONAL DEL REGISTRO DE DETENCIONES (Octubre-Diciembre’2019). 

-LEY NACIONAL SOBRE EL USO DE LA FUERZA (Octubre-Diciembre’2019). 

-LEY DE LA GUARDIA NACIONAL (Octubre-Diciembre’2019). 

-LEY FEDERAL DE DECLARACIÓN ESPECIAL DE AUSENCIA PARA PERSONAS DESAPARECIDAS 

(Octubre-Diciembre’2019). 

-LEY FEDERAL DEL TRABAJO (Octubre-Diciembre’2021, Julio-Septiembre’2023). 

-REGLAMENTO DEL CENTRO DE CONVIVENCIA FAMILIAR Y SERVICIOS ESPECIALIZADOS 

DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA (Enero - Marzo’2022). 

-ACUERDO GENERAL NÚMERO 17/2021 DEL PLENO DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA 

DEL ESTADO DE SONORA, MEDIANTE EL CUAL SE CREA EL CENTRO DE CONVIVENCIA 

FAMILIAR Y SERVICIOS ESPECIALIZADOS DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA 

(Enero - Marzo’2022). 

-REGLAMENTO QUE DETERMINA LOS PROCEDIMIENTOS DE RESPONSABILIDADES 

ADMINISTRATIVAS DE LAS Y LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL PODER JUDICIAL DEL 

ESTADO DE SONORA (Julio - Septiembre’2022). 

-LEY GENERAL DE MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS (Enero - 

Marzo’2024). 

-LEY DE RESPONSABILIDADES Y SANCIONES DEL ESTADO DE SONORA (Abril-Junio’2024). 

-CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES Y FAMILIARES (Julio-Septiembre’2024). 
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NUEVAS ADQUISICIONES 
 

SECCIÓN PRIMERA  

BOLETÍN OFICIAL DEL GOBIERNO DEL ESTADO  

 
 

1.- Tomo CCXIV 

02 de diciembre de 2024 

Número 45, Secc. III. 

- Reglamento Interior del Comité de Planeación Municipal de Ímuris.  

 

2.- Tomo CCXIV 

05 de diciembre de 2024 

Número 46, Secc. III. 

- Acuerdo que reforma y adiciona diversas disposiciones del Reglamento del 

Sistema Municipal de Seguridad Pública, del H. Ayuntamiento de Hermosillo. 

 

3.- Tomo CCXIV 

05 de diciembre de 2024 

Número 46, Secc. IV. 

- Acuerdo que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del Reglamento interior de 

PROSONORA. 

 

4.- Tomo CCXIV 

12 de diciembre de 2024 

Número 48, Secc. IV. 

- Reglamento Interior del Comité de Planeación Municipal, del H. Ayuntamiento de Carbó. 

 

5.- Tomo CCXIV 

19 de diciembre de 2024 

Número 50, Secc. II. 

- Lineamientos para la operación del Programa de Atención a Niñas, Niños y Adolescentes en situación de 

víctimas de los delitos que constituyen violencia sexual infantil, de la Comisión Ejecutiva de Atención a 

Víctimas. 

 

6.- Tomo CCXIV 

30 de diciembre de 2024 

Número 53, Secc. II. 

- Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del Reglamento Interior de la Secretaría 

de Agricultura, Ganadería, Recursos Hidráulicos, Pesca y Acuacultura. 

 

7.- Tomo CCXIV 

16 de diciembre de 2024 

Número 49, Secc. I. 

- Acuerdo que aprueba el presupuesto de egresos del Fondo para la Administración de Justicia del Estado 

de Sonora, para el ejercicio fiscal de dos mil veinticinco, del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de 

Sonora.  
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8.- Tomo CCXIV 

27 de diciembre de 2024 

Edición Especial 

- Decreto número 10, por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Código 

Fiscal del Estado de Sonora, de la Ley de Hacienda del Estado, de la Ley de Control Vehicular del Estado 

de Sonora y de la Ley que Regula la Operación y Funcionamiento de los Establecimientos Destinados a la 

Fabricación, Embasamiento, Distribución, Almacenamiento, Transportación, Venta y Consumo de 

Bebidas con contenido Alcohólico en el Estado de Sonora. 

 

9.- Tomo CCXV. 

15 de enero de 2025 

Edición Especial 

- Decreto número 26, que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Instituciones y 

Procedimientos Electorales para el Estado de Sonora. 

 

10.- Tomo CCXV. 

17 de enero de 2025 

Edición Especial 

- Acuerdo General número 01/2025 del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Sonora, 

mediante el cual se autoriza el cambio de domicilio del Primer Tribunal Laboral del Distrito Judicial 2, 

con sede en Cd. Obregón, Sonora. 

 

11.- Tomo CCXV. 

Número 6 Secc. II. 

20 de enero de 2025 

- Decreto número 30, que reforma diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 

Estado de Sonora. 

- Acuerdo número 49, Convocatoria general pública por la que se convoca a toda la ciudadanía a 

participar en la elección de las personas que ocuparán los cargos de Magistradas y Magistrados del 

Supremo Tribunal de Justicia, Magistradas y Magistrados del Tribunal de Disciplina Judicial, Magistradas 

y Magistrados Regionales Colegiados de Circuito y Juezas y Jueces del Poder Judicial del Estado, emitido 

por el Congreso del Estado. 

 

12.- Tomo CCXV. 

Número 6 Secc. III. 

20 de enero de 2025 

- Acuerdo General número 02/2025, del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Sonora, 

mediante el cual se modifica el punto Tercero del Acuerdo General Número 16/2022, del Pleno del 

Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Sonora y establece reglas para implementación del Sistema de 

Justicia Laboral. 

 

13.- Tomo CCXV. 

24 de enero de 2025 

Edición Especial 

- Acuerdo número 50, por el que se resuelve instalar el Comité de Evaluación del Poder Legislativo. 

- Acuerdo para instalar el Comité de Evaluación del Poder Ejecutivo que deberá integrar el listado de los 

aspirantes mejor evaluados para cada cargo de personas juzgadoras del Poder Judicial del Estado, a 

elegirse en el proceso electoral extraordinario 2024-2025. 
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14.- Tomo CCXV. 

25 de enero de 2025 

Edición Especial 

- Acuerdo General número 03/2025, por el que se establecen las bases para la integración y 

funcionamiento del Comité de evaluación del Poder Judicial del Estado de Sonora y para el desarrollo del 

proceso electoral extraordinario 2024-2025, para la elección de Magistradas y Magistrados del Supremo 

Tribunal de Justicia, Magistradas y Magistrados del Tribunal de Disciplina Judicial, Magistradas y 

Magistrados, Regionales Colegiados de Circuito, así como Juezas y Jueces del Poder Judicial del Estado 

de Sonora. 

- Comunicado a la Ciudadanía sobre la Sesión Plenaria llevada a cabo el veinticuatro de enero de dos mil 

veinticinco, en la cual el Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Sonora integró el Comité de 

Evaluación y llevó a cabo su instalación, designando por unanimidad a las y los integrantes. 

 

15.- Tomo CCXV 

04 de febrero de 2025 

Número 10, Secc. IV. 

- Reglamento Interior de la Secretaría de Educación y Cultura. 

 

16.- Tomo CCXV 

06 de febrero de 2025 

Número 11, Secc. I1. 

- Acuerdo General Número 04/2025 del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Sonora, 

mediante el cual se emiten disposiciones relacionadas con el Registro Nacional de obligaciones 

alimentarias, que administra el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF). 

 

17.- Tomo CCXV 

13 de febrero de 2025 

Número 13, Secc. IV. 

- Reglamento para la Protección, Conservación y Fomento del árbol en las zonas urbanas y rurales del 

municipio de Huatabampo. 

 

18.- Tomo CCXV 

13 de febrero de 2025 

Número 13, Secc. V. 

-Decreto número 36, por el que se adiciona un Artículo 106 al Presupuesto de Egresos del Gobierno del 

Estado de Sonora, para el Ejercicio Fiscal 2025. 
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SECCIÓN SEGUNDA 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 

 
 

1.- Número 02. 

02 de noviembre de 2024. 

-Decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 4o. y 27 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de bienestar.  

-Decreto por el que se reforma y adiciona la fracción XII del Apartado A del 

artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

materia de vivienda para las personas trabajadoras. 

- Decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 3o., 4o. y 73 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de 

protección y cuidado animal. 

 

2.- Número 08. 

09 de noviembre de 2024. 

- Instrumento normativo aprobado por el Comité de Evaluación del Poder Judicial de la Federación el 

cinco de diciembre de dos mil veinticuatro, por el que se modifican las bases séptima y décima novena, en 

sus puntos del 4 al 8, de la Convocatoria Pública Abierta que emite el Comité de Evaluación del Poder 

Judicial de la Federación, en términos de los artículos 11 y 12 del Acuerdo General número 4/2024, de 

veintinueve de octubre de dos mil veinticuatro, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a 

las personas interesadas en ser postuladas por el Poder Judicial de la Federación a candidaturas en Proceso 

Electoral Extraordinario 2024-2025, conforme a lo previsto en el artículo 96, párrafos primero, fracción II, 

segundo y tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el artículo 

Transitorio Segundo, párrafo tercero, del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 

disposiciones de ésta materia de Reforma del Poder Judicial, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el quince de septiembre de dos mil veinticuatro. 

 

3.- Número 10. 

Edición Verpertina 

10 de diciembre de 2024. 

- Acuerdo por el que se tienen por realizadas las traducciones a las lenguas indígenas que se indican del 

"Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del artículo 2o. de la 

Constitución Política  de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Pueblos y Comunidades Indígenas 

y Afromexicanos",  publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de septiembre de 2024, y se 

instruye al Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas llevar a cabo las acciones que se indican.   

 

4.- Número 12. 

12 de diciembre de 2024. 

- Tercera Resolución de Modificaciones a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2024 y anexos 1, 1-A, 14, 

15 Y 29. 

 

5.- Número 17. 

Edición Verpertina 

16 de diciembre de 2024. 

- Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo y de la 

Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123 

Constitucional, en materia de erradicación de la brecha salarial por razones de género. 
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- Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones del Código Nacional de 

Procedimientos Penales y de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en materia de 

medidas de protección y derecho de las mujeres a una vida libre de violencia.  

- Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General para la Igualdad 

entre Mujeres y Hombres, de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y 

del Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares. 

 

6.- Número 21. 

19 de diciembre de 2024. 

- Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo. 

- Acuerdo por el cual se modifican diversas disposiciones del Reglamento Interior del Instituto Federal de 

Especialistas de Concursos Mercantiles. 

 

7.- Número 22. 

Edición Verpertina 

19 de diciembre de 2024. 

- Decreto por el que se expide la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2025. 

- Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal de 

Derechos. 

- Decreto por el que se modifica la tarifa de la Ley de los Impuestos Generales de la Importación y de 

Exportación y el Decreto para el Fomento de la Industria Manufacturera, Maquiladora y de Servicios de 

Exportación. 

 

8.- Número 23. 

20 de diciembre de 2024. 

- Acuerdo del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal por el que se establecen los Lineamientos para el 

Manejo y Recopilación de Información del Sistema Nacional de Información Jurisdiccional. 

- Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reforma y adiciona el que 

reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo, en relación con el Centro de 

Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias del Poder Judicial de la Federación. 

 

9.- Número 24. 

Edición Verpertina 

21 de diciembre de 2024. 

- Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de simplificación orgánica. 

- Decreto por el que se expide la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

 

10.- Número 28. 

Edición Verpertina 

24 de diciembre de 2024. 

- Decreto por el que se adiciona un artículo 101 Bis 3 a la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes, en materia de acceso a internet libre de violencia contra niñas, niños y adolescentes. 

-Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2025. 

- Decreto por el que se adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, en materia de 

Plataformas Digitales. 

 

11.- Número 29. 

26 de diciembre de 2024. 

- Acuerdo por el que se actualizan los montos de las operaciones y multas previstas en la Ley Federal de 

Protección al Consumidor para el año dos mil veinticinco. 
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12.- Número 31. 

27 de diciembre de 2024. 

- Resolución que modifica las Disposiciones de carácter general aplicables a las instituciones de crédito. 

- Resolución Modificatoria de la Resolución que modifica las Disposiciones de carácter general aplicables 

a los almacenes generales de depósito, casas de cambio, uniones de crédito y sociedades financieras de 

objeto múltiple reguladas, publicada el 23 de enero de 2018. 

-Resolución modificatoria de la Resolución que modifica las Disposiciones de carácter general aplicables 

a los almacenes generales de depósito, casas de cambio, uniones de crédito y sociedades financieras de 

objeto múltiple reguladas, publicada el 25 de abril de 2024. 

- Resolución Modificadora de la Resolución que modifica las Disposiciones de carácter general aplicables 

a las actividades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo, publicada el 23 de enero de 2018. 

- Resolución Modificatoria de la Resolución que modifica las Disposiciones de carácter general aplicables 

a las actividades de las sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo, publicada el 9 de abril de 2024. 

- Resolución Modificatoria de la Resolución que modifica las Disposiciones de carácter general aplicables 

a las entidades de ahorro y crédito popular, organismos de integración, sociedades financieras 

comunitarias y organismos de integración financiera rural, a que se refiere la Ley de Ahorro y Crédito 

Popular, publicada el 23 de enero 2018. 

- Resolución Modificatoria de la Resolución que modifica las Disposiciones de carácter general aplicables 

a las entidades de ahorro y crédito popular, organismos de integración, sociedades financieras 

comunitarias y organismos de integración financiera rural, a que se refiere la Ley de Ahorro y Crédito 

Popular, publicada el 18 de abril de 2024. 

 

13.- Número 32. 

30 de diciembre de 2024. 

- Reglas Generales de Comercio Exterior para 2025 y su Anexo 13. 

- Resolución que modifica las Disposiciones de carácter general aplicables a las emisoras de valores y a 

otras participantes del mercado de valores. 

Resolución que modifica las Disposiciones de carácter general aplicables a los almacenes generales de 

depósito, casas de cambio, uniones de crédito y sociedades financieras de objeto múltiple reguladas.   

- Resolución que modifica las Disposiciones de carácter general aplicables a los almacenes generales de 

depósito, casas de cambio, uniones de crédito y sociedades financieras de objeto múltiple reguladas. 

- Resolución que modifica las Disposiciones de carácter general aplicables a las instituciones de crédito. 

- Resolución Miscelánea Fiscal para 2025, y sus Anexos 1, 5, 6, 8, 15, 19 y 27. 

 

14.- Número 34. 

Edición Verpertina 

31 de diciembre de 2024. 

- Decreto por el que se reforma el párrafo segundo del artículo 19 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en materia de prisión preventiva oficiosa. 

- Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en materia de Seguridad Pública. 

- Decreto por el que se modifica el diverso por el que se exenta el pago de arancel de importación y se 

otorgan facilidades administrativas a diversas mercancías de la canasta básica y de consumo básico de las 

familias. 

- Decreto por el que se expide el Reglamento Interior de la Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno.  

 

15.- Número 02. 

03 de enero de 2025. 

-Decreto por el que se expide la Ley de Carrera Judicial del Poder Judicial de la Federación. 

- Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas. 
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16.- Número 08. 

09 de enero de 2025. 

- Anexo 2 de las Reglas Generales de Comercio Exterior para 2025, publicadas el 30 de diciembre de 

2024. 

 

17.- Número 09. 

10 de enero de 2025. 

- Unidad de Medida y Actualización, del Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 

 

18.- Número 10. 

10 de enero de 2025. 

- Aclaración a la Novena Modificación al Anexo 15 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2022, 

publicada el 30 de diciembre de 2024. 

- Decreto por el que se expide el Reglamento Interior de la Secretaría de las Mujeres. 

 

19.- Número 11. 

13 de enero de 2025. 

- Anexo 1-A de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2025, publicada el 30 de diciembre de 2024. 

 

20.- Número 12. 

Edición Vespertina 

13 de enero de 2025. 

- Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Reglamento Interior de la 

Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes. 

 

21.- Número 13. 

14 de enero de 2025. 

- Anexos 11, 12, 13, 23, 30, 31 y 32 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2025, publicada el 30 de 

diciembre de 2024. 

 

22.- Número 16. 

17 de enero de 2025. 

- Decreto por el que se adicionan un párrafo quinto al artículo 4º. y un párrafo segundo al artículo 5º., de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de protección a la salud. 

- Decreto por el que se expide el Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y 

Urbano. 

- Decreto por el que se crea la Comisión Presidencial de Planes de Justicia y Desarrollo Regional de los 

Pueblos Indígenas y Afromexicanos. 

 

23.- Número 20. 

22 de enero de 2025. 

- Primera Resolución de Modificaciones a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2025 y Anexo 1-A 

- Sentencia dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de 

Inconstitucionalidad 227/2023, así como el Voto Particular de la señora Ministra Lenia Batres 

Guadarrama. 

- Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se aprueba el marco geográfico 

electoral que se utilizará en el Proceso Electoral Extraordinario 2024-2025, referente a la elección de 

personas juzgadoras del Poder Judicial de la Federación.  
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24.- Número 26. 

29 de enero de 2025. 

- Acuerdo del Consejo del Instituto Nacional Electoral por el que se aprueban los Lineamientos que 

establecen los plazos y términos para el uso del Padrón Electoral y las Listas Nominales de Electores para 

el Proceso Electoral Extraordinario para la elección de diversos cargos del Poder Judicial de la Federación 

2024-2025 y de los Procesos Electorales de los Poderes Judiciales Locales 2024-2025, así como de las 

elecciones extraordinarias que de éstos deriven; y, los plazos para la actualización del Padrón Electoral y 

los cortes de la Lista Nominal de Electores, con motivo de la celebración de los referidos Procesos 

Electorales. 

 

25.- Número 27. 

30 de enero de 2025. 

- Decreto por el que se expide el Reglamento Interior de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural. 

- Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se señalan las fechas máximas 

que permitan contar con viabilidad material y operativa para la realización de las actividades a cargo del 

Instituto Nacional Electoral respecto de las elecciones extraordinarias de los poderes judiciales locales 

concurrentes con la elección extraordinaria del Poder Judicial Federal en el año 2025. 

 

26.- Número 30. 

04 de febrero de 2025. 

- Lista que contiene la relación de los nombres que resultaron insaculados por la Mesa Directiva de la 

Cámara de Senadores, ajustada al número de postulaciones para cada cargo, atendiendo a su especialidad 

por materia y observando la paridad de género, así como los nombres de las personas de aquellos cargos 

en los que no existió el número de aspirantes necesarios para las ternas o duplas correspondientes y que no 

se sometieron al procedimiento de insaculación pública para determinar los candidatos del Poder Judicial 

de la Federación en relación con el Procedo Electoral Extraordinario 2024-2025. 

 

27.- Número 49. 

21 de febrero de 2025. 

- Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley del Instituto del 

Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores y de la Ley Federal del Trabajo, en materia de 

vivienda con orientación social. 

 

28.- Número 50. 

Edición Vespertina 

21 de febrero de 2025. 

- Decreto por el que se declara al “2025, Año de la Mujer Indígena”. 

 

29.- Número 51. 

24 de febrero de 2025. 

- Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Reglamento Interior de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
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OPCIONES DE CONSULTA Y SERVICIOS QUE OFRECE  

EL H. SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA 
 

 

 

    ¿OCUPA MUCHO TIEMPO EN VISITAR LOS JUZGADOS 

    Y REVISAR LAS LISTAS DE ACUERDOS EN ESTRADOS? 
 

 
 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

    

    

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Para dudas y sugerencias: 

 

 

Correo electrónico 

infstj@stjsonora.gob.mx 

Consulte desde su despacho 

 nuestra página en INTERNET: 

http://www.stjsonora.gob.mx 

Visite nuestra 

BIBLIOTECA JURÍDICA VIRTUAL 

 

Ofrece a los usuarios material  

de consulta de carácter jurídico: 

 -  Boletín de Información Judicial del Estado de Sonora.     

 -  Boletín de adquisiciones bibliográficas y hemerográficas. 

 -  Instrumentos y reformas legales recientes. 

 -  Marco Normativo. 

 -  Selección de Bibliotecas Virtuales. 

 -  Ligas de Interés. 

 -  Hemeroteca. 

 -  Editoriales. 

 -  Buscadores Jurídicos. 
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